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iV. Normas. Por Juan José Jurado Jurado, Registrador Mercantil y Secretario del Boletín.

1. b.o.e.

Jefatura del estado:

- lEy oRgániCa 1/2016, dE 31 dE oCtuBRE, dE REfoRma dE la lEy oRgániCa 2/2012, dE 27 dE aBRil,
dE EstaBilidad pREsupuEstaRia y sostEniBilidad finanCiERa.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10025.pdf

- lEy oRgániCa 2/2016, dE 31 dE oCtuBRE, dE modifiCaCión dE la lEy oRgániCa 5/1985, dE 19 dE
Junio, dEl RégimEn ElECtoRal gEnERal, paRa El supuEsto dE ConvoCatoRia automátiCa dE ElECCionEs
En viRtud dE lo dispuEsto En El apaRtado 5 dEl aRtíCulo 99 dE la ConstituCión.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10026.pdf

PresideNcia del gobierNo:

- REal dECREto 415/2016, dE 3 dE noviEmBRE, poR El quE sE REEstRuCtuRan los dEpaRtamEntos mi-
nistERialEs.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/04/pdfs/BOE-A-2016-10167.pdf

- REal dECREto 416/2016, dE 3 dE noviEmBRE, poR El quE sE nomBRa viCEpREsidEnta dEl goBiERno
a doña maRía soRaya sáEnz dE santamaRía antón.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/04/pdfs/BOE-A-2016-10168.pdf

- REal dECREto 417/2016, dE 3 dE noviEmBRE, poR El quE sE nomBRan ministRos dEl goBiERno.
http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/04/pdfs/BOE-A-2016-10169.pdf

- CoRRECCión dE ERRoREs dEl REal dECREto 417/2016, dE 3 dE noviEmBRE, poR El quE sE
nomBRan ministRos dEl goBiERno.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/05/pdfs/BOE-A-2016-10208.pdf

- REal dECREto 418/2016, dE 3 dE noviEmBRE, poR El quE sE disponE quE don íñigo méndEz dE vigo y
montoJo, ministRo dE EduCaCión, CultuRa y dEpoRtE, asuma las funCionEs dE poRtavoz dEl goBiERno.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/04/pdfs/BOE-A-2016-10170.pdf

- REal dECREto 540/2016, dE 25 dE noviEmBRE, poR El quE sE nomBRa pREsidEntE dEl goBiERno
vasCo a don iñigo uRkullu REntERia.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/26/pdfs/BOE-A-2016-11133.pdf

- REal dECREto 545/2016, dE 25 dE noviEmBRE, poR El quE sE nomBRa fisCal gEnERal dEl Estado a
don José manuEl maza maRtín.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/26/pdfs/BOE-A-2016-11134.pdf

miNisterio de la PresideNcia y Para las admiNistracioNes territoriales:

- REsoluCión dE 4 dE noviEmBRE dE 2016, dE la suBsECREtaRía, poR la quE sE modifiCa El anExo dEl
aCuERdo dEl ConsEJo dE ministRos dE 21 dE diCiEmBRE dE 2001, poR El quE sE disponE la numERaCión
dE las óRdEnEs ministERialEs quE sE puBliCan En El BolEtín ofiCial dEl Estado.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/05/pdfs/BOE-A-2016-10206.pdf
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miNisterio de Justicia:

- iNstruccióN de 25 de octubre de 2016, de la direccióN geNeral de los registros y del No-
tariado, sobre utilizacióN de medios electróNicos eN las comuNicacioNes de Notarios y regis-
tradores coN la direccióN geNeral de los registros y del Notariado.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/05/pdfs/BOE-A-2016-10201.pdf

- REsoluCión dE 2 dE noviEmBRE dE 2016, dE la diRECCión gEnERal dE los REgistRos y dEl notaRiado,
poR la quE sE disponE la JuBilaCión voluntaRia dEl notaRio dE madRid don José améRigo CRuz.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10605.pdf

- REsoluCión dE 3 dE noviEmBRE dE 2016, dE la diRECCión gEnERal dE los REgistRos y dEl nota-
Riado, poR la quE sE JuBila al notaRio dE lEón don fRanCisCo JaviER santos aguado.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10606.pdf

- REsoluCión dE 7 dE noviEmBRE dE 2016, dE la diRECCión gEnERal dE los REgistRos y dEl nota-
Riado, poR la quE sE apRuEBa la RElaCión pRovisional dE admitidos y ExCluidos a la oposiCión liBRE
paRa oBtEnER El título dE notaRio, ConvoCada poR oRdEn Jus/1410/2016, dE 10 dE agosto.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/21/pdfs/BOE-A-2016-10944.pdf

- REsoluCión dE 14 dE noviEmBRE dE 2016, dE la diRECCión gEnERal dE los REgistRos y dEl nota-
Riado, poR la quE sE JuBila al notaRio dE sEvilla don manuEl gaRCía dEl olmo santos.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/24/pdfs/BOE-A-2016-11059.pdf

miNisterio de ecoNomía y comPetitiVidad:

- REal dECREto 410/2016, dE 31 dE oCtuBRE, poR El quE sE apRuEBa El plan EstadístiCo naCional
2017-2020.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10773.pdf

- oRdEn 1733/2016, dE 14 dE oCtuBRE, dE autoRizaCión administRativa dE CEsión paRCial dE la CaRtERa
dE sEguRos dEl Ramo dE EnfERmEdad, modalidad asistEnCia sanitaRia, poR paRtE dE santa luCia, sa,
Compañía dE sEguRos y REasEguRos, a asisa, asistEnCia sanitaRia intERpRovinCial dE sEguRos, sau.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10074.pdf

- oRdEn 1734/2016, dE 14 dE oCtuBRE, dE ExtinCión dE la Entidad REunión gRupo 86, dE sEguRos y
REasEguRos, sa, En liquidaCión, y CanCElaCión dE su insCRipCión En El REgistRo administRativo dE
EntidadEs asEguRadoRas.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10075.pdf

miNisterio de hacieNda y admiNistracioNes PÚblicas:

- REsoluCión dE 26 dE oCtuBRE dE 2016, dE la sECREtaRía gEnERal dE CooRdinaCión autonómiCa
y loCal, poR la quE sE puBliCa El aCuERdo dE la suBComisión dE sEguimiEnto noRmativo, pREvEnCión
y soluCión dE ContRovERsias dE la Comisión BilatERal dE CoopERaCión administRaCión gEnERal
dEl Estado-Comunidad autónoma dE andaluCía En RElaCión Con la lEy 5/2016, dE 19 dE Julio, dEl
dEpoRtE dE andaluCía.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/02/pdfs/BOE-A-2016-10110.pdf

- REsoluCión dE 2 dE noviEmBRE dE 2016, dEl dEpaRtamEnto dE gEstión tRiButaRia dE la agEnCia
Estatal dE administRaCión tRiButaRia, poR la quE sE puBliCa la REHaBilitaCión dE númERos dE idEn-
tifiCaCión fisCal.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/09/pdfs/BOE-A-2016-10348.pdf
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- REsoluCión dE 2 dE noviEmBRE dE 2016, dEl dEpaRtamEnto dE gEstión tRiButaRia dE la agEnCia
Estatal dE administRaCión tRiButaRia, poR la quE sE puBliCa la REvoCaCión dE númERos dE idEnti-
fiCaCión fisCal.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/09/pdfs/BOE-A-2016-10349.pdf

- REsoluCión dE 16 dE noviEmBRE dE 2016, dEl dEpaRtamEnto dE gEstión tRiButaRia dE la agEnCia
Estatal dE administRaCión tRiButaRia, poR la quE sE puBliCa la REHaBilitaCión dE númERos dE idEn-
tifiCaCión fisCal.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/23/pdfs/BOE-A-2016-11046.pdf

- oRdEn 1822/2016, dE 24 dE noviEmBRE, poR la quE sE intRoduCEn dEtERminadas modifiCaCionEs téC-
niCas En los disEños físiCos y lógiCos dE los modElos dE dEClaRaCión infoRmativa nºs. 165, 170, 193,
194, 196, 280 y 282 apRoBados, REspECtivamEntE, poR oRdEn Hap/2455/2013, dE 27 dE diCiEmBRE,
oRdEn EHa/97/2010, dE 25 dE EnERo, oRdEn EHa/3377/2011, dE 1 dE diCiEmBRE, oRdEn dE 18 dE EnERo
dE 1999, oRdEn EHa/3300/2008, dE 7 dE noviEmBRE, oRdEn Hap/2118/2015, dE 9 dE oCtuBRE y oRdEn
Hap/296/2016, dE 2 dE maRzo.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/29/pdfs/BOE-A-2016-11251.pdf

- oRdEn 1823/2016, dE 25 dE noviEmBRE, poR la quE sE dEsaRRollan paRa El año 2017 El método dE
EstimaCión oBJEtiva dEl impuEsto soBRE la REnta dE las pERsonas físiCas y El RégimEn EspECial sim-
plifiCado dEl impuEsto soBRE El valoR añadido.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/29/pdfs/BOE-A-2016-11252.pdf

miNisterio de asuNtos exteriores y de cooPeracióN:

- aCuERdo dE apliCaCión dEl ConvEnio multilatERal iBERoamERiCano dE sEguRidad soCial, HECHo
En lisBoa El 11 dE sEptiEmBRE dE 2009. fiRma poR paRtE dE la REpúBliCa dEl pERú.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/16/pdfs/BOE-A-2016-10672.pdf

- aCuERdo EntRE El REino dE España y El REino dE aRaBia saudí paRa la pRomoCión y pRotECCión
RECípRoCa dE invERsionEs, HECHo En Riad El 9 dE aBRil dE 2006.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/28/pdfs/BOE-A-2016-11197.pdf

baNco de esPaÑa:

- REsoluCión dE 2 dE noviEmBRE dE 2016, dEl BanCo dE España, poR la quE sE puBliCan dEtERmina-
dos tipos dE REfEREnCia ofiCialEs dEl mERCado HipotECaRio.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/03/pdfs/BOE-A-2016-10163.pdf

- REsoluCión dE 2 dE noviEmBRE dE 2016, dEl BanCo dE España, poR la quE sE puBliCan los índiCEs
y tipos dE REfEREnCia apliCaBlEs paRa El CálCulo dEl valoR dE mERCado En la CompEnsaCión poR
RiEsgo dE tipo dE intERés dE los pRéstamos HipotECaRios, así Como paRa El CálCulo dEl difEREnCial
a apliCaR paRa la oBtEnCión dEl valoR dE mERCado dE los pRéstamos o CRéditos quE sE CanCElan
antiCipadamEntE.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/16/pdfs/BOE-A-2016-10710.pdf

- REsoluCión dE 17 dE noviEmBRE dE 2016, dEl BanCo dE España, poR la quE sE puBliCan dEtERmi-
nados tipos dE REfEREnCia ofiCialEs dEl mERCado HipotECaRio.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10833.pdf
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2. comuNidades autóNomas.

aNdalucía:

- dECREto 174/2016, dE 15 dE noviEmBRE, poR El quE sE apRuEBan los Estatutos dE la agEnCia dE
viviEnda y REHaBilitaCión dE andaluCía (avRa).

http://www.juntadeandalucia.es/boja/2016/223/BOJA16-223-00023-20352-01_00102614.pdf

aragóN:

- dECREto 161/2016, dE 8 dE noviEmBRE, dEl goBiERno dE aRagón, poR El quE sE modifiCa paRCial-
mEntE El dECREto 110/2014, dE 8 dE Julio, poR El quE sE apRuEBa El REglamEnto dE asistEnCia JuRí-
diCa gRatuita En El ámBito dE la Comunidad autónoma dE aRagón.

http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=934887225050

illes balears:

- dECREto 61/2016, dE 7 dE oCtuBRE, poR El quE sE modifiCa El dECREto 99/2015, dE 18 dE diCiEmBRE,
poR El quE sE fiJa El CalEndaRio dE días inHáBilEs paRa El año 2016 a EfECtos dEl Cómputo adminis-
tRativo, Con El fin dE adaptaRlo al aRtíCulo 30.2 dE la lEy 39/2015, dE 1 dE oCtuBRE, dEl pRoCEdi-
miEnto administRativo Común dE las administRaCionEs púBliCas.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10030.pdf

caNarias:

- lEy 2/2016, dE 27 dE sEptiEmBRE, paRa la modifiCaCión dE la lEy 6/2002, dE 12 dE Junio, soBRE mEdi-
das dE oRdEnaCión tERRitoRial dE la aCtividad tuRístiCa En las islas dE El HiERRo, la gomERa y la
palma.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10360.pdf

caNtabria:

- lEy 3/2016, dE 28 dE oCtuBRE, dE modifiCaCión dE la lEy dE CantaBRia 2/2001, dE 25 dE Junio, dE
oRdEnaCión tERRitoRial y RégimEn uRBanístiCo dEl suElo dE CantaBRia, paRa la REgulaCión dEl
dERECHo dE REaloJo y REtoRno En la Comunidad autónoma dE CantaBRia.

https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=305761

castilla-la maNcha:

- REsoluCión dE 28/10/2016, dEl instituto dE la muJER dE Castilla-la manCHa, dE dElEgaCión dE
CompEtEnCias En matERia dE ContRataCión.

http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2016/11/07/pdf/2016_11758.pdf&tipo=rutaDocm

JuNta de castilla y leóN:

- lEy 1/2016, dE 13 dE oCtuBRE, poR la quE sE modifiCa la lEy 2/2015, dE 4 dE maRzo, poR la quE sE
apRuEBa El Estatuto dEl ConsumidoR dE Castilla y lEón.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10362.pdf

- lEy 2/2016, dE 11 dE noviEmBRE, poR la quE sE REgulan las aCtuaCionEs paRa daR CuRso a las infoR-
maCionEs quE RECiBa la administRaCión autonómiCa soBRE HECHos RElaCionados Con dElitos ContRa
la administRaCión púBliCa y sE EstaBlECEn las gaRantías dE los infoRmantEs.

http://bocyl.jcyl.es/boletines/2016/11/21/pdf/BOCYL-D-21112016-1.pdf
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geNeralitat de cataluÑa:

- lEy 2/2016, dE 2 dE noviEmBRE, dE modifiCaCionEs uRgEntEs En matERia tRiButaRia.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=762410&type=01&language=es_ES

- dECREto 313/2016, dE 8 dE noviEmBRE, poR El quE sE apRuEBa la altERaCión dE los téRminos muni-
CipalEs dE sant fRuitós dE BagEs y dE sant Joan dE vilatoRRada.

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=763473&type=01&language=es_ES

- REsoluCión 2435/2016, dE 18 dE oCtuBRE, poR la quE sE da puBliCidad al dEslindE EntRE los téR-
minos muniCipalEs dE CastEll dE l'aREny y dE sant Julià dE CERdanyola. 

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=761369&type=01&language=es_ES

- REsoluCión 2436/2016, dE 18 dE oCtuBRE, poR la quE sE da puBliCidad al dEslindE EntRE los téR-
minos muniCipalEs dE Capolat y dE l'Espunyola. 

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=761378&type=01&language=es_ES

- REsoluCión 2437/2016, dE 18 dE oCtuBRE, poR la quE sE da puBliCidad al dEslindE EntRE los téR-
minos muniCipalEs dE BolviR y dE puigCERdà. 

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=761364&type=01&language=es_ES

- REsoluCión 2438/2016, dE 18 dE oCtuBRE, poR la quE sE da puBliCidad al dEslindE EntRE los téR-
minos muniCipalEs dE alpEns y dE sant agustí dE lluçanès. 

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=761343&type=01&language=es_ES

- REsoluCión 2484/2016, dE 18 dE oCtuBRE, poR la quE sE da puBliCidad al dEslindE EntRE los téR-
minos muniCipalEs dE monistRol dE CaldERs y dE muRa.

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=763196&type=01&language=es_ES

- REsoluCión 2485/2016, dE 18 dE oCtuBRE, poR la quE sE da puBliCidad al dEslindE EntRE los téR-
minos muniCipalEs dE navès y dE Capolat.

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=763213&type=01&language=es_ES

- REsoluCión 2486/2016, dE 18 dE oCtuBRE, poR la quE sE da puBliCidad al dEslindE EntRE los téR-
minos muniCipalEs dE sant fRuitós dE BagEs y dE santpEdoR.

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=763174&type=01&language=es_ES

- REsoluCión 2564/2016, dE 2 dE noviEmBRE, poR la quE sE da puBliCidad al dEslindE EntRE los téR-
minos muniCipalEs dE aRgEnçola y dE montmanEu.

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=765093&type=01&language=es_ES

- RECuRso dE inConstituCionalidad núm. 2257-2016, intERpuEsto poR El pREsidEntE dEl go-
BiERno En RElaCión Con divERsos pRECEptos dE la lEy dEl paRlamEnto dE Cataluña 17/2015, dE 21
dE Julio, dE igualdad EfECtiva EntRE muJEREs y HomBREs (sEntEnCia). 

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=764497&type=01&language=es_ES

- RECuRso dE inConstituCionalidad núm. 5272-2015, intERpuEsto poR El pREsidEntE dEl go-
BiERno En RElaCión Con El aRtíCulo úniCo dEl dECREto-lEy dE la gEnERalitat dE Cataluña 7/2014,
dE 23 dE diCiEmBRE, poR El quE sE dERoga la lEtRa B) dEl apaRtado 3 y El sEgundo páRRafo dEl apaR-
tado 4 dEl aRtíCulo 9 dEl dECREto-lEy 1/2009, dE 22 dE diCiEmBRE, dE oRdEnaCión dE los EquipamiEn-
tos ComERCialEs (sEntEnCia). 

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=764545&type=01&language=es_ES
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- ConfliCto positivo dE CompEtEnCia núm. 5625-2016, En RElaCión Con los aRts. 2, 4, 5, 7, 8
apaRtados 1, 2 páRRafo sEgundo y 3, 12, 17, disposiCión adiCional sEgunda y disposiCionEs finalEs
sEgunda y quinta dEl REal dECREto 310/2016, dE 29 dE Julio, poR El quE sE REgulan las EvaluaCionEs
finalEs dE EduCaCión sECundaRia oBligatoRia y dE BaCHillERato.

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=765929&type=01&language=es_ES

galicia:

- dECREto 143/2016, dE 22 dE sEptiEmBRE, poR El quE sE apRuEBa El REglamEnto dE la lEy 2/2016,
dE 10 dE fEBRERo, dEl suElo dE galiCia.

http://www.xunta.gal/dog/Publicados/2016/20161109/AnuncioG0422-281016-0013_es.pdf

- dECREto 144/2016, dE 22 dE sEptiEmBRE, poR El quE sE apRuEBa El REglamEnto úniCo dE REgulaCión
intEgRada dE aCtividadEs EConómiCas y apERtuRa dE EstaBlECimiEntos.

http://www.xunta.gal/dog/Publicados/2016/20161109/AnuncioG0424-281016-0016_es.pdf

murcia:

- lEy 14/2016, dE 7 dE noviEmBRE, dE patRimonio aRBóREo monumEntal dE la REgión dE muRCia.
http://www.borm.es/borm/vista/busqueda/ver_anuncio_html.jsf?fecha=09112016&numero=9042&origen=sum

comuNidad foral de NaVarra:

- lEy foRal 14/2016, dE 21 dE oCtuBRE, poR la quE sE apRuEBa El plan dE EstadístiCa dE navaRRa
2017-2020 y sE modifiCa la lEy foRal 11/1997, dE 27 dE Junio, dE EstadístiCa dE navaRRa.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10361.pdf

- lEy foRal 15/2016, dE 11 dE noviEmBRE, poR la quE sE REgulan los dERECHos a la inClusión soCial
y a la REnta gaRantizada.

http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2016/223/Anuncio-0/

- CoRRECCión dE ERRoREs dE la lEy foRal 15/2016, dE 11 dE noviEmBRE, poR la quE sE RE-
gulan los dERECHos a la inClusión soCial y a la REnta gaRantizada.

http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2016/228/Anuncio-0/

- lEy foRal 16/2016, dE 11 dE noviEmBRE, dE CuEntas aBiERtas.
http://www.navarra.es/home_es/Actualidad/BON/Boletines/2016/225/Anuncio-0/

comuNitat ValeNciaNa:

- lEy 7/2016, dE 30 dE sEptiEmBRE, dE REfoRma dEl aRtíCulo 15 dE la lEy 11/1994, dE 27 dE diCiEmBRE,
dE EspaCios natuRalEs pRotEgidos dE la Comunitat valEnCiana.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10029.pdf

- lEy 8/2016, dE 28 dE oCtuBRE, dE la gEnERalitat, dE inCompatiBilidadEs y ConfliCtos dE intEREsEs
dE pERsonas Con CaRgos púBliCos no ElECtos.

http://www.dogv.gva.es/datos/2016/11/07/pdf/2016_8739.pdf

- lEy 9/2016, dE 28 dE oCtuBRE, dE la gEnERalitat, dE REgulaCión dE los pRoCEdimiEntos dE EmER-
gEnCia Ciudadana En la administRaCión dE la Comunitat valEnCiana.

http://www.dogv.gva.es/datos/2016/11/07/pdf/2016_8740.pdf
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- lEy 10/2016, dE 28 dE oCtuBRE, dE modifiCaCión dE la lEy 9/2010, dE 7 dE Julio, dE la gEnERalitat,
dE dEsignaCión dE sEnadoREs o sEnadoRas En REpREsEntaCión dE la Comunitat valEnCiana.

http://www.dogv.gva.es/datos/2016/11/07/pdf/2016_8741.pdf

- lEy 11/2016, dE 28 dE noviEmBRE, dE la gEnERalitat, dE la agEnCia dE pREvEnCión y luCHa ContRa
El fRaudE y la CoRRupCión dE la Comunitat valEnCiana.

http://www.dogv.gva.es/datos/2016/11/30/pdf/2016_9534.pdf

- dECREto 167/2016, dE 11 dE noviEmBRE, dEl ConsEll, poR El quE sE modifiCa El Estatuto dEl ins-
tituto valEnCiano dE administRaCión tRiButaRia, apRoBado poR El dECREto 84/2015, dE 29 dE mayo,
dEl ConsEll.

http://www.dogv.gva.es/datos/2016/11/23/pdf/2016_9318.pdf

resolucioNes de la direccióN geNeral de los registros
y del Notariado.

1. resolucioNes Publicadas eN el b.o.e.

RECuRsos guBERnativos.

1.1. REgistRo dE la pRopiEdad. Por Basilio Aguirre Fernández, Registrador de la Propiedad.

- R. 10-10-2016.- R.p. CoRRalEJo.- base gráfica registral: exPedieNte del art. 199. Es doctrina de
este Centro directivo que cuando la calificación del Registrador sea desfavorable es exigible, según los
principios básicos de todo procedimiento y conforme a la normativa vigente, que al consignarse los defectos
que, a su juicio, se oponen a la inscripción pretendida, aquélla exprese también una motivación suficiente
de los mismos, con el desarrollo necesario para que el interesado pueda conocer con claridad los defectos
aducidos y con suficiencia los fundamentos jurídicos en los que se basa dicha calificación.
   del propio tenor del art. 9 se deduce la posibilidad de inscripción de representación gráfica sin tramita-
ción previa de dicho procedimiento, en los supuestos en los que no existan diferencias superficiales o éstas
no superen el límite máximo del 10% de la cabida inscrita y no impidan la perfecta identificación de la
finca inscrita ni su correcta diferenciación respecto de los colindantes. Como señaló este Centro directivo
en la R. 22-4-2016, según el art. 199, la certificación gráfica aportada, junto con el acto o negocio cuya
inscripción se solicite, o como operación específica, debe ser objeto de calificación registral conforme a
lo dispuesto en el art. 9, lo que supone acudir a la correspondiente aplicación informática auxiliar prevista
en dicho precepto, o las ya existentes anteriormente (cfr. punto cuarto de la Resolución-Circular de 3-11-
2015). las dudas que en tales casos puede albergar el Registrador han de referirse a que la representación
gráfica de la finca coincida en todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio público, a la po-
sible invasión de fincas colindantes inmatriculadas o a que se encubriese un negocio traslativo u operacio-
nes de modificación de entidad hipotecaria. 
   Respecto de las alegaciones relativas a las irregularidades en la tramitación del procedimiento que causó
la inscripción de un exceso de cabida en una finca colindante, debe reiterarse la doctrina emanada por este
Centro directivo en relación al objeto del recurso y si, en su caso, podría extenderse a asientos ya practi-
cados. El objeto del expediente de recurso contra calificaciones de Registradores de la propiedad es ex-
clusivamente la determinación de si la calificación negativa es o no ajustada a derecho. no tiene en
consecuencia por objeto cualquier otra pretensión de la parte recurrente, señaladamente la de revisar la
inscripción ya practicada de exceso de cabida en una finca colindante.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10061.pdf

- R. 10-10-2016.- R.p. valEnCia nº 11.- rePreseNtacióN VoluNtaria: aPlicacióN del art. 98 de la l.
24/2001. hiPoteca: ámbito de aPlicacióN de la l. 2/2009, de 31 de marzo. Como cuestión previa es
necesario recordar que constituye reiterada doctrina de este Centro directivo que en los recursos contra la
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calificación de los Registradores sólo cabe tener en cuenta los documentos presentados en tiempo y forma
en el Registro para su calificación.
   para entender válidamente cumplidos los requisitos contemplados en el mencionado art. 98 en los ins-
trumentos públicos otorgados por representantes o apoderado, el notario deberá emitir con carácter obli-
gatorio un juicio acerca de la suficiencia de las facultades acreditadas para formalizar el acto o negocio
jurídico pretendido o en relación con aquellas facultades que se pretendan ejercitar. las facultades repre-
sentativas deberán acreditarse al notario mediante exhibición del documento auténtico. asimismo, el no-
tario deberá hacer constar en el título que autoriza, no sólo que se ha llevado a cabo el preceptivo juicio
de suficiencia de las facultades representativas, congruente con el contenido del título mismo, sino que se
le han acreditado dichas facultades mediante la exhibición de documentación auténtica y la expresión de
los datos identificativos del documento del que nace la representación. de acuerdo a la misma doctrina ci-
tada, el Registrador deberá calificar, de un lado, la existencia y regularidad de la reseña identificativa del
documento del que nace la representación y, de otro, la existencia del juicio notarial de suficiencia expreso
y concreto en relación con el acto o negocio jurídico documentado y las facultades ejercitadas, así ́como
la congruencia del juicio que hace el notario del acto o negocio jurídico documentado y el contenido del
mismo título. dicho de otro modo, deberá calificar que se ha practicado la reseña de modo adecuado y
que se ha incorporado un juicio de suficiencia de las facultades del representante, siendo el contenido de
éste congruente con el acto o negocio jurídico documentado.
   también en relación con las facultades representativas, se señala por la Registradora que no consta que
se haya exhibido copia autorizada o auténtica de la escritura de poder de la que resultan las facultades re-
presentativas del otorgante de la escritura aclaratoria o complementaria, don J.m.t.C. En relación con este
defecto, como manifiesta el recurrente, las partes se otorgaron recíprocamente facultades representativas
al efecto en la misma escritura de cesión de préstamo hipotecario, en su estipulación sexta que había sido
otorgada ante la propia notaria, doña m.C.B.q. Ciertamente el art. 166 del R.n. permite que no se exhiba
al notario autorizante copia autorizada de la escritura de poder cuando el mismo consta en el protocolo
del propio notario, pero para ello es preciso que el notario manifieste expresamente que el apoderado se
halla facultado para obtener copia del mismo y que no consta nota de su revocación. 
   la Registradora pone de manifiesto de manera genérica en su nota denegatoria que la persona física
prestamista es titular de otros derechos reales de hipoteca; circunstancia que reconoce expresamente el
prestamista recurrente, el cual alega que es una persona jubilada y que son solamente dos préstamos hipo-
tecarios a su favor, uno formalizado en el año 2010 y el otro en el 2013. para fundamentar su nota de ca-
lificación y comprobar el carácter no profesional del prestamista, la Registradora ha realizado una consulta
al servicio de interconexión entre los Registros, por lo que entiende que la prestamista sí ejerce profesional
o habitualmente la actividad de concesión de préstamos, siéndole, en consecuencia, aplicable lo dispuesto
en la l. 2/2009. Es doctrina de este Centro directivo señalada en numerosas Resoluciones, que el Regis-
trador en el ejercicio de su función calificadora sobre la legalidad, puede tener en cuenta los datos que re-
sulten de organismos oficiales a los que pueda acceder directamente, no sólo para el mayor acierto en la
calificación sino también para liberar a los interesados de presentar documentos que puede obtener direc-
tamente cuando ello le sea factible sin paralizar el procedimiento registral o cuando sea especialmente útil
para el ejercicio adecuado de la calificación registral. Respecto a la difícil cuestión de cuántos créditos o
préstamos son necesarios otorgar para entender que existe una real habitualidad o reiteración en la conce-
sión de préstamos y para hacer aplicable la l. 2/2009, ciertamente es complicado establecer objetivamente
esa cifra. pero la prevalencia en este ámbito del principio de protección de los consumidores y la aplicación
del art. 8 de la repetida ley que establece que «corresponde a las empresas ‒acreedores‒ la prueba del cum-
plimiento de las obligaciones que les impone esta ley», han llevado ya a este Centro directivo (vid. R.
28-7-2015) a considerar que la concesión de simplemente dos préstamos constituye indicio suficiente
acerca de la cuestión debatida y justificación adecuada para exigir bien el cumplimiento de los requisitos
legales impuestos por la citada ley o bien una prueba satisfactoria de su no necesidad. 

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10062.pdf

- R. 10-10-2016.- R.p. sant matEu.- PriNciPio de legitimacióN registral: los asieNtos eestáN baJo
la salVaguardia de los tribuNales. se presenta a inscripción una escritura de elevación a documento
público de un documento formalizado ante notario inglés que ya fue objeto de inscripción, por lo que res-
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pecto de esta inscripción el asiento practicado está bajo la salvaguardia de los tribunales y produce todos
sus efectos mientras no se declare su inexactitud en los términos establecidos en la l.H. (cfr. art. 1, párrafo
tercero, de la l.H.), cerrándose el Registro a otros títulos formales relativos a la misma transmisión y a
otros que sean contradictorios (cfr. art. 17 de la l.H.), con independencia de que se haya emitido alguna
nota informativa errónea al respecto.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10064.pdf

- R. 11-10-2016.- R.p. la vECilla.- desliNde admiNistratiVo: eficacia y alcaNce. Ciertamente el ca-
rácter público de los bienes dota al deslinde administrativo de una serie de notas específicas que lo dife-
rencian del deslinde civil y que lo configuran como una manifestación del privilegio de autotutela de las
administraciones públicas, permitiéndoles acometer la defensa autónoma e inmediata de sus bienes y de-
rechos sin dependencia de los tribunales de Justicia, para que puedan llevar a cabo de forma adecuada el
cumplimiento de sus fines. En todo caso, puede decirse que la potestad de deslinde se concreta en una
serie de actuaciones procedimentales que concluyen en el acto administrativo de deslinde, que será el que
determine los límites concretos de los bienes públicos, el cual podrá ser impugnado ante la jurisdicción
contencioso-administrativa o ante la jurisdicción civil, según los casos. desde el punto de vista registral,
el art. 200 «in fine» de la l.H., tras la redacción por l. 13/2015, de 24 de junio, establece que lo dispuesto
en dicho art. para el expediente de deslinde de fincas inscritas, no resultará de aplicación a los inmuebles
cuya titularidad corresponda a las administraciones públicas, pues en este caso, el deslinde se practicará
conforme a su legislación específica. El art. 12.2 del R.H. declara inscribibles «los deslindes administrativos
debidamente aprobados», esto es, conforme al procedimiento legalmente establecido. dentro del procedi-
miento recogido en el Reglamento de Bienes se prevé la constancia en el R.p. de la iniciación del deslinde
mediante nota al margen de la inscripción del dominio –art. 57.3– como medio publicidad del procedi-
miento. si la finca deslindada se hallare inscrita en el R.p., se inscribirá igualmente el deslinde adminis-
trativo referente a la misma, una vez que sea firme en vía administrativa. En otro caso, la resolución
aprobatoria del deslinde será título suficiente para que la administración proceda a la inmatriculación de
los bienes siempre que contenga los demás extremos exigidos por el art. 206 de la l.H. (art. 53.1 de la ley
del patrimonio de las administraciones públicas).
   Respecto a la eficacia jurídica del deslinde administrativo, particularmente en relación al contenido de
los asientos del R.p., debe partirse del presupuesto que motiva el procedimiento de deslinde, esto es, la
confusión de linderos y su finalidad la fijación de los mismos, por lo que necesariamente su eficacia se
circunscribe al ámbito estrictamente posesorio, no afectando, en principio, al derecho de propiedad. En
cuanto a los efectos del deslinde sobre los pronunciamientos del R.p., debe partirse de la premisa de que
el deslinde administrativo no puede desconocer la presunción de veracidad y exactitud que se deriva del
art. 38 de la l.H. a favor del titular registral. puede decirse, por tanto, que, como regla general, el deslinde
administrativo a que hacen referencia los arts. 50 y siguientes de la l. 33/2003, limita su eficacia al ámbito
estrictamente posesorio, lo que impide que pueda considerase como título declarativo de propiedad a favor
de la administración, y, por tanto, no es suficiente para rectificar las inscripciones registrales contradictorias
con el deslinde. En el caso presente, donde se plantea la virtualidad rectificadora de los asientos registrales,
de un acto de deslinde de una finca registral perteneciente a entidad local menor que, según la documen-
tación aportada, esto es, certificación del acuerdo de aprobación del deslinde; certificación del acta de
deslinde que incluye plano topográfico con 37 vértices georreferenciados y plano superpuesto del levan-
tamiento tipográfico con la cartografía catastral, plano de la Concentración parcelaria Boñar-vegaquemada
ii, describe la finca 4.384 como monte comunal y delimita su extensión; es claro que no estamos ante uno
de los supuestos excepcionales previstos en nuestra legislación, donde se atribuye eficacia privilegiada al
deslinde, con efectos rectificatorios inmediatos de los asientos registrales. En este caso particular, en virtud
del acuerdo de deslinde pretende hacerse constar la nueva superficie de la finca y nuevos linderos. 
   que en el presente supuesto se plantea un conflicto de propiedad y no de lindes, lo demuestra tanto la
documentación aportada, como las propias alegaciones del recurrente, del todo contradictorias con la titu-
laridad dominical inscrita en el R.p., y el plano del parcelario catastral. sin que quepa aquí hacer pronun-
ciamiento alguno sobre el conflicto de títulos de propiedad. sí cabe sostener, sin embargo, conforme a lo
razonado anteriormente, la improcedencia, en el presente caso, del deslinde administrativo tramitado para
rectificar los asientos registrales, por entrar en colisión directa con las presunciones legitimadoras de la ti-
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tularidad ya inscrita, que opera «a todos los efectos legales», provocando la aplicación de lo preceptuado
en el art. 38 de la l.H. En el presente caso no se discute un «dato de mero hecho», sino una parte de la
finca, lo cual no es un simple dato, entrando en colisión directa con la fuerza legitimadora de la titularidad
inscrita, sin que estemos, además, en el caso del deslinde de monte, ante uno de los supuestos regulados
de deslinde con eficacia declarativa cualificada. 
   Cuando el ejercicio de las potestades administrativas haya de traducirse en una modificación del conte-
nido de los asientos del R.p., se ha de sujetar, además de a la propia legislación administrativa aplicable, a
la legislación hipotecaria, que impone el filtro de la calificación en los términos previstos por los arts. 18
de la l.H. y 99 de su Reglamento, como fundamento de los efectos que la propia legislación hipotecaria
atribuye a aquellos asientos, y entre los que se encuentran no sólo los derivados del principio de legitima-
ción registral (con los que sólo en parte se confunden los resultantes de la presunción de validez de los
arts. 57 de la l. 30/1992 y 39 de la actual l. 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo
Común de las administraciones públicas), sino también otros distintos y superiores, también con trans-
cendencia «erga omnes», como el de inoponibilidad de lo no inscrito y en el fe pública registral de los arts.
32 y 34 de la l.H. (vid. R. 15-1-2013). 

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10065.pdf

- R. 11-10-2016.- R.p. toRRox.- iNmatriculacióN Por título PÚblico: acta de Notoriedad. si bien se
produjo una primera presentación por vía telemática en el mes de octubre del año 2015, la misma decayó
por no haberse despachado dentro del plazo de vigencia del asiento de presentación ‒los sesenta días
hábiles reconocidos en el art. 17 de la l.H.‒ y no habiéndose producido ninguno de los supuestos de pró-
rroga del art. 432 del R.H., el asiento caducó y por ello perdió en su totalidad cualquier eficacia que la le-
gislación aplicable le pudiera conceder. objeto de nueva presentación, la misma se produjo bajo la vigencia
de la ley una vez objeto de reforma, por lo que la titulación debe ser calificada a tenor del nuevo articulado,
y por ello las consideraciones del Registrador han de prevalecer. Recordando la R. 19-11-2015: «por ello,
ya no será admisible la simple declaración de la notoriedad del hecho de que una determinada persona es
tenida por dueña de una determinada finca, como venía admitiendo el art. 298 del R.H., sino que, conforme
a las exigencias expresadas en el nuevo art. 205 de la l.H., y a la regulación del art. 209 del R.n., será ne-
cesario que, tras el requerimiento expreso en tal sentido y la práctica de las pruebas y diligencias pertinentes,
el notario emita formalmente, si procede, su juicio sobre la acreditación de la previa adquisición y su
fecha, siempre y cuando, como señala el mismo precepto reglamentario, tales extremos le «resultasen evi-
dentes por aplicación directa de los preceptos legales atinentes al caso».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10066.pdf

- R. 11-10-2016.- R.p. zaRagoza nº 5.- aNotacióN PreVeNtiVa de embargo: reQuisitos cuaNdo ha fa-
llecido el titular registral. Como señalo la R. 9-7-2011, convendría a este respecto recordar que la
calificación del Registrador del tracto sucesivo: a) para tomar anotación preventiva del embargo en caso de
procesos ejecutivos por deudas del titular registral, fallecido durante el procedimiento, deberá acreditarse
al Registrador que se demandó al titular registral, que ha fallecido y que se ha seguido la tramitación con
sus herederos, por sucesión procesal conforme al art. 16 de la ley de Enjuiciamiento Civil. si se ha producido
el fallecimiento del titular registral antes de iniciado el procedimiento, y éste se sigue por deudas de aquél,
además del fallecimiento deberá acreditarse al Registrador, si los herederos fueran ciertos y determinados,
que la demanda se ha dirigido contra éstos indicando sus circunstancias personales (art. 166.1.a, párrafo
primero, del R.H.), sin que proceda en este caso aportar los títulos sucesorios. b) si se ha producido el fa-
llecimiento del titular registral antes del iniciado el procedimiento, y éste se sigue por deudas de herederos
ciertos y determinados, además del fallecimiento deberá acreditarse al Registrador que la demanda se ha
dirigido contra éstos, indicando sus circunstancias personales y acompañando los títulos sucesorios y el cer-
tificado del Registro general de actos de última voluntad (art. 166.1.a, párrafo segundo, del R.H.). En de-
finitiva deberá acreditarse su condición de herederos del titular registral. c) En caso de procesos ejecutivos
por deudas del causante siendo sus herederos indeterminados, o por deudas de éstos herederos indetermi-
nados ‒herencia yacente‒, será preciso, para poder considerarse cumplimentado el tracto sucesivo, o bien
que se acredite en el mandamiento que se ha dado emplazamiento a alguno de los posibles llamados a la he-
rencia, o bien que se ha procedido al nombramiento judicial de un administrador de la herencia yacente.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10067.pdf
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- R. 13-10-2016.- R.p. ElCHE nº 5.- derecho de reVersióN exProPiatorio: caNcelacióN. Este Centro
directivo ha señalado (cfr. R. 26-11-2001) que son tres los hitos del íter de la reversión, todos ellos sus-
ceptibles de acceso registral: la cualidad de expropiado, la existencia del derecho de reversión declarada
por la administración o por los tribunales de Justicia y la consumación del derecho de reversión mediante
la transferencia del derecho de propiedad al reversionista. tras un detenido estudio de la doctrina jurispru-
dencial, en la R. 30-3-2016, se confirmó la calificación en cuanto a la exigencia de certificación del acto
administrativo firme que, con audiencia del interesado, declare la extinción del derecho de reversión, siem-
pre y cuando tal decisión haya adquirido firmeza, también en vía jurisdiccional, por sentencia judicial con-
firmatoria o por transcurso de los plazos de impugnación ante la jurisdicción contencioso administrativa.
se plantearon en la citada Resolución, asimismo, otros posibles modos de cancelación del derecho de re-
versión, como la renuncia, el expediente de liberación de cargas y gravámenes regulado en el art. 210 de
la l.H., tras la redacción dada por l. 13/2015, o la regla octava de cancelación del art. 210 de la l.H.,
siempre y cuando pueda afirmarse la existencia de un plazo preclusivo de ejercicio del derecho, a partir
del cual puedan computarse los cinco años exigidos por el precepto.
   En la R. 19-4-2016, se planteó, sin embargo, otro supuesto cancelatorio diferente a los anteriores, cuando
a través del oportuno expediente administrativo, quedó acreditado que el derecho de reversión ha incurrido
en causa de caducidad automática y extinción de conformidad con lo establecido en el art. 55.3 de la ley
sobre expropiación forzosa. por tanto, puede distinguirse éste último supuesto de caducidad automática
por transcurso de un plazo legal, de los supuestos previstos en el art. 54 de la ley expropiatoria, cuya ope-
ratividad dependen tanto de la concurrencia de supuestos de hecho, como de la virtualidad de un término
inicial o final, según los casos, sin perjuicio del supuesto particular citado para la cancelación de derecho
de reversión derivado de la expropiación urbanística, una vez transcurridos cinco años contados desde la
fecha de recepción de las obras de urbanización por la administración.
   Ciertamente deben diferenciarse los supuestos previstos en el art. 54.2, relativos a la improcedencia del
derecho de reversión, esto es, cuando no es posible reconocer el nacimiento del mismo como pleno y efec-
tivo derecho, y no ya como mera expectativa latente, siquiera constatada registralmente; de los casos pre-
vistos en el art. 54.3, donde dándose las circunstancias que permiten reconocer tal derecho, no se dan sus
condiciones de ejercicio. si esta distinción es clara en el plano material o sustantivo, registralmente, su
tratamiento a efectos de justificar la cancelación de la expectativa o derecho de reversión, es el mismo. no
otra debe ser la solución, a falta de precepto legal, que permita conjugar la calificación de las circunstancias
determinantes, ajenas a la calificación registral, y la existencia de diversos plazos, sean o no requisito de
ejercicio limitativos.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/02/pdfs/BOE-A-2016-10104.pdf

- R. 13-10-2016.- R.p. zaRagoza nº 9.- coNcurso de acreedores: embargo de bieNes comuNes eN
ProcedimieNto dirigido coNtra el cóNyuge No coNcursado. la declaración del concurso, además
de importantes efectos sobre la capacidad de administración y disposición del concursado y su patrimonio,
supone atribución de la competencia con carácter exclusivo y excluyente al Juez del concurso en el art. 8
de la ley. debe partirse de dos circunstancias que van a determinar la Resolución del recurso. En primer
lugar, que la finca está inscrita a nombre de la ejecutada y su cónyuge para su consorcio conyugal, recogido
en el Código de derecho foral de aragón, y, en segundo lugar, que sobre la misma finca figura inscrito el
concurso del marido de la demandada.
   Efectivamente, la formación de la masa activa y pasiva presentan especialidades cuando el concursado
está casado en un régimen de comunidad. En el caso de que se trate de persona casada el art. 77 determina
que: «1. En caso de concurso de persona casada, la masa activa comprenderá los bienes y derechos propios
o privativos del concursado. 2. si el régimen económico del matrimonio fuese el de sociedad de gananciales
o cualquier otro de comunidad de bienes, se incluirán en la masa, además, los bienes gananciales o comunes
cuando deban responder de obligaciones del concursado. En este caso, el cónyuge del concursado podrá
pedir la disolución de la sociedad o comunidad conyugal y el Juez acordará la liquidación o división del
patrimonio que se llevará a cabo de forma coordinada con lo que resulte del convenio o de la liquidación
del concurso». En el presente expediente el mandamiento de embargo presentado se refiere a una deuda
contraída no por el cónyuge concursado, sino por su consorte, debiendo resolverse en este recurso si los
acreedores del cónyuge del concursado se ven afectados por la situación concursal de una persona que no
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es quien contrajo la deuda. la solución a la cuestión controvertida debe encontrarse analizando qué créditos
deben incluirse en la masa pasiva. dice el art. 49.2 que «en el caso de concurso de persona casada en ré-
gimen de gananciales o cualquier otro de comunidad de bienes, se integrarán en la masa pasiva los créditos
contra el cónyuge del concursado, que sean, además, créditos de responsabilidad de la sociedad o comu-
nidad conyugal».
   de las deudas contraídas por uno solo de los cónyuges responden como se ha dicho, sus bienes privativos
y subsidiariamente los bienes comunes, pero estos bienes comunes están sujetos a las vicisitudes derivadas
de la actividad de ambos cónyuges no solo de su cónyuge deudor. permitir la ejecución separada supondría
hacer estos créditos de mejor condición que el resto de créditos contra el consorcio conyugal. Corresponde,
en definitiva, al Juez del concurso determinar si los acreedores del cónyuge del concursado deben incluirse
en la masa pasiva, por tratarse de créditos de responsabilidad de la sociedad o comunidad conyugal (cfr.
art. 49.2 de la ley Concursal).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/02/pdfs/BOE-A-2016-10105.pdf

- R. 13-10–2016.- R.p. aliCantE nº 1.- ProcedimieNto extraJudicial de eJecucióN de hiPoteca: No-
tificacióN y reQuerimieNto a los admiNistradores de uNa sociedad mercaNtil. Este Centro di-
rectivo se ha pronunciado en numerosas ocasiones acerca de la excepcionalidad del procedimiento de
ejecución extrajudicial, donde se posiciona como un axioma fundamental la necesidad de respeto al pro-
cedimiento regulado en el R.H. como presupuesto esencial para cumplir el precepto constitucional de la
tutela judicial efectiva consagrada en dicha norma. nuestro t.C. ha tenido ocasión de reiterar en innume-
rables ocasiones la trascendencia que los actos de comunicación tienen dentro de los procedimientos judi-
ciales como medio de garantizar que los destinatarios puedan ejercitar su derecho constitucional de defensa
(s. 7-5-2012, por todas). siendo el objeto del requerimiento la notificación de la existencia de las actua-
ciones notariales y la intimación a realizar el pago, solo si queda acreditado bajo la fe del notario que el
destinatario tiene cabal conocimiento de su contenido y de su fecha es admisible considerar practicada la
diligencia y llevado a cabo el trámite en términos que no violenten sus derechos constitucionales. así ocu-
rrirá si conocido el paradero del destinatario el notario lleva a cabo la diligencia con consentimiento de
aquél y previa su identificación (art. 202 del R.n.) o si el propio destinatario, conocedor de la circunstancia,
se persona ante el notario al efecto de recibir el requerimiento. En ninguno de estos supuestos se perjudica
la posición jurídica del destinatario ni su derecho a reaccionar en la forma que el ordenamiento le permite. 
   En el supuesto de hecho de este expediente después de diversos intentos infructuosos finalmente com-
pareció en la notaria don a.m.B.B. que aceptó darse por notificado, en su doble condición de administrador
mancomunado de la mercantil deudora «leumot service, s.l.», y de hipotecante no deudor. por lo tanto
en cuanto al lugar de notificación nada obsta, conforme a lo antes expuesto, que el requerimiento se efectúe
en lugar distinto al reflejado en la inscripción constitutiva de la hipoteca. El art. 235 del texto refundido
de la ley de sociedades de Capital, R.d.-legislativo 1/2010 de 2 de julio, establece: «Cuando la adminis-
tración no se hubiera organizado en forma colegiada, las comunicaciones o notificaciones a la sociedad
podrán dirigirse a cualquiera de los administradores. En caso de consejo de administración, se dirigirán a
su presidente». Hay que diferenciar el poder de representación de los administradores en virtud del cual
estos tienen encomendadas la gestión de la actividad ordinaria de la sociedad y las relaciones de ésta con
los terceros y que se extiende a todos los actos comprendidos en el objeto social delimitado en los estatutos
y otra la capacidad para recibir notificaciones y requerimientos. En el caso de este expediente, la adminis-
tración de la mercantil «leumot service s.l.» está conferida a tres administradores mancomunados, entre
los que se encuentra el citado don a.m.B.B., debiendo actuar dos de ellos cualesquiera conjuntamente.
no siendo por tanto una administración colegiada, estará habilitado para recibir notificaciones dirigidas a
la sociedad. por lo tanto el defecto no puede mantenerse.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/02/pdfs/BOE-A-2016-10106.pdf

- R. 13-10-2016.- R.p. pontEvEdRa nº 2.- disolucióN de coNdomiNio: realizada eN coNVeNio regu-
lador de las medidas de guarda y custodia de los hiJos No matrimoNiales. Es cierto que, en el
marco de estos criterios generales, este Centro directivo (cfr., por todas, Resoluciones de 25 de febrero y
9 y 10-3-1988), ha admitido el carácter inscribible del convenio regulador sobre liquidación del régimen
económico matrimonial que conste en testimonio judicial acreditativo de dicho convenio y que haya sido
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aprobado por la sentencia que acuerda la separación; y ello porque se considera que se trata de un acuerdo
de los cónyuges que acontece dentro de la esfera judicial y es presupuesto necesario de la misma sentencia
modificativa del estado de casado. del mismo modo resulta admisible, como ya habían admitido Resolu-
ciones anteriores, la inscripción de la adjudicación que mediante convenio regulador se realice respecto
de los bienes adquiridos vigente el régimen de separación de bienes, pues aunque dicho régimen está
basado en la comunidad romana, esto no autoriza a identificar ambas regulaciones. Esta diferenciación re-
sulta, en nuestro ordenamiento, del hecho de que el régimen económico-matrimonial de separación de
bienes solo pueda existir entre cónyuges, así como de la afectación de los bienes al sostenimiento de las
cargas del matrimonio, de las especialidades en la gestión de los bienes de un cónyuge por el otro, de la
presunción de donación en caso de concurso de un cónyuge y de las limitaciones que para disponer se de-
rivan del destino a vivienda habitual de un inmueble. ahora bien, dicha doctrina no implica que –a los
efectos de su inscripción– se admita el convenio regulador, aprobado judicialmente, como documento de
formalización de una disolución de una comunidad de bienes, adquiridos al margen o en ausencia de todo
régimen conyugal. En el caso que ahora se plantea, se produce la adjudicación de varios bienes inscritos
por mitad y pro indiviso en favor de dos personas solteras y que nunca han contraído matrimonio entre sí,
incluido dentro de un convenio regulador de las medidas de guarda y custodia de los hijos no matrimoniales
de los progenitores y titulares registrales.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/02/pdfs/BOE-A-2016-10107.pdf

- R. 17-10-2016.- R.p. sEpúlvEda.- rectificacióN de cabida: ProcedimieNto art. 201.1 l.h. Ha sido
definido el exceso de cabida en numerosas ocasiones por este Centro directivo, considerando que el mismo,
en relación a su naturaleza y alcance, y en base a los argumentos legales correspondientes, puede configu-
rarse como aquel procedimiento y solución en el que se hace constar en los libros la correcta extensión y
descripción de la finca como base del Registro. Este método, por tanto, solo debe permitir la corrección
de un dato mal reflejado en su término inicial al inmatricular la finca, por lo que la existencia de dudas
que pudiera albergar el Registrador de encontrarnos en cualquier otro caso –inmatriculaciones de parcelas
colindantes o encubrimiento de otras operaciones como agrupaciones o agregaciones– pueden (y deben)
generar una calificación negativa a la inscripción del exceso –o defecto– de cabida declarado. Como ha
reiterado este Centro directivo, siempre que se formule un juicio de identidad de la finca por parte del Re-
gistrador, no puede ser arbitrario ni discrecional, sino que ha de estar motivado y fundado en criterios ob-
jetivos y razonados. debe destacarse que no existe un límite cuantitativo de superficie para la aplicación
del procedimiento previsto en el art. 201 y que tampoco la sola magnitud del exceso o la existencia de una
alteración de linderos pueden basar la denegación de la inscripción sin más justificación.
   finalmente, en cuanto a la referencia contenida en la nota de calificación relativa a la falta de coincidencia
de la nueva descripción con la representación gráfica catastral aportada, la letra b), del art. 201.1 dispone
que en este procedimiento debe aportarse, en todo caso, la certificación catastral descriptiva y gráfica de
la finca o fincas objeto del expediente y que en caso de que el promotor manifieste que la representación
gráfica catastral no coincide con la rectificación solicitada, deberá aportar representación gráfica georre-
ferenciada de la misma.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10393.pdf

- R. 17-10-2016.- R.p. fuEngiRola nº 2.- PriNciPio de Prioridad: suPuestos del art. 105 r.h. la cues-
tión planteada en el presente caso debe resolverse conforme a la doctrina de esta dirección general expre-
sada en la R. 12-11-2010, según la cual la alternativa más lógica y congruente con una aplicación ponderada
de todos los principios e intereses en juego, y también con las normas hipotecarias vigentes, es la de en-
tender que el documento presentado en el diario en primer lugar (la compraventa) gana prioridad no solo
para sí, sino también para los documentos presentados con posterioridad cuando estos sean necesarios para
su despacho a fin de subsanar el concreto defecto de falta de tracto sucesivo que impedía su inscripción,
siempre que el disponente del primer documento presentado sea causahabiente del titular registral, y ello
aunque tal atribución de prioridad suponga dotar al documento subsanatorio (reconstructor del tracto) de
preferencia sobre el intermedio contradictorio que se presentó antes, pero después del subsanado. El art.
105 del R.H., al permitir la suspensión del título, sin imponer su denegación, y la anotación preventiva
por defecto subsanable, está permitiendo que la subsanación atribuya a la inscripción que a sus resultas se
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practique una eficacia retroactiva a la fecha del asiento de presentación practicado por el título subsanado,
lo que supone necesariamente que el título intermedio entre el subsanado y el subsanador (en este caso la
demanda de nulidad del testamento) pasa a quedar definitivamente postergado en su rango respecto del
primeramente presentado. todo ello lleva a la conclusión de que en los casos en que existan títulos inter-
medios presentados entre los dos previstos en el art. 105 del R.H. (el subsanable y el subsanador) –fuera
de los casos de convalidación–, tales títulos intermedios quedan perjudicados en favor de aquellos con
base en la preferencia o prioridad ganada mediante el primer asiento de presentación practicado, preferencia
que se comunica al título que reconstruye el tracto del primero.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10395.pdf

- R. 17-10-2016.- R.p. CastRo dEl Río.- diligeNcia del libro de actas: reQuisitos. Como ha dicho
este Centro directivo (vid. Resoluciones citadas en los «vistos») la l. 10/1992, de 30 de abril, de medidas
urgentes de Reforma procesal, reformó el art. 17 de la ley sobre propiedad horizontal, y con el único ob-
jetivo de descargar a los órganos jurisdiccionales de funciones que no tenían la condición de tales, enco-
mendó a los Registradores de la propiedad la tarea de diligenciar los libros de actas de las comunidades de
propietarios, en la forma que reglamentariamente se determinara.
   Como criterio general, basta con que se acredite la formalización del título constitutivo de una comunidad
de propietarios con elementos inmobiliarios, instalaciones o servicios comunes para que puedan legalizarse
sus libros de actas en el Registro de la propiedad, y ello aunque no esté formalizado en escritura pública
el título constitutivo ni esté inscrito en el Registro de la propiedad.
   la interpretación favorable a facilitar la toma de razón de los acuerdos de determinadas comunidades
no puede llegar al extremo de admitir la legalización de cualquier tipo de comunidad ordinaria, aun cuando
se dote de estatutos o normas, si no cumple las condiciones para la aplicabilidad de la normativa antes re-
señada. a este respecto debe recordarse que el régimen especial de propiedad establecido en el art. 396 del
Código Civil es aplicable, según expresa el art. 24 de la ley sobre propiedad horizontal, a los complejos
inmobiliarios privados que reúnan los siguientes requisitos: a) estar integrados por dos o más edificaciones
o parcelas independientes entre sí cuyo destino principal sea la vivienda o locales, y b) participar los titu-
lares de estos inmuebles, o de las viviendas o locales en que se encuentren divididos horizontalmente, con
carácter inherente a dicho derecho, en una copropiedad indivisible sobre otros elementos inmobiliarios,
viales, instalaciones o servicios.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10396.pdf

- R. 18-10-2016.- R.p. a CoRuña nº 6.- PriNciPio de Prioridad: suPuestos del art. 105 r.h. Conforme
a la reiterada doctrina de este Centro directivo (cfr. las Resoluciones citadas en los «vistos»), al tratarse
en este caso de un mandamiento de embargo sobre finca que aparece inscrita a favor de una persona que
no es la demandada como deudora procede la denegación de la anotación solicitada, por aplicación de los
principios de tracto sucesivo y legitimación (cfr. arts. 20 y 38 de la l.H. y 140.1 del Reglamento para su
ejecución). En segundo lugar, en los casos de falta de tracto sucesivo por falta de inscripción del título del
disponente, siendo este causahabiente del titular registral, quedan modalizados los principios hipotecarios
de tracto sucesivo y de prioridad. El art. 105 del R.H., al permitir la suspensión del título, sin imponer su
denegación, y la anotación preventiva por defecto subsanable, está permitiendo que la subsanación atribuya
a la inscripción que a sus resultas se practique una eficacia retroactiva a la fecha del asiento de presentación
practicado por el título subsanado, lo que supone necesariamente que el título intermedio entre el subsanado
y el subsanador (en este caso la demanda de nulidad del testamento) pasa a quedar definitivamente poster-
gado en su rango respecto del primeramente presentado.
   El art. 105 del R.H. no excluye de su ámbito de aplicación los supuestos de defectos cuya subsanación
requiera una titulación susceptible de presentación y despacho autónomo, y no documentación meramente
complementaria en el sentido del art. 33 del R.H., que no es objeto de asiento de presentación propio, sino
que precisamente contempla ese supuesto y solo ese, ya que el defecto cuya subsanabilidad prevé es justa
y precisamente la falta de tracto, cuya subsanación presupone la presentación de un título material traslativo
de los previstos en el art. 2 de la l.H., por cualquiera de las vías formales contemplados en el art. 3 de la
misma ley. además, el criterio por el que se califica como subsanable el defecto de falta de tracto cuando
el disponente trae causa del titular registral y así lo alega en el título que presenta primero en el Registro,
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que establece el art. 105 del R.H., encuentra su equivalente en relación con las anotaciones preventivas de
embargo en el art. 140, número 1, del R.H., que ha sido sancionado mediante norma de rango legal a través
del art. 629, número 2, de la ley de Enjuiciamiento Civil de 2000, el cual, en relación con el embargo de
bienes inmuebles, establece que «si el bien no estuviere inmatriculado, o si estuviere inscrito en favor de
persona distinta del ejecutado, pero de la que traiga causa el derecho de este, podrá tomarse anotación pre-
ventiva de suspensión de la anotación del embargo, en la forma y con los efectos previstos en la legislación
hipotecaria».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10397.pdf

- R. 18-10-2016.- R.p. fRaga.-rectificacióN del registro: error eN la coPia de la escritura Que
causó la iNscriPcióN. la rectificación registral se practica conforme indica el art. 40 de la l.H., que con-
templa diversos supuestos. En el supuesto de hecho planteado no existe error del Registro y la inexactitud
es motivada por un error en la copia del título inscrito. Es doctrina reiterada por este Centro directivo (cfr.
las RR. 5-5-1978, 6-11-1980, 10-9-2004, 19-6-2010 y 7-3-2011), que cuando la rectificación de errores o
inexactitudes se refiere a hechos susceptibles de ser probados de un modo absoluto con documentos feha-
cientes, independientes, por su naturaleza, de la voluntad de los interesados, no es necesario acudir al pro-
cedimiento general de rectificación registral ni inexcusable la aplicación de los arts. 40.d) y 82 de la l.H.,
pues bastará para llevar a cabo la rectificación la petición de la parte interesada acompañada de los docu-
mentos que aclaren el error producido. debe concluirse que en nada afectará a los acreedores puesto que
la nueva inscripción que se practique tendrá efectos desde la nueva presentación de la copia autorizada
junto con la diligencia de subsanación, sin procederse a cancelar las anotaciones preventivas de embargo
(cfr. arts. 17, 71 y 76 de la l.H.), mientras no se ordene, por la autoridad judicial en la tercería que corres-
ponda, la cancelación de las mismas, todo ello, sin perjuicio de las responsabilidades en que haya podido
incurrir el notario por la expedición de una copia autorizada errónea.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10399.pdf

- R. 19-10-2016.- R.p. aRmilla.- asieNto de PreseNtacióN: documeNtos PriVados. Como ha reiterado
este Centro directivo (cfr., por todas, las RR. de 2-2-2005, 19-12-2006, 19-6-2010, 23-8-2011 y 5 y 20 de
febrero y 27-3-2015), la rectificación de los asientos exige, bien el consentimiento del titular registral y de
todos aquellos a los que el asiento atribuya algún derecho ‒lógicamente siempre que se trate de materia no
sustraída al ámbito de autonomía de la voluntad‒, bien la oportuna resolución judicial recaída en juicio
declarativo entablado contra todos aquellos a quienes el asiento que se trate de rectificar conceda algún
derecho. En el supuesto de que el error proviniera de la tramitación de un expediente administrativo, tam-
poco procedería la rectificación del Registro por mera solicitud, sino que se precisaría rectificación del
expediente administrativo que dio lugar a la certificación administrativa que sirvió de título inscribible. 
   por lo que en el presente expediente, no tratándose de un error de concepto cometido en la inscripción,
o en otros asientos referentes a ella, que «resulten claramente de la misma», sino derivado de una eventual
omisión en el proyecto de reparcelación, no puede entenderse suficiente la instancia privada y por tanto,
no constituyendo, en este caso, supuesto que permita la extensión del asiento de presentación de un docu-
mento privado, conforme al artículo 420 del Reglamento Hipotecario en relación al artículo 3 de la ley.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/11/pdfs/BOE-A-2016-10443.pdf

- RR. 19-10-2016.- R.p. sant matEu.- recurso guberNatiVo: cómPuto del Plazo Para iNterPoNerlo.
hiPoteca: aPlicacióN de la s. 3-6-2016 eN materia de iNtereses de demora. Cuando se trata de pla-
zos de meses (o años) el cómputo ha de hacerse según el art. 5 del C.C., de fecha a fecha, para lo cual, aun
cuando se inicie al día siguiente de la notificación o publicación del acto o disposición, el plazo concluye
el día correlativo a tal notificación, en el mes (o año) de que se trate. El sistema unificado y general de
cómputos así establecido resulta el más apropiado para garantizar el principio de seguridad jurídica. 
   En cuanto a la alegación por el recurrente de no haber recibido notificación de la calificación y las noticias
que tiene de la misma son solo por referencias de terceros, dejando constancia de que jamás ha dado autori-
zación para que la notificación deje de hacerse de manera ordinaria de correo con acuse de recibo, debe ser
rechazada porque el Registrador ha dejado demostrado en su informe, mediante listado de su programa elec-
trónico de gestión, que la notificación tuvo lugar por vía telemática el día 21-6-2016 a las 11:03:52 horas.
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   la cuestión de fondo del recurso radica en determinar si la s.t.s. 3-6-2016, relativa a la determinación
de cuándo los intereses moratorios de un préstamo hipotecario celebrados por profesionales con consumi-
dores deben considerarse abusivos, es aplicable a las escrituras públicas de ese tipo de contratos, otorgadas
antes de dicho fallo. la nulidad de una cláusula hipotecaria por abusividad y la consecuencia de que deba
tenerse por no puesta, se aplica a todos los préstamos hipotecarios vigentes independientemente del mo-
mento de su firma y de si efectivamente se ha hecho uso de esa cláusula, incluso si la hipoteca se ha inscrito
en el registro de la propiedad. por tanto, si el carácter abusivo de los intereses moratorios puede ser invo-
cado por los prestatarios, sobre la base del contenido de la s.t.s. 3-6-2016, no sólo respecto de los prés-
tamos o créditos autorizados con posterioridad a su fecha o a la de su publicación en el «Boletín oficial
del Estado» u otra medio oficial, sino también respecto de préstamos o créditos anteriores a tales fechas;
igualmente podrá ser calificado por el Registrador de la propiedad cuando el título que las contenga, cual-
quiera que sea su fecha, se presenta para su inscripción. 
   según la sentencia del tribunal de Justicia de la unión Europea de 21-1-2015, los intereses moratorios
abusivos y el límite fijado por el artículo 114.3.ª de la l.H. operan en situaciones distintas, con diferentes
reglas de juego, y obedecen a razones también diferentes. El Registrador puede rechazar una cláusula como
abusiva cuando la nulidad por abusividad hubiera sido declarada mediante resolución judicial firme, sin
que sea necesario que conste inscrita en el Registro de Condiciones generales de la Contratación ya que tal
exigencia infringiría el «principio de efectividad» de la normativa europea de protección de consumidores;
siendo, no obstante necesario, a falta de tal inscripción, que la sentencia judicial proceda del t.s. (con valor
de jurisprudencia o casacional por provenir del pleno de sala), en cuanto fuente complementaría del derecho
(art. 1 del C.C.), o responda a un criterio mayoritario y uniforme de los órganos judiciales superiores.
   por último, en cuanto a la posibilidad de que se hubiera procedido a practicar la inscripción de la hipoteca
excluyendo la cláusula relativa a los intereses moratorios, dado que el recurrente no recoge este argumento,
procede únicamente reiterar ahora el criterio de este Centro directivo (RR. de 14-12-2010, 7 de noviembre
de 2012, 18 de febrero, 12 de septiembre y 3 de octubre de 2014 y 21 de enero, 30 de marzo y 14-5-2015),
mantenido a partir de la reforma llevada a cabo por la l. 24/2001, de 27 de diciembre, de medidas fiscales,
administrativas y del orden social, según el cual la inscripción parcial de los títulos, en caso de calificación
suspensiva o denegatoria de una parte de los mismos, si el pacto o estipulación rechazados afecta a la esen-
cialidad del contrato o negocio cuya inscripción se pretende, como ocurre respecto de la responsabilidad
hipotecaria en cuanto al derecho real de hipoteca, exige la solicitud expresa del interesado o interesados
(arts. 19 bis y 322 de la l.H.).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/11/pdfs/BOE-A-2016-10444.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/11/pdfs/BOE-A-2016-10445.pdf

- R. 20-10-2016.- R.p. El puERto dE santa maRía nº 2.- resolucioNes Judiciales: reQuisito de fir-
meza. PriNciPio de tracto sucesiVo: ProteccióN del titular registral. El art. 524.4 de la ley de
Enjuiciamiento Civil determina que «mientras no sean firmes, o aun siéndolo, no hayan transcurrido los
plazos indicados por esta ley para ejercitar la acción de rescisión de la sentencia dictada en rebeldía, sólo
procedera la anotación preventiva de las sentencias que dispongan o permitan la inscripción o la cancelación
de asientos en Registros públicos». la firmeza, de los pronunciamientos judiciales, tal y como viene se-
ñalando este Centro directivo de manera continuada no puede diseccionarse en cuanto a una posible dife-
rente eficacia una para «efectos registrales» y otra a «restantes o plenos efectos», debiendo la misma ser
única para todos los efectos posibles, por lo que la expresión firme «a efectos registrales» no resulta viable
en el sistema procesal e hipotecario español, debiendo ser una firmeza a únicos efectos, por lo que la es-
pecificación de efectos en la firmeza no puede ser aceptada y el defecto, por ello, debe ser mantenido.
   En el supuesto que nos atañe, se anota la traba del embargo en el año 1993 y como consecuencia del
procedimiento de apremio se verifica la realización del bien y se adjudica a un licitador, que inscribe su
derecho en el Registro. ahora se pretende la inscripción de la sentencia que declara nulo el embargo de re-
ferencia así como el procedimiento de él derivado, sin la necesaria intervención como parte procesal del
titular registral del bien, afectado por la pretensión ventilada ante los tribunales que ahora se pretende
tenga reflejo en el Registro. El devenir de los acontecimientos, en los que el demandante de la nulidad del
embargo no protegió su interés por medio de una anotación de demanda no puede producir efecto alguno
frente a un nuevo titular registral, ajeno a dicho proceso ‒al menos en cuanto a lo que el contenido de los
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libros refleja‒ y por ello su resultado no puede perjudicarle, debiendo para ello entablar las acciones que
correspondan contra dicho titular registral en un nuevo procedimiento dirigido contra él, si ello fuera po-
sible. por estas consideraciones, el defecto debe ser igualmente mantenido.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10812.pdf

- R. 20-10-2016.- R.p. sant matEu.- recurso guberNatiVo: Plazo de iNterPosicióN. El art. 326 de la
l.H. determina que el plazo para la interposición de recurso es de un mes computado desde la fecha de la
notificación de la calificación. El apartado último del mismo art. determina que «el cómputo de los plazos
a los que se refiere el presente capítulo se hara de acuerdo con lo dispuesto en la ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo
Común». por su parte, el art. 48.2 de la ley 30/1992 establece que «si el plazo se fija en meses o años,
estos se computaran a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación (...) del acto de que
se trate (...) si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo,
se entendera que el plazo expira el último día del mes». si se tiene en cuenta que en el supuesto objeto de
este recurso, según el informe del Registrador de la propiedad, la calificación se emitió con fecha 20-6-
2016 y fue notificada al recurrente con fecha 21-6-2016 por vía telematica (lo cual se acredita con listado
del programa registral de gestión y notificaciones), conforme a las anteriores reglas el plazo de interposición
del recurso finalizó el día 21-7-2016.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10813.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10814.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10815.pdf

- R. 20-10-2016.- R.p. monCada nº 2.- derecho de uso sobre la ViVieNda familiar: Plazo de dura-
cióN. Es objeto de este recurso resolver acerca de la posibilidad de inscribir un derecho de uso sobre la vi-
vienda familiar consignado en un convenio regulador de los efectos del divorcio, objeto de aprobación
judicial, con la esencial característica de carecer de un plazo o término específico que concrete su duración. 
Como recuerda la Resolución de 19-1-2016 de la dirección general de los Registros y del notariado, en
primer lugar, al abordar la naturaleza jurídica del derecho de uso sobre la vivienda familiar, lo procedente
es considerarlo como un derecho de carácter familiar, y por tanto ajeno a la clasificación entre derechos
reales y de crédito, ya que ésta es una división de los derechos de carácter patrimonial, y el expresado de-
recho de uso no tiene tal carácter patrimonial, sino de orden puramente familiar para cuya eficacia se es-
tablecen ciertas limitaciones a la disposición de tal vivienda (cfr. art. 96, último párrafo, del C.C.). tal
carácter impone consecuencias especiales, como la disociación entre la titularidad del derecho y el interés
protegido por el mismo, pues una cosa es el interés protegido por el derecho atribuido (en este caso el
interés familiar y la facilitación de la convivencia entre los hijos y el cónyuge a quien se atribuye su cus-
todia) y otra la titularidad de tal derecho, la cual es exclusivamente del cónyuge a cuyo favor se atribuye
el mismo, pues es a tal cónyuge a quien se atribuye exclusivamente la situación de poder en que el derecho
consiste, ya que la limitación a la disposición de la vivienda se remueve con su solo consentimiento, aunque
no hay razón para excluir la posibilidad de que el Juez, si estima que es lo más adecuado al interés más ne-
cesitado de protección en la situación de crisis familiar planteada y que no es dañosa para los hijos ni gra-
vemente perjudicial para uno de los cónyuges (cfr. párrafo segundo del art. 90 del C.C.), apruebe la
atribución del uso de la vivienda familiar a los hijos menores acordada por los padres. . además el derecho
de uso sobre la vivienda familiar integra, por un lado un derecho ocupacional, y por otro una limitación de
disponer que implica que el titular dominical de la vivienda no podrá disponer de ella sin el consentimiento
del titular del derecho de uso o, en su caso, autorización judicial (cfr. art. 96, último párrafo, del C.C.). 
   El principio de especialidad o determinación registral instaurado en los arts. 9 de la l.H. y 51 del R.H.
señala que todo derecho que acceda o pretenda acceder al Registro venga perfectamente diseñado y con-
cretado en lo que a sus elementos personales y reales se refiere. y tratándose de derechos de vida limitada,
como es el derecho de uso, una de las circunstancias que debe concretarse por los interesados es su duración
o término, ya sea esta fija o variable. Esta exigencia debe imponerse a todo tipo de documento que se pre-
sente en el registro, ya tenga origen notarial, judicial o administrativo, siendo por ello objeto de calificación
por parte del Registrador, a tenor de lo señalado en los arts. 18 de la l.H. y 100 de su Reglamento, al
tratarse de un título judicial. puede apreciarse de la doctrina jurisprudencial, en el marco del derecho

Bol. Colegio Registradores, núm. 35— 1861 —



común, un diferente tratamiento del derecho de uso sobre la vivienda familiar, cuando existen hijos me-
nores, que no permite explícitas limitaciones temporales, si bien, resultarán de modo indirecto, que cuando
no existen hijos o éstos son mayores, pues en este último caso, a falta de otro interés superior que atender,
se tutela el derecho del propietario, imponiendo la regla de necesaria temporalidad del derecho. El art. 6
de la ley 5/2011, de 1 de abril, de la generalitat, de relaciones familiares de los hijos e hijas cuyos proge-
nitores no conviven, cuyo ámbito de aplicación viene determinado por el criterio de la vecindad civil va-
lenciana de los hijos e hijas sujetos a la autoridad parental de sus progenitores (art. 2), establece, sin
embargo, que, en todo caso, la atribución de la vivienda familiar tendrá carácter temporal, y la autoridad
judicial fijará el período máximo de uso. si bien, esta ley no resulta temporalmente aplicable al supuesto,
conforme a la norma transitoria segunda, por razón de la fecha de la resolución judicial.
   En el caso planteado la indefinición temporal de su duración es evidente, por lo que el defecto tal y como
ha sido señalado por el Registrador en su nota de calificación debe ser mantenido, atendiendo a que en el
presente supuesto se atribuye a la esposa el derecho de uso, al amparo del art. 96.3 del C.C., es decir, no ha-
biendo hijos menores, que pudieran justificar la procedencia de ausencia de expresa limitación temporal.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10816.pdf

- R. 21-10-2016.- R.p. oviEdo nº 4.- ProcedimieNto de eJecucióN de hiPoteca: aPlicacióN PoNderada
del 671 de la l.e.c. la cuestión objeto de este expediente es determinar si es inscribible un testimonio
de decreto de adjudicación y de mandamiento de cancelación de cargas dictados en el seno de un procedi-
miento de ejecución hipotecaria en el que, tras quedar desierta la subasta, se adjudica la casa hipotecada al
acreedor por el 60% del valor de tasación de la finca. la finca subastada es la vivienda habitual del deudor.
   sentado pues que puede y debe calificar el Registrador si el efectivo importe de adjudicación de la finca
en el procedimiento se acomoda al previsto en la ley de Enjuiciamiento Civil, procede ahora evaluar si en
el presente caso, y puesto que la subasta quedó desierta por falta de licitadores y se trata de vivienda ha-
bitual, la adjudicación debió realizarse por el 60% del valor de tasación, como sostiene el recurrente, o
por la cantidad que se ha liquidado como debida al ejecutante por todos los conceptos, que en el presente
caso es inferior al 70% pero superior al 60% del valor de subasta. En concreto, dicha cantidad debida equi-
vale al 60,35% del valor de subasta de la finca. En base a los principios generales de interpretación de nor-
mas jurídicas recogido en el art. 3 del C.C. que señala que «las normas se interpretarán según el sentido
propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad
social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aque-
llas» parece, que la interpretación del art. 671 no puede ser la puramente literal, ya que puede producir un
resultado distorsionado, cuando, como es el caso del presente expediente, por el hecho de que la deuda
sea ligeramente inferior al 70% del valor de subasta, se permita al acreedor adjudicarse la finca por el 60%
y seguir existiendo un saldo a su favor, o deuda pendiente a cargo del ejecutado que se ve privado de su
vivienda habitual, siendo así que si la deuda fuera del 70% la adjudicación se realizaría por dicho importe,
quedando pagada la deuda, mientras que si el saldo de la deuda fuera algo inferior al 70% del valor por el
que hubiera salido a subasta, la adjudicación se produciría por el 60%. por ello, debe también atenderse al
espíritu y finalidad de la ley 1/2013, de 14 de mayo, que fue la de aumentar la protección a los ejecutados
en el caso de ejecución de su vivienda habitual, así como a los criterios de interpretación sistemática y
contextual, comparando la redacción de los arts. 670 y 671 citados, y concluyendo que la redacción literal
del art. 671 ha de ser interpretada en el mismo sentido que la del art. 670, es decir, que el ejecutante tiene
derecho a pedir la adjudicación del inmueble por el 70% del valor de subasta, o si la cantidad que se le
deba por todos los conceptos es inferior a ese porcentaje, por la cantidad que se le debe por todos los con-
ceptos, siempre que esta cantidad sea superior al sesenta por ciento de su valor de subasta.
   En base a todo lo expuesto, y a los concretos efectos que la ley confiere a las Resoluciones de este Centro
directivo, se estima que la interpretación ponderada y razonable del art. 671 de la ley de Enjuiciamiento
Civil, para evitar un resultado literal contrario al espíritu y finalidad de la ley, habrá de ser la de que «si se
tratare de la vivienda habitual del deudor, la adjudicación se hará por importe igual al 70 por cien del valor
por el que el bien hubiese salido a subasta o si la cantidad que se le deba por todos los conceptos es inferior
a ese porcentaje, por la cantidad que se le deba al ejecutante por todos los conceptos, con el límite mínimo
del 60 por cien del valor de subasta».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10817.pdf
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- R. 21-10-2016.- R.p. vigo nº 6.- hiPoteca: caducidad coNVeNcioNal. según la doctrina reiterada de
esta dirección general, nada se opone a que la hipoteca, como los demás derechos reales, pueda ser cons-
tituida por un plazo determinado (vid. arts. 513.2, 529, 546.4 y 1843.3 del C.C.), de modo que únicamente
durante su vigencia puede ser ejercitada la acción hipotecaria, quedando totalmente extinguido el derecho
real una vez vencido dicho plazo, salvo que en ese instante estuviera ya en trámite de ejecución hipotecaria,
en cuyo caso, la hipoteca se extinguiría al concluir el precedimiento, ya por consumación de la ejecución,
ya por cualquier otra causa. no siempre es fácil decidir si, en el caso concreto, el plazo señalado es efec-
tivamente de duración de la hipotaca misma con el alcance anteriormente señalado, o si se trata de definir
únicamente el margen temporal en el que debe surgir la obligación para que quede garantizada con la hi-
poteca (y en este caso una vez nacida la obligación en dicho plazo, la acción hipotecaria podrá ejercitarse
mientras no haya prescrito, aun cuando ya hubiere vencido aquél ‒vid. la Resolución de 17-10-1994‒). la
cancelación convencional automática sólo procede cuando la extinción del derecho tiene lugar de un modo
nítido y manifiesto, no cuando sea dudosa o controvertida por no saberse si se está refiriendo a la caducidad
misma del derecho o si se está refiriendo al plazo durante el cual las obligaciones contraídas en dicho lapso
son las únicas garantizadas por la hipoteca.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10818.pdf

- R. 24-10-2016.- R.p. llEida nº 1.- ProcedimieNto de eJecucioN: art. 657 de la l.e.c. Como ya señaló
esta dirección general en su Resolución de 21-6-2005 (con criterio confirmado en otros fallos posteriores):
«(...) este art. (el 657 de la l.E.C.), que constituye una novedad en la regulación de los procesos de ejecu-
ción, establece la posibilidad, a instancia de parte, de que el tribunal se dirija a los acreedores que sean
preferentes para que informen sobre la subsistencia actual del crédito garantizado y su actual cuantía. a la
vista de lo que los acreedores declaren, el tribunal, a instancias del ejecutante, expedirá los mandamientos
que procedan a los efectos del art. 144 de la l.H. parece por tanto conveniente recalcar una vez más la ne-
cesidad de extremar el celo en la calificación de los documentos judiciales en virtud de los cuales se ordene
extender la nota marginal indicativa de la disminución de responsabilidad por razón de una concreta carga
inscrita, y ello no tiene otra justificación que los efectos que, incluso contra terceros, provoca su consig-
nación en el Registro de la propiedad. la remisión que hace el art. 657 de la ley de Enjuiciamiento Civil,
al art. 144 de la l.H., y el desarrollo de éste por el 240 del R.H., ponen de manifiesto que la minoración
de responsabilidad que publica el Registro, no es un mero dato informativo, sino que supone una manifes-
tación de la llamada publicidad material, provocando los efectos derivados de los principios hipotecarios,
y de las presunciones de veracidad y exactitud de los asientos registrales.
   Conforme a lo establecido en el art. 657.2 de la ley de Enjuiciamiento Civil, antes reseñado son requi-
sitos para que mediante mandamiento expedido por el letrado de la administración de Justicia se haga
constar en el Registro el saldo pendiente actualizado de las cargas anteriores a los efectos de lo dispuesto
en el art. 144 de la l.H., que tanto el ejecutado como los acreedores titulares de dichas cargas anteriores
contesten al oficio que se les ha dirigido al efecto con arreglo al art. 657.1 y que haya conformidad, en
cuyo caso el letrado de la administración de Justicia expedirá el mandamiento correspondiente. si contestan
y no existe tal acuerdo, se les convoca a una vista ante el tribunal, que deberá celebrarse en los tres días
siguientes y resolverse mediante auto. Ello es congruente además con el art. 144 de la l.H., al que hace
referencia de forma expresa. Es decir, para la expedición del mandamiento previsto en la citada norma, se
requiere una especial cautela, dada la transcendencia que tiene la nota marginal que se extiende ya que,
aunque no tenga efectos cancelatorios, sí afectará y mucho a la posterior realización de la subasta. En el
caso objeto de recurso, el que no ha contestado, ni se ha personado en el proceso, ha sido el acreedor titular
de la hipoteca respecto de la que se pretende hacer constar que su saldo pendiente es cero euros. debe, por
tanto, prevalecer, en el presente caso, la protección de un derecho (hipoteca en garantía de una cuenta de
crédito) que figura inscrito a favor de una determinada entidad.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10819.pdf

- R. 24-10-2016.- R.p. aliCantE nº 3.- segregacióN: rePreseNtacióN gráfica. En primer lugar, en
cuanto a la exigencia de georreferenciación de la porción expropiada, el art. 9 de la l.H. en su redacción
dada por la l. 13/2015, de 24 de junio, configura la incorporación de la representación gráfica con carácter
preceptivo siempre que se «inmatricule una finca, o se realicen operaciones de parcelación, reparcelación,
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concentración parcelaria, segregación, división, agrupación o agregación, expropiación forzosa o deslinde
que determinen una reordenación de los terrenos, la representación gráfica georreferenciada de la finca
que complete su descripción literaria, expresándose, si constaren debidamente acreditadas, las coordenadas
georreferenciadas de sus vértices». Como ya afirmaron las RR. 2 y de 21-9-2016, tal precepto debe ser in-
terpretado en el sentido de incluir en su ámbito de aplicación cualquier supuesto de modificación de entidad
hipotecaria que conlleve el nacimiento de una nueva finca registral, afectando tanto a la finca de resultado
como al posible resto resultante de tal modificación. 
   Como ha señalado este Centro directivo en las RR. 7 de julio y 2 y 21-9-2016, debe tenerse en cuenta
el supuesto especial que para la constancia registral de la representación gráfica suponen los casos previstos
en el art. 47 del R.H., en el que se permite que accedan en diferente momento temporal segregaciones de
múltiples porciones, que se han podido formalizar en diversos títulos, así como cuando se pretenda la ins-
cripción de negocios realizados sobre el resto de una finca, existiendo pendiente de acceder al Registro
otras operaciones de segregación. En tales casos es claro que únicamente deberá aportarse, para su cons-
tancia en el folio real, la representación gráfica correspondiente a la porción que es objeto de inscripción
en cada momento (ya sea la segregada o el resto, según los casos), sin que pueda exigirse representación
gráfica de otras porciones que no son objeto del título en cuestión ni causan asiento de inscripción (cfr.
art. 9 de la l.H.). 
   El tratamiento registral de los supuestos de desplazamientos de la cartografía catastral se contemplan en
el apartado 5 del punto séptimo de la Resolución Conjunta de la dirección general de los Registros y del
notariado y de la dirección general del Catastro de 26-10-2015 que dispone que «cuando se inscriba la
representación gráfica alternativa derivada de un informe técnico que ponga de manifiesto el desplaza-
miento o giro de la cartografía catastral, éste se remitirá al Catastro por el Registrador junto con los datos
de la inscripción correspondientes, a fin de incorporar los metadatos de la modificación catastral que se
efectúe». En consecuencia, para la apreciación por el Registrador de tal desplazamiento de la cartografía
(más aún si como indica el Registrador en su nota el desplazamiento es «patológico») se precisa que un
técnico así lo dictamine con ocasión de la elaboración de una representación gráfica alternativa que se
aporta al registro para su inscripción.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10820.pdf

- R. 24-10-2016.- R.p. osuna.- coNVeNio regulador: declaracióN de obra NueVa. En el sentido se-
ñalado, tal y como resulta de las Resoluciones contempladas en los «vistos» el convenio regulador -aten-
diendo al caso en cuestión- se puede configurar como un contrato privado, firmado entre los cónyuges
para adoptar las medidas reguladoras de la separación y divorcio, objeto de aprobación por parte de la au-
toridad judicial, y cuyo acceso al Registro es posible siempre que en él se contengan medidas de ámbito
inmobiliario, susceptibles de acceso a los libros, y que las mismas se encuentren dentro del ámbito de apli-
cación previsto en el art. 90 de nuestro C.C. ahora se plantea la posible incorporación en el convenio re-
gulador del acto de declaración de varias obras nuevas existentes sobre dos bienes que es incluyen dentro
de esa liquidación, teniendo en cuenta que dichas construcciones no habían accedido antes al Registro.
   si bien la adecuada descripción de dichas construcciones en el convenio resulta imprescindible para que
con ello se pueda elaborar una valoración adecuada ‒trámite esencial el de la valoración para una correcta
formación de haberes y adjudicaciones a los partícipes en la comunidad conyugal‒, este hecho no implica
que la incorporación de la descripción de la construcción resulte necesario para la completa liquidación
del régimen económico-matrimonial, permitiéndose su acceso al Registro, sino que será después, el adju-
dicatario de la finca el que, en el título ordinario para ello (es decir, la escritura pública notarial) deba, si
así lo desea, al ser la inscripción de la obra nueva un asiento de naturaleza voluntaria y declarativa, proceder
a la formalización de la declaración de la obra nueva, aportando y cumpliendo para ello los requisitos que
para estos casos señalan, ente otros, el art. 202 de la l.H. (y en su ejecución las disposiciones del Real de-
creto 1.093/1997, sobre inscripción de actos de naturaleza urbanística), la normativa urbanística y del
suelo, así como de la ordenación de la edificación que en cada caso pudieran resultar aplicables. por todo
ello, el defecto debe ser mantenido, no obstante, lo cual, puede solicitarse la inscripción parcial de las ad-
judicaciones sin la inscripción de las obras nuevas.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10822.pdf
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- R. 25-10-2016.- R.p. madRid nº 34.- doNacióN: el doNatario rePreseNta al doNaNte. El art. 1712
del C.C. distingue entre mandato general y el mandato especial según que comprenda «todos los negocios
del mandante» o «uno o más negocios determinados». por otra parte, el art. 1713 del mismo Código esta-
blece que el «mandato, concebido en términos generales, no comprende más que los actos de administra-
ción» y que para realizar actos «de riguroso dominio», como sin duda es la donación, «se necesita mandato
expreso». Es reiterada la doctrina del tribunal supremo según la cual en el caso de realización de actos de
riguroso dominio no es necesario que el poder especifique los bienes sobre los que el apoderado puede re-
alizar las facultades conferidas, siendo suficiente que se refiera genéricamente a los bienes del poderdante. 
   Ciertamente, debe ponerse de relieve la necesidad –más bien exigencia– de que en la formalización de
apoderamientos generales, como el debatido en este expediente, el notario, a la hora de redactar la escritura
pública, extreme su celo y haga las indagaciones oportunas sobre la intención y alcance que el otorgante
desee dar al apoderamiento, pues son evidentes las necesarias dosis de prudencia que han de emplearse
cuando de poderes generales se trata. Ello redundará en beneficio de la seguridad del tráfico y de la mejor
y adecuada protección y salvaguardia de la autonomía de la voluntad y personal de los ciudadanos, principio
básico de nuestro ordenamiento jurídico con un claro respaldo constitucional y que no puede ni debe ser
restringido innecesariamente. por lo demás, el hecho de que en el presente caso la donante esté representada
por el mismo donatario nada empece a la admisibilidad del poder debatido, ni justifica la exigibilidad de
concreción del bien objeto de la donación, toda vez que la poderdante salva expresamente el conflicto de
intereses, tal como refleja el notario autorizante (vid. sobre este extremo y la autocontratación en caso de
donaciones las recientes consideraciones de esta dirección general en las RR. 20-10-2015 y 11-4-2016,
que no es necesario reproducir para la resolución de este expediente).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10823.pdf

- R. 25-10-2016.- R.p. málaga nº 10.- rePreseNtacióN VoluNtaria coN subaPoderamieNto: art. 98
de la ley 24/2001. El Registrador suspende la inscripción solicitada por entender que la reseña identifi-
cativa de la escritura de la que nace la representación del subpoderdante es insuficiente dado que constan
su fecha, notario autorizante y datos de inscripción en el Registro mercantil, pero no se hace referencia
alguna a las facultades representativas de dicho subpoderdante, por lo que, de consulta al Registro mercantil
ha comprobado que aquel representante carece de facultad para subapoderar, pues no aparece expresamente
conferida, como exigen los arts. 261 y 296 del Código de Comercio. 
   para entender válidamente cumplidos los requisitos contemplados en el mencionado art. 98 en los ins-
trumentos públicos otorgados por representantes o apoderado, el notario deberá emitir con carácter obli-
gatorio un juicio acerca de la suficiencia de las facultades acreditadas para formalizar el acto o negocio
jurídico pretendido o en relación con aquellas facultades que se pretendan ejercitar. las facultades repre-
sentativas deberán acreditarse al notario mediante exhibición del documento auténtico. asimismo, el no-
tario deberá hacer constar en el título que autoriza, no sólo que se ha llevado a cabo el preceptivo juicio
de suficiencia de las facultades representativas, congruente con el contenido del título mismo, sino que se
le han acreditado dichas facultades mediante la exhibición de documentación auténtica y la expresión de
los datos identificativos del documento del que nace la representación. de acuerdo a la misma doctrina ci-
tada, el Registrador deberá calificar, de un lado, la existencia y regularidad de la reseña identificativa del
documento del que nace la representación y, de otro, la existencia del juicio notarial de suficiencia expreso
y concreto en relación con el acto o negocio jurídico documentado y las facultades ejercitadas, así ́como
la congruencia del juicio que hace el notario del acto o negocio jurídico documentado y el contenido del
mismo título.
   al tratarse de un poder otorgado por vía de sustitución en favor del otorgante, es suficiente que junto a
la reseña de la inicial escritura de apoderamiento y de la de sustitución de poder, con indicación de los
datos antes referidos, se exhiba únicamente copia autorizada de esta última y se exprese por el notario au-
torizante de la escritura calificada el juicio de suficiencia congruente y coherente con el negocio jurídico
documentado en dicho título y con el mismo contenido de éste. En cambio, según el criterio de este Centro
directivo, (cfr. las RR. 10-2-1995, 9-4-2003 y 11-6-2004) no es necesario que se exhiba a este notario la
copia autorizada de esa escritura inicial de apoderamiento ni que este exprese el juicio de suficiencia de
facultades representativas referido a dicha escritura, por tratarse de extremos que quedan bajo la fe pública
del notario autorizante de la escritura de sustitución del poder.
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   según la doctrina de este Centro directivo anteriormente referida, se entiende que hay falta de congruen-
cia si el citado juicio notarial es erróneo, bien por resultar así de la existencia de alguna norma que exija
algún requisito añadido como, por ejemplo, un poder expreso y concreto en cuanto a su objeto, bien por
inferirse el error de los datos contenidos en la misma escritura que se califica, u obrantes en el propio Re-
gistro de la propiedad o en otros registros públicos que el notario y el Registrador de la propiedad pueden
consultar. Este carácter erróneo debe inferirse con claridad de tales datos, sin que pueda considerarse que
una interpretación de los mismos realizada por el Registrador que difiera de la que haya realizado el notario
en el ejercicio de la competencia que a tal efecto le atribuye la ley y sin perjuicio de la responsabilidad
que, en su caso, pudiera deducirse contra él por una negligente valoración de la suficiencia (vid., por todas,
la R. 11-12-2015). la cuestión fue expresamente resuelta por la R. 11-6-2004 de esta dirección general,
que, para un caso idéntico al presente, se pronunció en los siguientes términos: «para que el mandato se
repute comisión mercantil el art. 244 de dicho Código [Código de Comercio] requiere la acumulación de
dos circunstancias: que tenga por objeto un acto u operación de comercio y que sea comerciante o agente
mediador el comitente o el comisionista. aunque el Banco vendedor y poderdante es empresario, es lo
cierto que la legislación bancaria citada en los vistos le impone un objeto social exclusivo, el propio de las
Entidades de Crédito. y aunque las Entidades crediticias pueden realizar otras actividades conectadas más
o menos directamente con su objeto social, difícilmente reunirán las características económicas del acto
de comercio (interposición en el tráfico, habitualidad, ánimo de lucro). tampoco desde un punto de vista
estrictamente jurídico puede el Banco realizarlos de forma permanente, a través de una organización estable
y adecuada al efecto y con ánimo lucrativo. pero es que también falta en este caso la primera circunstancia,
que tenga el carácter de acto u operación de comercio la realizada en ejecución de la comisión mercantil.
se trata de un mandato de carácter civil, al que le es de plena aplicación lo previsto en el art. 1.721 del
C.C., según el cual «el mandatario puede nombrar sustituto si el mandante no se lo ha prohibido...». En
consecuencia, el juicio de suficiencia emitido por el notario autorizante es plenamente congruente con la
elevación a público de documento privado de compraventa que se verifica mediante la escritura calificada.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10824.pdf
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- R. 24-10-2016.- R.p. aguilaR dE la fRontERa.- doNacióN: efectos de la doNacióN coN reserVa de
la facultad de disPoNer. la donación, aun cuando estuviere sometida a la reserva prevista en el art. 639
del C.C., otorga al donatario la propiedad de los bienes, que incluso podrá transmitir sin perjuicio de que
aquéllos, aun en poder de terceros, queden sujetos al ejercicio del derecho del donante, salvo que se trate
de adquirentes protegidos por la buena fe (arts. 34 y 37 de la l.H.). señala la R. 23-10-1980 que «consi-
derando que la donación con reserva de la facultad de disponer aparece regulada en el art. 639 del C.C. y
ha de ser tratada como una donación sujeta a condición resolutoria dado que su actual propietario puede
verse privado del dominio del bien transmitido, si se ejercita por el donante la facultad que se reservó, y
en consecuencia no puede desconocerse, como ya ha sido declarado por este Centro directivo, que cabe
practicar la anotación preventiva de embargo sobre el inmueble donado, si bien podrá quedar extinguida
caso de resolverse el derecho del propietario».
   lo que diferencia la reserva de la facultad de disposición de la condición resolutoria propiamente dicha,
es que en el primer caso la extinción de la primitiva transmisión depende exclusivamente de la voluntad
del reservista, que decide libremente ejercer la disposición reservada. Es también acertada la postura del
Registrador al exigir la intervención del acreedor favorecido por el embargo, dado que, al extinguirse el
derecho del donatario gravado con la reserva de la facultad de disposición, ha desaparecido el objeto de la
traba, por lo que la posterior ejecución, caso de efectuarse, resultara infructuosa.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10988.pdf

- R. 26-10-2016.- R.p. padRón.- derecho foral de galicia: ParticióN hecha Por el testador. Es
doctrina reiterada de este Centro directivo («vistos») que es preciso diferenciar la partición propiamente
dicha de las llamadas normas de la partición. la partición hecha por el testador, propiamente dicha, es
aquella en que el testador procede a adjudicar directamente los bienes a los herederos, y en buena lógica
implicaría la realización de todas las operaciones particionales –inventario, liquidación, formación de lotes
con la adjudicación de los mismos–, mientras que en las normas para la partición el testador, se concreta
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en expresar la voluntad de que cuando se lleve a cabo la partición, ciertos bienes se adjudiquen en pago de
su haber a ciertos herederos que indique. 
   la diferencia entre ambos supuestos es muy importante. la simple norma de la partición vincula a los
herederos, o en su caso, al contador partidor designado para hacerla, en el sentido de que al hacerse la par-
tición habrán de tenerse en cuenta las normas dictadas por el testador y adjudicar, siempre que sea posible,
al heredero o herederos de que se trate los bienes a que la disposición testamentaria se refiere. por el con-
trario, la verdadera partición testamentaria, determina, una vez muerto el testador, la adquisición directa
«iure hereditario» de los bienes adjudicados a cada heredero, es decir, y como ha declarado la s.t.s. 21-
7-1986, es de aplicar a estas particiones el art. 1.068 del C.C.
   así pues, sentado que se trata de un testamento particional, lo que no se objeta por el Registrador, hay
que determinar si es necesaria la concurrencia de todos los herederos para el otorgamiento de la escritura.
siendo que se cumplen todas las fases de la partición, debe revocarse el segundo defecto señalado en la
calificación, dado que no será necesario la intervención de los herederos.
   la segunda cuestión, recogida como primer defecto en la calificación, es la de adjudicar en la partición
hecha en el testamento, bienes de carácter ganancial previa la liquidación de la sociedad conyugal. pero
hay que recordar a efectos de este expediente, que tratándose de una sucesión de causante aforado a derecho
Civil gallego, la legítima tiene una naturaleza especial «pars valoris», lo que permite que en esa liquidación
de bienes comunes, el legitimario ostente solo un derecho al valor. además, resulta del conjunto de la re-
gulación gallega en materia sucesoria la voluntad legislativa de evitar situaciones de bloqueo derivadas de
la no concurrencia de algún heredero o legitimario a la partición. Centrados en el supuesto de este expe-
diente, tenemos que en el testamento se adjudican a la heredera «todos los derechos que corresponden a la
testadora en la finca...». En consecuencia nos encontramos en el caso de adjudicación del derecho que co-
rresponde a la testadora en un bien ganancial y el efecto, conforme al derecho gallego,  es el de que se
entiende referida a la mitad de su valor y siendo que presta su consentimiento el cónyuge superviviente, a
la mitad indivisa de la finca.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10989.pdf

- R. 26-10-2016.- R.p. sEpúlvEda.- obra NueVa: libro del edificio. Como se ha señalado en la R. 8-9-
2016, la doctrina que esta dirección general ha venido manteniendo sobre la exigencia del libro del edificio
ha sido recogida en varias Resoluciones (cfr. «vistos») señalando, resumidamente, que no se pretende tu-
telar el interés del promotor, sino el de los ulteriores usuarios de la edificación y, precisamente por ello,
carece de justificación imponer la exigencia de control debatida cuando, por destinarse a uso propio del
promotor, no se da el supuesto de hecho de la norma: la entrega de la edificación por el promotor a los
usuarios finales de la misma. Expuesta la doctrina mantenida hasta ahora por este Centro directivo, se es-
tima su revisión, consecuencia de los cambios introducidos por la reforma de la l.H. por la l. 13/2015, de
24 de junio, en el que se modifica el art. 202 y en su párrafo tercero señala que «salvo que por la antiguëdad
de la edificación no le fuera exigible, deberá aportarse para su archivo registral el libro del edificio, dejando
constancia de ello en el folio real de la finca». En base a este precepto se añade un requisito a efectos de
inscripción para las declaraciones de obra nueva terminada, esto es, la necesidad de aportar para su archivo
el libro del edificio. y se exige a todo tipo de edificación sean viviendas o industriales (art. 2 de la ley de
ordenación de la Edificación). Requisito que viene confirmado por el art. 9.a) de la l.H. Con todo, debe
insistirse en la doctrina asumida por esta dirección general basada en la diferenciación entre normas de
naturaleza registral, reguladoras netamente de requisitos de inscripción, y cuya competencia estatal no se
discute, y normas de carácter material o sustantivo, donde pueden tener aplicación preferente las normas
autonómicas, dictadas en ejercicio de sus competencias exclusivas y cuyo régimen propio deberá ser res-
petado también a efectos de inscripción. En este sentido, el depósito del libro del edificio será exigible,
salvo que la normativa autonómica exima de depósito.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10991.pdf

- R. 26-10-2016.- R.p. BalaguER.- hiPoteca: modificacióN del Valor de la fiNca a efectos de su-
basta y raNgo hiPotecario. la única cuestión planteada en el presente recurso consiste en dilucidar las
consecuencias registrales del pacto de la modificación o subsanación del precio en que los interesados
tasan la finca hipotecada para que sirva de tipo en la subasta, cuando la hipoteca a la que se refiere se en-
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cuentra ya inscrita y según el Registro de la propiedad existen derechos reales o cargas posteriores a la
misma y anteriores a la escritura de modificación presentada. 
   En primer lugar, se estima por esta dirección general, con la generalidad de la doctrina, que el precio
en que los interesados han tasado la finca en la escritura de constitución de hipoteca, para que sirva de tipo
a la subasta, puede ser objeto de modificación posterior por acuerdo entre el acreedor y el deudor (y el hi-
potecante no deudor, en su caso).
   la alteración del tipo o del valor a efectos de subasta de la finca hipotecada, por tanto, no es que no
genere en sí misma una alteración del rango de la hipoteca a la que se refiera, por no estar incluida en los
dos supuestos citados, es que ni siquiera tiene la consideración de circunstancia susceptible de provocar
una novación de la obligación garantizada porque opera en el ámbito meramente procesal. por tanto, en
términos de estricto rango hipotecario, la modificación del tipo de la finca hipotecada a efectos de subasta,
para adaptarlo al valor de mercado, no requeriría del consentimiento de los titulares registrales posteriores. 
Es indudable que si la finca se ha transmitido a un tercero, se haya subrogado o no en la obligación garan-
tizada, será necesaria siempre su intervención o consentimiento. tratándose de titulares de derechos ins-
critos o cargas de rango posterior, la doctrina se encuentra dividida, así algunos autores –fundamentalmente
procesalistas y civilistas– consideran necesario también el consentimiento de los mismos por cuanto no
les es indiferente la valoración que a efectos de subasta se pretenda hacer constar en el Registro a posteriori.
Esta opinión parecería confirmarse con la dicción de los arts. 639.4, 640.3 y 641.3 de la ley de Enjuicia-
miento Civil. por el contrario, concluyen estos autores, que el consentimiento para la modificación del
tipo de subasta por parte de los titulares registrales de cargas posteriores, durante la fase de seguridad de
la hipoteca, es innecesario, ya que la inscripción del valor de tasación no atribuye por sí misma derecho
alguno a esos titulares hasta la utilización de los correspondientes procedimientos, pues, hasta ese momento,
el ejecutante puede desvirtuar esa expectativa acudiendo a otros procedimientos distintos para llevar a
cabo la ejecución. todo ello sin perjuicio que de «lege ferenda» sea conveniente regular expresamente
esta modificación posterior del tipo de subasta. 
   por último, señalar dos aspectos que inciden en la innecesariedad del repetido consentimiento de los ti-
tulares registrales de cargas posteriores. El primero radica en la circunstancia de que esa modificación del
tipo de subasta responde a una causa adecuada (semejante a la causa de la acción de devastación) consis-
tente en la necesidad o conveniencia de ajustar dicho tipo de subasta al valor de mercado de la finca hipo-
tecada en un momento posterior a la constitución de la hipoteca. El segundo aspecto consiste en que esa
nueva tasación del inmueble hipotecado, tras la reforma llevada a cabo por la l. 1/2013 de 14 de mayo, de
medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social,
«no podrá ser inferior, en ningún caso, al 75 por cien del valor señalado en la tasación realizada conforme
a las disposiciones de la l. 2/1981, de 25 de marzo, de Regulación del mercado Hipotecario» (arts. 682
de la ley de Enjuiciamiento Civil y 129 de la l.H.), es decir, tasación realizada por entidad homologada,
con una antiguëdad no superior a seis meses, y ajustada al método regulado por la orden ECo/805/2003,
de 27 de marzo, del ministerio de Economía, en su redacción del R.d. 716/2009, de 24 de abril; lo que ga-
rantiza una valoración objetiva y que la modificación del tipo no se producirá en fraude de los terceros in-
teresados.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10992.pdf

- R. 26-10-2016.- R.p. vitoRia nº 3.- hiPoteca: iNtereses de demora eN las hiPotecas Para garaN-
tizar deudas fiscales. lo que resulta en este supuesto, no obstante, el carácter ambiguo del párrafo final
de la estipulación quinta, es que el tipo máximo de intereses de demora a efectos de la cobertura hipotecaria
resulta ser el interés legal de dinero vigente en cada momento incrementado en un 25%, previsto en el art.
26 de la l. 58/2003 general tributaria. Ello resulta de una interpretación sistemática de las expuestas es-
tipulaciones tercera y quinta y de la normativa aplicable, de la que resulta que, el tipo de interés moratorio
garantizado y el número de años que comprende su cobertura, tienen carácter imperativo para la adminis-
tración, que no puede ni aumentarlos ni disminuirlos, salvo en los supuestos legalmente establecidos. 
   la garantía de los intereses sujetos a fluctuación, desde el momento en que a través del asiento registral
no puede determinarse la suma concreta a que en cada período de devengo van a ascender, tan solo cabe
a través de una hipoteca de máximo, para las que por exigencia del principio de determinación registral
(arts. 12 de la l.H. y 219 de su Reglamento) se requiere señalar el tope máximo del tipo de interés que
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queda cubierto con la garantía hipotecaria que se constituye y cuya determinación (RR. 16-2-1990 y 20-
9-1996), en cuanto delimita el alcance del derecho real constituido, lo es a todos los efectos, tanto favorables
como adversos, ya en las relaciones con terceros, ya en las que se establecen entre el titular del derecho de
garantía y el dueño de la finca hipotecada que sea a la vez deudor hipotecario (acciones de devastación, de
ejecución hipotecaria, etc.). y ello es así porque el máximo de cinco años a que se refiere el párrafo segundo
del art. 114 de la l.H. no está dirigido a operar en el plano de la definición del derecho real de hipoteca a
todos los efectos, sino en el de la fijación del número de anualidades por intereses que pueden ser recla-
mados con cargo al bien hipotecado en perjuicio de terceros (R. 3-12-1998). 
   En conclusión, tratándose de hipotecas constituidas a favor de la administración tributaria no se consi-
dera exigible la fijación de un tipo máximo para los intereses de demora a efectos hipotecarios porque: a)
está determinado por ley, el tipo de interés moratorio que en cada período se puede imponer al sujeto pasivo
incumplidor –objetivamente referenciado al interés legal del dinero–, y b) la administración no goza de la
facultad de fijar un tipo concreto máximo que, en un momento determinado de la vida de la hipoteca, pu-
diera ser inferior al legalmente aplicable, porque ello supondría dejar sin garantía una parte de esa obliga-
ción accesoria de intereses moratorios en contra de la legalidad tributaria vigente.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10993.pdf

- R. 27-10-2016.- R.p. valEnCia nº 9.- hereNcia: llamamieNto suJeto a coNdicióN. la primera cuestión,
a los efectos que nos interesa ahora, estriba en si es posible que uno solo de los herederos sin concurrencia
de otros pueda interpretar por sí solo el testamento y con ello decidir el cumplimiento o incumplimiento
de las condiciones impuestos a la institución de herederos. así pues, en general, la pretensión del único
heredero –no hay sustitución vulgar en este supuesto para los otros premuertos– que además es albacea,
de decidir por sí, sin intervención de las otras personas nominalmente designadas como favorecidas acerca
del cumplimiento o incumplimiento de disposiciones, encaja dentro de sus atribuciones que le corresponden
en cuanto continuador de la voluntad de la causante, ya que no incide en la posición de terceras personas,
puesto que los otros dos instituidos no tienen capacidad para suceder. 
   En cuanto al acta de manifestaciones de testigos incorporada a la escritura, que corrobora lo expresado
con el heredero y determina el cumplimiento de la condición.  Ha dicho este Centro directivo en R. 16-4-
2013, reiterada por la reciente de 13-7-2016, que este tipo de actas tienen como contenido el juicio que
emite el notario sobre la notoriedad de un hecho, es decir sobre una serie de circunstancias por las cuales
ese hecho no necesita prueba. El notario no da fe de la verdad de ese hecho ni de la exactitud de su noto-
riedad sino que se limita a expresar un juicio sobre esa notoriedad. da fe, entre otros extremos, de las de-
claraciones de los testigos pero no de la verdad o evidencia del hecho aseverado por los mismos. El notario
no percibe el hecho notorio de «visu et auditu», sino mediatamente. no afirma la evidencia personal de un
hecho, sino un juicio de valoración de pruebas. son actas de percepción de declaraciones o de documentos,
con el añadido del juicio de notoriedad, algo que es compatible con la función de jurisdicción voluntaria
atribuida a los notarios. El art. 80.2 del R.H., determina que «el acta de notoriedad también será título su-
ficiente para hacer constar la extinción de la sustitución, o la ineficacia del llamamiento sustitutorio, por
cumplimiento o no cumplimiento de condición, siempre que los hechos que los produzcan sean susceptibles
de acreditarse por medio de ella». Ciertamente, este precepto reglamentario está pensado para las sustitu-
ciones hereditarias; pero, debe entenderse que en estos supuestos de llamamientos condicionales, también
se produce una situación de indeterminación en cuanto a quién ha de ser el efectivamente llamado, depen-
diendo del cumplimiento o incumplimiento del hecho o acontecimiento condicional, cuyo cumplimiento
o incumplimiento también puede acreditarse mediante acta de notoriedad. El art. 209 del R.n. determina
en su apartado 2.2, que «en el caso de que fuera presumible, a juicio del notario, perjuicio para terceros,
conocidos o ignorados, se notificará la iniciación del acta por cédula o edictos, a fin de que en el plazo de
veinte días puedan alegar lo que estimen oportuno en defensa de sus derechos, debiendo el notario inte-
rrumpir la instrucción del acta, cuando así proceda, por aplicación del número quinto de este artículo». se
hace necesaria, al menos, una citación efectiva y fehaciente a los demás herederos interesados, a los efectos
de que puedan realizar las manifestaciones u oposiciones que puedan amparar su derecho.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10994.pdf
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- R. 27-10-2016.- R.p. maRBElla nº 7.- seNteNcia: iNscriPcióN. una finca registral consta inscrita por
mitad y proindiviso, a favor de dos cónyuges, don f.m.m. y doña J.p.m. también consta anotación pre-
ventiva letra a de derecho hereditario a favor de don J.a.m.p., de la cual resulta el fallecimiento de uno
de los titulares registrales (el marido) y el procedimiento seguido a instancia de don J.a.m.p., contra los
otorgantes de la escritura (que no consta inscrita) de aceptación de herencia, inventario y partición o adju-
dicación, del referido titular registral. En fecha 28-6-2011 recayó sentencia estimatoria y declarativa de
que don J.a.m.p. es heredero forzoso y legitimario y que le corresponde la mitad de un tercio de la herencia
de su padre, condenando al otro heredero (don f.J.m.p.) y al albacea a la rectificación de la escritura de
aceptación de herencia (no inscrita). y ahora se presenta testimonio de un auto judicial de ejecución de la
referida sentencia por la que se ordena, entre otras cosas, rectificar determinadas inscripciones registrales
de otras fincas, y adjudicar a don J.a.m.p. el pleno dominio de una sexta parte indivisa de la finca registral
número 26.909 (trasladada de la finca registral número 24.826) del Registro de la propiedad de marbella
número 7.
   no obstante las dificultades que resultan del indicado auto de fecha 12-5-2016, interpretado en su con-
texto, aportándose la escritura de herencia causada por el fallecimiento de don f.m.m. autorizada por la
notaria de marbella, doña amelia Bergillos moretón, el día 1-4-2008, junto con el indicado auto de ejecu-
ción de sentencia de 12-5-2016, y siempre que exista solicitud de inscripción parcial (cfr. arts. 19 bis de la
l.H. y 425 del R.H.) podrá practicarse la inscripción de una sexta parte indivisa de la mitad indivisa por
herencia causada al fallecimiento de don f.m.m., denegándose respecto de la mitad indivisa de titularidad
de doña J.p.m.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10995.pdf

- R. 2-11-2016.- R.p. saBadEll nº 2.- recurso guberNatiVo: comPeteNcia de la d.g.r.N. freNte a
la comuNidad autoNoma de cataluÑa. doNacióN: acePtacióN eN Vida del doNaNte. Cuando las
calificaciones impugnadas o los recursos se fundamenten, de forma exclusiva, en normas de derecho ca-
talán o en su infracción, los Registradores deberán remitir el expediente formado a la dirección general
de derecho y Entidades Jurídicas de Cataluña, aun cuando se hayan interpuesto ante la dirección general
de los Registros y del notariado. por el contrario, cuando la calificación impugnada o los recursos se fun-
damenten además, o exclusivamente, en otras normas o en motivos ajenos al derecho catalán, como es el
caso presente, el Registrador deberá dar al recurso la tramitación prevista en la l.H. y remitir el expediente
formado a la dirección general de los Registros y del notariado en cumplimiento del art. 324 de la l.H.
   la aceptación por el donatario es válida y eficaz aun cuando el donante después de haber donado haya
sido incapacitado o haya sido declarado ausente. Cuestión distinta es que, aceptada la donación, el donante
(o el tutor, en caso de incapacitación, y el defensor del ausente, en caso de declaración de ausencia) conserve
la facultad de revocarla hasta que conozca la existencia de esa aceptación (art. 623 del C.C. español y art.
531.8.1 del C.C. de Cataluña). En tanto la aceptación no llega a conocimiento del donante, subsiste durante
la vida de éste la posibilidad de revocación (ss.t.s. de 22-2-1940 y 14-5-1966). Esta facultad se extingue
con la muerte del donante, y no se transmite a los herederos. pero la aceptación no produce efecto «si no
se hiciese en vida del donante» (art. 633, párrafo segundo, del C.C.; vid en sentido análogo el art. 531-7
del C.C. catalán). El no tener la aceptación de la donación el carácter de acto personalísimo, puede aceptar
el propio donatario o hacerlo persona que tengan atribuido el poder de representación de dicho donatario
con facultades para aceptar donaciones. la aceptación por medio de representante voluntario presupone
la existencia de poder. Es indiferente que ese poder se haya conferido antes o después del otorgamiento de
la donación.  En el caso de falta de poder de representación o en el caso de insuficiencia de poder, para
que la aceptación produzca efecto se requiere la ratificación (arts. 1.259, 1.727 y 1.892 del C.C.), sea por
el donatario, sea por quien tenga el poder suficiente para ratificar en nombre de éste; y se requiere, además,
que esa ratificación se produzca durante la vida del donante.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10996.pdf

- R. 2-11–2016.- R.p. la Roda.- hereNcia: ParticióN Judicial. sobre esta cuestión ya se ha pronunciado
este Centro directivo en las Resoluciones citadas en los «vistos» señalando que en los procesos judiciales
de división de herencia que culminan de manera no contenciosa se precisa la protocolización notarial que
viene impuesta como regla general por el art. 787.2 de la ley de Enjuiciamiento Civil cuando señala: «pa-

Bol. Colegio Registradores, núm. 35— 1870 —



sado dicho término sin hacerse oposición o luego que los interesados hayan manifestado su conformidad,
el secretario judicial dictará decreto aprobando las operaciones divisorias, mandando protocolizarlas».
Este criterio, además, es compartido unánimemente por la doctrina, para quienes la referencia a la sentencia
firme contenida en el art. 14 de la l.H. se limita a las particiones judiciales concluidas con oposición. En
efecto, el art. 787.2 de la ley de Enjuiciamiento Civil determina que la aprobación de las operaciones di-
visorias se realiza mediante decreto del secretario judicial, hoy letrado de la administración de Justicia,
pero en cualquier caso ordenando protocolizarlas.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10997.pdf

- R. 7-11-2016.- R.p. lillo.- hiPoteca eN garaNtía de obligacioNes: caNcelacióN Por caducidad.
se debate en este recurso la determinación del «dies ad quem» para el cómputo de un plazo de caducidad
conforme al art. 82 de la l.H. de una hipoteca en la que existe la siguiente condición: «la compareciente
se obliga a pagar a los tenedores de los citados títulos el valor nominal de los mismos a su vencimiento;
no obstante si al concluir el plazo señalado no se pagasen las obligaciones emitidas, se entenderá, si no
exigen los tenedores de las mismas el reembolso o pago, y hasta que lo exijan, prorrogada la obligación
de pagar de año en año, en un máximo de diez años».
   la constitución de una hipoteca en garantía de varias obligaciones hipotecarias supone, como sostuvo
este Centro directivo en R. 18-12-1966, que «cuando los diversos títulos garantizados están llamados a
desenvolverse jurídicamente con plena autonomía e independencia, y cuando cada una de las obligaciones
cartulares pueda ser exigida aisladamente y promover la ejecución hipotecaria separadamente, el supuesto
contemplado no es ya el de constitución de una hipoteca única sobre varias fincas en garantía de un único
crédito, sino el de constitución, en un solo acto, de una pluralidad de hipotecas en garantía de otros tantos
créditos diferenciados». de admitir la cancelación por caducidad de la hipoteca en garantía de obligaciones
cuyos tenedores no fueron requeridos de pago, como se verá, se produciría su absoluta indefensión y la
cancelación anticipada de su derecho en contra de lo pactado como día final para el ejercicio de sus acciones
hipotecarias. El ejercicio de la acción hipotecaria respecto de quince obligaciones no implica a) ni el re-
querimiento de pago de los obligacionistas no ejecutantes ni b) el vencimiento de la totalidad de las obli-
gaciones de la emisión dada su igualdad de rango (arts. 1.517 de la ley de Enjuiciamiento Civil de 1.881,
155, párrafo segundo, de la l.H., 668.3, 669.2 y 670.3 de la ley de Enjuiciamiento Civil y 227 del R.H.)
y dada la configuración de tantas hipotecas como obligaciones que, como se ha visto, se sostiene por este
Centro directivo, tal pretensión vulneraría la exigencia implícita, en el principio de subsistencia de la hi-
poteca en garantía de los títulos que no han ido a la ejecución en tanto que carga preferente (cfr. arts. 156
de la l.H. y 227 de su Reglamento, citados).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10999.pdf

- R. 7-11-2016.- R.p. alCoy.- aNotacióN PreVeNtiVa de embargo: sucesióN Procesal del eJecutaNte.
por medio de la anotación preventiva de embargo, lo que accede al Registro no es el crédito que motivó
el embargo, sino el embargo mismo, la medida cautelar, y tiene por objeto preservar el buen fin de la eje-
cución. Corresponde al Juez apreciar la sucesión procesal del demandante (art. 540 de la ley de Enjuicia-
miento Civil), por lo que no debe haber obstáculo para practicar la prórroga de la anotación de embargo,
por cuanto, como ha quedado expresado, lo que accede al Registro es la medida cautelar ordenada en el
proceso de ejecución, esto es, cuando la personalidad del acreedor ha sido reconocida judicialmente, esa
legitimación no puede ser calificada por el Registrador, aunque no coincida con el titular registral de la
anotación. Esta es una diferencia sustancial entre un procedimiento de ejecución ordinario y un procedi-
miento de ejecución directa contra bienes hipotecados.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-11000.pdf

- R. 7-11–2016.- R.p. valEnCia nº 3.- hiPoteca: iNtereses de demora cuaNdo No se ha Pactado Nada
al resPecto. Con carácter previo al examen de la cuestión de fondo debatida en este expediente, debe
abordarse el problema de si se entiende acreditada la legitimación del recurrente para interponer el recurso,
cuando el poder concedido por el interesado se otorgó después de la interposición del recurso, y falta una
posterior ratificación de tal interposición por parte de la entidad acreedora o por parte del propio apoderado
recurrente una vez que se le ha conferido facultades representativas suficientes. las RR. 21-10-2011 y 19-
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1-2015 admiten que el documento que acredite la representación se presente en el Registro después de in-
terpuesto el recurso, y entienden que el documento que conceda a posteriori la representación al recurrente,
si se ha aportado dentro el plazo que existe para subsanar defectos, debe interpretarse como una ratificación
o una convalidación retroactiva (cfr. art. 1.727 del C.C.) de lo actuado por el representante; sin necesidad
de tener que formular una posterior ratificación expresa del recurso en los términos que exige, en este caso,
la Registradora calificante.
   Conviene señalar en primer lugar que, como señala la Registradora de la propiedad, la regla general en
el sistema registral español es que no cabe la posibilidad de extender la garantía hipotecaria a conceptos
cuya obligación de pago no resulte de la propia escritura de préstamo hipotecario, ya que la accesoriedad
del derecho real de hipoteca respecto del crédito garantizado (arts. 104 de la l.H. y 1.857 del C.C.) exige
una precisa determinación de éste, tanto en cuanto a su existencia, presente o futura, como a su cuantía, y
también de las obligaciones accesorias y/o complementarias que adicionalmente se pretendan garantizar;
de tal manera que puede afirmarse que sin obligación pactada y determinada no puede existir hipoteca
(vid. RR. 9-1-2002, 11-10-2004, 25-4-2005, 26-1-2012 y 28 y 29-5-2014) y que no es posible la discre-
pancia entre los términos definitorios de la obligación asegurada y los de la extensión objetiva de la hipoteca
en cuanto al crédito (dos RR. idénticas de 9-10-2015).
   la indemnización en que se traducen los intereses moratorios no opera porque haya sido pactada por las
partes, sino porque la ley expresamente atribuye ese efecto al incumplimiento y lo cuantifica de forma
subsidiaria. así, el art. 1.108 del C.C. dispone que «si la obligación consistiere en el pago de una cantidad
de dinero, y el deudor incurriere en mora, la indemnización de daños y perjuicios, no habiendo pacto en
contrario, consistirá en el pago de los intereses convenidos, y a falta de convenio, en el interés legal», lo
que se traduce en materia de hipotecas en que si las partes, como ocurre en el supuesto objeto de este re-
curso, no pactan la exclusión del devengo de intereses moratorios y tampoco señalan la cuantía de los mis-
mos (con las limitaciones legales y jurisprudenciales que procedan en el ámbito del consumo: art. 114,
párrafo tercero, de la l.H. y s.t.s. 3-6-2016), el prestatario en caso de incumplimiento estará obligado a
pagar los intereses moratorios correspondiente al interés legal del dinero fijado oficialmente cada año y,
en consecuencia, tal obligación podrá ser garantizado con la hipoteca. ahora bien, en este ámbito de con-
sumo debe tenerse en cuenta que cuando tuviere lugar la declaración de abusividad de una cláusula de in-
tereses moratorios, bien por exceder del resultado de sumar dos puntos al interés remuneratorio pactado
(criterio objetivo de abusividad fijado por la s.t.s. 3-6-2016), bien por ser contraria al art. 114, párrafo
tercero, de la l.H. (exceder de tres veces el interés legal del dinero cuando concurrieren los presupuestos
de su aplicación), el efecto que se produce, según la doctrina del t.s. (vid. ss.t.s. de 9-5-2013, 8-9-2014,
23-12-2015 y 18 de febrero y 3-6-2016), es la no aplicación al consumidor de la cláusula abusiva de inte-
reses de demora con mantenimiento del contrato en lo demás si ello fuera posible sin la misma (art. 6.1 de
la directiva 13/93), la imposibilidad de moderación o integración judicial de la cláusula (art. 83 de la ley
general para la defensa de los Consumidores y usuarios) y la inaplicación de la citada normativa nacional
supletoria en defecto de pacto, porque la ineficacia de la cláusula de intereses moratorios se impone coac-
tivamente al profesional como una sanción.
   Es cierto que el contrato de hipoteca no contiene un pacto específico relativo al devengo y cuantía de
los intereses de demora, pero tampoco recoge ningún pacto que lo excluya ni expresa ni deductivamente,
por lo que ello bastaría para que la conclusión que debería extraerse, con base en todo lo expuesto hasta
aquí, sería la voluntad de las partes de someterse al régimen legal subsidiario del art. 1.108 del C.C., con-
sistente en la aplicación de intereses moratorios a un tipo igual al del interés legal del dinero. pero es que,
además, del examen de las distintas cláusulas de la escritura de constitución de hipoteca resulta una vo-
luntad clara de las partes en tal sentido, y así, con carácter genérico, en la cláusula decimotercera, acreedor
y deudor se remiten a la aplicación de la legislación común española en lo que fuera menester, remisión
entre la que se encuentra por supuesto el citado art. 1.108 del C.C.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-11001.pdf

- R. 3-11-2016.- R.p. EsCalona.- refereNcia catastral: No coNstituye reQuisito Para la iNscriP-
cióN. los efectos del incumplimiento de la obligación de aportar la referencia catastral se regulan espe-
cíficamente bajo este enunciado en el art. 44 del texto refundido de la ley del Catastro inmobiliario,
aprobado por el R.d.-legislativo 1/2004, de 5 de marzo. la claridad con la que se pronuncia esta dispo-
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sición no deja lugar a interpretación alguna sobre la posibilidad de inscribir el documento aunque no se
haya aportado documento acreditativo de la referencia catastral, circunstancia esta que en ningún caso
puede considerarse defecto que impida la inscripción, como ya ha tenido ocasión de afirmar esta dirección
general (R. 7-8-2006). Esta conclusión no se ve alterada por las modificaciones que se han introducido
en la ley Hipotecaria y en el texto refundido de la ley del Catastro inmobiliario por la l. 13/2015, de 24
de junio. 

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/23/pdfs/BOE-A-2016-11043.pdf

- R. 7-11-2016.- R.p. aliCantE nº 3.- obra NueVa: reQuisitos. bases gráficas: desPlazamieNtos eN
la cartografía catastral. Cuando, como sucede en este caso, han caducado los asientos de presenta-
ción anteriores de un documento, el art. 108 del R.H. permite volver a presentar dichos títulos que pueden
ser objeto de una nueva calificación, en la que el Registrador ‒él mismo, o quien le suceda en el cargo‒
puede mantener su anterior criterio o variarlo, si lo estimase justo. Como ha reiterado esta dirección ge-
neral, el Registrador, al llevar a cabo el ejercicio de su competencia calificadora de los documentos pre-
sentados a inscripción no está vinculado, por aplicación del principio de independencia en su ejercicio,
por las calificaciones llevadas a cabo por otros Registradores o por las propias resultantes de la anterior
presentación de la misma documentación.
  para inscribir cualquier edificación terminada, nueva o antigua, cuya declaración documental y solicitud
de inscripción se presente en el R.p. a partir del 1-11-2015, fecha de la plena entrada en vigor de la l.
13/2015, será requisito, en todo caso que la porción de suelo ocupada habrá de estar identificada mediante
sus coordenadas de referenciación geográfica. desde el punto de vista técnico, la georreferenciación de la
superficie ocupada por cualquier edificación, aun cuando deberá hacerse en el mismo sistema oficial de
referencia que se especifica en la R. 26-10-2015 (proyección utm, sistema EtRs89 para la península o
RegCan95 para Canarias), no necesita, en cambio, ser aportada necesariamente en el concreto formato
gml a que, para otros supuestos, sí que alude la citada Resolución. igualmente será válida la aportación
de una representación gráfica de la porción de suelo ocupada realizada sobre un plano georreferenciado o
dentro de una finca georreferenciada, aunque no se especifiquen las coordenadas concretas de aquélla. En
estos casos, las coordenadas podrán resultar por referencia o en relación a las del plano o finca sobre el
que se representa la edificación, quedando suficientemente satisfecha la exigencia del art. 202 de la l.H.
además, dado que se trata de una exigencia legal referida a la concordancia del Registro con la realidad
física extrarregistral de la finca (cfr. art. 198 de la l.H.), sólo será exigible en los casos en que la edificación
se encuentre finalizada. Con carácter general, la obligada georreferenciación de la superficie ocupada por
cualquier edificación, no requiere, desde el punto de vista procedimental, que se tramite un procedimiento
jurídico especial con notificación y citaciones a colindantes y posibles terceros afectados, salvo que Re-
gistrador en su calificación sí lo estimare preciso para disipar tales dudas fundadas acerca de que la edifi-
cación se encuentre efectivamente incluida en la finca sobre la que se declara. Como ha reiterado este
Centro directivo, siempre que se formule un juicio de identidad de la finca por parte del Registrador (en
el presente caso, en cuanto a la ubicación de la edificación), no puede ser arbitrario ni discrecional, sino
que ha de estar motivado y fundado en criterios objetivos y razonados.
  El tratamiento registral de los supuestos de desplazamientos de la cartografía catastral se contempla en
el apartado 5 del punto séptimo de la Resolución Conjunta de la d.g.R.n. y de la dirección general del
Catastro de 26-10-2015 que dispone que «cuando se inscriba la representación gráfica alternativa derivada
de un informe técnico que ponga de manifiesto el desplazamiento o giro de la cartografía catastral, éste se
remitirá al Catastro por el Registrador junto con los datos de la inscripción correspondientes, a fin de in-
corporar los metadatos de la modificación catastral que se efectúe». En consecuencia, para la apreciación
por el Registrador de tal desplazamiento de la cartografía (más aún si como indica el Registrador en su
nota el desplazamiento es «patológico») se precisa que un técnico así lo dictamine con ocasión de la ela-
boración de una representación gráfica alternativa que se aporta al registro para su inscripción. En todo
caso debe recordarse que conforme al art. 10.1 de la l.H. la base de representación gráfica de las fincas
registrales será la cartografía catastral, que estará a disposición de los Registradores de la propiedad. no
corresponde al Registrador, en el ejercicio de su función calificadora, revisar de oficio dicha cartografía
catastral.
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  En cuanto al defecto relativo a la exigencia de licencia de primera ocupación, debe partirse del artículo
28.1.b) del texto refundido de la ley de suelo y Rehabilitación urbana (aprobado por el R.d.-legislativo
7/2015, de 30 de octubre), que exige para inscribir escrituras de declaración de obra nueva terminada,
entre otros requisitos, «(...) el otorgamiento de las autorizaciones administrativas necesarias para garantizar
que la edificación reúne las condiciones necesarias para su destino al uso previsto en la ordenación urba-
nística aplicable y los requisitos de eficiencia energética tal y como se demandan por la normativa vigente,
salvo que la legislación urbanística sujetase tales actuaciones a un régimen de comunicación previa o de-
claración responsable, en cuyo caso aquellas autorizaciones se sustituirán por los documentos que acrediten
que la comunicación ha sido realizada y que ha transcurrido el plazo establecido para que pueda iniciarse
la correspondiente actividad, sin que del R.p. resulte la existencia de resolución obstativa alguna (…)».
la legislación urbanística aplicable es la l. 5/2014, de 25 de julio, de la generalitat, de ordenación del
territorio, urbanismo y paisaje, de la Comunitat valenciana, cuyo art. 214, dispone que están sujetas a
declaración responsable. En este sentido, tanto el artículo 71.bis l. 30/1992, de 26 de noviembre, de Ré-
gimen Jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo Común, vigente al
tiempo de la presentación del documento, como el actual art. 69 de la l. 39/2015, de 1 de octubre, del
procedimiento administrativo Común de las administraciones públicas, disponen que se entenderá por
declaración responsable el documento suscrito por un interesado en el que éste manifiesta, bajo su res-
ponsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el recono-
cimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la documentación que así lo acredita,
que la pondrá a disposición de la administración cuando le sea requerida, y que se compromete a mantener
el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el período de tiempo inherente a dicho reconoci-
miento o ejercicio. En el presente caso, no resultan acreditados los requisitos de la declaración responsable
exigidos por la legislación urbanística aplicable, no obstante lo cual no podría mantenerse el defecto tal y
como ha sido formulado en la nota de calificación, ya que no es exigible la licencia de primera ocupación,
sino la declaración responsable. pero además, es preciso tener en cuenta que es igualmente doctrina de
este Centro directivo que cuando resulta de la documentación presentada que la finalización de la obra se
ha producido en fecha determinada y esta es anterior al plazo establecido para que la administración ejerza
su acción de restablecimiento de la legalidad urbanística, no procede exigir aquellas otras licencias o au-
torizaciones exigidas por la legislación sectorial considerando aplicable, por identidad de razón, lo previsto
en el apartado 4 del art. 28 de la ley de suelo (RR. 14 de abril y 4-5-2011 y 17 de enero y 1-3-2012).
  procede analizar el tercer defecto relativo a que es preciso que el arquitecto afirme que la obra concuerda
con la realidad, de conformidad con lo que dispone el apartado 2 del art. 19 de la l. 3/2004, de 30 de
junio, de ordenación y fomento de la Calidad de la Edificación de la Comunidad valenciana. para precisar
el contenido de la exigencia relativa al certificado técnico debe acudirse al art. 28 del texto refundido de
la ley de suelo conforme al cual, para inscribir escrituras de declaración de obra nueva los Registradores
exigirán «certificación expedida por técnico competente y acreditativa del ajuste de la descripción de la
obra al proyecto que haya sido objeto de dicho acto administrativo». Considerando la dicción de este pre-
cepto, basta con que el certificado exprese que la descripción de la obra se ajusta al proyecto sin que sea
necesaria ninguna mención adicional, razón por la cual el defecto debe ser revocado.
  por último, exige el Registrador aclaración sobre si ha existido un cambio en el director de la obra, al
estar expedido el certificado relativo a las coordenadas de la edificación por técnico distinto al que consta
en la licencia de obras. Esta dirección general (cfr. Resoluciones citadas en «vistos») ha interpretado de
forma amplia el modo en que pueden acreditarse dichas coordenadas de la edificación, de manera que
pueden contenerse bien en una certificación catastral descriptiva y gráfica, o en un certificado técnico, ya
sea en formato gml u otro. por ello, en ningún caso puede deducirse del precepto que en caso de acredi-
tarse mediante certificado técnico deba éste ser suscrito por el mismo que dirigió la obra o el proyecto.
por tanto, este defecto también debe ser revocado.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/23/pdfs/BOE-A-2016-11044.pdf

- R. 14-11–2016.- R.p. CaRmona.- hereNcia: Pseudo usufructo testameNtario. Es claro que no esta-
mos ante una condición resolutoria en sentido propio, sino a lo que la doctrina denomina «pseudousufructo
testamentario». dicha disposición testamentaria es definida por la doctrina científica como aquella insti-
tución testamentaria en usufructo vitalicio, en la cual se silencia la atribución de la nuda propiedad respecto
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a los bienes usufructuados, pese a designarse las personas a quienes corresponderán en pleno dominio di-
chos bienes una vez extinguido el usufructo, siempre y cuando vivan en el momento del fallecimiento del
usufructuario, ya que solo en ese momento quedarán determinadas.
  Centrándonos en el fondo del asunto, la transmisión del usufructo a favor de los hijos se produce con el
primer llamamiento, y la de la nuda propiedad está pendiente del cumplimiento de la condición de que so-
brevivan a los usufructuarios. por lo tanto, la adquisición de esa nuda propiedad se producirá al cumpli-
miento de la condición y no por la renuncia del usufructuario, que no la anticipa; durante esa situación de
pendencia, hay otros hermanos y sobrinos pendientes de que se cumpla o no para ver si adquieren y en su
caso, en qué proporción lo van a hacer. En consecuencia, no procede cancelar la condición resolutoria por
caducidad en virtud del art. 82.5.o o el art. 210.1.8.a de la l.H. como pretende el recurrente. 
  Es por ello que dicha cancelación podría obtenerse mediante el procedimiento general regulado en el
art. 210 de la l.H. relativo al expediente de liberación de cargas y gravámenes o bien acreditando el fa-
llecimiento de la usufructuaria acompañada de acta de notoriedad (cfr. art. 82 del R.H.) en relación a la
existencia e identificación de los sucesores, a los efectos de entenderse cumplida la condición impuesta
en el testamento.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11320.pdf

- R. 14-11–2016.- R.p. madRid nº 11.- agregacióN: georrefereNciacióN. El art. 9 de la l.H. en su re-
dacción otorgada por la l. 13/2015 configura la incorporación de la representación gráfica con carácter
preceptivo siempre que se «inmatricule una finca, o se realicen operaciones de parcelación, reparcelación,
concentración parcelaria, segregación, división, agrupación o agregación, expropiación forzosa o deslinde
que determinen una reordenación de los terrenos, la representación gráfica georreferenciada de la finca
que complete su descripción literaria, expresándose, si constaren debidamente acreditadas, las coordenadas
georreferenciadas de sus vértices». tal precepto debe ser interpretado en el sentido de incluir en su ámbito
de aplicación cualquier supuesto de modificación de entidad hipotecaria, afectando por tanto a la finca re-
sultante una agregación como se plantea en el presente expediente. por tanto, es forzoso concluir que todo
documento, cualquiera que sea la fecha de su otorgamiento, en el que se formalice una división o agrupa-
ción de finca, incluyendo las subespecies registrales de la segregación y la agregación, y que se presente
a inscripción a partir del 1-11-2015, habrá de cumplir con la exigencia legal de aportación preceptiva, para
su calificación e inscripción, de la representación georreferenciada con coordenadas de los vértices de las
fincas a las que afecte.
  del propio tenor del art. 9 se deduce la posibilidad de inscripción de representación gráfica sin tramita-
ción previa de dicho procedimiento, en los supuestos en los que no existan diferencias superficiales o éstas
no superen el límite máximo del 10% de la cabida inscrita y no impidan la perfecta identificación de la
finca inscrita ni su correcta diferenciación respecto de los colindantes. En los casos en los que tal inscrip-
ción de representación gráfica no es meramente potestativa, sino preceptiva, como ocurre con los supuestos
enunciados en el art. 9, letra b, primer párrafo, la falta de una remisión expresa desde el art. 9 al art. 199
supone que con carácter general no será necesaria la tramitación previa de este procedimiento, sin perjuicio
de efectuar las notificaciones previstas en el art. 9, letra b, párrafo séptimo, una vez practicada la inscripción
correspondiente. se exceptúan aquellos supuestos en los que, por incluirse además alguna rectificación
superficial de las fincas superior al 10% o alguna alteración cartográfica que no respete la delimitación
del perímetro de la finca matriz que resulte de la cartografía catastral (cfr. art. 9, letra b, párrafo cuarto),
fuera necesaria la tramitación del citado procedimiento para preservar eventuales derechos de colindantes
que pudieran resultar afectados. Como ya afirmó la R. 8-6-2016, en ninguno de estos preceptos, ni en el
art. 199.1, se habla expresamente de que, además de aportar la certificación catastral descriptiva y gráfica,
haya de describirse en el título la finca según lo que resulta de tal certificación. En el presente caso, según
alega el recurrente, se pretende completar la descripción literaria con la representación gráfica catastral
incorporada al título y que se afirma corresponder con la finca resultante de la agregación. sin embargo,
las diferencias de superficie entre tal representación gráfica y descripción literaria exceden del 10% a que
se refiere el art. 9.b) de la l.H., por lo que no se aprecia la correspondencia exigida en este precepto. no
es admisible la alegación del recurrente en el sentido de que no debe tenerse en cuenta a efectos de este
cómputo la superficie de 55,95 metros cuadrados que se dice serán cedidos para viales.
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  sí sería inscribible si resultare del título que la agregación es la porción restante tras una segregación ya
efectuada con tal finalidad de cesión para viales, aunque estuviera pendiente de formalizar. debe recordarse
que en tal caso podría acceder al Registro la operación afectante solamente la porción restante que resultase
tras la modificación hipotecaria que se hubiera efectuado. Como ha señalado este Centro directivo en las
RR. 7 de julio y 2 y 21-9-2016, debe tenerse en cuenta el supuesto especial que para la constancia registral
de la representación gráfica suponen los casos previstos en el art. 47 del R.H., en el que se permite que ac-
cedan en diferente momento temporal segregaciones de múltiples porciones, que se han podido formalizar
en diversos títulos, así como cuando se pretenda la inscripción de negocios realizados sobre el resto de
una finca, existiendo pendiente de acceder al Registro otras operaciones de segregación.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11321.pdf

- R. 14-11–2016.- R.p. monóvaR.- iNscriPcióN de la base gráfica: ProcedimieNto del art. 199 l.h.
debe decidirse en este expediente si es inscribible la representación gráfica catastral de una finca una vez
tramitado el expediente del art. 199 de la l.H. El Registrador suspende la inscripción, considerando que
de los documentos aportados y de la oposición de un colindante resulta que existe un conflicto en cuanto
al derecho de propiedad de parte de la base gráfica aportada, entiende que lo procedente es que dicho con-
flicto se resuelva por acuerdo entre las partes enfrentadas o, en su defecto, en la vía judicial.
  Como ha reiterado este Centro directivo (cfr. RR. 22 de abril, 8 de junio y 10-10-2016), según el art.
199, la certificación gráfica aportada, junto con el acto o negocio cuya inscripción se solicite, o como ope-
ración específica, debe ser objeto de calificación registral conforme a lo dispuesto en el art. 9, lo que
supone acudir a la correspondiente aplicación informática auxiliar prevista en dicho precepto, o las ya
existentes anteriormente (cfr. punto cuarto de la Resolución-Circular de 3-11-2015). las dudas que en
tales casos puede albergar el Registrador han de referirse a que la representación gráfica de la finca coincida
en todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio público, a la posible invasión de fincas co-
lindantes inmatriculadas o a que se encubriese un negocio traslativo u operaciones de modificación de en-
tidad hipotecaria. además, según el precepto corresponde al Registrador, a la vista de las alegaciones
efectuadas, decidir motivadamente según su prudente criterio. aunque, como señala el art. 199, «la mera
oposición de quien no haya acreditado ser titular registral de la finca o de cualquiera de las registrales co-
lindantes no determina necesariamente la denegación de la inscripción», ello no puede entenderse, como
pretende el recurrente, en el sentido de que no sean tenidas en cuenta tales alegaciones para formar el
juicio del Registrador.
  El art. 342 del R.H. dispone que «también podrán expedir los Registradores, a petición de los interesados,
certificaciones de los documentos que conserven en su archivo y respecto de los cuales puedan considerarse
como sus archiveros naturales», documentos entre los que, sin duda, se encuentran los incorporados a la
tramitación del expediente previsto en el art. 199 de la l.H. Esta posibilidad debe entenderse limitada a
los efectos informativos que se desprenden de los citados preceptos, sin que en ningún caso pueda tradu-
cirse en nuevos trámites no contemplados en el procedimiento que pudieran suponer sucesivas interven-
ciones de los interesados, lo que, además de no preverse en dicho expediente registral, haría derivar el
mismo en una suerte de procedimiento contencioso que desvirtuaría su naturaleza.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11323.pdf

- R. 14-11–2016.- R.p. piEdRaBuEna.- iNmatriculacióN Por título PÚblico: reQuisitos. la cuestión
que se plantea en el presente recurso es la de si procede acceder a la inmatriculación de una finca por la
vía del nuevo art. 205 de la l.H. en virtud de escritura pública de compraventa de fecha 18-4-2016, acom-
pañada del título de adquisición de los vendedores, que es escritura pública de adjudicación de herencia
de fecha 16-12-2015, dándose la circunstancia de que el fallecimiento de la causante de dicha herencia se
produjo el 27-6-2015.
  En cuanto al momento temporal en que debía haberse producido la previa adquisición por el ahora trans-
mitente, no se exigía ninguna antelación mínima con respecto a la fecha del otorgamiento del título público
traslativo y que opera como inmatriculador. ahora, en cambio, con la nueva redacción legal, no se admite
más forma documental de acreditar la previa adquisición que el título público, que es una especie concreta
y especialmente cualificada dentro del amplio género de los documentos fehacientes, y, además, se exige
que dicha adquisición previa se haya producido al menos un año antes del otorgamiento del título público
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traslativo que va a operar como título inmatriculador. nótese que dicho lapso temporal mínimo de un año
ha de computarse, no necesariamente entre las fechas de los respectivos otorgamientos documentales, esto
es, el de título público previo y el del título público traslativo posterior, sino entre la fecha de la previa ad-
quisición documentada en título público, y la fecha del otorgamiento del título traslativo posterior. Con
independencia del carácter atributivo, declarativo o especificativo que se predique de la partición, es evi-
dente que en el proceso sucesorio, delación y partición se complementan, y juntas producen el efecto tras-
lativo respecto del heredero en la titularidad exclusiva de bienes concretos y determinados (cfr. art. 1.068
del C.C.). Ello permite interpretar que en los casos de aceptación de herencia y formalización en título
público de la adjudicación y adquisición de la propiedad de los bienes hereditarios, si con posterioridad
otorga título traslativo de ellos a un tercero, el plazo de un año a que se refiere el art. 205 se puede computar
desde el fallecimiento del causante de la herencia. Esta afirmación no obsta la también reiterada doctrina
de esta dirección general acerca de que queda fuera de toda duda el que no supone una extralimitación
competencial, sino todo lo contrario, que el Registrador califique si los títulos presentados para inmatricular
una finca cumplen los requisitos legales o han sido elaborados ad hoc de manera artificiosa para eludir el
cumplimiento de la finalidad y razón de ser esencial de tales preceptos. pero es que aun cuando hipotéti-
camente se tomase como fecha de inicio del cómputo la del fallecimiento de la causante de la herencia,
resulta que, como reconoce la propia recurrente, tampoco ha transcurrido un año entre la fecha del falle-
cimiento de la causante de la herencia, acaecida el 27-6-2015 y la escritura de compraventa otorgada por
sus herederos, que es de fecha 18-4-2016, sino que cuando se otorgó dicha compraventa faltaban todavía
más de dos meses para completar el año requerido por el art. 205 de la l.H.
  dado que, como recordó la R. 5-5-2016, el título previo al inmatriculador ha de ser también calificado
por el Registrador, resulta necesario acompañar a la escritura de adjudicación hereditaria, como exigió la
Registradora, el certificado de defunción de la causante, su testamento y el certificado del Registro de úl-
timas voluntades.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11324.pdf

1.2. REgistRo mERCantil. Por Ana del Valle Hernández, Registradora Mercantil.

- R. 17-10-2016.- R.m. BuRgos.- disolucióN. de PleNo derecho. reactiVacióN. disuelta de pleno de-
recho la sociedad y cerrada su hoja como consecuencia de la aplicación directa de la previsión legal de la
l. 2/2007, de 15 de marzo, no procede la inscripción de unos acuerdos que, prescindiendo de dicha situa-
ción, pretenden la modificación del contenido registral en lo que se refiere al objeto social. 
  Cuando la sociedad está disuelta ipso iure por causa legal o por haber llegado el término fijado en los
estatutos ya no cabe un acuerdo social sino que lo procedente, si se desea continuar con la empresa, es la
prestación de un nuevo consentimiento contractual por los socios que entonces ostenten dicha condición. 
  El art. 370 de la ley de sociedades de Capital lejos de imponer una liquidación forzosa contra la voluntad
de los socios, se limita a delimitar el supuesto de reactivación ordinaria, al que basta un acuerdo social, de
este otro que exige un consentimiento contractual.
  una vez abierta la hoja social y adecuado el contenido del Registro a las exigencias legales, la sociedad
podrá llevar a cabo las modificaciones que su junta general, como órgano superior de formación de la vo-
luntad social, estime oportunas. 

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10394.pdf

- R. 18-10-2016.- R.m. pontEvEdRa i.- estatutos. admiNistradores maNcomuNados. Poder de re-
PreseNtacióN. los estatutos son los que deben configurar la atribución del poder de representación en el
caso de administración mancomunada con el único límite de que en todo caso deben exigir la concurrencia
de al menos dos administradores. Cuando existe la posibilidad de nombramiento de mas de dos adminis-
tradores mancomunados los estatutos deben concretar la forma de su ejercicio atribuyéndolo a  dos cua-
lesquiera, concretando a quiénes se atribuye, exigiendo la actuación de un número superior o la totalidad
de ellos, etc.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10398.pdf
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- R. 19-10-2016.- R.m. la RioJa.- sociedad ciVil. sociedad ProfesioNal. cuotas. comieNzo de oPe-
racioNes. imPuesto. ProVisióN foNdos. se trata de una escritura de reactivación y modificación de de-
nominación, domicilio y estatutos de una sociedad civil por su adaptación a la forma de sociedad civil
profesional.
  no son aplicables en este caso los artículos de la l.s.C. relativos a la fecha de comienzo de las opera-
ciones pues la sociedad comienza desde el momento mismo de la celebración del contrato, por no haberse
pactado otra cosa.
  la sociedad profesional puede constituirse como sociedad civil rigiéndose en ese caso por lo dispuesto
en la ley de sociedades profesionales y supletoriamente por las normas correspondientes a la forma social
adoptada, es decir por el Código Civil. la ley de sociedades profesionales no exige de forma expresa la
constancia de la cuota de cada socio, sin duda por pensar el legislador que ello ya sería exigido por la ley
aplicable a la forma social elegida. pero se deduce la necesidad de que conste dicha cuota, pues su no
constancia llevaría a una dificultad o incluso a una imposibilidad de aplicación  de una serie de normas
contenidas en la propia ley: que la mayoría del capital y del número de votos o la mayoría del patrimonio
social y del número de socios sean socios profesionales (art. 4.2); que los beneficios y las pérdidas se im-
puten en proporción a la participación de cada socio (art. 10.1); criterios de valoración de las cuotas de li-
quidación a los socios en caso de separación o exclusión (art. 16). por su parte, el C.C., tampoco exige
expresamente, en caso de sociedad civil, que conste la cuota o aportación de cada socio, pero también re-
sulta de varios de sus preceptos: 1689 y 1665, sobre la parte de cada socio en pérdidas y ganancias; 1683
(aunque no aplicable al caso de sociedad profesional sí a las restantes sociedades civiles) del que resulta
que debe existir una cuota para determinar las ganancias del socio que desarrolle el objeto social; 1699 y
1700 sobre la posibilidad de que el acreedor de uno de los socios pueda pedir el embargo y remate de la
parte de éste en el fondo social; 1708 que aplica para la liquidación de la sociedad las reglas de las herencias
y en estas es fundamental el saber la cuota de cada uno, incluida la del socio de industria. también sirve
como elemento interpretativo el Código de Comercio (arts. 125, 138, 140 y 141 y 2019.7.º R.R.m.) que
lo exige para las colectivas, que están próximas a las civiles. y en el caso contemplado resulta también la
necesidad de los propios estatutos, al señalar que las ganancias se repartirán y las pérdidas se soportarán
en proporción a sus respectivas aportaciones. En conclusión, en toda sociedad profesional en la que por
su forma social no sea necesario una aportación de capital que sería la que fijara la participación de cada
socio, debe determinarse, respecto de los socios profesionales, que su aportación sea debidamente evaluada
para concretar su eventual participación en beneficios y pérdidas y para fijar igualmente los derechos po-
líticos que, en su caso, el socio profesional ostenta en la sociedad.
  la falta de provisión para el pago del B.o.R.m.E. constituye defecto subsanable, sin que sea necesario
expresar su importe en la nota de calificación.
  En los casos en que, a juicio del Registrador, sea evidente la no sujeción o la exención del impuesto de
la operación documentada, podrá, bajo su responsabilidad permitir el despacho del título sin acreditar la
debida autoliquidación o declaración, pero la existencia de esta facultad no supone el levantamiento au-
tomático del cierre registral cuando la misma no sea ejercitada y asumida por el Registrador en su debido
control en el ámbito fiscal de los documentos presentados.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/12/pdfs/BOE-A-2016-10517.pdf

- R. 24-10-2016.- R.m. madRid xix.- acuerdos sociales. coNtradiccióN. declaracioNes del Pre-
sideNte de la JuNta. se trata de la elevación a público de determinados acuerdos y el Registrador sus-
pende por resultar del acta notarial aportada que la presidente de la junta no consideraba adoptados los
acuerdos debidamente. aunque el presidente es quien debe declarar válidamente constituida la misma, de-
terminando qué socios asisten presentes o representados y cuál es su participación en el capital social, así
como proclamar el resultado de las votaciones de forma que las manifestaciones u observaciones de los
asistentes recogidas en la propia acta no pueden tener a efectos registrales el mismo valor que aquéllas, el
Registrador no queda vinculado por la actuación del presidente cuando la declaración de éste resulta con-
tradicha por la documentación aportada y los asientos del Registro mercantil. Eso sucede en el supuesto
analizado, en el que la negativa expresada por la presidenta a que los acuerdos se hayan producido, no
puede quedar amparada en conjeturas sobre una eventual y futura declaración de nulidad de determinados
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negocios jurídicos. de mantener la solución contraria quedaría al arbitrio del presidente la formación
misma de la voluntad social sin fundamento legal alguno. 

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10821.pdf

- R. 26-10-201.- R.m. BuRgos.- JuNta geNeral.- coNVocatoria. aNuNcio. oPeracióN acordeóN.
acuerdo subsaNatorio de otro aNterior.- la exigencia legal de que en todo anuncio de convocatoria
de junta general para adoptar acuerdos de modificación de estatutos se expresen, «con la debida claridad,
los extremos que hayan de modificarse» (art. 287 l.s.C.), tiene por objeto no sólo permitir a los socios
asistentes el ejercicio consciente del derecho de voto, sino también el control por los ausentes de la legalidad
de los acuerdos que se adopten y la impugnación de aquellos que no se correspondan con el orden del día
de la convocatoria. la d.g. ha exigido una mayor precisión en la convocatoria cuando, como consecuencia
del acuerdo a adoptar, pueda verse comprometida la posición jurídica del socio, como en el caso de reduc-
ción a cero, o cuando como consecuencia del acuerdo van a ser alterados el conjunto de los derechos y
obligaciones del socio o resulte su  exclusión. deben distinguirse aquellos supuestos en los que la violación
de la previsión legal conlleva indefectiblemente la nulidad de los acuerdos adoptados, de aquellos otros
en los que, al no existir perjuicio posible para socios o terceros, no procede la sanción de nulidad. debido
a los efectos devastadores de la nulidad, los defectos meramente formales pueden orillarse siempre que
por su escasa relevancia no comprometan los derechos individuales del accionista o socio. Este criterio ha
sido confirmado en la modificación de la l.s.C. por la l. 31/2014, que sólo considera susceptibles de im-
pugnación aquellos acuerdos en los que concurre una causa cualificada de nulidad y siempre que el ejercicio
de la acción se acomode a las exigencias de la buena fe.
   En el supuesto contemplado el anuncio de convocatoria en principio no es correcto pues no señalaba
que la reducción es a cero pero el socio disidente conoció –o pudo conocer con antelación suficiente– el
concreto alcance y efectos de la modificación estatutaria propuesta.
   por otra parte la eficacia retroactiva de los acuerdos de subsanación encuentra refrendo normativo en el
efecto preclusivo sobre la acción de impugnación que el artículo 204.2 de la l.s.C. vincula precisamente
a  la existencia de un acuerdo de sustitución o revocación, siempre sin perjuicio de los principios que in-
forman el Registro mercantil y de los derechos adquiridos por terceros (art. 20 del Código de Comercio).
   En este caso el primer acuerdo ha sido sustituido por el segundo, de idéntico contenido, adoptado con
las mayorías suficientes y su eficacia se retrotraería a la fecha de su adopción.
   El hecho de que tras la operación acordeón la sociedad siga incursa en causa de disolución no constituye
una causa de disolución automática, sino que debe ser acordada en junta general, y en modo alguno deter-
mina un posible cierre registral. 

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10990.pdf

- R. 2-11-2016.- R.m. valladolid.- JuNta. coNVocatoria. PágiNa web.- El régimen legal vigente al
tiempo de la convocatoria de la junta general cuyo acuerdo sirve de respaldo a la solicitud de depósito de
cuentas objeto de calificación impone, de forma imperativa, que la convocatoria de la junta se realice en
la página web de la sociedad, pero siempre que ésta hubiere sido creada, inscrita y publicada en los términos
del artí. 11.bis de la misma ley. no basta con la mera indicación de un dominio de internet en una nota
marginal en la hoja registral, conforme al art. 9 l. 34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de
información y comercio electrónico, cuyos efectos son de mera publicidad con el fin de garantizar que la
vinculación entre el prestador de servicios, su establecimiento físico y su «establecimiento» o localización
en la red, que proporciona su dirección de internet, sea fácilmente accesible para los ciudadanos y la ad-
ministración pública. por ello en este caso la junta general debiería haber sido publicada en el B.o.R.m.E.
y en uno de los diarios de mayor circulación en la provincia en que esté situado el domicilio social. 

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/23/pdfs/BOE-A-2016-11042.pdf

- R. 3-11-2016.- R.m. pontEvEdRa i.- admiNistrador. reNuNcia. forma de acreditar la coNVoca-
toria. la renuncia al cargo de administrador realizada por el único que quede, es inscribible siempre que
el renunciante convoque junta para que provea al respecto.
   Cuando se trata de medios públicos de convocatoria, (diarios, boletines oficiales, web de la sociedad)
en la escritura de elevación a público de los acuerdos debe testimoniarse el anuncio publicado o protocolizar
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testimonio notarial del mismo (art 107 R.R.m.), para que el Registrador pueda calificar la regularidad de
la convocatoria en cuanto a su antelación, pues constará la fecha de la inserción del anuncio y el cumpli-
miento en el mismo de todos los requisitos legales, así como que los acuerdos adoptados se adecúan al
orden del día que consta en el anuncio.
   Cuando se trata de medios privados de convocatoria, aunque se inserte el anuncio en la escritura o en la
certificación, ello no basta para que el Registrador pueda comprobar que se ha remitido efectivamente a
todos los socios con la antelación debida y en la forma que establecen los estatutos. por ello, en la certifi-
cación debe hacerse constar expresamente la fecha y el modo concreto en que se ha efectuado la convoca-
toria cuando no se trate de junta universal, sin que baste la remisión a los estatutos (arts. 97.1.2 y 112.2
R.R.m.). Ello se debe a la competencia del Registrador para calificar la validez de los actos inscribibles
(art. 18 C.co.). En el caso debatido habría bastado con que el administrador manifestara que se envió por
correo certificado con acuse de recibo al otro único socio. En tal caso, la renuncia podría ser inscrita aunque
no consten legitimadas las firmas que figuren en el acta (puesto que no es necesaria la celebración de la
junta en este caso para obtener la inscripción), ni en el anuncio de la convocatoria ni en la comunicación
postal. El sistema de carta certificada con acuse de recibo no acredita fehacientemente el contenido de la
comunicación ni la legitimidad de la firma del autor del escrito remitido. pero, tanto la d.g. como el t.s.
tienen declarado que, acreditada la remisión y recepción de la comunicación postal, incumbe al socio la
carga de la prueba de la falta de convocatoria.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10998.pdf

- R. 7-11-2016.- R.m. BuRgos.- coNseJo de admiNistracióN. secretario. cualidad de coNseJero.
El cargo de secretario del consejo de administración de una sociedad puede ostentarlo una persona que no
sea consejero. no obstante, tal exigencia puede venir impuesta en los estatutos con base en la atribución
legal al propio consejo de la facultad de autoorganización, como ocurre en el caso analizado en el que el
precepto estatutario establece que el nombramiento de secretario debe efectuarse entre los miembros del
consejo. no se utiliza la expresión por «ellos» y en el inciso final se manifiesta que «…siendo los restantes
vocales» lo que supone que el secretario ha de ser consejero. 

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/23/pdfs/BOE-A-2016-11045.pdf

- R. 14-11-2016.- R.m. la RioJa.- coNseJo de admNistracióN. coNVocatoria. comPeteNcia. se discute
la admisibilidad de la siguiente clausula estatutaria: «El Consejo se reunirá siempre que lo solicite un Con-
sejero o lo acuerde el presidente, o quien haga sus veces, a quien corresponde convocarlo. En el caso de
que lo solicitara un Consejero, el presidente no podrá demorar la convocatoria por un plazo superior a
quince días contados a partir de la fecha de recepción de la solicitud».
  la l.s.C. mantiene la diferencia antes existente entre sociedades anónimas y sociedades de responsabi-
lidad limitada en cuanto a la necesidad de regular en estatutos las reglas de convocatoria del Consejo de
administración. sin embargo, para ambos tipos de sociedades se establece que el consejo de administración
será convocado por el presidente o el que haga sus veces y se reconoce a los administradores que consti-
tuyan al menos un tercio de los miembros del consejo la competencia para convocarlo (art. 246 l.s.C.).
  los estatutos de sociedades limitadas pueden contener disposiciones sobre competencia para convocar
el consejo más favorables para los consejeros, como ocurre en este caso, pero no pueden restringir la le-
gitimación que les reconoce el art. 246.2. dada la exigencia de claridad y precisión del título y de los
asientos registrales, no puede accederse a la inscripción de la cláusula discutida, pues le falta incluir la
salvedad de lo establecido en el art. 246.2.
  no basta con la consideración de que esa norma imperativa se aplica en cualquier caso, pues la cláusula
debatida, como concreta previsión estatutaria, podría interpretarse en el sentido de que la voluntad de los
fundadores ha sido obviar esa regla legal y sustituirla por la plasmada en la redacción de aquella.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11322.pdf
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1.3. REgistRo dE BiEnEs muEBlEs. Por Ana del Valle Hernández, Registradora Mercantil.

- R- 10-10-2016.- R.B.m. zaRagoza nº i.- liceNcia de taxi. PreNda. se plantea la posibilidad de inscribir
en el Registro de Bienes muebles la constitución de una prenda sobre una licencia de taxi concedida por
el ayuntamiento de zaragoza. la l.H.m.p.s.d. permite la constitución de prenda sin desplazamiento sobre
los derechos que correspondan a los titulares de licencias siempre que la ley o el correspondiente título
de constitución autoricen su enajenación a un tercero.En este caso, la norma especial que rige la materia
es el Reglamento municipal del servicio urbano de autotaxi de zaragoza, del que se deduce que si bien
la transmisión de la licencia de taxi precisa de autorización del ayuntamiento sin embargo, dicha transmi-
sión debe ser autorizada si concurren los requisitos establecidos por la propia norma. En consecuencia
debe entenderse admitida la posibilidad de constituir prenda sobre licencia de taxi, sujeta a la condición
suspensiva de la obtención de la autorización del ayuntamiento, por cuanto no puede decirse que en estos
casos estemos en presencia de verdaderas «conditio iuris», dado que además la transmisión se llevará a
efecto, en su caso, con su ejecución hipotecaria. En este sentido quien esté interesado en participar en el
procedimiento de ejecución hipotecaria en calidad de postor o eventual adjudicatario, incluso el propio
acreedor hipotecario, deberá comunicarlo al ayuntamiento al objeto de obtener la oportuna autorización,
que se otorgará siempre que el peticionario cumpla los requisitos exigidos en la normativa municipal. 

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10063.pdf

1.4. REgistRo dE la pRopiEdad. Por Pedro Ávila Navarro, Registrador Propiedad.

- R. 10-10-2016.- R.p. CoRRalEJo.- calificacióN registral: la calificacióN debe coNteNer íNtegra
motiVacióN. descriPcióN de la fiNca: dudas registrales razoNadas eN cuaNto a rePreseNtacióN
gráfica catastral. 1. Calificación registral. Reitera la doctrina de varias resoluciones (ver, por ejemplo,
R. 9-7-2013 y R. 9-7-2015), de que la calificación debe contener «una motivación suficiente», pero la tiene
«si expresa suficientemente la razón que justifica la negativa de modo que el interesado haya podido alegar
cuanto le ha convenido para su defensa».
   2. descripción de la finca. «debe decidirse en este expediente si es inscribible la representación gráfica
catastral de una finca una vez tramitado el expediente del art. 199 l.H. la Registradora suspende la ins-
cripción por existir dudas fundadas de identidad de la finca basadas en las diferencias descriptivas existentes
en las fincas registrales colindantes según el Registro y según el Catastro; [...] además el titular de una
finca registral colindante se opone a la rectificación pretendida, si bien sus alegaciones son presentadas
fuera del plazo». la dirección reitera que, «siempre que se formule un juicio de identidad de la finca por
parte del Registrador, no puede ser arbitrario ni discrecional, sino que ha de estar motivado y fundado en
criterios objetivos y razonados (R. 8-10-2005, R. 2-2-2010, R. 13-7-2011, R. 2-12-2013, R. 3-7-2014, R.
19-2-2015 y R. 21-4-2016, entre otras)»; en el caso concreto, «resultan claramente identificadas y funda-
mentadas las dudas de la Registradora en la nota de calificación en cuanto a la posible invasión de fincas
colindantes, dudas que quedan corroboradas con los datos y documentos que obran en el expediente en
cuanto a las diferencias descriptivas que pueden apreciarse en la configuración registral y catastral de las
fincas y las previas operaciones de modificación de entidades hipotecarias y rectificación de superficie
que constan registradas». todo ello, sin perjuicio de que, conforme prevé el art. 199 l.H., el interesado
pueda instar el deslinde conforme al art. 200 l.H.
   (particular contra Registro de la propiedad de Corralejo).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10061.pdf

- R. 10-10-2016.- R.p. valEnCia nº 11.- rePreseNtacióN: el Juicio Notarial de suficieNcia solo se
subsaNa Por uN NueVo Juicio Notarial. rePreseNtacióN: la refereNcia Notarial a uN Poder Que
coNsta eN el Protocolo reQuiere autorizacióN del aPoderado Para obteNer coPia. hiPoteca:
suJecióN a la l. 2/2009 de la coNtratada ProfesioNalmeNte. calificacióN registral: el regis-
trador Puede teNer eN cueNta datos Que resulteN de orgaNismos oficiales. 1. Representación.
En torno a los arts. 98.1 l. 24/27-12-2001 y 166.1 R.n. (reseña notarial del documento autentico que acre-
dita la representación y juicio de suficiencia de facultades), la dirección reitera la doctrina de la R. 17-1-
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2011, en el sentido de que su falta «el Registrador no sólo puede sino que debe calificarla como defecto
que impide que dicho instrumento público produzca, por sí solo, los efectos que le son propios como título
inscribible; [...] únicamente podrá subsanarse mediante un nuevo juicio notarial sobre la suficiencia de las
facultades representativas de que se trate (aparte la posibilidad de ratificación del negocio, en su caso)», y
no, como pretende el recurrente, aportando al Registro copia autorizada de la escritura de poder.
   Como presupuesto del juicio de suficiencia, es necesario que se haya exhibido al notario copia autorizada
de la escritura de poder; no lo es cuando el poder consta en el protocolo del propio notario, pero, como
prevé el art. 166.2 R.n., en ese caso es necesaria la constancia expresa de que el apoderado se halla facul-
tado para obtener copia del mismo y que no consta nota de su revocación.
   2. Hipoteca. Reitera sobre las materias indicadas la doctrina de la R. 13-7-2015: «necesidad de que el
cesionario de préstamos hipotecarios, si se acredita la habitualidad en la actividad de concesión de présta-
mos o en la subrogación activa en los mismos, deba cumplir los requisitos de inscripción en el registro pú-
blico correspondiente y constitución de seguro de responsabilidad o de aval bancario». aborda ahora «la
difícil cuestión de cuántos créditos o préstamos es necesario otorgar para entender que existe una real ha-
bitualidad o reiteración en la concesión de préstamos y para hacer aplicable la l. 2/2009»: y, «por la pre-
valencia en este ámbito del principio de protección de los consumidores y la aplicación del art. 8 l. 2/2009,
que establece que corresponde a las empresas ‒acreedores‒ la prueba del cumplimiento de las obligaciones
que les impone esta ley», considera, con la R. 28-7-2015, que «la concesión de simplemente dos préstamos
constituye indicio suficiente»; si bien sugiere la prueba en contrario por acta de notoriedad dirigida, por
ejemplo en este caso, «a la acreditación de la amistad existente entre los deudores y el acreedor y al estado
de necesidad de los primeros, que operaría como causa de la concesión excepcional del préstamo.
   (particular contra Registro de la propiedad de valencia nº 11).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10062.pdf

- R. 10-10-2016.- R.p. san matEu.- recurso guberNatiVo: sólo Procede coNtra la Nota de susPeN-
sióN o deNegacióN, No cuaNdo se Practica el asieNto. Reitera en el sentido indicado la doctrina de
las R. 19-5-2014, R. 28-8-2013, R. 14-10-2014, R. 19-9-2016, R- 5-10-2016 y otras muchas. En este caso,
se trataba de «la elevación a escritura pública en 2015 de un documento autorizado por notario inglés que
ya había causado inscripción en el Registro de la propiedad en el año 2004», elevación que se debía a una
previa nota informativa errónea.
   (notario Rafael-pedro Rivas andrés contra Registro de la propiedad de sant mateu).
   la dirección se refiere a «la necesaria coordinación entre notario y Registrador, mediante la constancia
en el documento presentado de que dicha transmisión ya constaba inscrita correctamente, sin necesidad
de provocar una nota de calificación negativa, un recurso y una resolución por esta dirección general»; y
«desestima el recurso acordando lo demás procedente conforme al art. 123 R.H».
   sobre el acceso al Registro de la propiedad de títulos extranjeros, ver las s.t.s. 19-6-2012 y s.a.p. santa
Cruz de tenerife 22-11-2006, que anularon la R. 7-2-2005, y admitieron la inscripción de un título extranjero.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10064.pdf

- R. 11-10-2016.- R.p. la vECilla.- bieNes de carácter PÚblico: No se Puede reclamar la PosesióN
o ProPiedad a traVés de uN desliNde admiNistratiVo. descriPcióN de la fiNca: No se Puede re-
clamar la PosesióN o ProPiedad a traVés de uN desliNde admiNistratiVo. la Junta vecinal de la
mata de la Riba acordó el deslinde de una finca registral de su propiedad, que pasaba de 40.000 a 60.000
m2, confesando claramente que la mayor superficie se debe a la «ampliación de la finca» a través del lindero
este, que era otra parcela de propiedad particular; y solicitaba la nota al margen de la inscripción de domi-
nio, conforme al art. 57.3 R.d. 1.372/13-6-1986, Reglamento de Bienes de las Entidades locales. la di-
rección reconoce que «el carácter público de los bienes dota al deslinde administrativo de una serie de
notas específicas que lo diferencian del deslinde civil y que lo configuran como una manifestación del pri-
vilegio de autotutela de las administraciones públicas», y cita los arts. 50 a 54 l. 33/3-11-2003, del patri-
monio de las administraciones públicas, además de las normas especiales sobre deslinde en materia de
zona marítimo-terrestre, montes públicos, cauces de dominio público, corporaciones locales, además de
una variada legislación autonómica; pero confirma la calificación registral, de que «por vía de deslinde
administrativo no puede interferirse en una propiedad registral, amparada por los tribunales según el art.
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1 l.H.; es decir, a través del deslinde no puede la entidad interesada, reclamar la propiedad o posesión
sobre otra finca; en ese supuesto ha de ejercitarse la correspondiente acción reivindicatoria».
   (Junta vecinal de la mata de la Riba contra Registro de la propiedad de la vecilla).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10065.pdf

- R. 11-10-2016.- R.p. toRRox.- iNmatriculacióN: derecho traNsitorio eN la d.t. ÚNica l. 13/2015.
iNmatriculacióN: No Puede hacerse coN acta de Notoriedad tramitada segÚN la legislacióN
aNterior a la l. 13/2015. iNmatriculacióN: los reQuisitos de la l. 13/2015 soN exigibles Para
la PreseNtada a Partir de 1 de NoViembre de 2015. iNmatriculacióN: el acta de Notoriedad com-
PlemeNtaria ha de acreditar la PreVia adQuisicióN y su fecha. Reitera en el sentido indicado la doc-
trina de la R. 3-10-2016.
   (particular contra Registro de la propiedad de torrox).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10066.pdf

- R. 11-10-2016.- R.p. zaRagoza nº 5.- hereNcia: el Juicio coNtra hereNcia yaceNte reQuiere Nom-
bramieNto de uN admiNistrador Judicial. aNotacióN PreVeNtiVa de embargo: eN ProcedimieNto
coNtra herederos del titular ha de acreditarse la sucesióN. inscrita la finca a favor de dos cón-
yuges, se presenta mandamiento de embargo por deudas a la comunidad de propietarios posteriores al fa-
llecimiento de los titulares, es decir, por deudas de los herederos. la dirección recuerda los distintos casos
de calificación registral del tracto sucesivo en el art. 166 R.H, y distingue ahora:
   – Respecto a uno de los cónyuges, se dice que hubo una aceptación de herencia y se demanda a herederos
ciertos y determinados, por lo que «será imprescindible aportar el título sucesorio correspondiente, exi-
giendo el citado art. 166.1.2 R.H. que se hagan constar las circunstancias del testamento o declaración de
herederos».
   – Respecto del otro, «no está aceptada su herencia ni realizada operación alguna en cuanto a la partición
hereditaria, [...] nos encontramos ante un supuesto de herencia yacente, será preciso, para poder conside-
rarse cumplimentado el tracto sucesivo, o bien que se acredite en el mandamiento que se ha dado empla-
zamiento a alguno de los posibles llamados a la herencia, o bien que se ha procedido al nombramiento
judicial de un administrador de la herencia yacente».
   (Comunidad de propietarios contra Registro de la propiedad de zaragoza nº 5).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10067.pdf

- R. 13-10-2016.- R.p. ElCHE nº 5.- exProPiacióN forzosa: No Puede caNcelarse el derecho reVer-
sióN siN acreditar su extiNcióN. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 30-3-2016: dice la
dirección que «el medio oportuno para cancelar la mención registral del derecho de reversión, es la certi-
ficación del acto administrativo firme que, con audiencia del interesado, declare la extinción del derecho
de reversión, siempre y cuando tal decisión haya adquirido firmeza, también en vía jurisdiccional, por sen-
tencia judicial confirmatoria o por transcurso de los plazos de impugnación ante la jurisdicción contencioso
administrativa, lo cual podrá acreditarse por la propia certificación administrativa, cuyo fundamento legal
deriva directamente de los arts. 1, 3 y 82 l.H. Ello sin perjuicio de la viabilidad de otros medios, como la
renuncia o el expediente de liberación de gravámenes».
   (Consellería de vivienda, obras públicas y vertebración del territorio de la generalitat valenciana contra
Registro de la propiedad de Elche nº 5).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/02/pdfs/BOE-A-2016-10104.pdf

- R. 13-10-2016.- R.p. zaRagoza nº 9.- aNotacióN PreVeNtiVa de embargo: el embargo de gaNaN-
ciales del coNcursado Por deudas de su cóNyuge es comPeteNcia del Juez del coNcurso. coN-
curso de acreedores: el embargo de gaNaNciales del coNcursado Por deudas de su cóNyuge
es comPeteNcia del Juez del coNcurso. se debate sobre la procedencia de una anotación de embargo
decretado por un Juzgado de instancia: la finca está inscrita a nombre de la ejecutada y su cónyuge para
su consorcio conyugal del derecho foral de aragón, y consta inscrito el concurso del marido de la de-
mandada. dice la dirección que «corresponde, en definitiva, al Juez del concurso determinar si los acre-
edores del cónyuge del concursado deben incluirse en la masa pasiva, por tratarse de créditos de
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responsabilidad de la sociedad o comunidad conyugal»; en efecto, del art. 77 l. 22/9-7-2003, Concursal,
resulta que se incluirán en la masa, además, los bienes gananciales o comunes cuando deban responder de
obligaciones del concursado, y que el cónyuge del concursado podrá pedir la disolución de la sociedad; y,
según el art. 49.2 l. 22/2003, se integrarán en la masa pasiva los créditos contra el cónyuge del concursado,
que sean, además, créditos de responsabilidad de la sociedad o comunidad conyugal; ciertamente, la pre-
sunción de ganancialidad no se extiende a las deudas de cada cónyuge, que, en principio, son privativas;
pero hay deudas que son responsabilidad del caudal común aunque hayan sido contraídas por uno solo de
los cónyuges (art. 219 d.legislativo 1/22-3-2011, Código de derecho foral de aragón), sin perjuicio del
derecho del otro cónyuge a pedir la disolución de la sociedad de gananciales o, en aragón, incluso la li-
quidación del bien embargado, sin disolución del consorcio.
   (la zaragozana, s.a., contra Registro de la propiedad de zaragoza nº 9).
   En el derecho común cabe aplicar la misma doctrina de intervención de Juez concursal, ya que la afec-
ción subsidiaria de los bienes gananciales a las deudas de un cónyuge resulta del art. 1.373 C.c.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/02/pdfs/BOE-A-2016-10105.pdf

- R. 13-10-2016.- R.p. aliCantE nº 1.- hiPoteca: eJecucióN: es correcto el reQuerimieNto de Pago
hecho al admiNistrador maNcomuNado de la sociedad deudora. sociedad limitada: admiNis-
tracióN: cualQuier admiNistrador maNcomuNado Puede recibir NotificacioNes dirigidas a la
sociedad. ante una escritura de venta de una finca derivada de un procedimiento extrajudicial de ejecución
hipotecaria, se debate si es correcto el requerimiento de pago a la sociedad deudora, realizado a uno de los
tres administradores mancomunados, que, según los estatutos, debían actuar dos de ellos conjuntamente.
dice la dirección que, ciertamente, un solo administrador mancomunado no tiene por sí solo la represen-
tación de una sociedad limitada; pero debe distinguirse el poder de representación de los administradores
(art. 233 l.s.C., en la forma determinada por los estatutos), de la capacidad para recibir notificaciones y
requerimientos (art. 235 l.s.C.: Cuando la administración no se hubiera organizado en forma colegiada,
las comunicaciones o notificaciones a la sociedad podrán dirigirse a cualquiera de los administradores. En
caso de consejo de administración, se dirigirán a su presidente); «este último artículo sería del todo inne-
cesario si el legislador hubiese considerado que la capacidad para recibir comunicaciones y notificaciones
debiera corresponder a los administradores en la misma forma en que ejercen la representación; en realidad
este precepto, fuera del supuesto de existencia de consejo de administración, tiene especial aplicación para
el caso de mancomunidad, pues es evidente que en el caso de solidaridad cualquiera de los administradores
está inicialmente habilitado para la recepción de requerimientos»; en el caso concreto, no existiendo una
administración colegiada, cualquier administrador estará habilitado para recibir notificaciones dirigidas a
la sociedad.
   (notario Jorge lópez navarro contra Registro de la propiedad de alicante nº 1).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/02/pdfs/BOE-A-2016-10106.pdf

- R. 13-10-2016.- R.p. pontEvEdRa nº 2.- seParacióN y diVorcio: la traNsmisióN de bieNes PriVatiVos
eNtre cóNyuges debe hacerse eN escritura PÚblica. Reitera la doctrina de muchas otras resoluciones
(ver, por ejemplo, R. 13-3-2015, R. 30-6-2015 y R. 26-7-2016. En este caso se trataba de «la extinción del
pro indiviso y la adjudicación de los bienes integrantes en una comunidad, instrumentalizada en el convenio
privado aprobado por el organismo judicial, regulador de la guarda y custodia de los hijos menores de
edad no matrimoniales, resultando por ello la liquidación ajena a la causa matrimonial stricto sensu». y
dice la dirección que, «al tratarse de una transmisión voluntaria y libre, verificada por dos personas ple-
namente legitimadas, capaces de obrar y no sujeta –como tal extinción de pro indiviso– a la aprobación
judicial, debe verificarse a través del medio formal típico para los actos de tráfico jurídico ordinario, es
decir, la escritura notarial».
   (particular contra Registro de la propiedad de pontevedra nº 2).
   pueden verse las R- 19-12-2013, R. 8-5-2014, R. 26-6-2014, R. 26-7-2014, R. 29-9-2014 y R. 24-11-
2015, para el caso de que la finca privativa sea vivienda familiar.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/02/pdfs/BOE-A-2016-10107.pdf
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-R. 17-10-2016.- R.p. sEpúlvEda.- exceso de cabida: el exPedieNte del art. 201 l.h. es aPlicable
cualQuiera Que sea el exceso.- exceso de cabida: las dudas sobre el exPedieNte del art. 201
l.h. debeN ser fuNdadas eN uNa oPeracióN distiNta. se trata de un acta de notoriedad autorizada para
la finalización de un expediente de rectificación de descripción de finca tramitado conforme al art. 201
l.H. El Registrador suspende la inscripción por existir dudas fundadas de identidad, en particular, la posible
existencia de una agregación de terrenos. la dirección reitera su doctrina sobre el exceso de cabida como
mera «rectificación de un erróneo dato registral referido a la descripción de la finca» (cita las R. 17-10-
2014 y R. 21-3-2016); el art. 201 l.H. prevé la suspensión de la inscripción por dudas fundadas sobre la
posibilidad de que el expediente de rectificación de descripción registral encubriese un negocio traslativo
u operaciones de modificación de entidad hipotecaria; pero ha de tratarse de dudas «que evidencien que
verdaderamente no se interesa rectificar un dato erróneo existente en los libros del Registro, sino que se
pretenden operaciones tales como la obtención de una inmatriculación –y posterior incorporación– de
fincas colindantes, o la realización de operaciones de agrupación o agregación (o de segregación o división
en casos de defectos de cabida) sin llevar a cabo la instrumentalización notarial correspondiente, amén de
evitar el debido pago de impuestos; en fin, una serie de operaciones que, debiendo ser formalizadas de
manera independiente, se pretende enmascarar bajo la figura de la rectificación de cabida o linderos de la
finca»; en el caso concreto la duda del Registrador únicamente se fundamenta en la magnitud del exceso,
pero la R. 17-11-2015 «ya destacó el procedimiento del art. 201 l.H. entre los medios hábiles para obtener
la inscripción registral de rectificaciones descriptivas que persiguen y potencialmente permiten inscribir
rectificaciones descriptivas de cualquier naturaleza (tanto de superficie como linderos, incluso linderos
fijos), de cualquier magnitud (tanto diferencias inferiores como superiores al 10% de la superficie previa-
mente inscrita) y además obtener la inscripción de la representación geográfica de la finca y la lista de co-
ordenadas de sus vértices, pues no en vano, como señala el art. 199 l.H., es la delimitación georreferenciada
de la finca la que determina y acredita su superficie y linderos, y no a la inversa».
   R. 17-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de sepúlveda) (B.o.E. 10-11-2016).
   ante la nueva regulación de la rectificación de descripciones, conviene recordar la doctrina de las R.
17-10-2014 y R. 21-3-2016: «a) la registración de un exceso de cabida stricto sensu solo puede configu-
rarse como la rectificación de un erróneo dato registral referido a la descripción de la finca inmatriculada,
de modo que ha de ser indubitado que con tal rectificación no se altera la realidad física exterior que se
acota con la descripción registral, esto es, que la superficie que ahora se pretende constatar tabularmente
es la que debió reflejarse en su día por ser la realmente contenida en los linderos originalmente registrados;
b) que fuera de esta hipótesis, la pretensión de modificar la cabida que según el Registro corresponde a
determinada finca, no encubre sino el intento de aplicar el folio de esa última a una nueva realidad física
que englobaría la originaria finca registral y una superficie colindante adicional, y para conseguir tal re-
sultado el cauce apropiado será la previa inmatriculación de esa superficie colindante y su posterior agru-
pación a la finca registral preexistente».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10393.pdf

- R. 17-10-2016.- R.p. fuEngiRola nº 2.- PriNciPio de Prioridad: uN asieNto de PreseNtacióN gaNa
Prioridad Para sí y Para los Necesarios Para subsaNar la falta de tracto. Reitera en el sentido in-
dicado la doctrina de las R. 12-11-2010, R. 07-3-2016 y R. 12.04.2016. ahora se trataba de «un documento
presentado posteriormente (en este caso, la escritura de herencia), para reconstruir el tracto de otro pre-
sentado con anterioridad (la escritura de venta), cuando entremedias hay un título contradictorio, en el pre-
sente supuesto, un mandamiento ordenando anotación preventiva de demanda de nulidad del testamento».
   R. 17-10-2016 (6 RC fuengirola, s.l., contra Registro de la propiedad de fuengirola-2) (B.o.E. 10-11-
2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10395.pdf

- R. 17-10-2016.- R.p. CastRo dEl Río.- ProPiedad horizoNtal: legalizacióN de libro de actas de
comuNidades No iNscritas.- comuNidad: legalizacióN de libro de actas de comuNidades No iNs-
critas.- comuNidad: No Puede legalizarse uN libro de actas de comuNidad ordiNaria sobre
fiNca rÚstica . Reitera la doctrina de la R. 8-8-2014 sobre legalización de libros de actas de comunidades
no inscritas (art. 415 R.H.). pero en el caso actual se trataba de una finca rústica perteneciente a 26 pro-
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pietarios en régimen de comunidad ordinaria, «sin que resulte la existencia de parcelas o fincas indepen-
dientes o régimen alguno de correlación entre los condóminos»; y desestima la legalización de un libro de
actas, porque «esta interpretación favorable a facilitar la toma de razón de los acuerdos de determinadas
comunidades no puede llegar al extremo de admitir la legalización de cualquier tipo de comunidad ordi-
naria, aun cuando se dote de estatutos o normas, si no cumple las condiciones para la aplicabilidad de la
normativa antes reseñada»; a este respecto recuerda que el régimen especial de propiedad establecido en
el art. 396 C.c. es aplicable, según el art. 24 l.p.H., a complejos inmobiliarios privados integrados por dos
o más edificaciones o parcelas independientes entre sí cuyo destino principal sea la vivienda o locales, y
que participen en una copropiedad indivisible sobre otros elementos inmobiliarios, viales, instalaciones o
servicios; «estos requisitos no se dan en este supuesto de hecho, en que la finca es rústica y lógicamente
no está integrada por dos o más edificaciones o parcelas independientes entre sí cuyo destino principal sea
la vivienda o locales; la legalización en este caso supondría dotar a la comunidad de una presunción de se-
mejanza con una comunidad en propiedad horizontal que no se corresponde con la naturaleza rústica de
las fincas».
   R. 17-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de Castro del Río) (B.o.E. 10-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10396.pdf

- R. 18-10-2016.- R.p. a CoRuña nº 6.- aNotacióN PreVeNtiVa de embargo: sobre fiNca iNscrita a
faVor de PersoNa distiNta del titular Por título declarado Nulo. se trata de un mandamiento de
embargo que el Registro suspende por figurar la finca inscrita a nombre de una sociedad, persona distinta
del embargado. la dirección reconoce que, en principio, procede la denegación (arts. 20 y 38 l.H. y 140.1
R.H.); pero en este caso estima el recurso, porque se presenta después una sentencia que declara la nulidad
de una escritura en la que el deudor transmitía la finca a la sociedad titular actual y condenaba a los admi-
nistradores de esta por un delito de insolvencia punible, «razón por la cual tampoco puede alegarse inde-
fensión de la citada sociedad».
   R. 18-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de a Coruña-6) (B.o.E. 10-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10397.pdf

- R. 18-10-2016.- R.p. fRaga.- caNcelacióN: Puede caNcelarse uNa iNscriPcióN de domiNio siN caN-
celar las cargas Que lo graVeN.- rectificacióN del registro: No reQuiere NueVo coNseNti-
mieNto si se debe a error eN la coPia de la escritura Que causó eN asieNto.- rectificacióN del
registro: la de titularidad No reQuiere coNseNtimieNto de embargaNtes Posteriores, a los
Que No afecta. se debate sobre «los requisitos para poder inscribir una segunda copia de una escritura de
compraventa cuando la primera expedida y ya debidamente inscrita era incorrecta al referirse a dos terceras
partes de las fincas como objeto de la transmisión, cuando en realidad la matriz indicaba que se enajenaba
el pleno dominio»; en el ínterin, sobre la tercera parte cuya transmisión no figuraba en la primera copia ni
en su inscripción se había anotado un embargo. «la Registradora exige el consentimiento de los titulares
registrales para rectificar el contenido de una inscripción inexacta por una copia errónea», y el consenti-
miento del acreedor embargante. pero dice la dirección que «el consentimiento para la inscripción de la
compraventa en los términos que figuran en la matriz ya ha sido prestado» (en la misma escritura), si bien
«la rectificación [del Registro] tendrá el límite de que en ningún caso podrá perjudicar los derechos adqui-
ridos por tercero a título oneroso de buena fe durante la vigencia del asiento que se declare inexacto (cfr.
arts. 40 y 144 l.H.)». y en cuanto al titular de la anotación preventiva de embargo, que «tales anotaciones
tienen por finalidad afectar las fincas en la situación jurídica en que se encuentran en el momento de ser
practicadas al resultado de un procedimiento judicial o administrativo, sin que supongan obstáculo alguno
para la negociabilidad de las mismas, si bien todo tercero que se relacione con los inmuebles quedará afec-
tado por las resultas del procedimiento; por tanto, debe concluirse que en nada afectará a los acreedores
puesto que la nueva inscripción que se practique tendrá efectos desde la nueva presentación de la copia
autorizada junto con la diligencia de subsanación, sin procederse a cancelar las anotaciones preventivas
de embargo (cfr. arts. 17, 71 y 76 l.H.)».
   R. 18-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de fraga) (B.o.E. 10-11-2016).
   puede verse la doctrina de la dirección sobre el principio de tracto sucesivo en la cancelación, por ejem-
plo, en R. 31-1-2006 y R. 10-12-2015.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10399.pdf
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- R. 19-10-2016.- R.p. aRmilla.- urbaNismo: la rectificacióN de uN Proyecto de reParcelacióN
exige los mismos reQuisitos Que este. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 2-6-2016;
esta vez en un caso en que se pedía por instancia la rectificación de un error provinente de la tramitación
de un expediente administrativo.
   R. 19-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de armilla) (B.o.E. 11-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/11/pdfs/BOE-A-2016-10443.pdf

- R. 19-10-2016.- R.p. sant matEu.- recurso guberNatiVo: el Plazo se cueNta de fecha a fecha.-
recurso guberNatiVo: es correcto si se PreseNta Por Vía admiNistratiVa deNtro de Plazo auN-
Que llegue al registro desPués.- recurso guberNatiVo: No Puede Prorrogarse el asieNto de
PreseNtacióN si llega al registro desPués de caducado.- hiPoteca: iNterés moratorio: Puede
calificarse el carácter abusiVo de los iNtereses moratorios.- hiPoteca: iNterés moratorio:
la JurisPrudeNcia sobre iNtereses abusiVos se aPlica a Préstamos aNteriores.- calificacióN re-
gistral: de cláusulas abusiVas eN la hiPoteca.
   1. Recurso gubernativo. debatida la cuestión de si el recurso se ha interpuesto en plazo, la dirección se
remite a la doctrina del tribunal supremo y de la propia dirección general sobre el art. 48 l. 30/26-11-
1992, de Régimen Jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo Común
(vigente cuando se interpuso el recurso), en el sentido de que «el cómputo ha de hacerse según el art. 5
C.c., de fecha a fecha, para lo cual, aun cuando se inicie al día siguiente de la notificación o publicación
del acto o disposición, el plazo concluye el día correlativo a tal notificación, en el mes (o año) de que se
trate, [...] de manera que el día final debe coincidir con el de la notificación del acto impugnado.
   además, «el recurso se entiende correctamente interpuesto si se presenta por vía administrativa (Correos
u otros órganos públicos competentes) el último día de plazo, aunque acceda al R.p. correspondiente días
después (art. 327.3 l.H. y art. 38.4 l. 30/1992; sin perjuicio de que no pueda prorrogarse el asiento de
presentación del documento calificado, por impedirlo el art. 327.4 l.H., si en el ínterin hubiera caducado
(R. 2-7-2011, R. 3-6-2013, R. 22-7-2013 y R. 20-11-2013)».
   En cuanto a la notificación, aplica la doctrina de la s. 20-9-2011, «que reconoce la admisibilidad de la
notificación al notario, por vía telemática, de la calificación negativa; [...] la relación entre Registradores
y notarios es distinta de la mantenida por aquéllos con los particulares y debe estar presidida por los prin-
cipios de lealtad y colaboración institucional, de suerte que no puede rechazarse la notificación de la cali-
ficación por vía telemática, si previamente se admite ésta como medio de presentación de los documentos
notariales en el Registro»; cuando el art. 322 l.H. «dice que la notificación telemática solo será válida
cuando previamente el interesado la haya aceptado, hay que entender que este interesado es exclusivamente
el particular (que puede que ni siquiera disponga de medios técnicos para recibir comunicaciones telemá-
ticas), pero no el notario (que sí está obligado a disponer de dichos medios), respecto del cual valdrá este
tipo de notificación siempre que quede constancia de la misma, con indicación del destinatario de la noti-
ficación y el contenido de ésta, debiendo incorporarse al expediente la correspondiente acreditación de di-
chos datos».
   2. interés moratorio. la s. 3-6-2016 había entendido que los intereses moratorios de un préstamo hipo-
tecario celebrados por profesionales con consumidores tienen como límite máximo admisible «dos puntos
porcentuales por encima del interés remuneratorio pactado, considerando abusivo el interés calculado con-
forme al límite legal del art. 114.3 l.H. (tres veces el interés legal del dinero), que sólo operará dentro de
los supuestos previstos en el propio precepto»; (en ese sentido la s.t.J.u.E. 21-1-2015 y a.t.J.u.E. 11-6-
2015 y a.t.J.u.E. 17-3-2016; ver también art. 6.1 dir. u.E. 93/13). y dice ahora la dirección que esa doc-
trina es aplicable a las escrituras públicas otorgadas antes de la sentencia, puesto que, según el art. 83
R.d.-leg. 1/16-11-2007 (ley general para la defensa de los Consumidores y usuarios), las cláusulas abu-
sivas serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no puestas.
   En cuanto a la calificación registral de la abusividad, reitera la doctrina de las R. 28-4-2015 y R. 25-9-
2015, que permiten rechazar la inscripción de tales cláusulas: «a) cuando la nulidad por abusividad hubiera
sido declarada mediante resolución judicial firme, sin que sea necesario que conste inscrita en el Registro
de Condiciones generales de la Contratación ya que tal exigencia infringiría el ‘principio de efectividad’
de la normativa europea de protección de consumidores; siendo, no obstante necesario, a falta de tal ins-
cripción, que la sentencia judicial proceda del tribunal supremo (con valor de jurisprudencia o casacional
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por provenir del pleno de sala), en cuanto fuente complementaría del derecho (art. 1 C.c.), o responda a
un criterio mayoritario y uniforme de los órganos judiciales superiores; y en todos los casos que se refieran
al contrato de préstamo o crédito hipotecario; y b) cuando el carácter abusivo de la cláusula pueda ser
apreciado directamente por el Registrador de forma objetiva, sin realizar ningún juicio de ponderación en
relación con las circunstancias particulares del caso concreto, bien porque coincidan con alguna de las ti-
pificadas como tales en la denominada “lista negra” de los arts. 85 a 90 R.d.-leg. 1/2007, o bien por vul-
nerar otra norma específica sobre la materia, como el art. 114.3 l.H. (respecto de los intereses moratorios
en su ámbito concreto de aplicación fijado por el tribunal supremo), con base en la doctrina de la nulidad
“apud acta” recogida en la s. 13-9-2013; por tanto, la cláusula que recoja intereses moratorios que excedan
de dos puntos por encima del interés remuneratorio pactado, deberá ser denegada, ya que ese parámetro
ha sido fijado expresamente por el tribunal supremo como criterio objetivo de abusividad por razones de
seguridad jurídica con efectos “ex tunc”».
   R. 19-10-2016 (notario Rafael-pedro Rivas andrés contra Registro de la propiedad de sant mateu)
(B.o.E. 11-11-2016).
   R. 19-10-2016 (notario Rafael-pedro Rivas andrés contra Registro de la propiedad de sant mateu)
(B.o.E. 11-11-2016).
   la doctrina del art. 48 l. 30/26-11-1992, de Régimen Jurídico de las administraciones públicas y del
procedimiento administrativo Común, ya derogada, se recoge más claramente, en el sentido indicado por
la dirección, en el art. 30.4 l. 39/1-10-2015, del procedimiento administrativo Común de las adminis-
traciones públicas: si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a
aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel
en que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo. El plazo concluirá el mismo
día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de venci-
miento. si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se
entenderá que el plazo expira el último día del mes.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/11/pdfs/BOE-A-2016-10444.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/11/pdfs/BOE-A-2016-10445.pdf

- R. 20-10-2016.- R.p. El puERto dE santa maRía nº 2.- documeNto Judicial: No Puede iNscribirse
uNa seNteNcia eN ProcedimieNto No seguido coNtra el titular registral.- documeNto Judicial:
debe resultar Que la resolucióN es firme siN ambigüedades (No «a efectos registrales»). Reitera
en el sentido indicado la doctrina de otras muchas resoluciones (ver, por ejemplo, R. 1-3-2016). En el caso
actual se presenta una sentencia que declara la nulidad de un  procedimiento de apremio en cuya virtud la
finca se había adjudicado, y constaba ya inscrita en favor de personas que no intervenían en el procedi-
miento de nulidad.
   R. 20-10-2016 (ayuntamiento de puerto Real contra Registro de la propiedad de El puerto de santa
maría 2) (B.o.E. 18-11-2016).
   a los fundamentos de aquellas resoluciones reiteradas se añade ahora la cita de la s.t.C. 14-12-2015,
que reconoce el derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.) y al proceso con todas
las garantías (art. 24.2 C.E.): «El reconocimiento de circunstancias favorables a la acusación particular
[...] no puede deparar efectos inaudita parte respecto de quien, ostentando un título inscrito, no dispuso de
posibilidad alguna de alegar y probar en la causa penal, por más que el disponente registral pudiera serlo
o no en una realidad extra registral que a aquél le era desconocida. El órgano judicial venia particularmente
obligado a promover la presencia procesal de aquellos terceros que, confiando en la verdad registral, pu-
dieran ver perjudicados sus intereses por la estimación de una petición acusatoria que interesaba hacer
valer derechos posesorios en conflicto con aquéllos, con el fin de que también pudieran ser oídos en defensa
de los suyos propios».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10812.pdf

- R. 20-10-2016.- R.p. sant matEu.- recurso guberNatiVo: el Plazo se cueNta de fecha a fecha.-
recurso guberNatiVo: iNadmisióN del recurso PreseNtado fuera de Plazo.- recurso guberNa-
tiVo: es correcto si se PreseNta Por Vía admiNistratiVa deNtro de Plazo auNQue llegue al re-
gistro desPués.- recurso guberNatiVo: No Puede Prorrogarse el asieNto de PreseNtacióN si

Bol. Colegio Registradores, núm. 35— 1888 —



llega al registro desPués de caducado. Reitera en el sentido indicado la doctrina de las R. 19-10-
2016. En este caso la dirección acuerda la inadmisión del recurso por haber sido interpuesto fuera del
plazo de un mes que señala el art. 326 lH, contado desde la notificación de la calificación, que se había
practicado de forma telemática.
   R. 20-10-2016 (notario Rafael-pedro Rivas andrés contra Registro de la propiedad de sant mateu)
(B.o.E. 18-11-2016).
   R. 20-10-2016 (notario Rafael-pedro Rivas andrés contra Registro de la propiedad de sant mateu)
(B.o.E. 18-11-2016).
   R. 20-10-2016 (notario Rafael-pedro Rivas andrés contra Registro de la propiedad de sant mateu)
(B.o.E. 18-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10813.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10814.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10815.pdf

- R. 20-10-2016.- R.p. monCada nº 2.- seParacióN y diVorcio: el uso de la ViVieNda familiar coN-
cedido a uNo de los cóNyuges ha de ser temPoral.- seParacióN y diVorcio: el uso de la ViVieNda
familiar coNcedido a los hiJos meNores No ha de ser temPoral. se trata de un convenio regulador
de divorcio, aprobado judicialmente, en el que se atribuye el uso de la vivienda familiar a uno de los cón-
yuges, sin plazo de duración. la dirección considera que esa ausencia es un defecto que impide la ins-
cripción; cita las s. 29-5-2015, s. 21-7-2016 y otras anteriores, que distinguen los dos párrafos del art. 96
C.c. (1 y 3), y entienden que, si no hay hijos menores, «la atribución del uso de la vivienda sin limitación
temporal alguna, vulnera lo dispuesto en el art. 96.3 C.c.».
   R. 20-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de moncada-2) (B.o.E. 18-11-2016).
   la dirección estudia el carácter familiar del derecho de uso de la vivienda (ajeno a la distinción de de-
rechos reales y derechos de crédito), y distingue el supuesto de matrimonio sin hijos o con hijos mayores,
de aquel en que existan hijos menores: el primer caso es el objeto de recurso; en el segundo, la regla del
art. 96.1 C.c., de atribución del uso a los hijos y al cónyuge en cuya compañía queden, «es  una regla ta-
xativa que no permite interpretaciones temporales limitadoras»; en ese sentido cita las s. 29-5-2015 y s.
21-7-2016, «la atribución del uso de la vivienda sin limitación temporal alguna, vulnera lo dispuesto en el
art. 96.3 C.c. y la jurisprudencia....».
   y todo ello, en el ámbito de aplicación del Código civil; porque, según art. 6.3 l. 5/1-4-2011, de la ge-
neralitat valenciana, de relaciones familiares de los hijos e hijas cuyos progenitores no conviven, que se
aplica en el caso de vecindad civil valenciana de los hijos (art. 2), la atribución de la vivienda familiar
tendrá carácter temporal en todo caso. (la ley no resultaba aplicable, conforme a su disp. trans. 2, por
razón de la fecha de la resolución judicial).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10816.pdf

- R. 21-10-2016.- R.p. oviEdo nº 4.- hiPoteca: eJecucióN: el acreedor No Puede adJudicarse la Vi-
VieNda eN meNos del 70% del Valor de tasacióN.- calificacióN registral: el registrador debe
calificar el Precio de adJudicacióN al acreedor eN eJecucióN hiPotecaria. Reitera en el sentido
indicado la doctrina de la R. 12-5-2016, en un caso idéntico (aunque «en el presente caso el importe de la
total cantidad adeudada al acreedor exceda en mucha menor medida de ese porcentaje del 60%»).
   R. 21-10-2016 (Banco de sabadell, s.a., contra Registro de la propiedad de oviedo-4) (B.o.E. 18-11-
2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10817.pdf

- R. 21-10-2016.- R.p. vigo nº 6.- hiPoteca: caNcelacióN: ProcedeNcia de la caNcelacióN Por ca-
ducidad coNVeNcioNal de la hiPoteca.  En enero de 2006 se formalizó una póliza de crédito (por un
año prorrogable tácitamente por periodos iguales hasta 2011), que se garantizaba con hipoteca (constituida
por ocho años desde la escritura, prorrogables por otros dos); se solicita ahora la cancelación de la hipoteca
«conforme a los arts. 79 y 82 l.H.». la Registradora entiende que ese plazo de 8+2 «no es el plazo de ca-
ducidad del derecho de hipoteca, sino que es un plazo de la cuenta especial objeto de la hipoteca de máximo
pactada». pero dice la dirección que se diferencia en la escritura entre el plazo de duración de la cuenta
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de crédito y ese de 8+2, «que debe entenderse referido a la duración de la hipoteca misma, por lo que el
recurso debe ser estimado»; y explica que es aplicable «la norma del art. 82.2 l.H., que posibilita la can-
celación de la hipoteca cuando la extinción del derecho inscrito resulte del título en cuya virtud se practicó
la inscripción; en otro caso debería esperarse al transcurso del plazo de prescripción de la acción hipote-
caria, por aplicación de la norma del art. 82.5 l.H.»; pero advierte de que «la cancelación convencional
automática sólo procede cuando la extinción del derecho tiene lugar de un modo nítido y manifiesto, no
cuando sea dudosa o controvertida».
   R. 21-10-2016 (inversiones as laxas, s.l., contra Registro de la propiedad de vigo-6) (B.o.E. 18-11-
2016).
   la dirección define esa caducidad convencional del derecho real de hipoteca diciendo que, «según la
doctrina reiterada de esta dirección general, nada se opone a que la hipoteca, como los demás derechos
reales, pueda ser constituida por un plazo determinado (vid. arts. 513.2, 529, 546.4 y 1843.3 C.c.), de modo
que únicamente durante su vigencia puede ser ejercitada la acción hipotecaria, quedando totalmente ex-
tinguido el derecho real una vez vencido dicho plazo, salvo que en ese instante estuviera ya en trámite de
ejecución hipotecaria, en cuyo caso, la hipoteca se extinguiría al concluir el procedimiento, ya por consu-
mación de la ejecución, ya por cualquier otra causa».
   debe contrastarse la doctrina anterior (basada en el art. 82.2 l.H.) con la del caso inverso, en el que no
se ha pactado una duración del derecho real de hipoteca (art. 82.5 l.H.), y la caducidad se debe contar
desde el vencimiento total de la obligación (ver, por ejemplo, R. 4-7-2013 y R. 10-1-2014).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10818.pdf

- R. 24-10-2016.- R.p. llEida nº 1.- aNotacióN PreVeNtiVa de embargo: eJecucióN: la miNoracióN
de cargas aNteriores reQuiere coNtestacióN de su acreedor.- hiPoteca: la miNoracióN Por
eJecucióN Posterior reQuiere coNtestacióN del acreedor. En la ejecución de un embargo se ordena
cancelar una hipoteca anterior, constituida en garantía de un crédito abierto; cancelación que se fundamenta
en que el importe del crédito garantizado con hipoteca es «0», dato que «se deberá hacer constar en el Re-
gistro de la propiedad como nota marginal» (art. 657 l.E.C.). la Registradora suspende la práctica de esa
nota marginal por no acreditarse la intervención del acreedor hipotecario. la dirección desestima el re-
curso: estudia la información de cargas extinguidas o aminoradas que regula el art. 657 l.E.C., «la posi-
bilidad, a instancia de parte, de que el tribunal se dirija a los acreedores que sean preferentes para que
informen sobre la subsistencia actual del crédito garantizado y su actual cuantía» (ver también R. 21-6-
2005), y la posibilidad de que la minoración o extinción se hagan constar en el Registro por medio de una
cancelación total o parcial, o de una nota marginal (arts. 144 l.H. y 240 R.H.); pero, para ello, «han de ob-
servarse todas las garantías que establece la ley a favor de los titulares de los derechos inscritos, pues [...]
la minoración de responsabilidad que publica el Registro, no es un mero dato informativo, sino que supone
una manifestación de la llamada publicidad material, provocando los efectos derivados de los principios
hipotecarios, y de las presunciones de veracidad y exactitud de los asientos registrales»; el art. 657 l.E.C.
establece esas garantías y, en definitiva, si el acreedor anterior no contesta, como ha ocurrido en este caso,
se entenderá que la carga, a los solos efectos de la ejecución, se encuentra actualizada al momento del re-
querimiento en los términos fijados en el título preferente; «no se prevé en este caso expedición de man-
damiento alguno; [...] para cancelar una hipoteca sin el consentimiento de su titular se requiere, conforme
al art. 82 l.H., una sentencia firme dictada en un procedimiento declarativo seguido contra dicho titular
registral». además de todo esto, «en el presente expediente, la hipoteca preferente se ha constituido en ga-
rantía de un crédito abierto, cuyo saldo al día de hoy puede ser “cero”, pero ello no es impedimento para
que la finca siga respondiendo de unas obligaciones que, aunque todavía no hayan nacido, nazcan en un
futuro, dentro del plazo de vigencia del crédito abierto; por ello, para el posible postor en la subasta puede
resultar perturbador indicar que el saldo es “cero” haciendo pujas por importe superior, sin “descontar”
ninguna cantidad».
   R. 24-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de lleida-1) (B.o.E. 18-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10819.pdf

- R. 24-10-2016.- R.p. aliCantE nº 3.- diVisióN y segregacióN: No es Necesaria la rePreseNtacióN
gráfica de PorcioNes Que No causaN asieNto de iNscriPcióN.- descriPcióN de la fiNca: Para la
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NueVa descriPcióN de fiNca reducida Por exProPiacióN No es Necesaria la iNscriPcióN de ésta.-
descriPcióN de la fiNca: la iNscriPcióN de uNa rePreseNtacióN gráfica alterNatiVa reQuiere
iNforme técNico. se trata de una escritura de herencia en la que una finca aparece con una determinada
superficie que es resto tras una expropiación que no ha accedido al Registro de la propiedad. «El Regis-
trador suspende la inscripción por considerar que es preciso aportar la representación gráfica de la porción
expropiada y porque considera no inscribible la representación gráfica de la finca que se incorpora en el
título al existir un desplazamiento patológico en la cartografía catastral del municipio».
   – la dirección reitera que la georreferenciación que exige el art. 9 l.H. se refiere a «cualquier supuesto
de modificación de entidad hipotecaria que conlleve el nacimiento de una nueva finca registral, afectando
tanto a la finca de resultado como al posible resto resultante de tal modificación» (R. 2-9-2016 y R. 21-9-
2016); y que «para poder inscribir la expropiación parcial de una finca es preciso individualizar la porción
sobre la que recae» (R. 8-10-2012); pero también que «para la descripción de la finca que es el resto de
una expropiación, no es necesaria la previa inscripción de tal procedimiento» [R. 14-1-2013; ver art. 47
R.H.]; [...] en tales casos es claro que únicamente deberá aportarse, para su constancia en el folio real, la
representación gráfica correspondiente a la porción que es objeto de inscripción en cada momento (ya sea
la segregada o el resto, según los casos)».
   – En cuanto al «desplazamiento patológico» de la cartografía, el punto 7.5 Res. conjunta (d.g.R.n. y
d.g. del Catastro) 26-10-2015 supone necesario un informe técnico para la inscripción la representación
gráfica alternativa; pero en este caso no consta ninguna representación alternativa que derive de un informe
técnico, ni el desplazamiento o giro de la cartografía catastral resultan justificados técnica ni gráficamente;
y «no corresponde al Registrador, en el ejercicio de su función calificadora, revisar de oficio dicha carto-
grafía catastral» (ver art. 10.1 l.H.).
   R. 24-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de alicante-3) (B.o.E. 18-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10820.pdf

- R. 24-10-2016.- R.p. osuna.- seParacióN y diVorcio: la declaracióN de obra NueVa sobre las fiN-
cas adJudicadas debe hacerse eN escritura PÚblica. Reitera en el sentido indicado la doctrina de
otras muchas ver, por ejemplo, R. 13-3-2015 y R. 19-6-2015), sobre el principio de idoneidad o adecuación
de cada tipología de título formal (art. 3 l.H.) a una serie de negocios o actos que le son propios; en este
caso, la escritura pública a la declaración de obra nueva, que no puede hacerse en el convenio regulador,
puesto que es un acto que no se encuentra dentro del ámbito del art. 90 C.c.
   R. 24-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de osuna) (B.o.E. 18-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10822.pdf

- R. 25-10-2016.- R.p. madRid nº 34.- doNacióN: Juicio de suficieNcia Por autocoNtratacióN cuaNdo
el doNatario rePreseNta al doNaNte.- rePreseNtacióN: el Juicio Notarial de suficieNcia debe
referirse a la autocoNtratacióN si la hay. se trata de una escritura de donación en la que el donante
está representado por la donataria, y en la que el notario aprecia que «el apoderado está ampliamente fa-
cultado para representar a la poderdante, aunque incida en la figura jurídica de autocontratación». la Re-
gistradora entiende que, siguiendo la s. 6-11-2013 y su interpretación del art. 1.713 C.c., «no es suficiente
que se mencione expresamente la facultad de donar, sino que es menester que en el poder se designen es-
pecíficamente los bienes sobre los cuales el apoderado puede actuar, sin que sea suficiente la referencia
genérica al patrimonio o bienes del poderdante». pero la dirección concluye que, a falta de un precepto
prohibitivo, «en nuestro derecho debe concluirse en la admisibilidad del apoderamiento para donar sin
necesidad de que especifique la persona del donatario o el bien que se dona, sin perjuicio de una posible
valoración judicial de la existencia de eventual abuso o extralimitación respecto de un mandato represen-
tativo no reflejado en los términos de la escritura de poder»; que es lo que ocurrió en el caso de la s. 06-
11-2013, en el que el tribunal supremo apreció «un uso inadecuado de tal poder», en virtud de
circunstancias que, según la dirección, «necesariamente deben ventilarse en sede judicial y quedan al mar-
gen de las funciones de notarios y Registradores».
   R. 25-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de madrid-34) (B.o.E. 18-11-2016).
   la s. 6-11-2013 que alega la Registradora había creado cierta alarma por parecer contraria a la práctica
habitual de notarios y Registradores, de admisión de la dispensa de autocontratación por el poderdante.
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Esta resolución es tranquilizadora, al entender que la apreciación del abuso o extralimitación depende de
circunstancias de hecho que son de competencia judicial.
   En la R. 20-10-2015 puede verse otro caso de donación en la que el donatario representa al donante,
pero sin una apreciación notarial sobre autocontratación.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10823.pdf

- R. 25-10-2016.- R.p. málaga nº 10.- rePreseNtacióN: cabe la sustitucióN eN Poderes No mercaN-
tiles otorgados Por eNtidades mercaNtiles. se trata de una compraventa otorgada en representación
de la sociedad vendedora por un apoderado que había recibido el poder de otro apoderado. El Registrador
entiende que el poderdante carece de facultad para subapoderar, pues no aparece expresamente conferida,
como exigen los arts. 261 y 296 C.c. para la comisión mercantil, por lo que existe incongruencia entre el
juicio notarial sobre las facultades representativas del subpoderdante y el contenido del título. pero la di-
rección reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 11-6-2004, y resuelve que «no puede concluirse
que la compraventa formalizada constituya un acto u operación de comercio y, por ende, que el mandato
o poder conferido al subapoderado compareciente tenga la naturaleza de comisión mercantil, que impide
toda delegación o sustitución si no es con la autorización del comitente, sino que se trata de un mandato
de carácter civil, al que le es de plena aplicación lo previsto en el art. 1.721 C.c., según el cual el mandatario
puede nombrar sustituto si el mandante no se lo ha prohibido…».
   R. 25-10-2016 (notario pedro-ángel Bosch ojeda contra Registro de la propiedad de málaga-10)
(B.o.E. 18-11-2016).
   R. 25-10-2016 (notario francisco-Carlos pérez de la Cruz manrique contra Registro de la propiedad de
málaga-10) (B.o.E. 18-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10824.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10825.pdf

- R. 24-10-2016.- R.p. aguilaR dE la fRontERa.- aNotacióN PreVeNtiVa de embargo: se Puede tomar
sobre uN iNmueble suJeto a facultad de disPosicióN del doNaNte.- aNotacióN PreVeNtiVa de em-
bargo: su caNcelacióN Por disPosicióN Por el doNaNte Que se reserVó la facultad reQuiere iN-
terVeNcióN del acreedor. una finca se había donado en 2011 por un particular a la «asociación del
martes santo», con reserva de la facultad de disposición; posteriormente se anotó un embargo contra la
donataria; ahora, la donante, en ejercicio de la facultad reservada, vuelve a donarla a la «asociación pública
de fieles Hermandad y Cofradía de nuestro padre Jesús Resucitado». El Registrador inscribe la segunda
donación, pero sin cancelar el embargo. «El actual titular interpone recurso por no haberse cancelado la
anotación al tiempo de la inscripción de la última donación». 
   – la dirección, en primer lugar, analiza la donación con reserva de la facultad de disponer (art. 639
C.c.) como una donación sujeta a condición resolutoria, si bien dependiente esta de la voluntad del donante;
por tanto, «otorga al donatario la propiedad de los bienes, que incluso podrá transmitir sin perjuicio de que
aquéllos, aun en poder de terceros, queden sujetos al ejercicio del derecho del donante; [...] en consecuencia
con lo anterior, se admite la práctica de la anotación preventiva de embargo sobre el inmueble donado»
(cita la R. 23-10-1980).
   – pero añade que «el acreedor favorecido por el embargo es registralmente interesado por resultar afec-
tado por el asiento cuya práctica se ha efectuado, por lo que también es necesario que, respecto de este, la
documentación cumpla unas mínimas garantías o, en su defecto, se obtenga la oportuna resolución judicial;
[...] por ello, es también acertada la postura del Registrador al exigir la intervención del acreedor favorecido
por el embargo, dado que, al extinguirse el derecho del donatario gravado con la reserva de la facultad de
disposición, ha desaparecido el objeto de la traba, por lo que la posterior ejecución, caso de efectuarse, re-
sultará infructuosa»; además de que, según el art. 83 l.H., las anotaciones hechas en virtud de mandamiento
judicial o administrativo no se cancelarán sino por providencia ejecutoria (resolución firme), que ordenará
el Juez o tribunal cuando sea procedente.
   R. 24-10-2016 (asociación pública de fieles Hermandad y Cofradía de nuestro padre Jesús Resucitado
contra Registro de la propiedad de aguilar de la frontera) (B.o.E. 22-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10988.pdf
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- R. 26-10-2016.- R.p. padRón.- hereNcia: eficacia de la ParticióN hecha Por el testador.- hereN-
cia: la ParticióN Necesita la PreVia liQuidacióN de la sociedad de gaNaNciales.- hereNcia: Par-
ticióN y liQuidacióN de la sociedad de gaNaNciales eN galicia. se trata de una escritura de
adjudicación parcial de herencia y entrega de legado en la que no concurre al otorgamiento uno de los he-
rederos; el testador había distribuido sus bienes conforme al art. 1.056 C.c.; el caso está sujeto también a
la l. 2/14-6-2006, de derecho Civil de galicia. la dirección revoca los dos defectos que señala el Regis-
trador:
   – «Es necesario que concurra al otorgamiento de la escritura de partición el otro heredero, para completar
el resto de operaciones particionales no llevadas a cabo por la causante». pero la dirección entiende que
hay que distinguir: «la partición hecha por el testador, propiamente dicha, es aquella en que el testador
procede a adjudicar directamente los bienes a los herederos, y en buena lógica implicaría la realización de
todas las operaciones particionales –inventario, liquidación, formación de lotes con la adjudicación de los
mismos–, mientras que en las normas para la partición el testador se limita a expresar la voluntad de que
cuando se lleve a cabo la partición, ciertos bienes se adjudiquen en pago de su haber a ciertos herederos
que indique»; cita las s. 21-7-1986, s. 7-9-1993, s. 7-9-1998 y s. 15-7-2006, y concluye que «la verdadera
partición testamentaria, determina, una vez muerto el testador, la adquisición directa “iure hereditario” de
los bienes adjudicados a cada heredero», como resulta de los arts. 1.068 C.c. y 275 l. 2/14-6-2006, de de-
recho Civil de galicia; en el caso concreto, «en el testamento se formula una partición hecha por el testador
y en la que concurren todas y cada una de las fases de inventario, avalúo, y adjudicación de bienes; solo
falta la liquidación, pero como reconoce el Registrador, es cierto que esa no puede verificarse sino hasta
la apertura de la sucesión ya que no se conocen hasta ese momento la totalidad de las deudas líquidas», de
manera que, como señaló la s. 21-7-1986, «cabe el reparto de los bienes sin formalizar de forma completa
el inventario ni practicar la liquidación».
   – «En la liquidación de la sociedad de gananciales debe intervenir el heredero que no ha comparecido,
ya que dicha liquidación es una operación previa». y así es, en términos generales, y resulta «imprescindible
el consentimiento del cónyuge sobreviviente y el de los herederos del fallecido; [...] sólo después de tal li-
quidación es posible proceder a determinar el caudal hereditario partible»; pero en este caso, de derecho
civil gallego, «la legítima tiene una naturaleza especial “pars valoris”, lo que permite que en esa liquidación
de bienes comunes, el legitimario ostente solo un derecho al valor; [... y] distingue la ley [arts. 205 y ss.
l. 2/2006] entre la disposición de un bien ganancial y la de los derechos que ostente el testador sobre un
bien ganancial, de manera que en ambas, remite al valor de la totalidad o de la mitad de la cosa dispuesta
en herencia, legado o adjudicación; pudiendo concretarse en la primera a la totalidad si se adjudica en la
liquidación de los gananciales a la herencia; y en la segunda, pudiendo concretarse en la mitad indivisa si
el cónyuge supérstite lo consiente»; por otra parte, «intervienen en esa liquidación el viudo y la heredera
adjudicataria del resto de los bienes, pero no concurre el otro heredero, que aun cuando no es adjudicatario
de los bienes que ahora se inventarían en la escritura objeto del expediente, tiene ciertos intereses dignos
de protección tales como determinación de haberes líquidos que resultan del avalúo de los bienes ganan-
ciales, y la coordinación de créditos y débitos entre bienes privativos y comunes; pero hay que tener en
cuenta que en el testamento se hace una adjudicación final de los bienes que restaran a favor de la hija
compareciente, por lo que esta asumiría el resultado negativo de esa coordinación de créditos-deudas».
   R. 26-10-2016 (notario Carlos lapido alonso contra Registro de la propiedad de padrón) (B.o.E. 22-
11-2016).
   obsérvese que la doctrina sobre el primer punto solo es procedente cuando resulte claramente que el
testador ha hecho una partición (aunque falte la liquidación final) y no unas normas particionales. y la del
segundo punto, solo en un caso muy especial de derecho gallego, en el que, además, la adjudicataria era
heredera residual de todo el caudal no dispuesto.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10989.pdf

- R. 26-10-2016.- R.p. sEpúlvEda.- obra NueVa: el libro del edificio es obligatorio Para toda clase
de edificacioNes (reVisióN de doctriNa).- obra NueVa: el libro del edificio debe PreseNtarse
eN soPorte iNformático, formato Pdf y auteNticado Por el Promotor. Reitera en el sentido in-
dicado la doctrina de la R. 8-9-2016, esta vez para la Comunidad autónoma de Castilla y león, en la que
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el art. 21 l. 9/30.082010, del derecho a la vivienda, no exime del depósito previo en el Registro del libro
del edificio para los supuestos de autopromoción.
   R. 26-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de sepúlveda) (B.o.E. 22-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10991.pdf

- R. 26-10-2016.- R.p. BalaguER.- hiPoteca: eJecucióN: Puede modificarse la tasacióN siN coNtar
coN las cargas iNtermedias.- hiPoteca: modificacioNes Posteriores: Puede modificarse la ta-
sacióN siN coNtar coN las cargas iNtermedias. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 29-
2-2016. En esta ocasión se trata de una cláusula que todavía no ha sido inscrita, «pacto de la modificación
o subsanación del precio en que los interesados tasan la finca hipotecada para que sirva de tipo en la subasta,
cuando la hipoteca a la que se refiere se encuentra ya inscrita y según el Registro de la propiedad existen
derechos reales o cargas posteriores a la misma y anteriores a la escritura de modificación presentada»; y
la dirección añade a los argumentos de entonces: que los terceros «no se encuentran en situación de inde-
fensión en cuanto para proteger su posición pueden intervenir en la ejecución, aprovechándose del tipo
bajo de la subasta»; que «esa modificación del tipo de subasta responde a una causa adecuada (semejante
a la causa de la acción de devastación) consistente en la necesidad o conveniencia de ajustar dicho tipo de
subasta al valor de mercado de la finca hipotecada en un momento posterior a la constitución de la hipoteca»
(ver art. 1.129 C.c.); y que, como la tasación no podrá ser inferior al 75% de la pericial, eso «garantiza una
valoración objetiva y que la modificación del tipo no se producirá en fraude de los terceros interesados».
   R. 26-10-2016 (transports magatzematges i servéis, s.l., contra Registro de la propiedad de Balaguer)
(B.o.E. 22-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10992.pdf

- R. 26-10-2016.- R.p. vitoRia nº 3.- hiPoteca: iNterés de demora: No es Necesario fiJar uN máximo
eN hiPoteca eN faVor de la admiNistracióN Por deudas tributarias. «la única cuestión que plantea
el presente recurso radica en determinar si es necesario establecer un tipo máximo para los intereses de
demora garantizados en las hipotecas constituidas a favor de la agencia Estatal de la administración tri-
butaria en garantía de la suspensión, fraccionamiento o aplazamientos de deudas tributarias». la dirección
insiste en afirmar la regla general de necesidad de fijar ese máximo en cualquier hipoteca y la función que
realiza esa fijación. pero en este caso concluye que no se considera exigible, porque: a) está determinado
por ley el tipo de interés moratorio que en cada período se puede imponer al sujeto pasivo incumplidor –
objetivamente referenciado al interés legal del dinero–, y b) la administración no goza de la facultad de
fijar un tipo concreto máximo que, en un momento determinado de la vida de la hipoteca, pudiera ser in-
ferior al legalmente aplicable, porque ello supondría dejar sin garantía una parte de esa obligación accesoria
de intereses moratorios en contra de la legalidad tributaria vigente».
   R. 26-10-2016 (Ecutrans, s.a., contra Registro de la propiedad de vitoria-3) (B.o.E. 22-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10993.pdf

- R. 27-10-2016.- R.p. valEnCia nº 9.- hereNcia: reQuisitos de la acreditacióN de los herederos
Por acta de Notoriedad.- derecho Notarial: reQuisitos de la acreditacióN de los herederos
Por acta de Notoriedad. la testadora había instituido heredero a aquel de los hermanos que la hubiese
cuidado hasta su muerte o a las instituciones que hubiesen desempeñado esa función; ahora, uno de los
hermanos dice ser él quien ha prestado esos cuidados y se adjudica los bienes: intervienen como testigos
unos sobrinos de la testadora, que acreditan la muerte de sus respectivos padres. «la Registradora señala
como defecto que no queda acreditada la condición de heredero del compareciente con la sola manifestación
del mismo y de los testigos». la dirección dice que «puede quedar acreditada la condición de heredero y
el cumplimiento de la condición mediante el procedimiento establecido por el art. 209 R.n.» (acta de no-
toriedad); pero que ese precepto establece la notificación de la iniciación del acta, por cédula o edictos, a
los terceros que puedan resultar perjudicados, por lo que «se hace necesaria, al menos, una citación efectiva
y fehaciente a los demás herederos interesados, a los efectos de que puedan realizar las manifestaciones u
oposiciones que puedan amparar su derecho»; y en este caso «no se ha hecho tal citación [... y] no consta
en la escritura la declaración de notoriedad».
   R. 27-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de valencia-9) (B.o.E. 22-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10994.pdf
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- R. 27-10-2016.- R.p. maRBElla nº 7.- documeNto Judicial: iNscribibilidad de uNa seNteNcia de-
claratiVa de la cualidad de heredero. una finca aparece inscrita a favor de dos cónyuges, y con una
anotación preventiva de derecho hereditario en la herencia del marido en favor del recurrente; ahora se
presenta auto de ejecución de sentencia en procedimiento seguido a instancia del recurrente contra los
otorgantes de una escritura no inscrita, de herencia de los causantes, sentencia que declara que el recurrente
es legitimario del titular registral y que le corresponde la mitad de un tercio de la herencia de su padre, y
condena al otro heredero y al albacea a la rectificación de la escritura de herencia. la Registradora considera
que es necesaria la rectificación de la escritura de herencia otorgada por los dos herederos. pero la dirección
estima la alegación del recurrente, de que «no cabe exigir tal rectificación previa de las referidas escrituras,
sino inscribirlas en sus propios términos, y después rectificar las inscripciones conforme a lo ordenado en
el auto judicial».
   R. 27-10-2016 (particular contra Registro de la propiedad de marbella-7) (B.o.E. 22-11-2016).
   la propia resolución habla de lo confuso que resulta el auto judicial; la confusión se traslada a la reso-
lución y a la escasez de sus fundamentos de derecho, y a la contradicción con las múltiples veces que la
dirección ha dicho que tras la sentencia de condena a otorgar una escritura de trascendencia inmobiliaria
lo que procede no es la inscripción de la sentencia, sino la propia escritura otorgada en su cumplimiento
(ver, por ejemplo, R. 2-6-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10995.pdf

- R. 2-11-2016.- R.p. saBadEll nº 2.- recurso guberNatiVo: solo se iNterPoNe aNte la admiNistra-
cióN catalaNa eN casos de solo derecho cataláN.- doNacióN: la acePtacióN No Produce efec-
tos si No se hace eN Vida del doNaNte.- rePreseNtacióN: la ratificacióN No tieNe efecto
retroactiVo eN PerJuicio de tercero.
   1. Recurso gubernativo. «la recurrente tenía la opción de impugnar directamente la calificación negativa
ante los juzgados de la capital de la provincia a que pertenezca el lugar de situación del inmueble, conforme
a las normas procesales establecidas para el juicio verbal, o recurrir ante la administración pública com-
petente (art. 324 l.H.), y optó por esta segunda posibilidad»; eso supuesto, se plantea si la competencia es
de la dirección general de los Registros y del notariado o de la dirección general de derecho y Entidades
Jurídicas de la generalidad de Cataluña. la dirección resuelve en favor de su propia competencia, toda
vez que la l. 5/28-4-2009, del parlamento de Cataluña, tras su derogación parcial por la s.t.C. 16-1-2014,
atribuye la competencia a la generalitat únicamente cuando «las calificaciones impugnadas o los recursos
se fundamenten de forma exclusiva en normas del derecho catalán o en su infracción, y en este caso deben
debatirse normas del Código civil estatal sobre actuación a nombre de otro (art. 1.259 C.c.) y sobre la ra-
tificación de los actos y negocios jurídicos (arts. 1.727 y 1.892 C.c.).
   2. donación. En escritura de 1987 el padre donó una finca a su hija, donación aceptada por quien dijo
ser mandatario verbal de la donataria; fallecido el padre, en escritura de 2015, la hija manifiesta ratificar
la primera escritura. El Registrador deniega la inscripción por falta de aceptación de esa donación en vida
del padre donante (arts. 633.2 C.c. y 531.7 C.c. Cat.). dice la dirección que «ni la aceptación ni, por natural
extensión, la ratificación de la aceptación realizada sin poder o con extralimitación del poder puede tener
lugar cuando el donante ha fallecido»; y, aun aceptando que «los efectos de la ratificación se retrotraen al
momento de realización del acto o del negocio jurídico estipulado» (ver s. 13-12-1965), «ese efecto retro-
activo de la ratificación no es de tal intensidad que pueda perjudicar los derechos adquiridos en el tiempo
que media entre la realización del acto –en este caso, la aceptación de la donación por el mandatario ver-
bal– y la ratificación de ese acto –en este caso, la ratificación de esa aceptación–; [...] los herederos del
donante, desde el momento mismo de la muerte de este, adquieren el derecho a la herencia» (art. 657 C.c.).
   R. 2-11-2016.- Registro de la propiedad de sabadell nº 2) (B.o.E. 22-11-2016).
   aunque no era necesario, la dirección explica:
   – «la aceptación es esencial para que la donación pueda existir y producir efectos. [...] las donaciones
deben ser aceptadas para que esa atribución singular sea eficaz» (art. 618 C.c. y art. 531.7 C.c. Cat., s. 17-
4-1998 y R. 3-11-2001). 
   – «pero la aceptación no produce efecto si no se hace en vida del donante (arts. 633.2 C.c. y 531.7 C.c.
Cat.)».
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   – «la aceptación de la donación puede efectuarse por sí, o por medio de persona autorizada con poder
especial para el caso, o con poder general y bastante (art. 630 C.c.): la aceptación ‘por sí’ excluye la acep-
tación por los herederos del donatario, si éste muriese sin aceptar, o por sus acreedores en vía subrogatoria;
la aceptación por medio de representante voluntario presupone la existencia de poder; [...] en el caso de
falta de poder de representación o en el caso de insuficiencia de poder, para que la aceptación produzca
efecto se requiere la ratificación (arts. 1.259, 1.727 y 1.892 C.c.), sea por el donatario, sea por quien tenga
el poder suficiente para ratificar en nombre de éste; y se requiere, además, que esa ratificación se produzca
durante la vida del donante (así debe colegirse de lo establecido en el art. 633.2 C.c. y art. 531-7 C.c.
Cat.)».
   – incluso «aceptada la donación, el donante conserva la facultad de revocarla hasta que conozca la exis-
tencia de esa aceptación (art. 623 C.c. y art. 531.8.1 C.c. Cat.); en tanto la aceptación no llega a conoci-
miento del donante, subsiste durante la vida de éste la posibilidad de revocación (s. 22-2-1940 y s.
14-5-1966); esta facultad se extingue con la muerte del donante, y no se transmite a los herederos (R. 1-
7-2003)».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10996.pdf

- R. 2-11-2016.- R.p. la Roda.- hereNcia: ParticióN: debe iNscribirse Por decisióN del Juez sobre
el foNdo del asuNto o escritura PÚblica. se debate «si para la inscripción de una partición hereditaria
realizada por contador partidor designado en el procedimiento judicial de división de herencia, es suficiente
el testimonio del decreto dictado por el letrado de la administración de Justicia en el que se aprueban, sin
oposición de las partes, las operaciones divisorias, o si, por el contrario, se precisa además su protocoliza-
ción notarial; [...] en el decreto calificado negativamente se dispone expresamente que las operaciones par-
ticionales aprobadas se protocolicen en la notaría que por turno corresponda». la dirección reitera la
doctrina de la R. 9-2-2016, «señalando que en los procesos judiciales de división de herencia que culminan
de manera no contenciosa se precisa la protocolización notarial que viene impuesta como regla general
por el art. 787.2 l.E.C.; [...] la referencia a la sentencia firme contenida en el art. 14 l.H. se limita a las
particiones judiciales concluidas con oposición».
   R. 2-11-2016 (particular contra Registro de la propiedad de la Roda) (B.o.E. 22-11-2016).
   Contrastar con R. 27-3-2014; la dirección explica ahora que si en aquel momento resolvió en otro sen-
tido, fue porque en aquel caso «el propio Juez que aprobó las operaciones particionales dispuso en el auto
la inscribibilidad directa del testimonio del mismo».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10997.pdf

- R. 7-11-2016.- R.p. lillo.- hiPoteca: hiPoteca Por títulos: el Plazo Para la caNcelacióN debe
coNtarse desde el VeNcimieNto fiNal de la Prórroga.- hiPoteca: caNcelacióN: el Plazo Para
la caNcelacióN Por caducidad coNtarse desde el VeNcimieNto fiNal de la Prórroga. Como señaló
la R. 18-12-1966, la hipoteca en garantía de varios títulos que pueden exigirse separadamente equivale a
«constitución, en un solo acto, de una pluralidad de hipotecas en garantía de otros tantos créditos diferen-
ciados; [...] en el supuesto de hecho hay cinco obligaciones, y sus correspondientes tenedores, que no han
ejercitado su derecho antes del vencimiento final de las prórrogas admitidas [...] (“si al concluir el plazo
señalado no se pagasen las obligaciones emitidas, se entenderá, si no exigen los tenedores de las mismas
el reembolso o pago, y hasta que lo exijan, prorrogada la obligación de pagar de año en año, en un máximo
de diez años” [que se cumplirían en 2018])». frente a la pretensión del recurrente, de cancelación por ca-
ducidad conforme al art. 82 l.H., dice la dirección que «la inacción no se prevé como causa de renuncia
o vencimiento a dicha prórroga, que es lo que ha ocurrido», y que «la ejecución de algunas obligaciones
no implica, ni puede implicar, el requerimiento a los no recurrentes»; por tanto, concluye que «el cómputo
del plazo ha de realizarse, como indica el Registrador, a partir del vencimiento final de la prórroga».
   R. 7-11-2016 (R.s. finanzas, s.l., contra Registro de la propiedad de lillo) (B.o.E. 22-11-2016).
   sin mucho interés fuera del caso y cláusula concretos; sobre cómputo de la caducidad del art. 82 l.H.
pueden verse las R. 8-7-2016 R. 21-10-2016, de las que resulta el cómputo desde el vencimiento total de
la obligación; la diferencia con la hipoteca en garantía de títulos es que en esta cabe la cancelación parcial
por pago, inutilización o caducidad de solo algunos títulos, debido a su consideración como pluralidad de
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hipotecas, a las que no se puede aplicar en conjunto el principio de integridad del art. 122 l.H. (la hipoteca
subsistirá íntegra, mientras no se cancele, sobre la totalidad de los bienes hipotecados...).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10999.pdf

- R. 7-11-2016.- R.p. alCoy.- aNotacióN PreVeNtiVa de embargo: su Prórroga No exige PreVia iNs-
criPcióN de la cesióN del crédito.- PriNciPio de tracto sucesiVo: la Prórroga de embargo No
exige PreVia iNscriPcióN de la cesióN del crédito. ante la solicitud de prórroga de una anotación
preventiva de embargo, alega el Registrador como defecto que «no se ha hecho constar en el Registro de
la propiedad la cesión del crédito del acreedor embargante a favor de la nueva titular, incumpliendo con
ello el art. 20 l.H.». pero dice la dirección que «por medio de la anotación preventiva de embargo, lo que
accede al Registro no es el crédito que motivó el embargo, sino el embargo mismo, la medida cautelar;
[...] corresponde al Juez apreciar la sucesión procesal del demandante (art. 540 l.E.C.), [... y] esa legiti-
mación no puede ser calificada por el Registrador, aunque no coincida con el titular registral de la anotación;
[...] sin perjuicio de que la sucesión procesal en la posición de anotante, apreciada judicialmente, pueda
ser objeto de nota marginal en la anotación de embargo» (a efectos de comunicaciones del Registro sobre
ejecución de cargas preferentes); y señala la dirección la diferencia con el procedimiento de ejecución di-
recta de la hipoteca, en la que se ha resuelto reiteradamente sobre la exigencia de la previa inscripción a
favor del acreedor hipotecario.
   R. 7-11-2016 (aktiv kapital portfolio as, oslo, sucursal en zug, contra Registro de la propiedad de
alcoy) (B.o.E. 22-11-2016).
   al margen del anterior y apretado resumen, conviene detenerse en la literalidad de algunos párrafos de
la resolución: «por medio de la anotación preventiva de embargo, lo que accede al Registro no es el crédito
que motivó el embargo, sino el embargo mismo, la medida cautelar, y tiene por objeto preservar el buen
fin de la ejecución, impidiendo que adquirentes posteriores al embargo puedan hallarse protegidos por la
fe pública registral cuando la adjudicación se realice. la anotación de embargo no es constitutiva ni supone
la afección de un bien al pago de un determinado crédito, sino que publica frente a terceros la afección de
la finca al resultado del procedimiento de ejecución (cfr. R. 21-11-2006). Corresponde al Juez apreciar la
sucesión procesal del demandante (art. 540 l.E.C.), por lo que no debe haber obstáculo para practicar la
prórroga de la anotación de embargo, por cuanto, como ha quedado expresado, lo que accede al Registro
es la medida cautelar ordenada en el proceso de ejecución, esto es, cuando la personalidad del acreedor ha
sido reconocida judicialmente, esa legitimación no puede ser calificada por el Registrador, aunque no coin-
cida con el titular registral de la anotación. todo ello se entiende sin perjuicio de que la sucesión procesal
en la posición de anotante, apreciada judicialmente, pueda ser objeto de nota marginal en la anotación de
embargo, pues dicha nota puede tener la consecuencia, en la hipótesis de ejecución de una carga con rango
preferente, de precisar la comunicación en la expedición de certificación de cargas y gravámenes al nuevo
titular de la anotación. Esta es una diferencia sustancial entre un procedimiento de ejecución ordinario y
un procedimiento de ejecución directa contra bienes hipotecados, pues en este caso sólo podrá ejercitarse
como realización de una hipoteca inscrita, sobre la base de aquellos extremos contenidos en el título que
se hayan recogido en el asiento respectivo (cfr. art. 130 l.H.). por ello, esta dirección general ha tenido
ocasión de pronunciarse reiteradamente respecto a la exigencia de la previa inscripción a favor del acreedor
hipotecario ejecutante en relación con la inscripción del decreto judicial de adjudicación en el procedi-
miento de ejecución directa hipotecaria. sin embargo, esta doctrina no es directamente aplicable respecto
de las anotaciones preventivas de embargo, dadas las diferencias estructurales existentes entre quien es ti-
tular de un crédito hipotecario y quien es titular de una anotación preventiva de embargo».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-11000.pdf

- R. 7-11-2016.- R.p. valEnCia nº 3.- recurso guberNatiVo: el Poder Para iNterPoNerlo Puede ser
Posterior, Que actÚa como ratificacióN.- recurso guberNatiVo: Puede iNterPoNerse auNQue
se subsaNeN los defectos seÑalados eN la Nota registral.
   1. Recurso gubernativo. El poder concedido por el interesado para la interposición del recurso se otorgó
después de esta. la dirección reitera la doctrina de las R. 21-10-2011 y R. 19-1-2015, en el sentido de que
«el documento que conceda a posteriori la representación al recurrente, si se ha aportado dentro el plazo

Bol. Colegio Registradores, núm. 35— 1897 —



que existe para subsanar defectos, debe interpretarse como una ratificación o una convalidación retroactiva
(cfr. art. 1.727 C.c.)».
   la dirección reitera también que puede interponerse recurso aunque el defecto apreciado por el Regis-
trador haya sido subsanado por el interesado (arts. 322 y 325 l.H.); «además, en este supuesto tal subsa-
nación no se ha producido correctamente según la opinión de la Registradora calificante, por lo que en
cuanto a las cláusulas suspendidas la subsanación sigue pendiente».
   2. interés moratorio. la cuestión es si pueden garantizarse intereses moratorios cuando no se ha pactado
expresamente su devengo. dice la dirección que, en principio, «no cabe la posibilidad de extender la ga-
rantía hipotecaria a conceptos cuya obligación de pago no resulte de la propia escritura de préstamo hipo-
tecario», dada la accesoriedad de la hipoteca (arts. 104 y 1.857 C.c.); sin embargo, tratándose de interés
moratorio y en este caso concreto, «el contrato de hipoteca no contiene un pacto específico relativo al de-
vengo y cuantía de los intereses de demora, pero tampoco recoge ningún pacto que lo excluya ni expresa
ni deductivamente, por lo que la conclusión que debería extraerse sería la voluntad de las partes de some-
terse al régimen legal subsidiario del art. 1.108 C.c., consistente en la aplicación de intereses moratorios a
un tipo igual al del interés legal del dinero», que es lo que debe entenderse garantizado; aunque, según las
reglas generales, esa garantía «no puede englobarse en la cifra de cobertura de intereses del préstamo, ni
tampoco en cualquier otro concepto garantizado, [...] debe precisarse separadamente, como así ocurre», y
además es necesario el señalamiento de una cifra máxima de responsabilidad»; y «esta regla de aplicación
supletoria del art. 1.108 C.c. es también aplicable en el ámbito de la normativa de protección de los con-
sumidores», si bien, en caso de declaración de abusividad, el efecto sería la «no aplicación al consumidor
de la cláusula abusiva de intereses de demora, con mantenimiento del contrato en lo demás si ello fuera
posible sin la misma (art. 6.1 dir. uE 13/93), [y] la imposibilidad de moderación o integración judicial de
la cláusula».
   R. 7-11-2016 (iberdrola inmobiliaria patrimonio, s.a.u., contra Registro de la propiedad de valencia-
3) (B.o.E. 22-11-2016).
   1. Recurso gubernativo. la dirección repasa varias resoluciones sobre el recurso, además de las dos ci-
tadas:
   – R. 21-10-2011, «que considera acreditada la legitimación del recurrente para interponer el recurso
cuando la autorización por el interesado consta en un documento privado con firma ratificada ante el Re-
gistrador».
   – R. 19-1-2015, «según la cual no es preciso que el apoderado que interpone el recurso tenga facultades
expresas para ello, si de los términos del poder se desprende que la voluntad del poderdante ha sido con-
cederle tal facultad».
   2. interés moratorio. la dirección marca distancias con otras resoluciones citadas en el recurso:
   – R. 9-1-2002: «no se pretende el acceso al R.p. una escritura de constitución de hipoteca, sino de una
posterior escritura de novación del préstamo hipotecario; [...] la hipoteca se encuentra inscrita sin la exis-
tencia de una cobertura hipotecaria de los intereses de demora, que no se pactaron, y en la escritura de no-
vación se pretende inscribir “ex novo” esa cobertura sin pactar tampoco el devengo de los intereses
moratorios; por lo que es factible interpretar que la voluntad de las partes no ha sido la de sujetarse al ré-
gimen legal del art. 1.108 C.c.».
   – R. 9-10-2015: también sobre una escritura de novación del préstamo hipotecario: «En primer lugar,
opera el concepto de abusividad de la cláusula de intereses moratorios y el efecto de su ineficacia; y, en
segundo lugar, lo que ocurre es que, reduciéndose la cuantía de los intereses de demora a efectos obliga-
cionales (máximo del 10,50%), no se modifica paralelamente el tipo máximo por tal concepto a efectos
hipotecarios el cual se mantiene inalterado en un valor superior (11,375%), lo que no es posible porque
nunca podrán devengarse intereses de demora a dicho tipo».
   – R. 28-5-2014: «no estando sujetos a ningún límite obligacional el importe de los intereses ordinarios
y de demora, y determinándose éstos por la suma de unos puntos (6) al tipo de interés ordinario, es admi-
sible que el tipo máximo a efectos hipotecarios de los intereses moratorios supere el importe resultante de
sumar esos mismos puntos porcentuales al tipo máximo que, únicamente a efectos hipotecarios, se ha
fijado para los intereses ordinarios, porque dicho margen se suma sólo al tipo de interés ordinario que efec-
tivamente se devengue según la variabilidad pactada, y, por tanto, los intereses moratorios pueden llegar
a devengarse a un tipo superior al máximo fijado para los mismos a efectos hipotecarios».
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   – R. 29-5-2014: «se refiere a la posibilidad de establecer un tipo máximo a efectos de la cobertura hi-
potecaria superior al que inicialmente constituya el límite del art. 114.3 l.H., siempre que de alguna manera
se establezca que ese límite a efectos hipotecarios sólo será aplicable si en el momento del devengo de los
intereses moratorios dicho tipo es igual o inferior al referido límite legal del art. 114 l.H.».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-11001.pdf

- R. 3-11-2016.- R.p. EsCalona.- descriPcióN de la fiNca: la refereNcia catastral No es Necesaria
Para la iNscriPcióN. la aportación de la referencia catastral no es necesaria para la inscripción de la
transmisión de una finca: «los efectos del incumplimiento de la obligación de aportar la referencia catastral
se regulan específicamente bajo este enunciado en el art. 44 R.d.-leg. 1/5-3-2004, ley del Catastro in-
mobiliario», que dispone la constancia de la falta en el documento notarial, en nota al margen del asiento
y al pie del título inscrito, pero no impide la autorización del documento notarial ni su inscripción (ver R.
7-8-2006); y esta conclusión no se ve alterada por las modificaciones introducidas por la l. 13/24-6-2015,
que no ha derogado ni modificado el citado precepto.
   R. 3-11-2016 (particular contra Registro de la propiedad de Escalona) (B.o.E. 23-11-2016).
   paralelamente al caso resuelto, la dirección repite la doctrina de dos resoluciones:
   – R. 4-12-2013: «la referencia catastral de la finca sólo implica la identificación de la localización de
la finca inscrita en cuanto a un número de referencia catastral, pero no que la descripción tenga que ser
concordante con la del Catastro ni que se puedan inscribir en tal caso todas las diferencias basadas en cer-
tificación catastral descriptiva y gráfica; por lo tanto la referencia catastral no sustituye a la descripción de
la finca que figura en el Registro».
   – R. 6-5-2016: «la constancia en el Registro de los datos de identificación catastral es una circunstancia
más de la inscripción, [...] en ningún caso puede equipararse con la coordinación gráfica a la que se refiere
el art. 10 l.H., no supone la inscripción de la representación gráfica ni la rectificación de la descripción li-
teraria conforme a la misma (art. 9.b.7 l.H.); para ello sería necesario que se hubiese solicitado la inscrip-
ción de tal representación gráfica y que se tramite el procedimiento correspondiente (arts. 9.b y 199 l.H.)».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/23/pdfs/BOE-A-2016-11043.pdf

- R. 7-11-2016.- R.p. aliCantE nº 3.- obra NueVa: la declaracióN reQuiere georefereNciacióN de
la PorcióN de suelo ocuPada.- obra NueVa: la declaracióN reQuiere georefereNciacióN PreVia
de la fiNca.- obra NueVa: la georrefereNciacióN del suelo ocuPado Puede acreditarse de cual-
Quier forma.- descriPcióN de la fiNca: la iNscriPcióN de uNa rePreseNtacióN gráfica alterNa-
tiVa reQuiere iNforme técNico.- obra NueVa: la liceNcia de Primera ocuPacióN se sustituye eN
la comuNidad ValeNciaNa Por declaracióN resPoNsable.
   – Reitera la doctrina de varias resoluciones (ver, por ejemplo, R. 8-2-2016, R. 19-4-2016, R. 9-5-2016,
R. 5-7-2016 y R. 6-9-2016, Res. Circ. d.g.R.n. 3-11-2015 y Res. conjunta d.g.R.n. y d.g. del Catastro
26-10-2015), en el sentido de que, en la declaración de obra nueva, «la porción de suelo ocupada por cual-
quier edificación, instalación o plantación habrá de estar identificada mediante sus coordenadas de refe-
renciación geográfica»; y a su vez, «deberá constar inscrita, previa o simultáneamente, la delimitación
geográfica y lista de coordenadas de la finca en que se ubique»; pero, como ya dijo la R. 19-4-2016, la re-
ferenciación geográfica del suelo no necesita ser aportada en formato g.m.l.: «igualmente será válida la
aportación de una representación gráfica de la porción de suelo ocupada realizada sobre un plano georre-
ferenciado o dentro de una finca georreferenciada, aunque no se especifiquen las coordenadas concretas
de aquélla; en estos casos, las coordenadas podrán resultar por referencia o en relación a las del plano o
finca sobre el que se representa la edificación, quedando suficientemente satisfecha la exigencia del art.
202 lH; [...] sólo será exigible en los casos en que la edificación se encuentre finalizada; [... y] no requiere,
desde el punto de vista procedimental, que se tramite un procedimiento jurídico especial con notificación
y citaciones a colindantes y posibles terceros afectados, salvo que Registrador en su calificación sí lo es-
timare preciso para disipar tales dudas fundadas acerca de que la edificación se encuentre efectivamente
incluida en la finca sobre la que se declara»; y estima en este punto el recurso, porque «en la calificación
sólo se afirma la existencia de un desplazamiento patológico en la cartografía catastral y no se manifiesta
ninguna circunstancia adicional justificativa de las dudas de que la edificación se encuentre ubicada efec-
tivamente en la finca registral».
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   – El art. 202 l.H. exige que la porción de suelo ocupada esté identificada mediante sus coordenadas de
referenciación geográfica, pero no contiene ninguna exigencia sobre la forma de acreditación, «de manera
que pueden contenerse bien en una certificación catastral descriptiva y gráfica, o en un certificado técnico,
ya sea en formato g.m.l. u otro».
   – En cuanto al desplazamiento patológico o generalizado que alega el Registrador en la cartografía ca-
tastral del municipio, reitera la doctrina de la R. 24-10-2016, sobre la necesidad de un informe técnico
para la su apreciación y la no apreciación de oficio por el Registrador.
   – sobre la licencia de primera ocupación que pide el Registrador, la norma urbanística aplicable es el
art. 214 l. 5/25-7-2014, de la generalitat, de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje, de la Co-
munitat valenciana, que sujeta la primera ocupación de las edificaciones solamente a declaración respon-
sable; además de que, cuando se trata de obra nueva antigua para la que ha prescrito la acción de
restablecimiento de la legalidad urbanística, no procede exigir aquellas otras licencias o autorizaciones
exigidas por la legislación sectorial (R. 14-4-2011, R. 4-5-2011, R. 17-1-2012 y R. 1-3-2012).
   R. 7-11-2016 (notario Jorge lópez navarro contra Registro de la propiedad de alicante-3) (B.o.E. 23-
11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/23/pdfs/BOE-A-2016-11044.pdf

- R. 14-11-2016.- R.p. CaRmona.- caNcelacióN: No Procede Por caducidad eN suPuestos distiNtos
de los coNtemPlados legalmeNte. El causante había instituido herederos por cuartas partes iguales a
sus cuatro hijos, pero únicamente en usufructo vitalicio, y, por muerte de los mismos, en pleno dominio a
los hijos que respectivamente dejaren cada uno de ellos y le sobrevivan; una hija renuncia al usufructo en
favor de sus hijos, y el pleno dominio correspondiente se inscribe en favor de estos, sujeto a la condición
resolutoria, en cuanto a la participación indivisa que a cada uno corresponde actualmente, de que sean los
únicos hijos de su madre al fallecimiento de la misma; se debate ahora si es cancelable por caducidad la
condición resolutoria (contando 30 años desde la muerte de aquella hija). la dirección comienza por decir
que «no estamos ante una condición resolutoria en sentido propio, sino a lo que la doctrina denomina
«pseudousufructo testamentario», [...] definida por la doctrina científica como aquella institución testa-
mentaria en usufructo vitalicio, en la cual se silencia la atribución de la nuda propiedad respecto a los
bienes usufructuados, pese a designarse las personas a quienes corresponderán en pleno dominio dichos
bienes una vez extinguido el usufructo», y que se ha considerado jurisprudencialmente como una sustitu-
ción fideicomisaria (R. 2-12-1986); pero dice ahora que no hay propiamente tal sustitución, sino una «ins-
titución de herederos hecha en favor de los “nondum concepti”» (s. 9-2-1998): «estamos ante un
llamamiento directo en usufructo a favor de los hijos y un llamamiento también directo en nuda propiedad
a favor de los hijos que respectivamente dejare cada uno de ellos y le sobrevivan; [...] la transmisión del
usufructo a favor de los hijos se produce con el primer llamamiento, y la de la nuda propiedad está pendiente
del cumplimiento de la condición de que sobrevivan a los usufructuarios»; no puede, pues, cancelarse la
condición por caducidad, ya que «el art. 82.5 l.H. se aplica exclusivamente a hipotecas y condiciones re-
solutorias en garantía del precio aplazado», y «el art. 210.1.8 l.H. se refiere a los derechos de opción, re-
tractos convencionales y cualesquiera otros derechos o facultades de configuración jurídica, dentro de cuya
hipótesis no se incluye el llamamiento genérico como herederos a favor de los no concebidos»; no obstante,
ofrece la solución de «el procedimiento general regulado en el art. 210 l.H., relativo al expediente de li-
beración de cargas y gravámenes, o bien acreditar el fallecimiento de la usufructuaria, acompañando acta
de notoriedad (cfr. art. 82 R.H.) en relación a la existencia e identificación de los sucesores, a los efectos
de entenderse cumplida la condición impuesta en el testamento».
   R. 14-11-2016 (Reina marín, s.l., contra Registro de la propiedad de Carmona) (B.o.E. 30-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11320.pdf

- R. 14-11-2016.- R.p. madRid nº 11.- agruPacióN y agregacióN: es Necesaria la georrefereNciacióN
de la fiNca resultaNte.- urbaNismo: es Necesaria la georrefereNciacióN de la fiNca resultaNte
de agregacióN. agruPacióN y agregacióN: se rige Por la NormatiVa VigeNte eN el momeNto de
la PreseNtacióN eN el registro.- descriPcióN de la fiNca: la rePreseNtacióN gráfica PrecePtiVa
No Necesita del ProcedimieNto del art. 199 l.h.- descriPcióN de la fiNca: la rePreseNtacióN
gráfica se rige Por los reQuisitos de la res. coNJuNta 26-10-2015 y la r. 02-8-2016.- descriPcióN
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de la fiNca: la solicitud del ProcedimieNto del art. 199 l.h. No exige descriPcióN literaria
de la fiNca.
   – Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 2-9-2016.
   – Reitera también la doctrina de la R. 8-6-2016, en el sentido de que no es necesario que en una agrega-
ción de fincas, además de aportar la certificación catastral descriptiva y gráfica, haya de describirse la
finca en el título según lo que resulta de tal certificación.
   R. 14-11-2016 (grupeña Rent, sl, contra Registro de la propiedad de madrid-11) (B.o.E. 30-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11321.pdf

- R. 14-11-2016.- R.p. monóvaR.- descriPcióN de la fiNca: dudas registrales razoNadas eN cuaNto
a rePreseNtacióN gráfica catastral.- descriPcióN de la fiNca: la fiNca registral Puede estar
iNtegrada Por Varias Parcelas catastrales. Reitera la doctrina de la R. 10-10-2016 (cita también las
R. 22-4-2016 y R. 8-6-2016), sobre aquellas dudas, que en el caso concreto «quedan corroboradas con los
datos y documentos que obran en el expediente, en especial de los historiales registrales y las representa-
ciones gráficas de las fincas, resultando posible o, cuando menos, no incontrovertida, la invasión del co-
lindante». añade la posibilidad de que «una finca registral puede estar integrada por varias parcelas
catastrales, según se reconoce en el párrafo. 3.8 Res. conjunta (d.g.R.n. y d.g. del Catastro) 26-10-2015;
[...] ello no impide que la finca quede en situación de coordinada con el Catastro, con los efectos propios
que de ello se derivan (art. 10 l.H.)».
   R. 14-11-2016 (particular contra Registro de la propiedad de monóvar) (B.o.E. 30-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11323.pdf

- R. 14-11-2016.- R.p. piEdRaBuEna.- iNmatriculacióN: reQuisitos de la realizada Por doble título
del art. 205 l.h.- iNmatriculacióN: eN la del art. 205 l.h., el aÑo se cueNta desde la adQuisi-
cióN PreVia, No desde el título.- iNmatriculacióN: el registrador debe calificar tambiéN el
título PreVio. la dirección reitera una doctrina que en gran parte ya anticipó en R. 19-11-2015. se pre-
tende ahora la inmatriculación por un doble título: escritura de compraventa de abril de 2016 precedida de
escritura de herencia formalizada en diciembre de 2015 y referida a un causante fallecido en junio de 2015.
   la dirección confirma los dos defectos señalados por el Registrador:
   – «no ha transcurrido el año que exige el art. 205 l.H. entre las fechas del otorgamiento de los títulos»:
la dirección reitera que el lapso mínimo de un año ha de computarse «entre la fecha de la previa adqui-
sición documentada en título público, y la fecha del otorgamiento del título traslativo posterior», es decir,
en el caso de herencia, desde la muerte del causante (ver arts. 657, 989 y 404 C.c.); pero ni aun así se
cumple en el caso concreto.
   – «deben aportarse el testamento, certificado de defunción y certificado del Registro de actos de última
voluntad de la causante de esa herencia previa»: «Como recordó la R. 5-5-2016, el título previo al inma-
triculador ha de ser también calificado por el Registrador, resulta necesario acompañar a la escritura de
adjudicación hereditaria el certificado de defunción de la causante, su testamento y el certificado del Re-
gistro de últimas voluntades» (art. 14 l.H).
   R. 14-11-2016 (particular contra Registro de la propiedad de piedrabuena) (B.o.E. 30-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11324.pdf

1.5. REgistRo mERCantil. Por Pedro Ávila Navarro, Registrador Propiedad.

- R. 17-10-2016.- R.m. BuRgos.- sociedad ProfesioNal: ProcedeNcia del cierre registral y diso-
lucióN de PleNo derecho Por falta de adaPtacióN a la ley 2/2007. Reitera en el sentido indicado la
doctrina de la R. 29-3-2016. En este caso una sociedad cuyo objeto social era el «asesoramiento técnico-
jurídico, contable, fiscal y empresarial» redujo capital; el Registrador denegó la inscripción porque, «ha-
biendo transcurrido los plazos establecidos en la disp. trans. 1 l. 2/15-3-2007, de sociedades profesionales,
la sociedad ha quedado disuelta de pleno derecho»; tras esa calificación, la sociedad modifica sus estatutos
para hacer constar que es una sociedad de medios o de intermediación; y el Registrador vuelve a denegar
por hallarse la sociedad en el Registro disuelta de pleno derecho, y considera necesaria la previa reactiva-
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ción. dice la dirección que, «aun cuando el recurrente afirma en su escrito de impugnación que se recurre
tanto la calificación relativa a la escritura de reducción del capital social como la relativa a la escritura de
aclaración posterior, el presente recurso es extemporáneo respecto de la primera de ellas»; de manera que
acuerda inadmitir el recurso respecto de la primera y desestimarlo respecto a la segunda, confirmando la
nota registral.
   R. 17-10-2016 (notario fernando puente de la fuente contra Registro mercantil de Burgos) (B.o.E. 10-
11-2016). 

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10394.pdf

- R. 18-10-2016.- R.m. pontEvEdRa i.- sociedad limitada: admiNistracióN: la forma de actuar los
admiNistradores maNcomuNados se debe determiNar eN los estatutos. Reitera en el sentido indi-
cado la doctrina de la R. 27-8-1998. En este caso ante una cláusula estatutaria según la cual «la sociedad
se regirá, a elección de la junta: (…) d) por varios administradores mancomunados, con un mínimo de tres
y un máximo de siete». Cláusula que según el Registrador «no determina a quién corresponderá el ejercicio
del poder de representación y no puede dejarse al arbitrio de la junta general el modo de actuar esos admi-
nistradores» (art. 233.2 l.s.C.). dice la dirección que los estatutos «en tal supuesto de administración
conjunta deben concretar la forma de su ejercicio, pudiendo modalizarla bien atribuyéndolo a dos cuales-
quiera, concretando a quiénes se atribuye, exigiendo la actuación de un número superior o la totalidad de
ellos, etc.; pero, en tal caso, la forma de ejercitar el poder de representación es materia de los estatutos sin
que se pueda atribuir a la junta general, ni siquiera sobre la base de atribuir a la misma la facultad de elegir
entre diversas alternativas previamente configuradas al modo como permite el art. 210.3 l.s.C. para optar
entre los diversos modos de organizar la administración previstos por el legislador».
   R. 18-10-2016 (notario José-manuel lois puente contra Registro mercantil de pontevedra) (B.o.E. 10-
11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/10/pdfs/BOE-A-2016-10398.pdf

- R. 19-10-2016.- R.m. la RioJa.- registro mercaNtil: es defecto subsaNable la falta de ProVisióN
Para la PublicacióN eN el «borme».- calificacióN registral: el registrador debe calificar
si el acto se halla suJeto a imPuestos.- calificacióN registral: aPreciada Por el registrador
la suJecióN del acto al imPuesto, debe PreseNtarse eN la oficiNa liQuidadora.- sociedad ciVil:
sociedad ProfesioNal: se Presume Que la fecha de comieNzo de las oPeracioNes es la de coNs-
titucióN.- sociedad ciVil: sociedad ProfesioNal: es Necesario exPresar la cuota de cada socio.
   1. «BoRmE». Es defecto subsanable e impide la inscripción la falta la previa provisión para atender al
coste de la publicación en el «Boletín oficial del Registro mercantil» del acto inscrito, establecida en el
art. 426.1 R.R.m.
   2. impuestos. Reitera en el sentido indicado la doctrina de otras resoluciones (ver, por ejemplo, R. 27-
11-2014).
   3. fecha de comienzo de las operaciones. Entiende la nota registral que en la reactivación de una sociedad
civil como sociedad profesional «se deberá indicar en estatutos sociales cuál es la fecha de comienzo de
operaciones como sociedad civil, dado que la sociedad no se constituye en la fecha de otorgamiento de la
escritura». pero dice la dirección que «no es aplicable la ley de sociedades de Capital, y resulta meridia-
namente claro que, según el art. 1.679 C.c., la sociedad comienza desde el momento mismo de la celebra-
ción del contrato, por no haberse pactado otra cosa».
   4. proporción de los socios en la sociedad civil profesional. la dirección confirma la calificación registral
en el sentido de que es necesario que en la escritura se exprese «al menos la proporción, porcentaje o la
cuota social de cada uno de los socios»: «En toda sociedad profesional en la que por su forma social no
sea necesario un aporte de capital que sería el que fijara la participación de cada socio en la sociedad, debe
determinarse, respecto de los socios de industria, en nuestro caso profesionales, que su aportación sea de-
bidamente evaluada para concretar su eventual participación en beneficios y pérdidas y para fijar igual-
mente los derechos políticos que, en su caso, el socio profesional ostenta en la sociedad»; aunque la l.
2/15-3-2007, de sociedades profesionales, no exija de forma expresa la constancia de la cuota de cada
socio, se deduce esa necesidad de varios preceptos, como los arts. 4.2 (para el cómputo de mayorías), 10.1
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(para imputación de beneficios y pérdidas) o 16 (valoración de las cuotas de liquidación), además de normas
supletorias, como los arts. 1.689, 1683, 1.665, 1.696, 1.700.3 o 1.708 C.c.
   R. 19-10-2016 (notario gonzalo sánchez Casas contra Registro mercantil de la Rioja) (BoE 12-11-
2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/12/pdfs/BOE-A-2016-10517.pdf

- R. 24-10-2016.- R.m. madRid xix.- sociedad limitada: JuNta geNeral: corresPoNde al PresideNte
aPreciar la coNstitucióN de la JuNta.- sociedad limitada: JuNta geNeral: corresPoNde al Pre-
sideNte aPreciar la rePreseNtacióN de los socios.- sociedad limitada: JuNta geNeral: las de-
claracioNes del PresideNte No ViNculaN al registrador de modo absoluto.- sociedad limitada:
JuNta geNeral: las declaracioNes del PresideNte PuedeN desVirtuarse Por otros documeNto
o el coNteNido del registro. la dirección reitera su doctrina (cita la R. 29-11-2012), de que, «en prin-
cipio, el presidente de la junta es la persona llamada a declarar válidamente constituida la misma, deter-
minando qué socios asisten a ella presentes o representados y cuál es su participación en el capital social,
así como proclamar el resultado de las votaciones de suerte que las manifestaciones u observaciones de
los asistentes recogidas en la propia acta no pueden tener a efectos registrales el mismo valor que aquéllas».
pero la matiza en este caso, en el sentido de que «ello no significa que tales declaraciones del presidente
deban, por la sola calidad de quien las formula, vincular al Registrador de modo absoluto, al punto de que
éste deba desconocer la realidad de lo acontecido en el seno de la junta cuando se halle amparado por la
fe notarial, ignorando totalmente las afirmaciones contrarias de los socios consignadas en el acta y de es-
pecial relevancia para calificar la validez de los acuerdos (cfr. R. 9-1-1991, R. 13-2-1998, R. 31-3-2003 y
R. 5-8-2013); [...] el Registrador no queda vinculado por la actuación del presidente cuando la declaración
de éste resulta contradicha por la documentación aportada y los asientos del Registro mercantil; [...] de
mantener la solución contraria quedaría al arbitrio del presidente la formación misma de la voluntad social
sin fundamento legal alguno». (la presidenta no había admitido como socio a uno cuya titularidad de par-
ticipaciones estaba cuestionada y pendiente de futura sentencia, ni la representación de una sociedad por
un administrador cuyo nombramiento, que estimaba nulo, estaba inscrito en el Registro mercantil; las re-
servas y protestas de estos constaban en acta notarial de la junta).
   R. 24-10-2016 (aparcamiento atocha 70, s.l., contra Registro mercantil de madrid) (B.o.E. 18-11-2016).
   ver arts. 191 y 192 l.s.C. y 102.1 R.R.m.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/18/pdfs/BOE-A-2016-10821.pdf

- R. 26-10-2016.- R.m. BuRgos.- sociedad limitada: JuNta: coNVocatoria de la JuNta Para la «oPe-
racióN acordeóN».- sociedad limitada: modificacióN de estatutos: coNVocatoria de la JuNta
Para la «oPeracióN acordeóN».- sociedad limitada: reduccióN de caPital: coNVocatoria de la
JuNta Para la «oPeracióN acordeóN».- sociedad limitada: JuNta geNeral: defectos obViables
de carácter formal.- sociedad limitada: modificacióN de estatutos: defectos obViables de
carácter formal. la sociedad acordó en 2015 la reducción del capital a cero, para compensar pérdidas,
y el aumento a 29.500 €; a la junta asistieron los dos únicos socios de la sociedad, si bien los acuerdos se
adoptaron con el voto favorable de uno solo de ellos, mayoritario; el Registrador objetó que la convocatoria
de la junta necesitaba mayor precisión sobre la reducción a cero (sólo se refería a «reducción de capital
social para compensar pérdidas», sin decir que era a cero, y a «ampliación de capital social»); y que, tras
el aumento, la sociedad sigue en causa de disolución por insuficiencia patrimonial (art. 363 l.s.C.); ante
esas objeciones, una nueva junta a la que asistió solo el socio mayoritario, ratificó los acuerdos de la an-
terior. El Registrador reitera los dos defectos y, con remisión a la R. 1-12-1994, sostiene además «que no
es posible que una vez acordado un aumento de capital en junta no debidamente convocada, se pretenda
en una junta posterior, ratificar dicho acuerdo». la dirección revoca los tres defectos:
   – En cuanto a la convocatoria, reconoce que «cuando como consecuencia del acuerdo por adoptar pueda
verse comprometida la posición jurídica del socio, esta dirección general ha exigido una mayor precisión»;
cita las R. 9-5-1991, R. 3-9-1998, R. 18-5-2001. R. 30-7-2001 y R. 14-3-2005, «según las cuales, en el
caso de reducción del capital social a cero, los radicales efectos que de adoptar dicho acuerdo se derivarían
para el accionista que, de no ejercer el derecho de suscripción de las nuevas acciones que se emitieran,
perdería su condición de socio y los derechos hasta entonces inherentes a dicha condición, requieren una
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mayor precisión en los anuncios en el sentido de determinar ese concreto alcance de la reducción de capital
propuesta»; pero «es igualmente doctrina consolidada de esta dirección general que deben distinguirse
aquellos supuestos en los que la violación de la previsión legal conlleva indefectiblemente la nulidad de
los acuerdos adoptados de aquellos otros en los que, al no existir perjuicio posible para socios o terceros,
no procede la sanción de nulidad»; cita las R. 8-2-2012, R. 29-11-2012, R. 20-5-2013, R. 6-9-2015, R. 29-
9-2015 y R. 2-9-2016, y deduce que «es preciso mantener los actos jurídicos que no sean patentemente
nulos a fin de proteger la necesidad de que el tráfico jurídico fluya sin presiones formales injustificadas,
[...] siempre partiendo de la base de que los derechos individuales del accionista no sufran una merma, en
condiciones tales que puedan considerarse postergados, ni resulte de forma indiscutible que los socios mi-
noritarios hayan considerado sus derechos individuales violados, situaciones éstas que impiden cualquier
consideración relativa a una interpretación flexible que se aleje de la rigurosa tradicional del Centro di-
rectivo»; en ese sentido cita también las s. 5-3-1987 y s. 12-6-2008, y reitera la doctrina de la R. 2-9-2016
sobre defectos obviables de carácter formal. y, en el caso concreto, aunque aprecia que «es evidente que
el inicial anuncio de convocatoria carece de la debida claridad», aprecia que «el socio disidente asistió a
la junta general que aprobó el acuerdo, [...] que tuvo en su poder con anterioridad a la junta de socios la
información necesaria para poder emitir su voto, [...] sin que se opusiera a la válida celebración de la junta
ni se reservara su derecho a impugnar por tal causa los acuerdos adoptados» (sobre esto último, ver también
el art. 204.2 l.s.C., del que hizo aplicación especial la R. 26-7-2016).
   – sobre el defecto de que, «tras la operación acordeón efectuada para restablecer el equilibrio patrimonial,
la sociedad sigue incursa en causa de disolución, de conformidad con el art. 363 l.s.C.» (patrimonio neto
inferior a la mitad del capital social), «es evidente que no se trata de una causa de disolución automática,
sino que debe ser acordada en junta general, en los términos que también contemplan los arts. 365 y ss.
l.s.C., si es que no se optó por alguna otra de las alternativas que prevé el precepto transcrito, [...] pero
en modo alguno aparecen en la legislación mercantil como determinantes de un posible cierre registral». 
   – sobre la ratificación por una junta de los acuerdos de otra, dice la dirección que «el defecto que el Re-
gistrador achaca al acuerdo de reducción de capital social con simultáneo aumento del mismo era de índole
formal y la sustitución se habría producido mediante otro de idéntico contenido adoptado con las mayorías
suficientes; por tanto, se habría producido la subsanación del primero y su eficacia se retrotraería a la fecha
de su adopción».
   R. 26-10-2016 (administración de fincas Burgos, s.l., contra Registro mercantil de Burgos) (B.o.E.
22-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10990.pdf

- R. 2-11-2016.- R.m. valladolid.- sociedad limitada: JuNta geNeral: No es Válida la coNVocato-
ria eN web No creada, iNscrita y Publicada segÚN el art. 11.bis l.s.c. Rechaza el depósito de cuentas
de una sociedad porque la página web en la que se indica que ha sido convocada la junta general que las
aprobó no aparece creada, inscrita y publicada en los términos establecidos en el art. 11.bis l.s.C. (art.
173 l.s.C.); y «debe negarse que pueda tener efecto alguno la mera indicación de un dominio de internet
que consta mediante nota marginal en la hoja registral, conforme al art. 9 l. 34/11-7-2002, de servicios de
la sociedad de información y comercio electrónico, [...] norma de distinta finalidad».
R. 2-11-2016 (El palacio de las salinas, s.l., contra Registro mercantil de valladolid) (B.o.E. 23-11-
2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/23/pdfs/BOE-A-2016-11042.pdf

- R. 3-11-2016.- R.m. pontEvEdRa i.- sociedad limitada: admiNistracióN: el admiNistrador ÚNico
No Puede reNuNciar siN coNVocar correctameNte la JuNta.- sociedad limitada: admiNistracióN:
Para iNscribir la reNuNcia de uN admiNistrador No es Necesario acreditar la celebracióN de
la JuNta.- sociedad limitada: JuNta geNeral: la coNVocatoria Por correo coN aViso de recibo
cumPle coN la exigeNcia legal de asegurar la recePcióN.
   Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 3-1-2011 («la renuncia al cargo de administrador rea-
lizada por el único que quede es inscribible siempre que el renunciante, en ejercicio de los deberes que
como administrador asumió en su día –art. 167 en relación a los arts. 225 y 226 l.s.C.–, convoque a la
junta para que provea al respecto»), en un caso en el que, sin embargo, la dirección aprecia el defecto de
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que no consta «que se ha remitido la convocatoria a todos los socios mediante correo certificado con aviso
de recibo, o bien que, habiéndola remitido al socio que se indica, no existen más socios».
   En cambio, no acoge la dirección las objeciones del Registro sobre la forma de acreditar la convocatoria,
y reitera una doctrina que ya sentó en R. 2-8-2012: «la renuncia podría ser inscrita aunque no consten le-
gitimadas las firmas que figuran tanto en el acta de la junta –por ser innecesaria la celebración de ésta para
la inscripción de aquélla– como en el anuncio de la convocatoria y en el recibo de la comunicación postal;
ciertamente, el sistema de carta certificada con acuse de recibo permite acreditar el envío y recepción de
la comunicación postal, pero no acredita fehacientemente el contenido de ésta ni la legitimidad de la firma
del autor del escrito remitido; no obstante, debe tenerse en cuenta que la ley permite que los estatutos es-
tablezcan que la convocatoria se realice por cualquier procedimiento de comunicación individual y escrita,
que asegure la recepción del anuncio por todos los socios [...] y, según la doctrina de este Centro directivo,
el envío por correo certificado con aviso de recibo cumple tales exigencias legales (cfr., por todas, las R.
16-4-2005 y R. 13-1-2015), a lo que debe añadirse que, según la doctrina del tribunal supremo, acreditada
la remisión y recepción de la comunicación postal, incumbiría al socio la prueba de la falta de convocatoria
(s. 3-4-2011)».
   R. 3-11-2016 (particular contra Registro mercantil de pontevedra) (B.o.E. 22-11-2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/22/pdfs/BOE-A-2016-10998.pdf

- R. 7-11-2016.- R.m. BuRgos.- sociedad limitada: coNseJo de admiNistracióN: cuestióN gramati-
cal sobre NombramieNto de secretario del coNseJo. se trata de una escritura de nombramiento de
secretario no consejero de una sociedad de responsabilidad limitada cuyos estatutos disponen que «una
vez designado por la junta el número de consejeros éstos elegirán entre ellos los cargos de presidente y se-
cretario, pudiendo designar también los de vicepresidente y vicesecretario, siendo los restantes vocales».
El Registrador suspende la inscripción porque, según los estatutos, el secretario debe ser miembro del con-
sejo. El recurrente alega que los estatutos no dicen «de entre», sino «entre» los miembros del consejo, lo
que, a su juicio solo implica que el secretario debe nombrarse «por» los miembros del consejo. pero dice
la dirección que «‘entre’ seguida de un pronombre personal en plural (“ellos”) denota también situación
dentro del espacio figurado delimitado por las personas designadas; no se utiliza la expresión “por ellos”
y en el inciso final se manifiesta que “…siendo los restantes vocales”, lo que presupone la condición de
consejeros».
   R. 7-11-2016 (land Hotel, s.l., contra Registro mercantil de Burgos) (B.o.E. 23-11-2016).
   Curioso debate sobre el significado de la preposición «entre», con enfrentamiento de la acepción 2 del
d.R.a.E. («dentro de, en lo interior») y la 5 («denota cooperación de dos o más personas o cosas»); era
evidente que se pretendía la 2, pues la 5 se hubiera conseguido mejor suprimiendo la expresión «entre
ellos», por innecesaria; y, puestos a buscar la pureza lingüística, quizá cabría reprochar también a los es-
tatutos el exceso de gerundios (sería mejor: «elegirán entre ellos los cargos de presidente y secretario; po-
drán designar también los de vicepresidente y vicesecretario; los restantes serán vocales»); la dirección
llama «tautología» a la argumentación del recurrente; quizá hubiera sido más exacto «falacia».

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/23/pdfs/BOE-A-2016-11045.pdf

- R. 14-11-2016.- R.m. la RioJa.- sociedad limitada: admiNistracióN: No Puede obViarse estatu-
tariameNte la coNVocatoria del coNseJo Por el tercio de coNseJeros. se trata de una cláusula es-
tatutaria de una sociedad limitada que prevé la convocatoria del consejo «siempre que lo solicite un
consejero o lo acuerde el presidente...». la Registradora suspende la inscripción por no figurar el punto
segundo del art. 246 l.s.C. (los administradores que constituyan al menos un tercio de los miembros del
consejo podrán convocarlo, indicando el orden del día, para su celebración en la localidad donde radique
el domicilio social, si, previa petición al presidente, éste sin causa justificada no hubiera hecho la convo-
catoria en el plazo de un mes), «puesto que al omitir una parte de la normativa, [...] se puede producir una
falta de adecuada información a los terceros que consulten los libros registrales». la dirección comienza
por recordar que «mediante la modificación de dicho precepto legal por la l. 25/1-8-2011, se extiende
dicha regla a la sociedad de responsabilidad limitada»; y reconoce que, como alega el notario recurrente,
«no es necesario reproducir reglas idénticas a las legales cuando se haga constar la remisión al contenido
de la ley, dada la aplicación, unas veces imperativa y en otras ocasiones supletoria, que tienen las normas
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contenidas en ella (cfr., por todas, las R. 24-1-1986, R. 9-12-1993 y R. 7-7-2011)». pero resuelve que «la
cláusula debatida como concreta previsión estatutaria podría perfectamente interpretarse en el sentido de
que la voluntad de los fundadores ha sido obviar la regla legal invocada [convocatoria por el tercio] y sus-
tituirla por la plasmada en la redacción de aquella; [... y,] en tanto que no contiene salvedad alguna, con-
tradice directamente la norma legal de legitimación mínima de determinados administradores para convocar
el consejo de administración».
   R. 14-11-2016 (notario gonzalo sánchez Casas contra Registro mercantil de la Rioja) (B.o.E. 30-11-
2016).
   El art. 246 l.s.C. (redacción por l. 25/1-8-2011) establece la posibilidad de convocatoria del consejo
de administración por los administradores que constituyan al menos un tercio de los miembros del consejo,
si, previa petición al presidente, éste sin causa justificada no hubiera hecho la convocatoria en el plazo de
un mes. Como ocurre con la reunión trimestral del consejo de administración, no se requiere una previsión
expresa en los estatutos de esa posibilidad de convocatoria, porque ya resulta de la ley; es suficiente, y
necesario, que en los estatutos no resulte excluida; la dirección entiende que lo resultaba en el caso plan-
teado.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11322.pdf

1.6. REgistRo dE BiEnEs muEBlEs. Por Pedro Ávila Navarro, Registrador Propiedad.

- R. 10-10-2016.- R.B.m. zaRagoza nº i.- PreNda siN desPlazamieNto: es Posible la de liceNcia de
autotaxi suJeta a la coNdicióN de autorizacióN muNiciPal. se trata de una prenda sobre una licencia
de autotaxi, para la que el Registrador considera necesaria la autorización del ayuntamiento. Ciertamente,
el art. 54.2 l.H.m. y p.s.d. permite la prenda de los derechos de los titulares de contratos, licencias, con-
cesiones o subvenciones administrativas siempre que la ley o el correspondiente título de constitución
autoricen su enajenación a un tercero; porque un requisito de la prenda, proclamado por los arts. 1.858
C.c. y 1 l.H.m. y p.s.d., es la enajenabilidad de los bienes objeto de la garantía; en el caso concreto, el
Reglamento municipal del servicio urbano de autotaxi de zaragoza, 29-2-2008, establece unos casos
muy restringidos de transmisibilidad, y siempre con licencia del ayuntamiento; de manera que la dirección
confirma el defecto, «no obstante lo cual, debe entenderse admitida la posibilidad de constituir prenda
sobre licencia de taxi, sujeta a la condición suspensiva de la obtención de la autorización del ayunta-
miento»; pero en tal caso, «quien esté interesado en participar en el procedimiento de ejecución hipotecaria
en calidad de postor o eventual adjudicatario, incluso el propio acreedor hipotecario, deberá comunicarlo
al ayuntamiento al objeto de obtener la oportuna autorización, que se otorgará siempre que el peticionario
cumpla los requisitos exigidos en la normativa municipal».
   (grupo inverpréstamo, s.l., contra Registro mercantil y de Bienes muebles de zaragoza).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/01/pdfs/BOE-A-2016-10063.pdf

2. resolucioNes Publicadas eN el d.o.g.c.

RECuRsos guBERnativos.

REgistRo dE la pRopiEdad. Por María Tenza Llorente, Registradora de la Propiedad.

- R. 2.448/2016.- 25-10-2016.- R.p. BaRCElona nº 16.- ProhibicióN de usos turísticos: derecho aPli-
cable. cambio de criterio de uN ProPietario. la materia relativa a la prohibición de usos turísticos
ha sido objeto de una evolución que ha sido objeto de comentario anteriormente, a cuya lectura es preciso
remitirse. así, en las dictadas en fecha de 21-10-2010 y 28-10-2013; 9 y 14-10-2014, 7-1-2015,14-7-2015
y 15-10-2015.
   En esta Resolución se introduce el matiz de que el cambio de criterio de un titular no puede ser considerado
como nuevo acuerdo, por las circunstancias concurrentes en el caso, pues equivaldría a ir en contra de los
actos propios. En esta materia, el t.s.J. Cataluña sentencia núm. 71/2014 de 6 noviembre (R.J. 2014\6.859)
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entiende que el precepto citado, junto con el artículo 111.7, proclama y concretan en el derecho civil de Ca-
taluña el principio de buena fe en toda clase relaciones jurídicas y de honradez en los tratos que constituye
un principio inspirador del derecho civil de Cataluña y en el que puede incluirse sin dificultad, aun cuando
no lo esté expressis verbis, la proscripción del abuso de derecho. por su parte, la R. 29-9-2008 de la dirección
general de derecho y de Entidades Jurídicas, también se hace eco de este principio en el fundamento de
derecho 2.1. Bajo esta premisa y teniendo en cuenta que el primero de los acuerdos fue adoptado por el
cien por cien de los propietarios, no resuelve acerca de los requisitos que se exigirían en caso de que se con-
siderara aplicable la nueva redacción del libro v tras la modificación que entró en vigor el 20-6-2015 ni
entra a considerar cuál es el criterio de mayorías que, en sede registral, ha de ser exigido para considerar
inscribibles los acuerdos en los que se opone uno de los propietarios, al entender que es cuestión judicial.
así, la sentencia dictada por el tribunal de primera instancia número 49 de Barcelona 127/2016, de 1 de
junio, que resuelve un recurso contra una nota de calificación desfavorable sobre esta cuestión (impugnación
resoluciones Registradores 433/2015, 5J), no hace sino ratificar en el fundamento de derecho segundo que
sólo en sede judicial puede entrarse a valorar si al actividad prohibida puede ser considerada insalubre y ac-
tuar por vía de la acción judicial de cesación para impedir su desarrollo.

En resumen, la direcció general estima que el voto válidamente emitido a favor de un acuerdo de la co-
munidad no puede entenderse sustituido por otro en contra emanado de una subsanación del anterior acuerdo.
http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=763431&type=01&language=es_ES

- R. 2.614/2016.- 25-10-2016.- R.p. tERRassa nº 2.- Poderes PreVeNtiVos. autorizacióN Judicial. la
extensión de la desjudiciaización en sede de derecho de familia fue tratada por la dirección general de
dret en R. 908/2011, de 30 de marzo (fundamento de derecho 1.3). la l. 25/2010 prevé expresamente en
el artículo 222.44.3 que el poderdante pueda excluir la necesidad de autorización judicial para los actos
que determine, que constituye el supuesto de hecho de esta Resolución. Respecto de este mecanismo de
supresión de autorización judicial, para el caso de un conflicto de intereses, la s.a.p. de Barcelona de fecha
21-6-2013, confirmada a su vez por la s.t.s.J. de fecha 7-7-2014, señaló que el sistema de autorizaciones
alternativas previsto por el derogado Código de familia se trata de una muestra más de la tendencia a la
privatización del derecho de familia por la que ha optado el legislador catalán. más concretamente, la
posibilidad de mantenimiento de la vigencia de poder tras la incapacitación del poderdante se introdujo en
el C.C. en la reforma operada por l. 41/2003, de 18 de noviembre (art. 11). El legislador catalán, en línea
con la reforma operada por l. 11/1996, de 29 de julio, de modificación de la l. 39/1991, de 30 de diciembre,
de la tutela e instituciones tutelares, que introdujo la figura de la autotutela (art. 1.3 que modificó el art. 5
de la ley de 1991), flexibiliza con el libro ii mediante el poder preventivo la respuesta jurídica ante la
pérdida progresiva de facultades cognitivas y volitivas de la persona, admitiendo que, si se hubiese otorgado
un poder en previsión de una situación de pérdida de capacidad.
   un aspecto no controvertido en la Resolución es la aportación del poder otorgado para su calificación
por el Registrador. la d.g.R.n. interpreta el art. 98 de la l. 24/2001, de 27de diciembre y los arts. 164 a
166 del R.n. en el sentido de que el juicio de suficiencia notarial no puede ser suplido por la aportación
de copia autorizada del poder (así, por todas, R. 1-10-2016, fundamento de derecho tercero). En esta Re-
solución no se discute este aspecto, sino que parte de su valoración directa por el Registrador en cuanto a
su contenido y extensión, en línea con la doctrina sentada por Resoluciones como la de 5-10-2012, 9-1-
2013 o 28-3-2014. Esta última entiende en el fundamento de derecho tercero que los defectos atinentes a
este ámbito se entenderían automáticamente subsanados con la presentación de las escrituras y documentos
originales de los que resulte la representación (que el precepto prohíbe al Registrador exigir pero no a la
parte aportar).
   por último, en cuanto al ámbito de la calificación, la direcció general de dret considera que quedan
fuera de ella la anulabilidad del acto cuando de las circunstancias del hecho se infiere lo contrario (en este
caso, la exclusión de autorización de la autorización judicial efectuada por el poderdante). la Resolución
de la dirección general de los Registros de 29-9-2016 coincide con esta postura al estimar que la validez
de los negocios presentados a inscripción, no significa que ejerza una función de carácter judicial y de
plena cognición, respecto de la cual el título presentado sea un medio de prueba más. por ello, escapan a
su control los negocios simulados, así como los casos de dolo o intimidación, o los supuestos de rescisión
por lesión, pues la determinación de la concurrencia de estos factores exige la práctica de pruebas de todo

Bol. Colegio Registradores, núm. 35— 1907 —



tipo, no solo documentales, que han de ser residenciadas en sede judicial (fundamento de derecho se-
gundo). por lo que respecta a los efectos, en el comentario al art. 33 de la l.H., diEz piCazo considera
discutible cuando mendos que el tercero se vea afectado por una causa de anulabilidad, aspecto este respecto
del cual la direcció afirma claramente que no le alcanza. sobre el alcance de la ineficacia de un negocio
jurídico y la tutela del tercero se pronuncia también el t.s. en s. 20-4-2016, en el sentido de entender que
se encuentra protegido.
   En resumen, no cabe exigir autorización judicial si en el otorgamiento de poder preventivo el poderdante
ha excluido la necesidad de obtenerla.

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=766887&type=01&language=es_ES

- R. 2.666/2016.- 21-11-2016.- R.p. Badalona nº 3-. sucesioNes: iNeficacia iNstitucióN heredero.
alcaNce art. 422-13 c.c. de cataluÑa. En cuestión procedimental, por lo que respecta a los medios
de calificación con que cuenta el Registrador, esta Resolución adopta una postura amplia, ya que admite
los asientos del Registro cuya titularidad ostenta la Registradora accidental, más allá por tanto de los do-
cumentos presentados y los asientos del Registro a que hace referencia el artículo 18 de la l.H. En este
sentido, la d.g.R.n. ha mostrado una tendencia favorable a esta tesis amplia al considerar que las mani-
festaciones vertidas en escritura pública pueden quedar desvirtuadas por los datos obrantes en los diferentes
registros (RR. 4 de febrero, 13 o 28-7-2015 (fundamentos de derecho tercero y Cuarto) o 31-5-2016 (fun-
damentos de derecho 3 y 4). asimismo, la dirección sostiene, en cuanto a la posibilidad de consultar el
Registro mercantil o el Registro de Resoluciones Concursales, que se encuentra superada la pura literalidad
del art. 18.1.º de la l.H. en cuanto a los medios o elementos de calificación, pues conforme a la realidad
social, a la finalidad y principios del propio Registro y como consecuencia del ámbito del procedimiento,
del tratamiento de datos por la imparable introducción de nuevas tecnología y teniendo en cuenta además
los principios de facilidad probatoria y proporcionalidad, eficacia, legalidad y tutela del interés público, el
Registrador ha de tener en cuenta el contenido de otros Registros a los que pueda acceder por razón de su
cargo (fundamento de derecho tercero de la R. 26-4-2016).
   En cuanto al fondo de la Resolución, el t.s. de Justicia de Cataluña 56/2012, de 1 de octubre, al amparo
del art. 132 del código de sucesiones y con cita de su s. 1/2012, de 5 de enero, analiza el iter legis del pre-
cepto: con anterioridad a la l. 40/1991, de 30 de diciembre, ni la Compilación de 21-6-1960 ni en el C.C.
de 1889 preveían específicamente este tipo de revocación presunta del testamento. sin embargo, en el
ánimo del legislador catalán de los años 90 fue calando la fragilidad cada vez más acusada de la institución
matrimonial, a la par que constataba, en la realidad social, la frecuencia de olvidos o descuidos, en caso
de ruptura del matrimonio, de la modificación de los testamentos. presume la ley que en la mayor parte de
los casos si el testador hubiese conocido la nulidad, el divorcio, la separación legal o la separación de
hecho en determinadas condiciones, el mismo no habría realizado la institución hereditaria a favor del
cónyuge entiende que ha de prevalecer al voluntad real del testador. por lo que hace a la jurisprudencia
menor, la s.a.p. de Barcelona de 4-5-1999 considera que el art. 132 establecía una presunción que admitía
prueba en contrario, la cual debía ser aportada por quien la invocara (fundamento de derecho primero) y
la s.a.p. de lleida de 19-12-2000, además de partir de su carácter de presunción, entiende que su aplicación
retroactiva no es inconstitucional (fundamento de derecho tercero). la existencia de normativa catalana
provoca que devengan inaplicables los pronunciamientos de las audiencias provinciales y de la d.g.R.n.
alegados por la recurrente, que parten de la necesidad de que cualquier intención del testador dirigida a re-
vocar su testamento no puede ser tenida en cuenta a afectos legales, mientras no se traduzca en otro acto
que indubitadamente delate esa intención revocatoria realizado con las solemnidades requeridas para tes-
tar.
   por otra parte, esta cuestión fue tratada en dos Resoluciones de la direcció general de dret que se citan
en los fundamentos de derecho. En primer término, la R. 4.177\2010, de 26 de noviembre, afirma, al igual
que la que es objeto de comentario, que el art. 422.13 se aplica a los testamentos otorgados antes de su en-
trada en vigor (de la que esta Resolución de 2016 exceptúa el párrafo tercero, como se ha visto), que pro-
cede del derogado art. 132 del Código de sucesiones de 1991 y que sólo afecta a la institución de heredero,
no a la totalidad del testamento (fundamento de derecho 1). por ello considera que si opera esta causa, de-
viene eficaz la sustitución vulgar ordenada en el concreto caso por el testador con carácter general, de
modo que resultaba improcedente la apertura de la sucesión intestada. por su parte, en el fundamento de
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derecho 2.4 de la R. 2.694\2013, de 5 de diciembre, la direcció para un supuesto de hecho en que el tes-
tamento se había otorgado en el ínterin que medió entre la separación y el divorcio, entendió que la causa
de ineficacia sobrevenida de la institución de heredero prevista por el art. 422.13 es una cuestión de hecho
externa al contenido del testamento, que ha de ser probada por quien la alega, además de que el ex cónyuge
separado deba cumplir con las exigencias de la buena fe impuestas por el art. 111.7 para no vulnerar estas
disposiciones adjudicándose los bienes de la herencia. asimismo, adujo que, en caso de inobservancia, el
verdadero heredero quedaría tutelado por los arts. 465.1 y 465.2 mientras que el tercero lo estaría por el
art. 28 de la l.H. (fundamento de derecho 3.3).
   por último, es interesante destacar que el art. 12 de la l. 6/2015, de 13 de mayo, que entró en vigor el
9-6-2015, añadió un apartado cuarto a este precepto, que extiende la ineficacia en situaciones de crisis ma-
trimonial a las instituciones a favor de los parientes del cónyuge o conviviente, en línea directa o en línea
colateral dentro del cuarto grado, tanto por consanguinidad como por afinidad. El límite del cuarto grado
lo justifica el legislador en el preámbulo por la concordancia con el art. 423.9, que interpreta las institu-
ciones hechas a favor de los parientes.
   En resumen, cabe al Registrador apreciar de oficio la ineficacia de la disposición testamentaria a favor
del cónyuge (o conviviente) que establece el art. 422.13 del libro iv si no se acredita fehacientemente
que concurre la excepción del apartado tercero del citado precepto.

http://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=767995&type=01&language=es_ES

3. No Publicadas eN el b.o.e.

3.2. exPedieNtes de JurisdiccióN VoluNtaria. (Solo aparecen en el Boletín publicado en
la Intranet Colegial).

3.2.2. dEsignaCión dE mEdiadoREs ConCuRsalEs.

Vi. seNteNcias y otras resolucioNes de los tribuNales.

1. tribuNal coNstitucioNal.

- sEntEnCia 160/2016, dE 3 dE oCtuBRE dE 2016. CuEstión dE inConstituCionalidad 3642-2013. plan-
tEada poR la sECCión sExta dE la sala dE lo soCial dEl tRiBunal supERioR dE JustiCia dE madRid,
En RElaCión Con los aRtíCulos 2.2 y 6 dEl REal dECREto-lEy 20/2012, dE 13 dE Julio, dE mEdidas paRa
gaRantizaR la EstaBilidad pREsupuEstaRia y dE fomEnto dE la CompEtitividad. pRinCipio dE iRREtRo-
aCtividad dE las noRmas REstRiCtivas dE dERECHos individualEs: ExtinCión, poR péRdida dE oBJEto,
dE la CuEstión dE inConstituCionalidad (stC 83/2015).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10658.pdf

- sEntEnCia 161/2016, dE 3 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE ampaRo 6526-2013. pRomovido poR don
J.m.m.C. En RElaCión Con la sanCión impuEsta poR la Comisión disCiplinaRia dEl CEntRo pEnitEnCiaRio
dE madRid iv (navalCaRnERo) y las REsoluCionEs dEl Juzgado dE vigilanCia pEnitEnCiaRia quE la
ConfiRmaRon. vulnERaCión dEl dERECHo a la pREsunCión dE inoCEnCia: REsoluCión sanCionadoRa,
diCtada sin ConsidERaCión dE las pRuEBas dE dEsCaRgo pRopuEstas poR El intERno, quE valoRa indE-
BidamEntE un tEstimonio dE REfEREnCia.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10659.pdf

- sEntEnCia 162/2016, dE 3 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE ampaRo 5281-2014. pRomovido poR doña
t.m.C.f. REspECto dE la sEntEnCia dE la sala dE lo ContEnCioso-administRativo dEl tRiBunal su-
pERioR dE JustiCia dEl país vasCo quE dEsEstimó su impugnaCión dE REsoluCión dEl ministERio dE
JustiCia soBRE dERECHos REtRiButivos. vulnERaCión dEl dERECHo a no padECER disCRiminaCión poR
Razón dE sExo: REsoluCionEs administRativas y JudiCialEs quE niEgan dERECHos EConómiCos y pRofE-
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sionalEs inHEREntEs al nomBRamiEnto Como magistRada a quiEn no pudo tomaR posEsión dE la plaza
al disponER dE liCEnCia poR RiEsgo dE EmBaRazo (stC 66/2014).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10660.pdf

- sEntEnCia 163/2016, dE 3 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE ampaRo 3467-2015. pRomovido poR in-
moBiliaRia osuna, s.l.u., REspECto dE las REsoluCionEs diCtadas poR un Juzgado dE lo ContEn-
Cioso-administRativo dE málaga En pRoCEso soBRE liquidaCión dE tasa poR liCEnCia uRBanístiCa dE
oBRas. vulnERaCión dEl dERECHo a la tutEla JudiCial sin indEfEnsión: inadmisión dE RECuRso Con-
tEnCioso-administRativo poR inCumplimiEnto dE la CaRga dE apoRtaR los doCumEntos aCREditativos
dE la satisfaCCión dE los REquisitos Exigidos a las pERsonas JuRídiCas paRa EntaBlaR aCCionEs, in-
CuRRiEndo En ERRoR (stC 167/2014).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10661.pdf

- sEntEnCia 164/2016, dE 3 dE oCtuBRE dE 2016. CuEstión dE inConstituCionalidad 3178-2016. plan-
tEada poR la sala dE lo soCial dEl tRiBunal supREmo En RElaCión Con la disposiCión adiCional pRi-
mERa dE la lEy dE la asamBlEa dE madRid 4/2010, dE 29 dE Junio, dE mEdidas uRgEntEs, poR la quE
sE modifiCa la lEy 9/2009, dE 23 dE diCiEmBRE, dE pREsupuEstos gEnERalEs dE la Comunidad dE ma-
dRid paRa 2010. CompEtEnCias soBRE oRdEnaCión gEnERal dE la EConomía: nulidad dEl pRECEpto
lEgal autonómiCo quE no ExCEpCiona al pERsonal laBoRal no diRECtivo dE las soCiEdadEs mERCan-
tilEs púBliCas dE la REduCCión salaRial EstaBlECida En la lEgislaCión BásiCa Estatal (stC 219/2013).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10662.pdf

- sEntEnCia 165/2016, dE 6 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE inConstituCionalidad 1870-2011. in-
tERpuEsto poR El goBiERno dE aRagón REspECto dE divERsos pRECEptos dE la lEy 40/2010, dE 29 dE
diCiEmBRE, dE almaCEnamiEnto gEológiCo dE dióxido dE CaRBono. CompEtEnCias soBRE oRdEnaCión
gEnERal dE la EConomía, mEdio amBiEntE y minas: ConstituCionalidad dE los pRECEptos lEgalEs quE
REsERvan a la administRaCión dEl Estado la ConCEsión dE almaCEnamiEnto. voto paRtiCulaR.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10663.pdf

- sEntEnCia 166/2016, dE 6 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE ampaRo 5886-2012. pRomovido poR la
Entidad HéRCulEs CluB dE fútBol, soCiEdad anónima dEpoRtiva, REspECto dE las REsoluCionEs diC-
tadas poR un Juzgado dE lo soCial dE aliCantE y El tRiBunal supERioR dE JustiCia dE la Comunidad
valEnCiana En pRoCEso poR dEspido. supuEsta vulnERaCión dEl dERECHo a la tutEla JudiCial EfECtiva
(aCCEso al RECuRso): inadmisión dE RECuRso dE supliCaCión fundada En El inCumplimiEnto dEl RE-
quisito dE ConsignaCión dE la Cantidad oBJEto dE CondEna.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10664.pdf

- sEntEnCia 167/2016, dE 6 dE oCtuBRE dE 2016. CuEstión dE inConstituCionalidad 6599-2013. plan-
tEada poR la sECCión CuaRta dE la sala dE lo ContEnCioso-administRativo dE la audiEnCia naCio-
nal En RElaCión Con la disposiCión adiCional tERCERa dEl REal dECREto-lEy 14/2010, dE 23 dE
diCiEmBRE, poR El quE sE EstaBlECEn mEdidas uRgEntEs paRa la CoRRECCión dEl défiCit taRifaRio dEl
sECtoR EléCtRiCo. pRinCipios dE igualdad y dE intERdiCCión dE la aRBitRaRiEdad: ConstituCionalidad
dEl pRECEpto lEgal quE ConCREta la oBligaCión dE finanCiaCión poR El sECtoR EléCtRiCo dE planEs
dE aHoRRo y EfiCiEnCia EnERgétiCa.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10665.pdf

- sEntEnCia 168/2016, dE 6 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE inConstituCionalidad 1995-2014. in-
tERpuEsto poR El goBiERno dEl pRinCipado dE astuRias En RElaCión Con divERsos pRECEptos dE la
lEy 27/2013, dE 27 dE diCiEmBRE, dE RaCionalizaCión y sostEniBilidad dE la administRaCión loCal.
CompEtEnCias soBRE RégimEn loCal: péRdida paRCial dE oBJEto dEl RECuRso dE inConstituCionalidad
(sstC 41/2016 y 111/2016), intERpREtaCión ConfoRmE dE la disposiCión lEgal Estatal quE salva la
oRganizaCión ComaRCal EstatutaRiamEntE pREvista En la gEstión dE sERviCios supRamuniCipalEs.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10666.pdf
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- sEntEnCia 169/2016, dE 6 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE inConstituCionalidad 3925-2015. in-
tERpuEsto poR más dE CinCuEnta diputados dEl gRupo paRlamEntaRio soCialista En El CongREso REs-
pECto dEl aRtíCulo 1.1 dEl REal dECREto-lEy 7/2015, dE 14 dE mayo, poR El quE sE ConCEdEn CRéditos
ExtRaoRdinaRios y un suplEmEnto dE CRédito poR impoRtE dE 856.440.673,35 EuRos En El pREsupuEsto
dEl ministERio dE dEfEnsa, paRa atEndER al pago dE oBligaCionEs CoRREspondiEntEs a pRogRamas
EspECialEs dE aRmamEnto y a la REalizaCión dE otRas aCtuaCionEs dEl dEpaRtamEnto. límitEs a los
dECREtos-lEyEs: ausEnCia dEl pREsupuEsto HaBilitantE nECEsaRio paRa la ConCEsión uRgEntE dE un
CRédito ExtRaoRdinaRio En El pREsupuEsto dEl ministERio dE dEfEnsa (stC 126/2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10667.pdf

- sEntEnCia 170/2016, dE 6 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE inConstituCionalidad 1624-2016. in-
tERpuEsto poR más dE CinCuEnta diputados dEl gRupo paRlamEntaRio podEmos-En Comú podEm-En
maREa En El CongREso dE los diputados REspECto dE la disposiCión adiCional dE la lEy 4/2015, dE
18 dE diCiEmBRE, dE modifiCaCión dE la lEy 9/2001, dE 17 dE Julio, dEl suElo dE la Comunidad dE
madRid. pRinCipios dE intERdiCCión dE la aRBitRaRiEdad y ExClusividad JuRisdiCCional, dERECHo a
la tutEla JudiCial EfECtiva: ConstituCionalidad dEl pRECEpto lEgal autonómiCo quE ExCluyE El
suElo uRBano y El suElo uRBanizaBlE sECtoRizado dEl ámBito dE apliCaCión dEl límitE dE tREs al-
tuRas paRa los EdifiCios dE nuEva ConstRuCCión.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10668.pdf

- sEntEnCia 171/2016, dE 6 dE oCtuBRE dE 2016. ConfliCto positivo dE CompEtEnCia 2761-2016.
plantEado poR El goBiERno dE la gEnERalitat dE Cataluña En RElaCión Con divERsos pRECEptos dEl
REal dECREto 56/2016, dE 12 dE fEBRERo, poR El quE sE tRansponE la diRECtiva 2012/27/uE, dEl paR-
lamEnto EuRopEo y dEl ConsEJo, dE 25 dE oCtuBRE dE 2012, RElativa a la EfiCiEnCia EnERgétiCa, En
lo REfEREntE a las auditoRías EnERgétiCas, aCREditaCión dE pRovEEdoREs dE sERviCios y auditoREs
EnERgétiCos y pRomoCión dE la EfiCiEnCia dEl suministRo dE EnERgía. CompEtEnCias soBRE oRdEnaCión
gEnERal dE la EConomía, mEdio amBiEntE y EnERgía: intERpREtaCión ConfoRmE dE los pRECEptos RE-
glamEntaRios quE atRiBuyEn CompEtEnCias a la administRaCión dEl Estado En funCión dE la potEnCia
dE instalaCionEs téRmiCas dE gEnERaCión dE ElECtRiCidad (stC 32/2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10669.pdf

- sEntEnCia 172/2016, dE 17 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE ampaRo 299-2013. pRomovido poR don
f.a.s.C. En RElaCión Con la sEntEnCia dE la sala dE lo pEnal dEl tRiBunal supREmo quE lE CondEnó
poR un dElito dE pREvaRiCaCión JudiCial doloso. vulnERaCión dE los dERECHos a la tutEla JudiCial
EfECtiva (aCCEso al RECuRso), a un pRoCEso Con todas las gaRantías y a la pREsunCión dE inoCEnCia:
CondEna impuEsta En CasaCión sin CumpliRsE los REquisitos pRoCEsalEs ExigiBlEs y fundada En una
nuEva valoRaCión dE un ElEmEnto suBJEtivo dEl inJusto. voto paRtiCulaR.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-11119.pdf

- sEntEnCia 173/2016, dE 17 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE ampaRo 3143-2013. pRomovido poR
ConstRuCCionEs zEnón sánCHEz péREz, s.l., REspECto dE las REsoluCionEs dEl tRiBunal supERioR
dE JustiCia dE CanaRias y dE un Juzgado dE lo soCial dE las palmas dE gRan CanaRias tEniEndo
poR no anunCiado RECuRso dE supliCaCión En pRoCEso poR dEspido. supuEsta vulnERaCión dEl dERECHo
a la tutEla JudiCial EfECtiva (aCCEso al RECuRso): inadmisión dE RECuRso dE supliCaCión fundada
En El inCumplimiEnto dEl REquisito dE ConsignaCión dE la Cantidad oBJEto dE CondEna (stC
166/2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-11120.pdf

- sEntEnCia 174/2016, dE 17 dE oCtuBRE dE 2016. CuEstión dE inConstituCionalidad 2919-2014.
plantEada poR la sECCión CuaRta dE la sala dE lo ContEnCioso-administRativo dE la audiEnCia
naCional En RElaCión Con la disposiCión adiCional tERCERa dEl REal dECREto-lEy 14/2010, dE 23 dE
diCiEmBRE, poR El quE sE EstaBlECEn mEdidas uRgEntEs paRa la CoRRECCión dEl défiCit taRifaRio dEl
sECtoR EléCtRiCo. pRinCipios dE igualdad y dE intERdiCCión dE la aRBitRaRiEdad: stC 167/2016 (Cons-
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tituCionalidad dEl pRECEpto lEgal quE ConCREta la oBligaCión dE finanCiaCión poR El sECtoR EléC-
tRiCo dE planEs dE aHoRRo y EfiCiEnCia EnERgétiCa).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-111121.pdf

- sEntEnCia 175/2016, dE 17 dE oCtuBRE dE 2016. CuEstión dE inConstituCionalidad 6599-2015.
plantEada poR la sala dE lo ContEnCioso-administRativo dEl tRiBunal supERioR dE JustiCia dE Ca-
taluña, En RElaCión Con El aRtíCulo 21.3 a) dEl dECREto-lEy dEl goBiERno dE la gEnERalitat dE
Cataluña 1/2009, dE 22 dE diCiEmBRE, dE oRdEnaCión dE los EquipamiEntos ComERCialEs. CompEtEn-
Cias soBRE pRoCEdimiEnto administRativo: inadmisión dE la CuEstión poR inadECuada foRmulaCión
dEl JuiCio dE RElEvanCia.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-11122.pdf

- sEntEnCia 176/2016, dE 17 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE ampaRo 7476-2015. pRomovido poR
gEstinova 99, s.l., y gEstinova 99 asEsoR, s.l., REspECto dE las REsoluCionEs dEl tRiBunal supERioR
dE JustiCia dE CanaRias y dE un Juzgado dE lo soCial dE santa CRuz dE tEnERifE quE inadmitiERon
un RECuRso dE supliCaCión En pRoCEso poR dEspido. vulnERaCión dEl dERECHo a la tutEla JudiCial
EfECtiva (aCCEso al RECuRso): inadmisión dEl RECuRso dE supliCaCión REsultantE dE la iRRazonaBlE
ExigEnCia dE ConsignaCión dE los salaRios dE tRamitaCión.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-11123.pdf

- sEntEnCia 177/2016, dE 20 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE inConstituCionalidad 7722-2010. in-
tERpuEsto poR CinCuEnta sEnadoREs dEl gRupo paRlamEntaRio populaR REspECto dEl aRtíCulo 1 dE
la lEy dEl paRlamEnto dE Cataluña 28/2010, dE 3 dE agosto, dE modifiCaCión dEl aRtíCulo 6 dEl
tExto REfundido dE la lEy dE pRotECCión dE los animalEs, apRoBado poR El dECREto lEgislativo
2/2008, dE 15 dE aBRil. CompEtEnCias soBRE patRimonio HistóRiCo y CultuRa: nulidad dEl pRECEpto
lEgal autonómiCo quE pRoHíBE la CElEBRaCión En Cataluña dE CoRRidas dE toRos y EspECtáCulos
tauRinos quE inCluyan la muERtE dEl animal y la apliCaCión dE dEtERminadas suERtEs dE lidia. votos
paRtiCulaREs.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-11124.pdf

- sEntEnCia 178/2016, dE 20 dE oCtuBRE dE 2016. ConfliCto positivo dE CompEtEnCia 6862-2012.
plantEado poR El goBiERno dE la naCión, En RElaCión Con la dECisión dEl goBiERno vasCo, dE fECHa
indEtERminada, poR la quE sE aCuERda quE los tRaBaJadoREs dEl sECtoR púBliCo vasCo CoBREn la
paga ExtRaoRdinaRia dE diCiEmBRE dE 2012, así Como REspECto a las aCtuaCionEs o disposiCionEs quE
apliquEn EstE CRitERio. CompEtEnCias soBRE oRdEnaCión gEnERal dE la EConomía y pRinCipios dE Co-
oRdinaCión EntRE HaCiEndas púBliCas y dE EstaBilidad pREsupuEstaRia: atRiBuCión al Estado dE la
CompEtEnCia paRa REgulaR la pERCEpCión dE la paga ExtRaoRdinaRia ContRovERtida (stC 81/2015).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-11125.pdf

- sEntEnCia 179/2016, dE 20 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE inConstituCionalidad 1744-2013. in-
tERpuEsto poR El goBiERno dE Cataluña REspECto dE las disposiCionEs adiCionalEs oCtogésima pRi-
mERa y oCtogésima CuaRta dE la lEy 17/2012, dE 27 dE diCiEmBRE, dE pREsupuEstos gEnERalEs dEl
Estado paRa El año 2013. CompEtEnCias En matERia laBoRal y sERviCios soCialEs, autonomía finan-
CiERa dE las ComunidadEs autónomas: ConstituCionalidad dE los pRECEptos lEgalEs quE atRiBuyEn
dEtERminadas funCionEs EJECutivas al sERviCio púBliCo dE EmplEo Estatal y suspEndEn tEmpoRal-
mEntE la apliCaCión dE difEREntEs disposiCionEs dE la lEy dE pRomoCión dE la autonomía pERsonal
y atEnCión a las pERsonas En situaCión dE dEpEndEnCia. voto paRtiCulaR.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-11126.pdf

- sEntEnCia 180/2016, dE 20 dE oCtuBRE dE 2016. RECuRso dE inConstituCionalidad 2001-2014. in-
tERpuEsto poR El paRlamEnto dE navaRRa En RElaCión Con divERsos pRECEptos dE la lEy 27/2013, dE
27 dE diCiEmBRE, dE RaCionalizaCión y sostEniBilidad dE la administRaCión loCal. CompEtEnCias

Bol. Colegio Registradores, núm. 35— 1912 —



soBRE RégimEn loCal: intERpREtaCión ConfoRmE Con la ConstituCión dEl pRECEpto lEgal RElativo
al plan pRovinCial dE CoopERaCión a las oBRas y sERviCios dE CompEtEnCia muniCipal (stC 111/2016).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-11127.pdf

- sEntEnCia 181/2016, dE 20 dE oCtuBRE dE 2016. CuEstión dE inConstituCionalidad 2322-2016.
plantEada poR la sECCión tERCERa dE la sala dE lo ContEnCioso-administRativo dEl tRiBunal su-
pREmo En RElaCión Con divERsos pRECEptos dEl REal dECREto-lEy 9/2013, dE 12 dE Julio, poR El quE
sE adoptan mEdidas uRgEntEs paRa gaRantizaR la EstaBilidad finanCiERa dEl sistEma EléCtRiCo. pRin-
Cipio dE Confianza lEgítima: ConstituCionalidad dE los pRECEptos lEgalEs quE EstaBlECEn un nuEvo
RégimEn REtRiButivo paRa los titulaREs dE las instalaCionEs dE pRoduCCión dE EnERgía EléCtRiCa
En RégimEn pRimado (stC 270/2015).

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-11128.pdf

- auto 168/2016, dE 4 dE oCtuBRE dE 2016. CuEstión dE inConstituCionalidad 2209-2016. inadmitE a
tRámitE la CuEstión dE inConstituCionalidad 2209-2016, plantEada poR El Juzgado dE pRimERa ins-
tanCia númERo 38 dE BaRCElona En RElaCión Con los aRtíCulos 17 y 540 dE la lEy dE EnJuiCiamiEnto
Civil.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10670.pdf

- auto 170/2016, dE 6 dE oCtuBRE dE 2016. impugnaCión dE disposiCionEs autonómiCas 6330-2015.
Estima El inCidEntE dE EJECuCión dE la sEntEnCia 259/2015, dE 2 dE diCiEmBRE, y El auto 141/2016,
dE 19 dE Julio, pRomovido poR El goBiERno dE la naCión, En RElaCión Con una REsoluCión diCtada
poR El paRlamEnto dE Cataluña.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/15/pdfs/BOE-A-2016-10671.pdf

- auto 176/2016, dE 18 dE oCtuBRE dE 2016. CuEstión dE inConstituCionalidad 2394-2016. inadmitE
a tRámitE la CuEstión dE inConstituCionalidad 2394-2016, plantEada poR la sECCión pRimERa dE la
sala dE lo ContEnCioso-administRativo dEl tRiBunal supERioR dE JustiCia dE galiCia En RElaCión
Con El aRtíCulo 30 dEl tExto REfundido dE la lEy dE funCión púBliCa dE galiCia, En la REdaCCión
dada al mismo poR El aRtíCulo 21 dE la lEy 15/2010, dE 28 dE diCiEmBRE, dE mEdidas fisCalEs y ad-
ministRativas.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/25/pdfs/BOE-A-2016-11129.pdf

- ConfliCto positivo dE CompEtEnCia nº. 5625-2016, En RElaCión Con los aRtíCulos 2, 4, 5,
7, 8 apaRtados 1, 2 páRRafo sEgundo y 3, 12, 17, disposiCión adiCional sEgunda y disposiCionEs finalEs
sEgunda y quinta dEl REal dECREto 310/2016, dE 29 dE Julio, poR El quE sE REgulan las EvaluaCionEs
finalEs dE EduCaCión sECundaRia oBligatoRia y dE BaCHillERato.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/21/pdfs/BOE-A-2016-10920.pdf

- RECuRso dE inConstituCionalidad nº 995-2013, ContRa los aRtíCulos 1 al 11 dE la lEy
10/2012, dE 20 dE noviEmBRE, poR la quE sE REgulan dEtERminadas tasas En El ámBito dE la admi-
nistRaCión dE JustiCia y dEl instituto naCional dE toxiCología y CiEnCias foREnsEs.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/11/pdfs/BOE-A-2016-10406.pdf

2. tribuNal suPremo.

Por Juan María Díaz Fraile, Registrador de la Propiedad y Director del Boletín:

- s.t.s. 599/2016.- 6-10-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- exeQuátur. rebeldía demaNdado. mala
fe Procesal. la notificación de la sentencia, aun la recaída en los juicios seguidos en rebeldía del deman-
dado, es una condición que decididamente se integra en el concepto del orden público del foro, y constituye
una exigencia impuesta desde el respeto al derecho a la tutela judicial sin indefensión, cuya finalidad es
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permitir el acceso a los recursos a quien se ve desfavorecido por la resolución judicial, incluso a aquel que,
aun voluntariamente, ha preferido permanecer al margen del proceso. se desestima el recurso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7837686&links=&optimize=20161014&publicinterface=true

- s.t.s. 603/2016.- 6-10-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- ParticiPacioNes PrefereNtes. deber de
iNformacióN. error eN el coNseNtimieNto. Hay error en el consentimiento cuando la voluntad del
contratante se forma a partir de una creencia inexacta, cuando la representación mental que sirve de pre-
supuesto para la realización del contrato es equivocada o errónea. por ello, es necesario que la represen-
tación equivocada merezca esa consideración, lo que exige que la equivocación se muestre, para quien
afirma haber errado, como suficientemente segura y no como una mera posibilidad dependiente de la con-
currencia de inciertas circunstancias. se estima el recurso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7837689&links=&optimize=20161014&publicinterface=true

- s.t.s. 605/2016.- 6-10-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.-ParticiPacioNes PrefereNtes. Vicio del
coNseNtimieNto. Nulidad. Existiendo error excusable e invalidante del contrato, no puede considerarse
que los recurrentes hubiesen subsanado dicho vicio del consentimiento mediante la confirmación del ne-
gocio con sus propios actos, por la simple razón de que un acto propio vinculante del que derive un actuar
posterior incompatible, requiere un pleno conocimiento de causa a la hora de fijar una situación jurídica,
ya que el conocimiento íntegro del riesgo asumido se adquiere cuando las liquidaciones devienen negativas
y se informa del concreto importe de la cancelación de los contratos. se estima el recurso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7837685&links=&optimize=20161014&publicinterface=true

- s.t.s. 610/2016.- 7-10-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- coNtrato de distribucióN. resolucióN
del coNtrato. iNterPretacióN cláusulas. para determinar que la interpretación de las cláusulas del
contrato es literal, los términos de la misma deben ser claros y no dejar duda alguna sobre la intención
querida por los contratantes; de forma que impida la modificación de una cláusula cuando ésta resulte clara
y precisa. se desestima el recurso extraordinario por infracción procesal y recurso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7837687&links=&optimize=20161014&publicinterface=true

- s.t.s. 612/2016.- 7-10-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- Promesa de comPraVeNta. resolucióN
coNtrato Por iNcumPlimieNto. la resolución del contrato a instancia de la parte compradora se basa en
la falta de entrega en plazo de las piscinas comunitarias por carecer de licencia municipal, siendo ésta un
incumplimiento esencial por tener entidad suficiente para frustrar las expectativas contractuales de los com-
pradores, ya que ésta fue introducida en la memoria de calidades, en el anexo de características constructivas
y en el apartado de exteriores y zonas comunes, lo que implica que su existencia y disfrute fue para los com-
pradores determinante a la hora de manifestar su voluntad. se desestima el recurso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7845060&links=&optimize=20161021&publicinterface=true

- s.t.s. 613/2016.- 7-10-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- iNtromisióN ilegítima. derecho al
hoNor. libertad de exPresióN. la libertad de expresión no puede prevalecer cuando las opiniones se
basan en hechos falsos. tampoco debe confundirse con libertad de información, pues ésta exige veracidad,
y no probándose las críticas recibidas por el cargo público demandado a la asociación demandante, no jus-
tifica la veracidad de los hechos, motivo por el que tienden a desprestigiar gravemente a la actora, por ser
absolutamente opuestos a sus fines y a su propia razón de ser. se estima el recurso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7837690&links=&optimize=20161014&publicinterface=true

- s.t.s. 621/2016.- 17-10-2016 - sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- determiNacióN legal de filiacióN.
maQuiNacióN frauduleNta. Ha lugar a la revisión de la sentencia por maquinación fraudulenta. los de-
mandantes privaron al ayuntamiento heredero de la posibilidad de oponerse a la demanda de filiación de-
mandando a una pariente lejana cuyo allanamiento propició la estimación de la demanda. se estima el
recurso de revisión.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7851626&links=&optimize=20161028&publicinterface=true
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- s.t.s. 627/2016.- 25-10- 2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- aProVechamieNto Por turNos de bieNes
iNmuebles. Nulidad de PleNo derecho. efectos de la Nulidad. la falta de fijación del objeto y dura-
ción del aprovechamiento resulta contrario a la ley. la nulidad de pleno derecho del contrato determina la
devolución de las cantidades abonadas en proporción al tiempo que debía estar vigente y teniendo en cuenta
el tiempo durante el que se ha disfrutado. se estima el recurso extraordinario por infracción procesal.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7855411&links=&optimize=20161103&publicinterface=true

- s.t.s. 628/2016.- 25-10-2016.- aProVechamieNto Por turNo de bieNes iNmuebles. Nulidad de PleNo
derecho de los coNtratos Que se coNciertaN al margeN de lo PreVisto eN la ley. falta de du-
racióN máxima del régimeN. efectos de la Nulidad. eJecucióN de seNteNcia. iNcoNgrueNcia.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7851630&links=&optimize=20161028&publicinterface=true

- s.t.s. 635/2016.- 25-10-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- modificacióN medidas. uso domicilio
coNyugal. PeNsióN de alimeNtos. la atribución del uso de la vivienda familiar en el caso de existir
hijos mayores de edad, permite adjudicarse por el tiempo que prudencialmente se fije a favor del cónyuge,
cuando las circunstancias lo hicieren aconsejable y su interés fuera el más necesitado de protección. mien-
tras que los alimentos a los hijos no se extinguen por la mayoría de edad, sino que la obligación se extiende
hasta que los hijos alcancen la suficiencia económica, siempre y cuando la necesidad no haya sido creada
por la conducta del propio hijo. se estima el recurso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7855413&links=&optimize=20161103&publicinterface=true

- s.t.s. 636/2016.- 25-10-2016 - sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- atribucióN ViVieNda familiar. hiJo
mayor de edad. la mayoría de edad alcanzada por el hijo a quien se atribuyó el uso de la vivienda familiar
deja en situación de igualdad a ambos progenitores, respecto de quienes se valorará cuál es el necesitado
de mayor protección a fin de atribuirle el uso por un tiempo determinado. se desestima el recurso extraor-
dinario por infracción procesal. se estima en parte en recurso de casación.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7855412&links=&optimize=20161103&publicinterface=true

- s.t.s. 651/2016.- 4-11-2016.- comPraVeNta de Parcelas. doctriNa JurisPrudeNcial sobre direc-
trices y criterios de iNterPretacióN coNtractual. resolucióN Por recíProco iNcumPlimieNto.
base del Negocio y frustracióN del fiN del coNtrato. mutuo diseNso. iNaPlicacióN de la cláu-
sula PeNal.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7863071&links=&optimize=20161111&publicinterface=true

- s.t.s. 652/2016.- 4-11-2016.- coNcursal. iNcideNte Para recoNocimieNto de crédito y modifica-
cióN de la lista de acreedores. tiemPo Para solicitar la modificacióN al amParo del art. 97 bis
l.c. fiJacióN de doctriNa JurisPrudeNcial.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7863073&links=&optimize=20161111&publicinterface=true

- s.t.s. 659/2016.- 10-11-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- ordeN eN aPellidos de meNores. rec-
tificacióN.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7871498&links=&optimize=20161122&publicinterface=true

Por Juan José Jurado Jurado, Registrador Mercantil y Secretario del Boletín:

- s.t.s. 622/2016.- 19-10-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- testameNto abierto. iNstitucióN de he-
redero a faVor de la hiJa de los testadores, Que No sabíaN leer. idoneidad del conviviente sentimental
de la instituida heredera para ser testigo instrumental del testamento. principio del favor testamenti. no cabe
interpretación analógica del art. 682 C.C. prevalencia de la voluntad realmente querida por el testador.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7850426&links=&optimize=20161027&publicinterface=true

- s.t.s. 642/2016.- 26-10-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.-  coNcurso de acreedores. coNcePto
de PerJuicio eN la accióN rescisoria coNcursal. Constitución, por el que luego se declara en concurso,
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de una hipoteca en garantía de deudas futuras: en el presente caso, no supone perjuicio para la masa al no
garantizarse el pago de deudas preexistentes, sino el de deudas futuras contraídas para el mantenimiento
de la actividad empresarial. Cesión de créditos y el perjuicio para la masa: actos ordinarios de la actividad
empresarial o profesional del deudor realizados en condiciones normales: requisitos para que queden exen-
tos de la rescisión: no lo es la cesión de créditos efectuada.

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7855419&links=&optimize=20161103&publicinterface=true

- s.t.s. 651/2016.- 4-11-2016.- sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- comPraVeNta. reParcelacióN. VeNta
de fiNcas rÚsticas, iNtegradas eN uN Proyecto de reParcelacióN de uN sector urbaNizable, y
la corresPoNdieNte eNtrega de las Parcelas resultaNtes ya urbaNizadas y libres de toda afec-
tacióN urbaNística. interpretación de los contratos: hay que atender a la  voluntad real o efectivamente
querida por las partes. Base del negocio: su instrumentalización técnica como criterio interpretativo. Re-
solución por incumplimiento recíproco: el incumplimiento de una de las partes  ha conllevado la frustración
de la finalidad que justificó la celebración del contrato, debido al retraso de la obligación de la vendedora
de proceder a la reparcelación y al inicio de las obras de infraestructuras, lo que ha determinado la frustra-
ción del fin negocial pretendido, sin posibilidad de que un cumplimiento posterior pueda ser útil e idóneo
para la satisfacción de las expectativas urbanísticas que llevaron a la celebración del contrato y su corres-
pondiente ejecución. mutuo disenso: procede su aplicación. Cláusula penal: es inaplicable, pues no cabe
que la vendedora retenga las sumas fijadas por la compradora en concepto de daños y perjuicios y de es-
tipulación penal, pues ello se sujetaba a que dicha parte venga legitimada para ejercitar u optar por la re-
solución del contrato y, por tanto, que haya cumplido su contenido obligacional o esté en condiciones de
cumplir, lo que no sucede en este caso. 

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7863071&links=&optimize=20161111&publicinterface=true

- s.t.s. 654.- 4-11-2016. sala dE lo Civil. sECCión 1ª.- coNcurso de acreedores. rescisióN coNcur-
sal. efectos. novación de los originarios contratos de financiación con sustitución de las originarias ga-
rantías, consistentes en las reservas de dominio sobre unos vehículos, por otras garantías más consistentes,
en concreto, hipotecas inmobiliarias sobre fincas de la deudora, cuya rescisión se pide. aunque el efecto
consiguiente a la rescisión de una hipoteca es, ordinariamente, su cancelación, este no es el caso, ya que
en el presente la constitución de las hipotecas por el posteriormente declarado en concurso estaba ligada
a que la financiadora levantara las garantías de las reservas de dominio. no estamos ante un acto estricta-
mente unilateral, por lo que la rescisión alcanza del mismo modo a la constitución de las hipotecas que a
la reposición de las reservas de dominio. 

http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7863076&links=&optimize=20161111&publicinterface=true

- sEntEnCia dE 5 dE Julio dE 2016, dE la sala tERCERa dEl tRiBunal supREmo, quE Estima El RECuRso
ContEnCioso-administRativo intERpuEsto y anula la disposiCión tRansitoRia 26 dEl REal dECREto
876/2014, dE 10 dE oCtuBRE, poR El quE sE apRuEBa El REglamEnto gEnERal dE Costas.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/03/pdfs/BOE-A-2016-10114.pdf

- sEntEnCia dE 14 dE Julio dE 2016, dE la sala tERCERa dEl tRiBunal supREmo, quE Estima paRCial-
mEntE El RECuRso ContEnCioso-administRativo intERpuEsto y anula El aRtíCulo 8.1 dEl REal dECREto
1048/2013, dE 27 dE diCiEmBRE, poR El quE sE EstaBlECE la mEtodología paRa El CálCulo dE la REtRi-
BuCión dE la aCtividad dE distRiBuCión dE EnERgía EléCtRiCa, En Cuanto no EstaBlECE pREvisión o
salvEdad alguna quE pERmita REtRiBuiR El soBRECostE dERivado dEl sotERRamiEnto dE una línEa dE
la REd dE distRiBuCión EléCtRiCa quE disCuRRa poR suElo RuRal Cuando diCHo sotERRamiEnto vEnga
impuEsto poR una noRma Estatal o ComunitaRia.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/03/pdfs/BOE-A-2016-10115.pdf

- sEntEnCia dE 19 dE sEptiEmBRE dE 2016, dE la sala tERCERa dEl tRiBunal supREmo, quE Estima
paRCialmEntE El RECuRso intERpuEsto ContRa El REal dECREto 413/2014, poR El quE sE REgula la aC-
tividad dE pRoduCCión dE EnERgía EléCtRiCa a paRtiR dE fuEntEs dE EnERgía REnovaBlEs, CogEnERaCión
y REsiduos, y ContRa la oRdEn iEt/1045/2014, dE 16 dE Junio, poR la quE sE apRuEBan los paRámEtRos
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REtRiButivos dE las instalaCionEs tipo apliCaBlEs a dEtERminadas instalaCionEs dE pRoduCCión dE
EnERgía EléCtRiCa a paRtiR dE fuEntEs dE EnERgía REnovaBlEs, CogEnERaCión y REsiduos, dEClaRa la
nulidad dE los anExos ii, vii y viii dE diCHa oRdEn En la paRtE REfERida a las instalaCionEs dE tRa-
tamiEnto y REduCCión dEl puRín En Cuanto a los valoREs y paRámEtRos RElativos a CostEs dE invER-
sión y dE ExplotaCión a la instalaCión tipo it-01417, y En la pondERaCión dE otRos ingREsos dE
ExplotaCión y dEl autoConsumo, y REConoCE El dERECHo dE la soCiEdad aCtoRa a sER indEmnizada
ConfoRmE a la noRmativa quE sE apRuEBE En EJECuCión dE sEntEnCia.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/03/pdfs/BOE-A-2016-10116.pdf

- sEntEnCia dE 22 dE sEptiEmBRE dE 2016, dE la sala tERCERa dEl tRiBunal supREmo, quE Estima El
RECuRso intERpuEsto ContRa la oRdEn iEt/1491/2013, dE 1 dE agosto, poR la quE sE REvisan los pE-
aJEs dE aCCEso dE EnERgía EléCtRiCa paRa su apliCaCión a paRtiR-8-2013 y poR la quE sE REvisan dE-
tERminadas taRifas y pRimas dE las instalaCionEs dEl RégimEn EspECial paRa El sEgundo tRimEstRE
dE 2013, y dEClaRa no ConfoRmEs a dERECHo su aRtíCulo 1 y El anExo i En la mEdida quE no inCluyEn
EntRE los CostEs quE Han dE sufRagaR los pEaJEs dE aCCEso paRa El sEgundo pERiodo dE 2013 los su-
plEmEntos tERRitoRialEs a quE sE REfiERE El aRtíCulo 17, apaRtado 4º, dE la lEy 54/1997, dE 27 dE
noviEmBRE, dEl sECtoR EléCtRiCo, sEgún la REdaCCión dada poR El aRtíCulo 38 dEl REal dECREto-
lEy 20/2012, dEBiEndo El ministERio dE industRia, EnERgía y tuRismo inCluiRlos En los téRminos Es-
taBlECidos En la disposiCión adiCional dECimoquinta dEl Citado REal dECREto-lEy 20/2012.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/03/pdfs/BOE-A-2016-10117.pdf

- sEntEnCia dE 8 dE sEptiEmBRE dE 2016, dE la sala tERCERa dEl tRiBunal supREmo, quE Estima paR-
CialmEntE El RECuRso intERpuEsto ContRa El REal dECREto 876/2014, dE 10 dE oCtuBRE, poR El quE
sE apRuEBa El REglamEnto gEnERal dE Costas, y anula El apaRtado 9.a) dE su disposiCión adiCional
sEgunda.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11280.pdf

- sEntEnCia dE 28 dE sEptiEmBRE dE 2016, dE la sala CuaRta dEl tRiBunal supREmo, En El RECuRso
dE CasaCión paRa la unifiCaCión dE doCtRina nº 3027/2015, intERpuEsto poR El ministERio fisCal En
dEfEnsa dE la lEgalidad (aRtíCulo 219.3 lRJs), poR la quE sE fiJa doCtRina JuRispRudEnCial soBRE
la CompEtEnCia dEl oRdEn soCial paRa ConoCER dE los intEREsEs dEvEngados poR las pREstaCionEs
dEl fondo dE gaRantía salaRial.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11281.pdf

- sEntEnCia dE 29 dE sEptiEmBRE dE 2016, dE la sala CuaRta dEl tRiBunal supREmo, En El RECuRso
dE CasaCión paRa la unifiCaCión dE doCtRina nº 2601/2015, intERpuEsto poR El ministERio fisCal En
dEfEnsa dE la lEgalidad (aRtíCulo 219.3 lRJs), poR la quE sE fiJa doCtRina JuRispRudEnCial soBRE
la CompEtEnCia dEl oRdEn soCial paRa ConoCER dE los intEREsEs dEvEngados poR las pREstaCionEs
dEl fondo dE gaRantía salaRial.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11282.pdf

- sEntEnCia dE 24 dE oCtuBRE dE 2016, dE la sala tERCERa dEl tRiBunal supREmo, quE Estima El
RECuRso intERpuEsto ContRa El REal dECREto 968/2014, dE 21 dE noviEmBRE, poR El quE sE dEsaRRolla
la mEtodología paRa la fiJaCión dE los poRCEntaJEs dE REpaRto dE las CantidadEs a finanCiaR REla-
tivas al Bono soCial, y dEClaRa inapliCaBlE El RégimEn dE finanCiaCión dEl Bono soCial EstaBlECido
En El aRtíCulo 45.4 dE la lEy 24/2013, dE 26 dE diCiEmBRE (poR REsultaR inCompatiBlE Con la diRECtiva
2009/72/CE, dEl paRlamEnto EuRopEo y dEl ConsEJo, dE 13 dE Julio dE 2009, soBRE noRmas ComunEs
paRa El mERCado intERioR dE la ElECtRiCidad y quE dERoga la diRECtiva 2003/54/CE), E inapliCaBlEs
y nulos los aRtíCulos 2 y 3 dEl REal dECREto 968/2014 quE dEsaRRollan El Citado aRtíCulo 45.4 dE
la lEy 24/2013, dEClaRando El dERECHo dE la RECuRREntE a sER indEmnizada.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11283.pdf
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- sEntEnCia dE 24 dE oCtuBRE dE 2016, dE la sala tERCERa dEl tRiBunal supREmo, quE Estima El
RECuRso intERpuEsto ContRa El REal dECREto 968/2014, dE 21 dE noviEmBRE, poR El quE sE dEsaRRolla
la mEtodología paRa la fiJaCión dE los poRCEntaJEs dE REpaRto dE las CantidadEs a finanCiaR REla-
tivas al Bono soCial, y dEClaRa inapliCaBlE El RégimEn dE finanCiaCión dEl Bono soCial EstaBlECido
En El aRtíCulo 45.4 dE la lEy 24/2013, dE 26 dE diCiEmBRE (poR REsultaR inCompatiBlE Con la diRECtiva
2009/72/CE, dEl paRlamEnto EuRopEo y dEl ConsEJo, dE 13 dE Julio dE 2009, soBRE noRmas ComunEs
paRa El mERCado intERioR dE la ElECtRiCidad y quE dERoga la diRECtiva 2003/54/CE), E inapliCaBlEs
y nulos los aRtíCulos 2 y 3 dEl REal dECREto 968/2014 quE dEsaRRollan El Citado aRtíCulo 45.4 dE
la lEy 24/2013, dEClaRando El dERECHo dE la RECuRREntE a sER indEmnizada.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11284.pdf

- sEntEnCia dE 25 dE oCtuBRE dE 2016, dE la sala tERCERa dEl tRiBunal supREmo, quE Estima El
RECuRso intERpuEsto ContRa El REal dECREto 968/2014, dE 21 dE noviEmBRE, poR El quE sE dEsaRRolla
la mEtodología paRa la fiJaCión dE los poRCEntaJEs dE REpaRto dE las CantidadEs a finanCiaR REla-
tivas al Bono soCial, y dEClaRa inapliCaBlE El RégimEn dE finanCiaCión dEl Bono soCial EstaBlECido
En El aRtíCulo 45.4 dE la lEy 24/2013, dE 26 dE diCiEmBRE (poR REsultaR inCompatiBlE Con la diRECtiva
2009/72/CE, dEl paRlamEnto EuRopEo y dEl ConsEJo, dE 13 dE Julio dE 2009, soBRE noRmas ComunEs
paRa El mERCado intERioR dE la ElECtRiCidad y quE dERoga la diRECtiva 2003/54/CE), E inapliCaBlEs
y nulos los aRtíCulos 2 y 3 dEl REal dECREto 968/2014 quE dEsaRRollan El Citado aRtíCulo 45.4 dE
la lEy 24/2013, dEClaRando El dERECHo dE la RECuRREntE a sER indEmnizada.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11285.pdf

- sEntEnCia dE 2 dE noviEmBRE dE 2016, dE la sala tERCERa dEl tRiBunal supREmo, quE Estima El
RECuRso intERpuEsto ContRa El REal dECREto 968/2014, dE 21 dE noviEmBRE, poR El quE sE dEsaRRolla
la mEtodología paRa la fiJaCión dE los poRCEntaJEs dE REpaRto dE las CantidadEs a finanCiaR REla-
tivas al Bono soCial, y dEClaRa inapliCaBlE El RégimEn dE finanCiaCión dEl Bono soCial EstaBlECido
En El aRtíCulo 45.4 dE la lEy 24/2013, dE 26 dE diCiEmBRE (poR REsultaR inCompatiBlE Con la diRECtiva
2009/72/CE, dEl paRlamEnto EuRopEo y dEl ConsEJo, dE 13 dE Julio dE 2009, soBRE noRmas ComunEs
paRa El mERCado intERioR dE la ElECtRiCidad y quE dERoga la diRECtiva 2003/54/CE), E inapliCaBlEs
y nulos los aRtíCulos 2 y 3 dEl REal dECREto 968/2014 quE dEsaRRollan El Citado aRtíCulo 45.4 dE
la lEy 24/2013, dEClaRando El dERECHo dE la RECuRREntE a sER indEmnizada.

http://www.boe.es/boe/dias/2016/11/30/pdfs/BOE-A-2016-11286.pdf

2.2. comeNtarios seNteNcias del PleNo.

- s.t.s. 15-6-2016.- el coNtroVertido derecho al hoNor de las PersoNas Jurídicas de derecho
PÚblico. Por María de los Ángeles Fernández Scagliusi, Profesora Ayudante Doctora, Universidad de
Sevilla.

- s.t.s. 15-7-2016.- la imPugNacióN de la filiacióN determiNada Por uN recoNocimieNto de la
comPlaceNcia. imPugNacióN de la PaterNidad matrimoNial Por QuieN la recoNoció PreViameNte.
Por Roncesvalles Barber Cárcamo, Profesora Titular de Derecho Civil. Acreditada Catedrática, Univer-
sidad de La Rioja.

- ss.t.s. 29 y 30-9-2016.- la determiNacióN Judicial de la filiacióN extramatrimoNial No coNlleVa
el reembolso de los alimeNtos ProPorcioNados Por la madre desde el NacimieNto del hiJo. Por
Inmaculada Vivas Tesón, Profesora Titular de Derecho civil de la Universidad de Sevilla.
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3. seNteNcias eN Juicios Verbales coNtra la calificacióN NegatiVa de los
registradores:

3.1. seNteNcias de Juzgados y audieNcias ProViNciales eN Juicios Verbales.
   Por Juan María Díaz Fraile, Registrador de la Propiedad. (Se publica solo en el Boletín de la Intranet
   Colegial).

   - s. 17-11-2016 dE la audiEnCia pRovinCial dE zaRagoza nº 4.

3.2. comeNtarios a las seNteNcias eN Juicios Verbales. Por Juan Carlos Casas Rojo,
Registrador de la Propiedad. (Se publica solo en el Boletín de la Intranet Colegial).

     
     - s. 14-9-2016 dEl Juzgado dE pRimERa instanCia nº 6 dE santa CRuz dE tEnERifE.

- s. 17-6-2016 dE Juzgado nº 1 dE vitoRia-gastEiz.

4. tribuNal suPerior de Justicia de la uNióN euroPea. Por Juan María Díaz Fraile,
Registrador de la Propiedad.

- s.t.s.u.E. 16-9-2016.- «ProcedimieNto PreJudicial.- esPacio de libertad, seguridad y Justicia.-
reglameNto (u.e.) Nº 1.215/2012.- comPeteNcia Judicial, recoNocimieNto y eJecucióN de
resolucioNes Judiciales eN materia ciVil y mercaNtil.- ámbito de aPlicacióN.- artículo 24,
PuNto 1, Párrafo Primero.- comPeteNcias exclusiVas eN materia de derechos reales
iNmobiliarios.- artículo 7, PuNto 1, letra a).- comPeteNcias esPeciales eN materia
coNtractual.- accióN Para la aNulacióN de uN acto de doNacióN de uN iNmueble y la
caNcelacióN eN el registro de la ProPiedad de la iNscriPcióN de uN derecho de ProPiedad». 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf;jsessionid=9ea7d2dc30d538f926e9ad6d4de18ecfc07eb511313e.e34KaxiLc3qMb40Rch0SaxyKb3j0?text=&docid

=185422&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=101

- s.t.J.u.E. 9-11-2016.- «ProcedimieNto PreJudicial.- cooPeracióN Judicial eN materia ciVil.- Pro-
cedimieNtos de iNsolVeNcia.- reglameNto (c.e.) N.º 1.346/2000.- artículo 4 - efectos PreVistos
Por la NormatiVa de uN estado miembro sobre los créditos No iNcluidos eN el ProcedimieNto
de iNsolVeNcia.- caducidad.- Naturaleza fiscal del crédito.- irreleVaNcia.- artículo 15.- coN-
cePto de “Procesos eN curso”.- ProcedimieNtos de eJecucióN forzosa.- exclusióN». En el asunto
C-212/15,que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al art. 267
t.f.u.E., por el tribunalul mureş (tribunal de distrito de mureș, Rumanía), mediante R. 24-4-2015, re-
cibida en el tribunal de Justicia el 8-5-2015, en el procedimiento entre EnEfi Energiahatekonysagi nyrt
y direcția generală Regională a finanțelor publice Brașov (d.g.R.f.p.).
   «las disposiciones del Reglamento (u.E.) nº 1.215/2012 del parlamento Europeo y del Consejo, de 12-
12-2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en
materia civil y mercantil, deben interpretarse en el sentido de que una acción de anulación de un acto de
donación de un inmueble por incapacidad para otorgarlo del donante no corresponde a la competencia ex-
clusiva del tribunal del Estado miembro en el que se halla el inmueble, prevista en el artículo 24, punto 1,
de ese Reglamento, sino a la competencia especial prevista en el art. 7, punto 1, letra a), del mismo Regla-
mento.
   una acción para la cancelación en el registro de la propiedad de los asientos relativos al derecho de pro-
piedad del donatario corresponde a la competencia exclusiva prevista en el art. 24, punto 1, del referido
Reglamento».

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf;jsessionid=9ea7d2dc30d538f926e9ad6d4de18ecfc07eb511313e.e34KaxiLc3qMb40Rch0SaxyKb3j0?te

xt=&docid=185422&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1018370

   Conclusiones del abogado general Juliane kokott de 7 de julio de 2016:
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf;jsessionid=9ea7d2dc30d538f926e9ad6d4de18ecfc07eb511313e.e34KaxiLc3qMb40Rch0SaxyKb3j0?te

xt=&docid=181441&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1018370
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- s.t.J.u.E. 10-11-2016.- «PriVate eQuity iNsuraNce grouP sia coNtra swedbaNk as.- PeticióN
de decisióN PreJudicial PlaNteada Por la augstākā tiesa.- ProcedimieNto PreJudicial.- direc-
tiVa 2002/47/ce.- ámbito de aPlicacióN.- coNcePtos de “garaNtía fiNaNciera”, “obligacioNes
fiNaNcieras PriNciPales” y “PrestacióN” de uNa garaNtía fiNaNciera.- Posibilidad de eJecutar
uNa garaNtía fiNaNciera coN iNdePeNdeNcia de Que se haya o No iNcoado uN ProcedimieNto de
iNsolVeNcia.- coNtrato de cueNta corrieNte coN cláusula de garaNtía fiNaNciera PigNorati-
cia». En el asunto C-156/15, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con
arreglo al art. 267 t.f.u.E., por el augstākās tiesas Civillietu departaments (tribunal supremo, sala de lo
Civil, letonia), mediante resolución de 11-3-2015, recibida en el tribunal de Justicia el 1-4-2015, en el
procedimiento entre «private Equity insurance group» sia y «swedbank» as.
   texto completo de la sentencia: 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=185247&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=163780

Vii. derecho de la uNióN euroPea.

1. NormatiVa euroPea.

- pRopuEsta dE diRECtiva dEl paRlamEnto EuRopEo y dEl ConsEJo poR la quE sE modifiCa la di-
RECtiva (u.E.) 2015/849 RElativa a la pREvEnCión dE la utilizaCión dEl sistEma finanCiERo paRa El Blan-
quEo dE CapitalEs o la finanCiaCión dEl tERRoRismo, y poR la quE sE modifiCa la diRECtiva 2009/101/C.E.
Por Javier Doz Orrit, Comité Económico y Social Europeo. (Acceso a la Directiva).

2. Noticias de la uNióN euroPea. Por la Oficina en Bruselas del Colegio de Registradores.

1. instituCionEs EuRopEas:
- la Comisión EuRopEa pRoponE un sistEma EuRopEo dE infoRmaCión y autoRizaCión dE via-

JEs.

2. ampliaCión:
- la Comisión EuRopEa adopta El paquEtE dE ampliaCión 2016.

3. JustiCia:
- la Comisión pRoponE un nuEvo EnfoquE dE la insolvEnCia EmpREsaRial En EuRopa: fomEntaR la RE-

EstRuCtuRaCión tEmpRana paRa REspaldaR El CRECimiEnto y pRotEgER El EmplEo.

Viii. iNformacióN Jurídica y actualidad editorial. Por el Ser-
vicio de Estudios del Colegio de Registradores.

- infoRmaCión JuRídiCa y aCtualidad EditoRial. pRimERa quinCEna. noviEmBRE dE 2016.

- infoRmaCión JuRídiCa y aCtualidad EditoRial. sEgunda quinCEna. noviEmBRE dE 2016.

ix. eNlaces de iNterés.

1. BolEtín ofiCial dEl Estado:
http://www.boe.es/diario_boe/

2. ministERio dE JustiCia.
http://www.mjusticia.gob.es/cs/Satellite/Portal/es/inicio
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CASOS PRÁCTICOS1. Por el Servicio de Estudios Registrales de Madrid, coordinado por Rey-
naldo Vázquez Lapuerta y con la colaboración de Marta Cavero Gómez, Sonia Morato González, Ana Sol-
chaga López de Silanes y Carlos Ballugera Gómez,

1. HIPOTECA DE EDIFICIO EN CONSTRUCCIÓN CONSTITUIDA POR LA SOCIEDAD PRO-
PIETARIA DEDICADA A LA EDIFICACIÓN, PREVIÉNDOSE LAS FUTURAS SUBROGACIO-
NES. INTERÉS DE DEMORA SUPERIOR EN 2 PUNTOS. ¿PROTECCIÓN DE LOS FUTUROS
CONSUMIDORES AHORA O CUANDO SE PRODUZCA LA SUBROGACIÓN?

     Se trata de una escritura de préstamo hipotecario en la que la sociedad propietaria –que se dedica a la
construcción– hipoteca el edificio en su conjunto que está realizando. Se pactan unos intereses de demora
muy elevados.
     Se entiende que la sociedad no tiene la consideración de consumidor, cara a la aplicación de la S.T.S. 3-
6-2016, pero, en la propia escritura ya se prevén las futuras subrogaciones de personas que normalmente sí
que serán consumidoras.
     En la cláusula de subrogación de la hipoteca no se tiene en cuenta el límite de dos puntos para estos
casos. ¿Se puede inscribir sin esa cláusula de subrogación, sin necesidad de pedir consentimiento para la
inscripción parcial?
     Cuando vengan las compras con subrogación, ¿se ha de exigir toda la batería de documentación que ga-
rantiza la protección del deudor hipotecario consumidor, y en concreto, expresión manuscrita, limitación de
los intereses de demora a dos puntos por encima del ordinario e incorporación de la FIPER?
     Sin perjuicio de que se entienda de forma unánime que sería conveniente que la escritura contemplara
la futura subrogación del comprador adquirente de vivienda habitual en cuanto a intereses de demora, ex-
presión manuscrita… se manifiestan tres posturas:
     – Denegar en tanto no se rectifique en tal sentido.
     – Inscribir advirtiendo en la nota de despacho de que en el momento de la subrogación no será inscribible
la cláusula de intereses de demora sin la limitación del artículo 114 L.H., ni su capitalización, ni la cláusula
suelo sin la expresión manuscrita… Sin embargo hay acuerdo en que no se puede pedir la FIPER.
     – Despachar sin más

Casos 
PrácticosCP

1 El Boletín no se identifica con las opiniones sostenidas por sus colaboradores.
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2. AGRUPACIÓN CON EDIFICACIÓN HIPOTECADA.

     Agrupación instrumental de dos fincas, una de ellas gravada con hipoteca. División posterior en tres de
la finca resultante de la agrupación. Posibilidad de que no se arrastre la referida hipoteca que grava una de
las fincas agrupadas a las fincas resultantes de la operación que no tengan correspondencia física con la
finca originaria gravada con la hipoteca. Georreferenciación.
     Se plantea la siguiente operación: Agrupación instrumental de dos fincas, una de ellas gravada con hi-
poteca para inmediatamente a continuación dividir la finca agrupada en tres fincas de resultado en la misma
escritura y en virtud de la misma licencia.
     La consulta formulada es si sería posible no arrastrar la hipoteca que grava una de las fincas originales
a las fincas resultantes de la operación que no tengan correspondencia física con la finca originaria gravada
con la hipoteca.
     Argumenta el Notario que puesto que conforme al art. 110 L.H. la hipoteca se extiende a las accesiones
naturales podría entenderse que no se extiende a las accesiones no naturales y que deshecha la agrupación
la hipoteca no podría gravar las fincas que no tengan ninguna coincidencia física con la finca gravada con
la hipoteca.
     En esta ocasión la opinión del seminario está dividida. En tanto una parte entiende que hay que seguir
los principios tradicionales y pedir el consentimiento del acreedor, otros entienden que hay que aprovechar
la utilidad de la Ley 13/2015 y, si resulta con claridad de la georreferenciación que la finca hipotecada (que
previamente habrá que georreferenciar) está completamente incluida en una de las resultantes, se pueden
inscribir las demás sin arrastrar la hipoteca y sin necesidad del consentimiento del acreedor (a éste se le no-
tificará posteriormente).

3. CESIÓN A CAMBIO DE ALIMENTOS.

     Contraprestaciones complementarias exigidas a la cedente. ¿Es calificable la posible abusividad de las
mismas?
     Se presenta en el Registro una escritura de cesión a cambio de alimentos. Una señora cede la nuda pro-
piedad de una vivienda a una entidad que asume como contraprestación «la obligación de proveer de aloja-
miento» a dicha señora en una Residencia de ancianos identificada en la escritura, «en habitación individual,
con derecho a usar de todos los servicios e instalaciones que preste el centro, y ello por todos los días de su
vida, tanto en la salud como en la enfermedad, proveyéndola de alimentación y asistencia médica». La
señora se reserva expresamente el usufructo vitalicio de la finca durante toda su vida, pero a continuación,
como complemento a la contraprestación (la cesión de la nuda propiedad de la finca), dicha señora:
     a) Se compromete a aportar mensualmente a la sociedad la cantidad de 1.500 euros, y
     b) Faculta expresa e irrevocablemente a la entidad obligada a la alimentación a la percepción por ésta
de las rentas, que hará suyas, que se produzcan por el alquiler de la vivienda cuya nuda propiedad se ha ce-
dido.
     Solo consta en la escritura el valor de la nuda propiedad y del usufructo de la finca objeto de cesión y el
importe de la cantidad que, además, debe abonar mensualmente la señora a la entidad pero no se cuantifica
el importe de la obligación asumida por la entidad cesionaria por lo que no puede apreciarse si las contra-
prestaciones son equivalentes.
     Se plantea lo siguiente:
     1.º ¿Se puede entrar a calificar la posible abusividad del contrato?
     2.º ¿Es inscribible sin que conste el importe de la obligación mensual asumida por la entidad cesiona-
ria?
     La abusividad no puede apreciarse. Lo que es abusiva es una condición general, cuya definición legal
está en el art. 1.1 L.C.G.C., no el contrato que se supone existente cuando se enjuicia el carácter abusivo de
la condición general. El importe de la contraprestación, la obligación de la entidad cesionaria, no puede
cuantificarse. Se hará constar en el cuerpo de la inscripción la obligación de proveer alojamiento… a ex-
cepción de 1500 € que pagará la alimentista. No se inscribirá lógicamente el poder. Y en el acta se inscribirá
«por título de cesión a cambio de alimentos».
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4. CONDONACIÓN PARCIAL DE DEUDA. CANCELACIÓN POR LA TOTALIDAD DE LA
MISMA. FACULTADES DE APODERADO AL RESPECTO: JUICIO DE SUFICIENCIA NOTA-
RIAL.

El deudor, una cooperativa, reconoce que el saldo deudor derivado del préstamo que grava la finca es de
SESENTA Y CUATRO MIL CUARENTA Y CUATRO EUROS CON CINCUENTA Y SIETE CÉNTIMOS,
las partes dan por vencido anticipadamente el crédito siendo por tanto dicha cantidad líquida, vencida y exi-
gible y que por parte del deudor pretende hacer el pago de la misma, pero al no tener liquidez suficiente
para verificar la misma, efectúa el pago de la cantidad de CINCUENTA Y DOS MIL EUROS, dándole
SAREB carta de pago y finiquito por el resto de la deuda, en la forma más amplia que quepa en derecho. El
medio de pago utilizado ha sido CHEQUE BANCARIO, copia del cual se une a la escritura.

SAREB, según interviene, reconoce haber recibido de la citada parte deudora, la cantidad indicada an-
teriormente, importe de la deuda correspondiente al préstamo del que responde esta finca, después de la ex-
tinción del crédito asumida por la entidad acreedora, por lo que otorga carta de pago del citado préstamo y
CANCELA TOTALMENTE la hipoteca que grava la finca. La responsabilidad hipotecaria de la finca por
capital es de 92.400 €. Se plantea la inscribilidad de la cancelación.

Se plantea el tema en primer lugar desde el punto de vista fiscal. Se comenta que aunque en un primer
momento la Dirección General de Tributos consideró que debía liquidarse como donación cuando el deudor
fuera persona física, posteriormente tuvo que cambiar de postura. No se condonaba algo que se fuera a
cobrar en algún momento y políticamente, además, resultaba inadmisible debido a la situación de crisis. No
solo se perdía la vivienda sino que además se pretendía liquidar al deudor la donación.

Desde el punto de vista registral se comenta el problema de las facultades de los apoderados. Hay acuerdo
en que cuando se trata de hipotecas a favor de la SAREB se está admitiendo. En otro caso el tema de la su-
ficiencia de poder para condonar dependerá de cómo haya hecho la reseña el Notario. Se entiende que el
poder «para cancelar y realizar los demás actos comprendidos en esta escritura» es suficiente. Más dudoso
«para cancelar y dar carta de pago».

5. CONCURSO DE ACREDORES. HIPOTECA. EJECUCIÓN. CERTIFICACIÓN DE DOMINIO
Y CARGAS, RESULTANDO DEL REGISTRO PÚBLICO CONCURSAL LA CONCLUSIÓN DEL
CONCURSO POR «INEXISTENCIA DE MASA ACTIVA», Y DEL FLEI LA EXTINCIÓN DE LA
SOCIEDAD. ¿POSIBILIDAD DE EXPEDIR DICHA CERTIFICACIÓN? ¿NOTIFICACIÓN DE
SU EXPEDICIÓN AL JUZGADO DE LO MERCANTIL, A LA SOCIEDAD EN CONCURSO Y A
TERCEROS POSEEDORES?

Se solicita por mandamiento certificación de cargas en ejecución hipotecaria sobre 16 fincas. Está prac-
ticada anotación de declaración de concurso del deudor hipotecario (una sociedad anónima). En el Registro
Público Concursal aparece concluido el concurso «por inexistencia de masa activa» de dicha sociedad. Del
F.L.E.I. resulta en liquidación: «extinguida». Entiendo que dichas resoluciones son firmes y que conforme
a la R.D.G.R.N. de 27-6-2016 puedo expedir la certificación. Algunos aprovechamientos urbanísticos co-
rrespondientes a las fincas ejecutadas constan inscritos a favor de sociedad cooperativa también en concurso.
Se notificaría la expedición de la certificación a la misma y al Juzgado de lo Mercantil. ¿Es correcto?

Se entiende que sí. El Juzgado de lo Mercantil ha tenido conocimiento de la existencia de tales fincas al
ordenar la anotación de declaración de concurso. Es posible que no haya considerado dentro de la masa
tales bienes por causa del privilegio especial.

Asimismo se considera necesaria la realización de las notificaciones a los terceros poseedores, incluida
la sociedad en concurso y del Juzgado de lo Mercantil ante el cual se sigue el procedimiento.
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6. RESOLUCIONES DESESTIMATORIAS DE LA D.G.R.N. POR RECURSO EXTEMPORÁNEO.
CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PODER DESPACHAR LOS TÍTULOS POSTERIORES.

Se plantea desde qué momento se cuentan los dos meses del art. 327 de la L.H., para poder despachar
los documentos posteriores, dado que la D.G.R.N. no publica dichas resoluciones en el B.O.E.

Se propone como solución tomar como fecha la última de las notificaciones de la resolución (al regis-
trador y al particular, dato este segundo que habría que consultar a la D.G.R.N.).
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COMENTARIOS A LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL SUPREMO EN
PLENO. SALA 1ª DE LO CIVIL.

COMENTARIO A LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO DE 15 JULIO DE 2016. LA IM-
PUGNACIÓN DE LA FILIACIÓN DETERMINADA POR UN RECONOCIMENTO DE COMPLA-
CENCIA. IMPUGNACIÓN DE LA PATERNIDAD MATRIMONIAL POR QUIEN LA RECONOCIÓ
PREVIAMENTE. Por Roncesvalles Barber Cárcamo, Profesora Titular de Derecho Civil. Acreditada Cate-
drática, Universidad de La Rioja.

1. RESUMEN DE HECHOS Y DEVENIR DEL PROCESO EN LAS DOS INSTANCIAS Y EN CA-
SACIÓN.

D. Obdulio y D.ª Rosalía contrajeron matrimonio el 8 de septiembre de 2007. Ésta contaba con una hija
menor de edad, Carlota, cuya paternidad no estaba determinada y que era fruto de una relación anterior. El
12 de noviembre de 2009, D. Obdulio reconoció a Carlota, con el expreso consentimiento de D.ª Rosalía.
Un año después, cesó la convivencia conyugal, iniciando D.ª Rosalía el proceso de divorcio. Transcurrido
alrededor de año y medio, D. Obdulio interpuso demanda de impugnación del reconocimiento de filiación
contra D.ª Rosalía, instando la cancelación de la inscripción registral de paternidad por basarse en un reco-
nocimiento de complacencia y por ello radicalmente nulo. D.ª Rosalía se opuso a la demanda, alegando que
a falta de vicio en el consentimiento, el único modo de impugnar la filiación matrimonial de la menor des-
cansaba en la acción contemplada en el art. 136 C.c., sometida a un plazo de un año ya caducado. El Juzgado
de primera instancia desestimó la demanda, asumiendo la argumentación de la demandada. En su recurso
de apelación D. Obdulio interesó la aplicación del art. 140 C.c. y por ende su derecho a impugnar la pater-
nidad en el plazo de cuatro años, aún vigente. Salvo en la condena en costas, la Audiencia de Málaga con-
firmó la sentencia del Juzgado, con abundante aporte jurisprudencial constatando la falta de unanimidad en
cuanto a la vía procedente para impugnar un reconocimiento de complacencia en casos, como el presente,
de filiación matrimonial. 

El demandante interpuso recurso de casación, por infracción del art. 136 C.c., que consideraba inaplicable
al supuesto e interesando la sumisión de su pretensión al art. 140 C.c., por la necesaria adecuación de la fi-
liación a la verdad biológica. El Tribunal Supremo desestima el recurso, declarando que: a) sólo por ser de
complacencia, el reconocimiento no es nulo; b) cabe el ejercicio de las acciones de impugnación de la filia-
ción por el autor de dicho reconocimiento, y c) una vez contraído matrimonio entre el reconocedor y la
madre, la acción para ejercitar dicha pretensión será la de impugnación de la paternidad matrimonial con-
templada en el art. 136 C.c. Además, condena en costas al recurrente.

Sentencias
del Tribunal

SupremoSTS
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En esta sentencia, el Tribunal Supremo ha vuelto a enfrentarse a un supuesto frecuente en la práctica re-
ciente de las acciones de filiación: la impugnación de un reconocimiento de complacencia por su autor, con-
secuencia de la ruptura del matrimonio o de las relaciones afectivas con la madre. En ella ha ratificado la
doctrina jurisprudencial ya asentada al respecto, tras algunas vacilaciones e imprecisiones pasadas, y además
ha tratado de clarificar algún aspecto que aún suscitaba dudas. Dada la polémica doctrinal existente sobre
este tema, especialmente en cuanto a la legitimación del autor del reconocimiento para emprender esta vía
impugnatoria, la sentencia es ejemplarmente clara y exhaustiva en la identificación y exposición de las di-
ferentes cuestiones jurídicas planteadas. Por ello, abordaré este comentario respetando el mismo orden se-
guido en la misma.

2. LA POSIBLE NULIDAD DE LOS RECONOCIMIENTOS DE COMPLACENCIA.

Se denominan así los reconocimientos hechos a sabiendas de su falsedad, conociendo por ende su autor
la falta de relación biológica con el hijo reconocido. En el supuesto típico (como en el presente), porque el
autor inicia relaciones con la madre cuando el hijo ya ha nacido y existe un deseo común a ambas partes de
conformar una familia. Por consiguiente, existe una voluntad de establecer una relación de filiación jurídica
aunque el dato biológico no exista. 

Esta falta de exactitud suscita la primera de las cuestiones jurídicas polémicas de esta figura: ¿es nulo
dicho reconocimiento? Por la afirmativa se manifiesta la doctrina favorable a considerar la exactitud un re-
quisito de validez del reconocimiento, que considera el de complacencia un acto en fraude de ley impugnable
a través de la acción de nulidad radical1. En contra, otro importante sector doctrinal al que me adscribo niega
que la veracidad sea un requisito para la validez del reconocimiento, sino una mera presunción ligada a la
habitualidad, asumida por el ordenamiento para otorgarle el carácter de título típico de determinación ex-
trajudicial de la filiación no matrimonial. Para esta tesis, los reconocimientos de complacencia son quiebras
del sistema, por cuanto éste no articula la determinación de la filiación exclusivamente sobre la voluntad de
quien reconoce, sino unida a la creencia del sujeto de adecuarse a la realidad. Quiebra no deseada ni buscada
por el sistema, pero que no acarrea la nulidad del reconocimiento por no integrarse la veracidad entre los
elementos esenciales del acto2.

La tesis de la nulidad radical es seguida por la Dirección General de los Registros y del Notariado para
defender la negativa a su inscripción, «cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes
de los que se deduzca que tal reconocimiento no se ajusta a la realidad»3. Si bien precisa que no cabe dicha
negativa ante meras sospechas no suficientemente fundadas, dado que la averiguación de la verdad excede
del ámbito de la calificación registral para pertenecer al judicial4. Por lo demás, tiene interés destacar cómo
si efectivamente en algunas resoluciones se afirma la nulidad del reconocimiento inexacto (así la ya citada

1 El más representativo exponente de esta posición doctrinal y quien de modo más completo ha expuesto sus argumentos es RIVERO
HERNÁNDEZ, especialmente en su sólido trabajo «Los reconocimientos de complacencia (Con ocasión de unas sentencias recien-
tes)», A.D.C., 2005.3, pp. 1049-1113.

2 En este sentido, con diversos matices y aportación de argumentos: PEÑA BERNALDO DE QUIRÓS, loc. cit., pp. 911 y 937; DE
LA CÁMARA, loc. cit., pp. 891 ss; QUICIOS MOLINA, Determinación de la filiación no matrimonial por reconocimiento, Barce-
lona, Bosch, 1997, pp. 220 s., y «Comentario a la S.T.S. 14 julio 2004», C.C.J.C., nº 67, enero-abril 2005, pp. 449-471; FERNÁNDEZ
GONZÁLEZ: «en ningún caso la veracidad es requisito de validez del acto de reconocer, sino más bien un elemento del supuesto de
hecho en que consiste el reconocimiento», El reconocimiento de hijos no matrimoniales, Madrid, Dykinson, 1998, p. 86; ALBALA-
DEJO GARCÍA, Curso de Derecho civil, vol. IV, 10ª ed., Barcelona, Edisofer, 2006, p. 256; ÁLVAREZ CAPEROCHIPI, Curso de
Derecho de Familia, tomo II, Madrid, Civitas, 1988, p. 122; GARCÍA VICENTE, «Comentario a la S.T.S. 26 noviembre 2001»,
C.C.J.C., nº 59, abril-septiembre 2002, pp. 581-594 y «Comentario a la S.T.S. 12 julio 2004», C.C.J.C., nº 67, enero-abril 2005, pp.
433-448, y recientemente en Tratado de Derecho de la Familia, cit., pp. 449 s. Es la tesis que yo he sostenido desde BARBER CÁR-
CAMO, «Nuevos retos ante el Derecho español de filiación», Revista de Derecho Privado, julio-agosto 2009, p. 44, luego en La fi-
liación en España: una visión crítica, Cizur Mayor, Aranzadi-Thomson Reuters, 2013, pp. 189 y p. 210, y «Comentario al art. 141»,
en Código civil comentado (dir. CAÑIZARES LASO, DE PABLO CONTRERAS, ORDUÑA MORENO y VALPUESTA FER-
NÁNDEZ), 2ª ed., tomo I, Cizur Menor, Civitas-Thomson Reuters, 2016, p. 749.

3 Puede leerse tal declaración en las RR.D.G.R. 11 noviembre 2002, 23 mayo 2003, 2 febrero 2004.
4 En este sentido, vid. RR.D.G.R. 29 enero 2001, 24 enero y 28 diciembre 2002 y 27 abril 2005.
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R.D.G.R. 2 febrero 2014) la mayoría se limita a declararlos no inscribibles5. Es la postura seguida por la
R.D.G.R. (1.ª) 4 septiembre 2015, citada por la sentencia objeto de este comentario6.

La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha sido uniforme al declarar la improcedencia de la acción de
nulidad radical para la impugnación del reconocimiento de complacencia desde la S.T.S .14 julio 20047.
Ahora bien, la novedad de la sentencia comentada radica en su crítica a la expuesta doctrina de la Dirección
General de los Registros, negando que por falta de exactitud pueda negarse la inscripción registral «aunque
el encargado disponga en las actuaciones de datos significativos y concluyentes de los que se deduzca que
el reconocimiento no se ajusta a la verdad biológica». Y también puede señalarse como encomiable novedad
la exhaustiva argumentación que sustenta la defensa de la validez del reconocimiento de complacencia,
desde la afirmación de que la adecuación con la realidad no es un requisito fijado por la legislación para la
validez del reconocimiento de filiación. Haciéndose así eco de los argumentos aportados por la doctrina, el
Tribunal Supremo observa que:

a) El art. 138 C.c. parece excluir toda acción de anulación por falta de correspondencia con la realidad
que no sea la contemplada en el art. 141 C.c. 

b) Ninguno de los requisitos complementarios de validez o eficacia del reconocimiento recogidos en los
arts. 121 a 126 C.c. se dirige a asegurar dicha realidad, señaladamente el previsto en el art. 124 C.c., «puesto
que la falta de tal correspondencia no tiene por qué significar que el reconocimiento sea contrario al interés
del menor o incapaz de cuyo reconocimiento se trate». Con esta importante afirmación se reitera la tesis,
novedosa en la jurisprudencia del Tribunal Supremo, de que el interés del menor puede no coincidir con el
establecimiento de su verdadera filiación biológica, presente por primera vez en la reciente S.T.S. 30 junio
2016. 

c) El principio de verdad biológica puede y debe cohonestarse con el de seguridad jurídica en las rela-
ciones familiares y de estabilidad de los estados civiles «especialmente en interés de los menores de edad». 

d) No hay base legal para defender que el reconocimiento de filiación sea una confesión de la realidad
o al menos, una declaración de ciencia, lo que conduciría a la nulidad por falta de objeto del de complacencia. 

e) Tampoco éste presenta ilicitud en su causa, dado que la voluntad de hacer nacer un vínculo de filiación
que se sabe inexacto no es contraria a la ley, ni al orden público, ni a la moral. Por el contrario, es frecuente
en la práctica sin suscitar reproche social, y cumple una función que «se ajusta a los deseos y satisface bien
los intereses de todos los concernidos», frente a «las reticencias de la gente común ante la solución alternativa
de la adopción». 

f) Niega que la aplicación del art. 6.4 C.c. (fraude de ley) pueda ofrecer una solución para el supuesto,
dado que los reconocimientos de complacencia ni establecen una filiación adoptiva cuyas normas pudieran
aplicarse, ni determinan una filiación inimpugnable por falta de adecuación con la verdad biológica, según
lo previsto en el art. 8.1 L.T.R.H.A.

g) Finalmente, aduce que las consecuencias de la acción de nulidad serían indeseables, dada su amplia
legitimación e imprescriptibilidad.

Considero que la doctrina expuesta es correcta y la comparto, con una salvedad: creo que el de compla-
cencia sí es un reconocimiento hecho en fraude de ley, en cuanto trata de soslayar la determinación de la fi-
liación a partir del dato biológico, lo cual es un resultado contrario al ordenamiento. Ciertamente, no contrario
a la moral ni a las buenas costumbres, ni al orden público, ni siquiera a una ley imperativa. Pero tan en
fraude de ley como el de conveniencia, que sí merece en cambio tal calificación para el Tribunal Supremo
por crear simplemente una apariencia de filiación en orden a conseguir la consecuencia jurídica favorable

5 Así RR.D.G.R. 28 diciembre 2002, 3 junio 2003 y 27 abril 2005.
6 R.D.G.R. (1ª) 4 septiembre 2015: «la regulación de la filiación en el Código Civil se inspira en el principio de la veracidad biológica,
de modo que la declarada no podrá ser inscrita cuando haya en las actuaciones datos significativos y concluyentes de los que se de-
duzca que tal filiación no se ajusta a la realidad. Así ocurre en este caso, a la vista de las declaraciones realizadas por los interesados,
quienes han reconocido expresamente que la menor no inscrita no es hija biológica del ciudadano español, quien conoció a la madre
cuatro años después del nacimiento de la niña. A la vista de ello, no cabe practicar la inscripción pretendida en las actuales circuns-
tancias porque no afecta a españoles, sin perjuicio de lo que pudiera decidirse en un expediente de adopción, que sería la vía adecuada
en este caso, según la legislación española, para el acceso al Registro Civil de la inscripción solicitada».

7 Pese a que la S.T.S. 12 julio 2004 sí estimó la nulidad de un reconocimiento de complacencia sin otro apoyo legal que la mención al
principio de investigación de la paternidad recogido en el art. 39.2 C.E.
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prevista por una norma. Que el primero no merezca reproche social y cumpla una función frente a «las re-
ticencias de la gente común ante la solución alternativa de la adopción», no implica que el ordenamiento
admita un ámbito a la voluntad en materia que la excluye por afectar a cuestiones relativas al estado civil.
Lo cual es compatible con su validez, dado que no es sólo la nulidad la sanción prevista para el fraude de
ley. Y con la aceptación de que, como dice el Tribunal Supremo, el recurso a dicho fraude tampoco procura
una solución segura, ni siquiera aceptable. Sobre todo ello se volverá más adelante, al atender a la legitima-
ción del autor del reconocimiento. 

3. ACCIONES POSIBLES PARA LA IMPUGNACIÓN DEL RECONOCIMIENTO DE COMPLA-
CENCIA.

Desechada la acción de nulidad por falta de veracidad: ¿caben otras vías para la impugnación del reco-
nocimiento de complacencia? La S.T.S. 15 de julio de 2016 parte de la necesaria distinción entre las acciones
de impugnación del título, en este caso el reconocimiento, y de la filiación, o de impugnación stricto sensu,
cuyo objeto es manifestar la inadecuación de la paternidad formal con la real. En este punto, reitera la co-
rrecta doctrina ya asentada últimamente. Así, en cuanto a la impugnación del reconocimiento, insiste en que
el de complacencia no es atacable a través de la acción de anulación del art. 141 C.c., por no presentar vicio
en el consentimiento8. Y en cuanto a la impugnación de la paternidad, extrema el cuidado en identificar la
acción procedente a partir del carácter matrimonial o no matrimonial de la filiación, respectivamente con-
templadas en los arts. 136 y 140 C.c. Sigue con ello la correcta doctrina ya presente en las SS.T.S. 29 octubre
y 5 diciembre 2008, 4 julio 2011 (Pleno) y 10 mayo 2012, que además declaran la adecuación constitucional
del diferente régimen impugnatorio presente en tales preceptos desde la justificación objetiva y razonable
que supone la existencia o no de matrimonio entre los progenitores. 

Además, la S.T.S. 15 julio 2016 redondea un aspecto de la argumentación que a mi parecer había quedado
en sentencias anteriores incorrectamente resuelto, para declarar que la estimación de la acción impugnatoria
comportará la ineficacia del reconocimiento, que no su nulidad9. 

Y todo ello, aun instando la impugnación el propio autor del reconocimiento. Al abordar así el aspecto
más controvertido del supuesto planteado, Tribunal Supremo considera que no cabe excluir la impugnación
de la paternidad por el propio reconocedor atacando no el título, sino su falta de adecuación con la realidad.
Y así declara como doctrina jurisprudencial: 

«Cabe que quien ha realizado un reconocimiento de complacencia de su paternidad ejercite una acción
de impugnación de la paternidad, fundada en el hecho de no ser el padre biológico del reconocido. Si esa
acción prospera, el reconocimiento devendrá ineficaz. La acción procedente será la regulada en el art. 136
C.c. si la paternidad determinada legalmente por el reconocimiento es matrimonial en el momento de ejer-
cicio de la acción; y será la que regula el art. 140.II si la paternidad es no matrimonial y ha existido posesión
de estado, aunque ésta no persista al tiempo del ejercicio de la acción». 

Seguidamente, aporta las razones que fundan esta doctrina, viniendo así a contestar a los argumentos en
contra señalados por la doctrina científica10: 

a) La ausencia de base legal para negar dicha legitimación al autor del reconocimiento, dados los términos
en que los arts. 136 y 140 se hallan redactados.

b) La inaplicación del principio nemo audiatur propriam turpitudinem alegans por no tratarse de un re-
conocimiento de conveniencia o en fraude de ley.

c) La improcedencia de la doctrina de los actos propios, dado el carácter de orden público de las cues-
tiones relativas al estado civil.

d) La compatibilidad entre la irrevocabilidad del reconocimiento y su ineficacia subsiguiente a la esti-
mación de una acción de impugnación de la paternidad.

8 Esta correcta doctrina, no sin algún titubeo, fue la primera cuestión que sobre el controvertido reconocimiento de complacencia el
Tribunal Supremo alumbró con claridad, ya desde la S.T.S. 23 diciembre 1987. Para cita de más jurisprudencia, vid. BARBER CÁR-
CAMO, «Nuevos retos…», loc. cit., p. 40.

9 En tal sentido, e instando la declaración jurisprudencial, vid. BARBER CÁRCAMO, La filiación en España, cit., p. 211. 
10 Algunos de ellos también presentes en el voto disidente que O´CALLAGHAN MUÑOZ presentó al fallo de la S.T.S. 4 julio 2011. 
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e) La imposible analogía con el art. 8.1 L.T.R.H.A. porque «el reconocedor de complacencia es ajeno a
la decisión de la madre de engendrar al que será reconocido por aquél». 

f) Finalmente, y desde consideraciones ligadas a la protección de los reconocedores, la sentencia la con-
sidera «una solución moderada, que conjuga adecuadamente los intereses en juego», dados los breves plazos
de ejercicio de las acciones. 

Efectivamente, a contrario, estos son los argumentos aducidos por los autores que niegan al reconocedor
de complacencia legitimación para impugnar la filiación por falta de adecuación con la verdad biológica11.

Personalmente, comparto el discurso del Tribunal Supremo salvo en la negativa a considerar fraudulento
el reconocimiento de complacencia y la reserva de tal calificación para el de conveniencia12
Creo que sí hay fraude de ley al convertir la mera voluntad en un título de determinación de la filiación,
contra el principio básico del sistema de filiación biológica, basado en la verdad. Sí se persigue un fin si no
prohibido, sí contrario al ordenamiento jurídico, según reza el art. 6.4 C.c. De ahí que la doctrina de la Di-
rección de los Registros que niega la inscripción a los reconocimientos manifiestamente inveraces sea co-
rrecta, en cuanto el Encargado del Registro actúa como garante de la legalidad. Y ello es compatible con
que no sea un reconocimiento nulo, por las razones referidas supra. Desde esa perspectiva, la aplicación de
las normas que se han tratado de eludir, como bien dice el Supremo, no pueden ser las de la filiación adoptiva,
porque no es tal la que ha quedado establecida. De manera que no es coherente alegar la irrevocabilidad de
la filiación para negar la legitimación del reconocedor. Siendo aplicable el régimen de la filiación biológica,
son las acciones de impugnación stricto sensu las que tutelan la adecuación de la filiación formal a la real,
con sus límites. Y cuando las ejercita el reconocedor, ciertamente alega su propia torpeza y actúa en contra
de su voluntad previa. La cuestión es qué es más acorde con el ordenamiento, si admitir su acción por la im-
procedente aplicación de tales doctrinas a una materia indisponible o excluirla para impedir un nuevo ejer-
cicio de voluntad en un ámbito que no la admite. Adviértase que la respuesta no resulta fácil. A mi entender,
ahí radica el quid de la postura adoptada por el Tribunal Supremo. Denota la preferencia por reconducir la
filiación biológica al principio de veracidad, dentro de sus límites, a admitir un juego de la voluntad abso-
lutamente contrario a su sistema. Ello implicaría la aplicación del principio nemo audiatur propriam turpi-
tudinem alegans, cuya ubicación natural es la nulidad del negocio jurídico. Se admite así como mal menor,
y confiándose en el transcurso de los plazos de caducidad de los arts. 136 y 140 C.c. mediando posesión de
estado, la legitimación del propio reconocedor para impugnar. Por estimarla solución mejor a introducir en
materia de filiación una negativa a la acción que implica atribuir un poder decisor a la voluntad.

4. LA IRRELEVANCIA DE QUE EL RECONOCIMIENTO SEA ANTERIOR O POSTERIOR A LA
CELEBRACIÓN DEL MATRIMONIO PARA DETERMINAR LA ACCIÓN DE IMPUGNACIÓN
PROCEDENTE.

El Tribunal Supremo no elude fijar también la doctrina correcta sobre esta cuestión, declarando que
cuando la madre y el autor del reconocimiento contraen matrimonio tras el nacimiento, la acción para im-
pugnar la paternidad es la prevista en el art. 136 C.c., dado el carácter matrimonial de la filiación. Y ello,
tanto si el reconocimiento se hizo antes como después de la celebración del matrimonio. Explica, con razón,
que dicho efecto resulta de lo dispuesto en el art. 119 C.c., que en este punto produce un efecto querido por
el legislador como es el fortalecimiento de la filiación matrimonial, a través de la restricción del plazo abierto

11 En este sentido, vid. GONZÁLEZ PÉREZ DE CASTRO, La verdad biológica en la determinación de la filiación, Madrid, Dykinson,
2013, pp. 187 ss.; QUICIOS MOLINA, Determinación e impugnación de la filiación, Cizur Mayor, Thomson-Reuters-Aranzadi,
2014, pp. 193-202. 

12 La doctrina no comparte esta doble clasificación. GETE-ALONSO Y CALERA y SOLÉ RESINA incluyen tanto el reconocimiento
de complacencia como el de conveniencia en el fraudulento contemplado en el art. 235-27.4 C.C.Cat.: Filiación y potestad parental,
Valencia, Tirant lo Blanc, 2014, pp. 37, 41, 68. Igualmente QUICIOS MOLINA, si bien refiere para el de conveniencia la sanción
de nulidad radical por simulación, vid. ob. cit., p. 192. Por el contrario, la S.A.P. Barcelona (18.ª) 4 octubre 2013 (JUR 2013\354166)
comparte el criterio del Tribunal Supremo, al afirmar: «La declaración de nulidad requiere que se acredite el fraude de ley. No basta
para entender que hay fraude de ley el mero conocimiento por parte de su autor de la disparidad entre la filiación reconocida y la fi-
liación real o biológica, sino que es necesario que el reconocimiento se utilice como medio para obtener un resultado prohibido por
la ley o contrario a la misma».



Bol. Colegio Registradores, núm. 35— 1946 —

Sentencias del Tribunal Supremo

para su impugnación. Desecha además una interpretación bastante peregrina de las palabras progenitores
que se había deslizado en alguna sentencia anterior del mismo Tribunal y había mantenido el Ministerio
Fiscal13, para constatar que se refiere al padre y la madre legales, sean o no los biológicos. Y contrapone el
régimen del Código civil español al del catalán, cuyo art. 235-7.2 sujeta la impugnación de los hijos sobre-
venidamente matrimoniales a las reglas de la filiación no matrimonial. 

Confirma con ello la doctrina correcta que, tras vacilaciones iniciales, había declarado ya las SS.T.S. 29
octubre 2008 (R.J. 5802), 5 diciembre 2008 (R.J. 2009\147) y 10 mayo 2012 (R.J. 6341), frente a otras que,
pese a tratarse de una filiación matrimonial sobrevenida, habían aplicado indebidamente el art. 140 C.c. (así
SS.T.S. 27 mayo 2004 –R.J. 4265– y 29 noviembre 2010 –R.J. 404411–).

No acierta en cambio el Tribunal Supremo cuando añade que si el reconocimiento es posterior al matri-
monio, el dies a quo del plazo para la acción de impugnación «será el día de la perfección del reconoci-
miento», mientras que si es anterior al matrimonio, vendrá dado por su celebración, salvo que hubiera
caducado antes la acción para impugnar la paternidad no matrimonial, en cuyo caso «debería denegarse
también al reconocedor la acción del art. 136 C.c., pues no parece lógico que disponga de un mayor plazo
para impugnar por el simple hecho de haberse casado con la madre». Conforme dispone el art. 136 C.c., el
dies a quo de la acción impugnatoria del marido es la inscripción de la filiación en el Registro Civil, sea
cual sea su título de determinación. De modo que es la inscripción del reconocimiento la que determina el
dies a quo para el plazo de caducidad de un año de dicha acción. Y también para el del cuatro años del art.
140.II C.c., dada la posesión de estado. La celebración del matrimonio es un dato irrelevante a efectos del
cómputo del plazo, de manera que no hay ninguna razón para defender que si se contrae una vez caducado
el plazo del art. 140.II C.c. surja para el autor del reconocimiento una nueva acción para impugnar la filiación. 

4. CONCLUSIÓN.

La S.T.S. 15 julio 2016 ha fijado doctrina jurisprudencial sobre uno de los temas que en los últimos años
se han revelado más polémicos en materia de acciones de filiación: la impugnación de la paternidad por
quien previamente la reconoció a sabiendas de su falsedad. En esta sentencia es encomiable el cuidado y la
claridad con que el Tribunal Supremo ha procedido, no eludiendo pronunciarse sobre ninguna de las dife-
rentes cuestiones jurídicas implicadas. Ha ratificado la correcta doctrina presente en resoluciones anteriores
sobre la validez de dicho reconocimiento, su improcedente impugnación a través del art. 141 C.c. y su re-
conducción a la acción de impugnación stricto sensu recogida en los arts. 136 y 140 C.c., según la filiación
sea matrimonial o no matrimonial. Insiste además en admitir la legitimación del propio autor del reconoci-
miento, con argumentos variados que revelan una clara opción por negar en materia de filiación biológica
el juego de la autonomía de la voluntad. Lo cual merece aplauso, aunque no se compartan todos los argu-
mentos vertidos en la sentencia.
http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7742371&links=&optimize=20160722&publicinterface=true

13 En cuya virtud, y dado que sólo es progenitor el biológico, el art. 119 Cc. sólo resultaría de aplicación cuando los contrayentes fueran
los padres biológicos, con apoyo en SS.T.S. 27 mayo 2004 y 4 julio 2011. Y por consiguiente procedería la acción ex art. 140 Cc.



bol. colegio Registradores, núm. 35— 1947 —

Sentencias del tribunal Supremo

COMENTARIOS A LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL SUPREMO (SALA DE LO CIVIL) DE
29 Y 30 DE SEPTIEMBRE DE 2016. LA DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA FILIACIÓN EX-
TRAMATRIMONIAL NO CONLLEVA EL REEMBOLSO DE LOS ALIMENTOS PROPORCIO-
NADOS POR LA MADRE DESDE EL NACIMIENTO DEL HIJO. Por Inmaculada Vivas Tesón,
Profesora Titular de Derecho civil de la Universidad de Sevilla.

SUMARIO

1. ReSUMen de lOS hechOS e IdentIfIcAcIón de lA cOntROveRSIA jURídIcA.
2. fUndAMentAcIón jURídIcA de lOS dOS pROnUncIAMIentOS ObjetO de cOMentARIO.
3. lA RetROActIvIdAd de lA deteRMInAcIón jUdIcIAl de lA fIlIAcIón nO MAtRIMOnIAl nO AlcAnzA

A lOS AlIMentOS pReStAdOS pOR el OtRO pROgenItOR deSde el nAcIMIentO del hIjO.
4. el devengO de lA OblIgAcIón AlIMentIcIA. dOctRInA jURISpRUdencIAl y cRítIcA Al ARt. 148.1.º

c.c.

1. RESUMEN DE LOS HECHOS E IDENTIFICACIÓN DE LA CONTROVERSIA JURÍDICA.

     Se afronta, en estas páginas, el comentario conjunto de dos pronunciamientos de la Sala 1.ª del tribunal
Supremo, a la vista de la similitud de los hechos controvertidos detectada en ambos, si bien difieren leve-
mente en el iter procesal de la pretensión en las distintas instancias (resuelta de forma dispar en primera y
segunda instancia en la de 29 de septiembre) y en extensión de la fundamentación jurídica (excesiva, en
nuestra opinión, en la de 30 de septiembre). con dichas salvedades, podría decirse que, a la vista de la cues-
tión controversita planteada, ambas sentencias son casi gemelas.
     en la S.t.S. 29-9-2016, tras declararse judicialmente la paternidad de un hijo, la madre ejercitó la acción
de reembolso prevista en el art. 1.158 del código civil (c.c.), reclamando al padre los gastos de manutención
y educación del hijo de ambos sufragados por ella hasta la determinación de la filiación no matrimonial (en
concreto, 148.259.54 €), además de los correspondientes intereses legales de dicha suma desde la fecha de
interposición de la demanda. el juez de primera Instancia estimó parcialmente la demanda al condenar al
demandado a reintegrar una cantidad inferior a la solicitada (en concreto, 45.000 €). contra dicha sentencia
recurrieron en apelación ambas partes litigantes. la Audiencia provincial, de un lado, estimó el recurso de
apelación interpuesto por el demandado, revocando la resolución recurrida y desestimando íntegramente la
demanda, de manera que absolvió al demandado y condenó a la actora al pago de las costas causadas en
primera instancia; de otro, desestimó íntegramente el recurso de apelación interpuesto por la actora con im-
posición de las cosas procesales devengadas en la alzada. la actora interpone recurso de casación en la mo-
dalidad de interés casacional por jurisprudencia contradictoria de las Audiencias provinciales, el cual es
desestimado por el tribunal Supremo.
     en la S.t.S. 30-9-2016, declarada judicialmente la paternidad, la madre interpuso demanda contra el
padre del hijo de ambos, la cual fue desestimada por el juez de primera Instancia. la actora recurrió en ape-
lación contra la resolución de instancia, recurso que fue desestimado por la Audiencia provincial, con expresa
imposición a la apelante de las cosas devengadas en segunda instancia. la actora interpone recurso de ca-
sación, el cual es desestimado por el tribunal Supremo.
     como puede comprobarse, en la sentencia de 29 de septiembre se estimó parcialmente la reclamación
de las cuantías desembolsadas por la madre en primera instancia, en tanto que en la de 30 de septiembre la
pretensión fue siempre desestimada.
     el problema jurídico planteado gira en torno a si, determinada la filiación no matrimonial de una persona,
pueden reclamarse los gastos de manutención y atención sufragados en exclusiva por la madre con efectos
retroactivos, esto es, desde la fecha del nacimiento del hijo hasta la fecha en la que se determinó la paternidad
del mismo.
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2. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE AMBAS SENTENCIAS OBJETO DE COMENTARIO.

     pasamos, a continuación, a reproducir los fundamentos jurídicos de la SENTENCIA DEL TRIBUNAL
SUPREMO DE 29-9-2016.

     pRIMeRO. doña Inmaculada, demandante, formalizó recurso de casación en la modalidad de interés
casacional por jurisprudencia contradictoria de las Audiencias provinciales. lo que plantea el recurso
es si, a través de la acción de reembolso del art. 1.158 del código civil, puede recuperar de don josé
daniel, demandado, las cantidades desembolsadas para la manutención y atención del hijo que tienen
en común, antes de que se determinara judicialmente la filiación no matrimonial, tanto en su periodo de
residencia en españa, como ya en Alemania, donde residen actualmente, en la cuantía de 148.259,54
euros.
     la demanda parte del hecho de que se determinó la filiación no matrimonial de su hijo, don eugenio,
nacido el nUM000 de 1983, respecto del demandado a través del procedimiento judicial instado por
aquel, cuando contaba 21 años, sin haber reclamado alimentos, ante un juzgado de torremolinos, en el
que recayó sentencia de 4-5-2004 , reconociendo dicha filiación; sentencia que fue confirmada por la Au-
diencia provincial y que es firme, siendo así que, según el art. 112 del código civil, la filiación, como
hecho biológico, produce efectos independientemente del hecho jurídico, de forma que dicho precepto
establece como norma general los efectos retroactivos de la determinación legal de filiación. Sobre la
base de los anteriores hechos entiende que tiene un derecho al ejercicio de la acción de reembolso sujeta
a un plazo de prescripción de 15 años, por lo que se debe contar el periodo indemnizable desde la fecha
de la demanda (2011), iniciándose el cómputo en febrero de 1996, lo que hace un total indemnizable de
180 meses.
     la sentencia del juzgado estimó parcialmente la demanda y condenó al demandado a abonar a la parte
actora la cantidad de 45.000 €. considera, entre otros argumentos, que la determinación legal de la filiación
tiene efectos retroactivos, al constituir una obligación natural que surge desde el momento mismo del naci-
miento y al margen de la existencia o inexistencia de un formal reconocimiento inicial del hijo y que la parte
demandada confunde la acción de reclamación de alimentos con la acción de reembolso, pues siendo obli-
gación de ambos progenitores alimentar al hijo común, su cuantificación no responde a criterios de igualdad,
sino a la relación entre el caudal y los medios de quien los da y las necesidades de quien los recibe. por el
contrario, con la acción de reembolso se reclaman cantidades pagadas, al margen de la capacidad económica
del obligado al pago, por lo que acreditado que, desde el nacimiento del hijo, la madre se ha hecho cargo
del mismo de manera exclusiva, a pesar de que la capacidad económica del padre era superior a la suya,
existe el derecho al ejercicio de la acción de reembolso, sujeta al plazo de prescripción de 15 años, como
preveía el art. 1964 del mismo texto legal, por lo que el plazo indemnizable comprende desde el día 25-2-
1996 al 25-2-2011, fecha en que se interpuso la demanda.
     la indemnización se cuantifica teniendo en cuenta que la cifra media que se pudo invertir en el menor
durante este tiempo hubo de rondar los 500 € mensuales, lo que impide extender la acción de reembolsar
por encima del 50% de dicha cifra. Se rechazan gastos extraordinarios, como los del colegio privado y la
universidad, al carecer de las características de excepcionalidad e imprevisibilidad pues se trata de gastos
en centros privados, sin que se haya acreditado que la enseñanza en Alemania sea exclusivamente privada,
habiendo asumido la demandante por voluntad propia el abono de tales gastos, por lo que no pueden ser re-
clamados al amparo del art. 1.158 del código civil.
     Recurrida la sentencia en apelación por don josé daniel, la Audiencia provincial revocó la sentencia del
juzgado y desestimó íntegramente la demanda. en lo que aquí interesa se argumenta lo siguiente:
     a) para que prospere la acción de reembolso deben concurrir una serie de requisitos, entre ellos que quien
reclama haya pagado voluntariamente una deuda ajena y que se cuantifique y justifique el importe satisfecho.
cuando se produjeron los gastos que se reclaman el hoy demandado no tenía obligación declarada alguna
frente al acreedor puesto que la filiación no estaba determinada por negligencia o pasividad de la propia ac-
tora que pudo, y no lo hizo, entablar la acción de reconocimiento de la paternidad del nacimiento del menor,
dejando que su hijo alcanzara la mayoría de edad, mientras que asumía los gastos que se derivaron de su
mantenimiento.
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     b) Una vez determinada la filiación, no puede reclamarse pensión de alimentos con efecto retroactivo,
de conformidad con la doctrina del tribunal Supremo plasmada en la S. 8-4-1995, que sostiene que no puede
confundirse tiempo del nacimiento y tiempo de la exigibilidad de los alimentos, al carecer éstos de efectos
retroactivos. la propia S.t.S. 4-6-2011 apreció la existencia de compatibilidad derivada de la caracterización
de las acciones en orden a la aplicación del art. 148.1 del código civil a la reclamación de alimentos por
hijos menores de edad en situaciones de crisis del matrimonio o de la pareja no casada.
     c) cuando la obligación alimenticia nace ope legis por el hecho del vínculo del parentesco en caso de
no ser prestados de forma voluntaria, no puede operar o tener efectividad sino desde la interposición de la
demanda, siendo esta necesaria para que la obligación surja legalmente y con ello un concreto deber, pues
una cosa es el momento del nacimiento de la obligación, y con ello la posibilidad de ejercitarlo, y otra que
se puedan reclamar conceptos de manutención de un hijo, devengados antes de haberlo solicitado judicial-
mente cuando tan sólo existía una obligación inconcreta, por lo que en modo alguno puede servir de base a
una acción de reembolso, que exige una deuda exigible y líquida.
     d) no se puede reclamar lo que no se percibió con anterioridad por su propia negligencia o por su pasi-
vidad, por lo que el ejercicio de la acción resulta contrario a la buena fe y su reclamación extemporánea y
desleal, como recoge la sentencia de esta Sala de 3-12-2010.
     e) no consta en las actuaciones las cantidades exactas abonadas, siendo así que se trata de un presupuesto
necesario para la estimación de la acción cuya prueba le corresponde al recurrente.

     SegUndO. el recurso contiene un único motivo en el que se denuncia la infracción del art. 1.158 c.c.,
en relación con lo dispuesto en el art. 112 y 154 del mismo texto legal; y plantea como problema jurídico el
relativo a si, determinada la filiación de una persona, puede reclamarse pensión de alimentos con efectos
retroactivos; es decir, desde la fecha del nacimiento hasta la fecha en la que se determinó la filiación.
     Se citan, además, como contradictorias las sentencias de la sección 4.ª de la Ap de baleares de 8-1-2008
y 2-5-2012, por un lado ; y las de la A.p. de cuenca (sección 1.ª) de 8-4-2013 y de cáceres (sección 1.ª) de
15-6-2015 , por otro.
     las primeras parten del hecho de que la madre asumió en exclusiva todos los gastos que comportaba la
menor, pese a ser la capacidad económica del padre muy superior a la suya, y de que el art. 112 del código
civil establece como norma general los efectos retroactivos de la determinación legal de la filiación, al cons-
tituir una obligación natural que surge desde el momento mismo del nacimiento y al margen de la existencia
o inexistencia de un formal reconocimiento inicial del hijo, que le autoriza a ejercitar la acción de reembolso
del art. 1.158 del cc; acción personal que está sometida al plazo de prescripción del art. 1.964 del c.c.,
frente al otro progenitor, por recaer la obligación de alimentos sobre ambos ex art. 154 c.c. , si bien dicha
reclamación no lo será en concepto de alimentos, pues por la naturaleza de esta prestación es evidente que
los alimentos consumidos no pueden devolverse.
     las segundas, aluden a un supuesto en el que se ejercita una acción de reembolso por cobro de lo indebido
de pensiones alimenticias establecidas judicialmente (Ap de cuenca, que fue objeto de recurso de casación
concluido mediante Sentencia de esta Sala de 24-4-2015), mientras que la sentencia de cáceres argumenta
que «la cuestión nuclear es la relativa a si, determinada la filiación de una persona, puede reclamarse pensión
de alimentos con efectos retroactivos; es decir, desde la fecha del nacimiento hasta la fecha en la que se de-
termina la filiación», concluyendo que la respuesta debe ser negativa.

     teRceRO. el recurso se desestima por lo siguiente.
     1. Según dispone el art. 148 del código civil, en ningún caso se abonarán los alimentos sino desde la
fecha de la demanda, aunque con anterioridad se necesiten para subsistir. esta regla se refiere únicamente a
la petición de los alimentos, puesto que, como afirma la S.t.S. 328/1995, de 8 abril, una cosa es que se haya
reconocido la relación jurídica de que derivan los alimentos y otra que estos se soliciten en tiempo y forma
con fijación de la pensión, los plazos de abono de los mismos y la forma de hacerlos efectivos (S. 14-6-
2011).
     2. el art. 153 c.c. prevé la aplicación de las citadas disposiciones, «... a los demás casos en que por este
código, por testamento o por pacto se tenga derecho a alimentos...»; mientras que el art. 112 del mismo
texto, sobre filiación, señala que la filiación produce sus efectos desde que tiene lugar y su determinación
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tiene efectos retroactivos siempre que la retroactividad sea compatible con la naturaleza de aquellos y la ley
no dispusiere lo contrario, como sucede con la deuda alimenticia, pues ello iría en contra del art. 148 del
c.c.
     3. la S. 14-6-2011, referida a alimentos a los hijos menores, con cita de la de 5-10-1995, sienta la doctrina
siguiente: «no es sostenible absolutamente que la totalidad de lo dispuesto en el titulo vI del libro I del
código civil, sobre alimentos entre parientes, no es aplicable a los debidos a los hijos menores como un
deber comprendido en la patria potestad». esta doctrina ha sido repetida en las sentencias 917/2008, de 3
octubre, 653/2012, de 30 de octubre y 742/2013, de 27 de noviembre, que declara aplicable el artículo. 148.1
c.c. Supone, en suma, que los preceptos relativos a los alimentos entre parientes, entre ellos el art. 148 del
c.c., se aplican en los supuestos de alimentos que dimanan de la patria potestad (art. 154 del c.c.) con ca-
rácter supletorio, de conformidad con el art. 153 del c.c., también de significado unívoco (A.t.c. pleno de
16-12- 2014).
     4. la vieja S. 18-4-1913, que confirma la línea jurisprudencial de las SS. 30-6-1885 y 26-10-1897, citadas
en la de 24-4-2015, vino a establecer que los alimentos no tienen efectos retroactivos, «de suerte que no
puede obligarse a devolver, ni en parte, las pensiones percibidas, por supuesto consumidas en necesidades
perentorias de la vida».
     cierto es que el art. 148 c.c. establece una mínima retroactividad hasta la fecha de interposición de la
demanda y no desde una posible reclamación extrajudicial, por un determinado periodo, como ocurre en el
código civil de cataluña, siendo así que hasta ese momento los alimentos ya se han prestado o han sido
atendidos por quien los reclama, y como tales se han consumido, desapareciendo la necesidad.
     Se trata, sin embargo, de una previsión legal establecida en beneficio del alimentante que atiende a la
especial naturaleza de la deuda alimenticia y a un momento en que este conoce su deber de prestación frente
al alimentista que ha dejado de cumplir y que finalmente le impone la sentencia. la reclamación fija el mo-
mento a partir del cual si el deudor interpelado por el acreedor no paga, incumple la obligación que le impone
la ley de abonar una prestación alimenticia que hasta ese momento ha sido cubierta. y si el alimentista carece
de acción para ampliar su reclamación a un momento anterior, porque lo impide el art. 148 del c.c., con
mayor motivo no la tendrá su madre a través de la acción de reembolso ejercitada al margen de las reglas
propias que resultan de la obligación de proveer alimentos en orden a satisfacer las múltiples necesidades
de los hijos. puede haber, sin duda, una obligación moral a cargo de quien finalmente es declarado padre,
pero lo cierto es que la ley no concede acción para pedir el cumplimiento de un deber de esta clase y consi-
dera igualmente justo negar acción para compensar una situación que puede considerase injusta y pedir la
devolución de lo pagado en aras de una regulación más ajustada al art. 39 c.e.; solución que solo sería po-
sible mediante una modificación del art. 148 del código civil, que extendiera la obligación de prestar ali-
mentos a los hijos menores más allá de lo que la norma autoriza, al menos desde el día de la interpelación
del obligado por medio fehaciente, siempre que se interponga la demanda en un determinado tiempo, e in-
cluso facilitando la acción de reembolso de lo gastado al progenitor que asumió el cuidado del hijo en la
parte que corresponde al progenitor no conviviente, con el límite de la prescripción, como ocurre en otros
ordenamientos jurídicos.
     como dice el tribunal constitucional (A.t.c. pleno de 16-12-2014), es cierto que la retroactividad de
los alimentos facilitaría procesalmente el resarcimiento del progenitor que cumplió su obligación ex art.
154.1 del código civil como vía para reclamar la deuda al progenitor incumplidor. pero la retroactividad
de la obligación de prestación de alimentos al menor no se orientaría a su asistencia, como fin constitucio-
nalmente relevante del art. 39.3 c.e., pues el menor ya fue asistido y sus necesidades ya fueron cubiertas,
sino a resarcir al progenitor cumplidor, que puede formular demanda en reclamación de alimentos tan pronto
como nace la obligación frente a una deuda generada a su favor por el progenitor incumplidor, y la limitación
temporal de la exigibilidad de los alimentos, ante el incumplimiento voluntario por parte del progenitor no
custodio, resulta además proporcionada para evitar una situación de pendencia que no sería compatible con
la seguridad jurídica (art. 9.3 c.e).

     cUARtO. A tenor de lo dispuesto en el art. 398.1 l.e.c., en relación con el art. 394.1 de la misma ley,
las costas del recurso se imponen a la parte recurrente,
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     fAllO

     por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la constitución, esta sala ha
decidido:
     desestimar el recurso de casación formulado por doña Inmaculada, contra la sentencia dictada el 30-6-
2015 por la Sección Sexta de la Audiencia provincial de Málaga; con expresa imposición de las costas a la
recurrente.

     por su parte, la SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO DE 30-9-2016, la cual cita expresamente
la del día anterior, contiene los siguientes fundamentos jurídicos:

     pRIMeRO. los hechos declarados probados en la instancia y antecedentes procesales relevantes para
resolver el presente recurso de casación han sido los siguientes:
     1. en el año nUM000, nació h., fruto de la relación sentimental mantenida por su madre, doña c., con
don c.
     2. la paternidad de don c. quedó determinada legalmente por sentencia dictada el 15-9-2008 por el del
juzgado de primera Instancia núm. 1 de bilbao , confirmada por la sentencia 174/2009, de 6 de mayo, de la
Sección 3.ª de la Audiencia provincial de bizkaia. los recursos de casación y extraordinario por infracción
procesal que interpuso don c. se inadmitieron por auto de esa sala de 2-3-2010 (Rec. 1.394/2009. el 9-6-
2011 la filiación paterna de h. fue inscrita en el Registro civil.
     en la demanda iniciadora del proceso de filiación, interpuesta por doña c. en 2007, no se acumuló a la
acción de reclamación de la paternidad de don c. una acción de reclamación de alimentos para h.
     3. el 6-5-2012 doña c. formuló frente a don c. demanda de medidas paterno filiales. en ese procedi-
miento, recayó la Sentencia 532/2012, de 29 de noviembre, del juzgado de familia núm. 6 de bilbao, que,
en lo que interesa en esta sede, estableció a cargo del padre una pensión de alimentos de 600 euros al mes,
que «conforme al art. 148 del código civil» don c. debería abonar «desde la fecha de presentación de la
demanda». ninguna de las partes recurrió contra dicha sentencia, que quedó firme.
     4. desde el nacimiento de h. hasta el 6-5-2012, don c. no había contribuido en modo alguno al mante-
nimiento de su hijo.
     5. en febrero de 2013, doña c interpuso contra don c. la demanda iniciadora del presente proceso, en la
que ejercitó la acción de reembolso, al amparo del art. 1.158 c.c., del 80 por 100 de las cantidades que ella
había empleado en el mantenimiento de h. desde el nacimiento de este hasta el día 6-5-2012, esto es, durante
78 meses.
     la actora cuantificó en 1.000 euros el coste mensual del mantenimiento de h.. Alegó que la abismal di-
ferencia entre su posición económica y la de don c. durante el periodo relevante justificaba, conforme al
art. 145 c.c., asignar don c. un 80 por 100 del referido coste. en consecuencia, pidió que se condenase a
este a pagarle un total de 62.400 (0,8 x 78 x 1.000) euros.
     6. el juzgado desestimó la demanda por dos grupos de razones:
declaró en primer lugar que, para que proceda la acción de reembolso contemplada en el art. 1.158 c.c., se
requiere que existiera una obligación de pago de aquel frente a quien la acción se ejercita: la obligación que
habría cumplido, por cuenta del deudor, quien ejercita la acción; que la jurisprudencia de esta sala (S.t.S.
14-6-2011) ha declarado que lo prescrito en la frase final del párrafo primero del art. 148 c.c. («pero no se
abonarán sino desde la fecha en que se interponga la demanda») es también aplicable a la obligación de ali-
mentar a los hijos no emancipados, que el art. 154.1.º c.c. impone a los titulares de la patria potestad; y
que, por lo tanto, antes del 6-5-2012 el demandado, don cosme, no tenía una obligación de prestar alimentos
a su hijo, h., que la actora, doña clara, pudiera haber pagado por cuenta de don cosme.
A mayor abundamiento, declaró el juzgado que la acción de reembolso ejercitada sólo procede cuando un
tercero paga una obligación ajena, y que la demandante tenía, como progenitora de h., la obligación propia
de prestar alimentos al menor.
     en fin, no dejó el juzgado de señalar que:
     «debe recordarse, además, que, si la parte actora lo hubiese tenido por oportuno, podría haber acumulado
la acción de filiación que ejercitó [...] con la acción de reclamación de alimentos (en este sentido, Sentencia
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de la A.p. de bizkaia, sección 3, de 31-3-2010; de la Audiencia provincial de A coruña, sección 4, de 28-9-
2007; y del tribunal Supremo de 11-12-2001».
     7. contra la referida sentencia del juzgado, la representación de doña c interpuso recurso de apelación,
alegando en esencia que: la Sentencia de esta sala de 14-6-2011 declaró que el art. 148 c.c. es aplicable a
las acciones de reclamación de alimentos, también si a favor de los hijos menores de edad; pero no, a una
acción de reembolso como la ejercitada a favor de la actora; que la viabilidad de tal acción ha sido reconocida
por la jurisprudencia mayoritaria de las Audiencias provinciales; y que todos los requisitos exigibles para
que una acción de reembolso pueda prosperar concurren en el presente caso, ya que, durante seis años y
medio, doña c estuvo pagando una deuda ajena: la que don c. tenía, a tenor de los arts. 110 y 154.1º c.c.,
de prestar alimentos a h.; aunque pagase a la vez una deuda también (en una proporción mucho menor)
propia.
     8. la Audiencia desestimó el recurso, acogiendo los dos razonamientos de la sentencia apelada:
«[e]n un supuesto cual de autos no cabe obviar que la Sr. c. viene obligada legalmente ( art. 154 cc) a la
prestación alimenticia a su hijo menor en toda su extensión por lo que esta atención por ella dispensada lo
ha sido por una obligación propia y no como pago de una deuda ajena; y como se razona en la sentencia de
primera instancia con cita de la S.A.p. girona de 22-9-2010 ninguna norma reconoce al obligado que vo-
luntariamente ha prestado alimentos el derecho de reintegro.
     »por otra parte, tampoco existía deuda alimenticia del Sr. c. en el periodo de referencia, y en ese sentido
sí hace al caso lo dispuesto en el art. 148 del código civil puesto que la actio in rem verso o de provecho
obtenido, se concede a quien ha hecho el pago, liberando al deudor de su obligación (por todas, S.t.S.  12-
3-2010).
     »Según el citado precepto la obligación de dar alimentos será exigible desde que los necesitare para
subsistir la persona que tenga derecho a percibirlos, pero no se abonarán sino desde la fecha en que se in-
terponga la demanda; y es criterio jurisprudencial el de su aplicación a los hijos menores de edad, criterio
seguido por el tribunal Supremo en SS. 5-10-1993; 3-10-2008; y doctrina declarada en Sentencia de 14-
6-2011 en los siguientes términos: “debe aplicarse a la reclamación de alimentos por hijos menores de
edad en situaciones de crisis del matrimonio o de la pareja no casada la regla contenida en el art. 148.1
c.c., de modo que, en caso de reclamación judicial, dichos alimentos deben prestarse por el progenitor
deudor desde el momento de la interposición de la demanda”. todo lo cual se reitera en SS.t.S.  26-10-
2011 y 30-10-2012.
     »por ello, en el periodo aquí objeto de reclamación no existía, tal y como se aprecia en la sentencia ape-
lada, ninguna obligación del demandado cuyo pago fuese asumido por la actora; por lo que no procede sino
su confirmación con íntegra desestimación del recurso contra la misma interpuesto».

     SegUndO. contra la sentencia de la Audiencia, la representación de doña c ha formulado recurso de
casación por razón de interés casacional en su modalidad de existencia de jurisprudencia contradictoria de
las Audiencias provinciales. en su motivo único denuncia infracción, por aplicación indebida, del art. 148
c.c. en detrimento del art. 1.158 del mismo cuerpo legal. y cita las sentencias firmes de 8-1-2008 y 5-7-
2013, ambas dictadas por la Sección 4.ª de la Audiencia provincial de baleares, aduciendo que, en casos
idénticos al de autos, reconocieron la procedencia de la acción de reembolso a favor del progenitor que
había asumido en exclusiva el coste del mantenimiento del hijo menor de edad.
     la parte recurrida objeta en primer lugar la inadmisibilidad del recurso, alegando que es la Audiencia
de baleares la única se ha pronunciado en tal sentido, contrariamente a como lo han hecho todas las demás
Audiencias; y que, por tanto, no existe «jurisprudencia contradictoria de distintas Audiencias provinciales».
     ese óbice debe ser desestimado: para que concurra el referido interés casacional, no es en modo alguno
necesario que sean por lo menos dos las Audiencias o las secciones de la misma Audiencia que vengan de-
cidiendo de modo reiterado el problema jurídico planteado en sentido contrario a como lo ha hecho la sen-
tencia recurrida; la propia parte recurrida admite, y ya adujo a su favor en la instancia con abundantes citas,
lo que esta sala bien conoce: que, además de la sección de la Audiencia provincial de bizkaia que dictó la
sentencia recurrida, otras de diferentes Audiencias han dictado sentencias en igual sentido; y también consta
así en la reciente sentencia del pleno de esta sala 573/2016, de 29 de septiembre, que decidió sobre el fondo
de un recurso de casación de la misma modalidad que el presente.
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     teRceRO. ese recurso, que contempló un caso sustancialmente idéntico al de autos, fue desestimado;
y, por las mismas razones, ha de desestimarse el que ahora examinamos:
     1.º también este caso se refiere a la obligación de prestar alimentos que, como una de las concreciones
del deber de «prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio durante su
minoría de edad» establecido en el art. 39.3 c.e., imponen al padre y a la madre los arts. 110 y 154.1.º c.c.
     2.º Aunque la naturaleza y el régimen jurídico de dicha obligación son sustancialmente diferentes a los
de la obligación de alimentos entre parientes regulada en el título vI del libro I del código civil, es también
de aplicación a aquella obligación lo que dispone la frase final del art. 148.I c.c.: «pero no se abonarán
sino desde la fecha en que se interponga la demanda»; porque, a tenor del art. 153 c.c.:
     «las disposiciones que preceden son aplicables a los demás casos en que por este código [...] se tenga
derecho a alimentos, salvo [...] lo dispuesto por la ley para el caso especial de que se trate».
     lo que acabamos de exponer sintetiza la doctrina jurisprudencial que esta sala ha sostenido desde hace
años sin fisuras [SS.t.S. 918/1993, de 5 de octubre (Rec. 536/1991), 328/1995, de 8 de abril (Rec.
3099/1991), 917/2008, de 3 de octubre (Rec. 2.727/2004), 402/2011, de 14 de junio (Rec. 1.027/2009),
653/2012, de 30 de octubre (Rec. 2.352/2011), 742/2013, de 27 de noviembre (Rec. 1.159/2012), 746/2013,
de 4 de diciembre (Rec. 2.750/2012), y 688/2014, de 19 de noviembre (Rec. 758/2012)]; que ha recibido el
aval del pleno del tribunal constitucional (A.t.c. 301/2014, de 16 de diciembre (R.t.c. 2.014, 301), com-
patible con la precedente S.t.c. 57/2005, de 14 de marzo (R.t.c. 2005, 57)); y ha quedado confirmada, en
fin, por ya mencionada sentencia 573/2016, de 29 de septiembre, del pleno de esta sala.
     como dice la compendiosa sentencia 742/2013, de 27 de noviembre:
     «la valoración del presente caso debe partir de la diferente naturaleza existente entre la obligación de
alimentos entre parientes y la obligación de alimentos a los hijos manifestada claramente, entre otros extre-
mos, en el distinto fundamento que las informa, el valor referencial del principio de solidaridad familiar,
por una parte, frente a un contenido básico derivado directamente de la relación de filiación (39.3 c.e. y
110 y 111 de código civil), la diferente finalidad y contenido de las mismas, el sustento básico para salva-
guardar la vida del alimentista, por una parte, frente a una asistencia mucho más amplia que se extiende,
estén o no estén en una situación de necesidad, a los gastos que ocasione el desarrollo de la personalidad de
menor (10 c.e. y 154.2 del código civil) y, en suma, la distinta determinación y extinción según sea la na-
turaleza de la obligación de alimentos.
     »conforme a lo anteriormente señalado se llega a la conclusión de que, dada la diversidad de su natura-
leza jurídica, se trata de situaciones no homogéneas que en técnica constitucional impide alegar el elemento
de comparación entre ambas obligaciones a los efectos de poder apreciar una posible vulneración del prin-
cipio de igualdad (art. 14 en relación con el 31.1 c.e., tal como ilustra la S.t.S. 57/2005, de 14 de marzo).
del mismo modo que, en parecidos términos, cabe afirmar que la obligación de alimentos respecto de los
hijos, como derivación de la patria potestad, tampoco les son aplicables las limitaciones que se observan en
el régimen legal de la obligación de alimentos entre parientes.
     »Sin embargo, desde la señalada naturaleza propia y diferenciada, tampoco se puede inferir un argumento
totalmente excluyente que rechace una lógica razón de especialidad entre ambas figuras en la medida en
que la obligación de alimentos a los hijos participa, conceptualmente, de la caracterización general de la ac-
ción implícita en el régimen general de la obligación de alimentos entre parientes. Máxime, teniendo en
cuenta que nuestro código, a diferencia de otros de la época, regula la obligación de alimentos entre parientes
en sede propia, fuera de las obligaciones nacidas del matrimonio, y con una proyección, pese a su dificultad
de aplicación práctica, claramente generalizadora a tenor del art. 153 del código civil y en aplicaciones
prácticas como la del párrafo último del art. 145 de dicho cuerpo legal, en caso de pluralidad de alimentistas
que reclamen a la vez su derecho respecto de una misma persona obligada legalmente a prestarlo.
     »esta razón de especialidad, si se quiere de compatibilidad de las figuras, en el sentido de que no es sos-
tenible la absoluta incompatibilidad de la totalidad de lo dispuesto en el título vI del libro primero del
código civil, relativo a alimentos entre parientes, respecto de los debidos a los hijos menores como un
deber comprendido en el contenido de la patria potestad, ya fue apreciada por esta Sala en la S. 5-10-1993
([rec.] núm. 536/1991), siguiéndose idéntico criterio en la S. 3-10-2008 (núm. 917/2008).
     »Sobre la base de esta razón de compatibilidad cabe plantearse si lo dispuesto para la obligación de ali-
mentos entre parientes respecto del momento para el abono de dicha pensión, estos es, desde la fecha en
que se interponga la demanda, art. 148, párrafo primero, del código civil, como norma general, resulta apli-
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cable a los supuestos de obligación de alimentos a los hijos. de lo anteriormente expuesto se comprende
que el fundamento de la posible respuesta descansa en valorar si la efectividad del derecho a la pensión re-
clamada judicialmente se integra ya en el núcleo conceptual de la naturaleza propia y diferenciada de la
obligación de alimentos a los hijos, o en la esfera de su diferenciación básica, o por el contrario, participa
de la caracterización general de la acción de prestar alimentos.
     »la opción por esta última consideración, conforme al elemento condicional que subyace en este tipo
de obligaciones, a la exigencia de intimación al deudor, o a razones prácticas de respuesta a las necesidades
presentes y futuras del alimentista, también ha sido resaltada por esta Sala en las SS. 8-4-1995 (núm.
328/1995), 3-10-2008 (núm. 917/2008), 14-6-2011 (núm. 402/2011) y 26-10-2011 (núm. 721/2010), desta-
cándose que para la efectividad de este tipo de obligaciones legales conviene diferenciar entre el tiempo o
momento de nacimiento de la obligación propiamente dicho, y el tiempo o momento de exigibilidad de
dicha obligación, siendo la reclamación judicial el cauce por el que se concreta la prestación debida (cuantía
y modo de pago) y su exigibilidad desde la fecha en que se interpuso la demanda.
     »en el marco de este desarrollo doctrinal esta Sala, S. 14-6-2011 (núm. 402/2011) dictada para la unifi-
cación de la doctrina, ya apreció esta razón de compatibilidad derivada de la caracterización de estas acciones
en orden a la aplicación del art. 148, párrafo primero, a la reclamación de alimentos por hijos menores de
edad en situaciones de crisis del matrimonio o de la pareja no casada. doctrina que, por lo anteriormente
señalado, también debe aplicarse como fundamento determinante en la reclamación de alimentos por hijos
menores cuya filiación no matrimonial ha resultado declarada».
     y en el Auto del pleno del tribunal constitucional 301/2014, de 16 diciembre, se lee en la misma línea:
     «el órgano proponente [de la cuestión de inconstitucionalidad] plantea la potencial contradicción del
art. 148, párrafo primero, in fine, del código civil que establece que los alimentos solo se deben a partir de
la demanda, con la obligación de los progenitores de prestar alimentos a los hijos menores, que dimana del
art. 39.3 c.e., y se extiende a toda su minoría de edad. en este contexto, puede entenderse la invocación
hecha en el Auto de planteamiento de la convención de naciones Unidas sobre los derechos de niño, de
20-11-1989 y de la ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor, sin más precisión.
Sin embargo, el inciso último del art. 148 del código civil cuestionado no pone en duda la obligación cons-
titucional de alimentos a los hijos menores, sino que regula el momento en que la obligación resulta exigible
cuando hay un litigio entre los obligados a prestar alimentos y el alimentado.
     »el juicio de constitucionalidad, por tanto, debe referirse a este último caso, es decir, a la limitación
temporal de la exigibilidad de los alimentos, prevista en el inciso cuestionado, y su aplicación a los supuestos
de alimentos debidos a los hijos menores de edad, en la medida en que este supuesto no se excepciona en la
norma. el órgano proponente sostiene que este supuesto requiere una solución especial y no la general, pre-
vista en el art. 148 del código civil, en relación con el art. 39.3 c.e. y habida cuenta de las diferencias entre
el derecho de alimentos entre parientes y la obligación constitucional de alimentos a los hijos menores. en
puridad, no puede considerarse que estemos ante dos posibles interpretaciones que cabría atribuir al precepto
legal (inclusión o exclusión de los alimentos a hijos menores), pues el contenido del mismo y su vocación
general son claros. Además, ha de recordarse que los preceptos relativos a los alimentos entre parientes,
entre ellos, el art. 148 del código civil, se aplican en los supuestos de alimentos que dimanan de la patria
potestad (art. 154.1 del código civil) con carácter supletorio, de conformidad con el art. 153 del código
civil, también de significado unívoco».
     el referido Auto inadmitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad planteada.
     3.º claro está que legislador ordinario bien podría haber añadido un nuevo párrafo al art. 153 c.c., que
exceptuase la aplicación de lo que ese precepto siempre ha dispuesto a la obligación de prestar alimentos a
los hijos menores de edad que los arts. 110 y 154.1.º c.c. imponen al padre y a la madre. pero no ha consi-
derado oportuno hacerlo así. en consecuencia, esta sala debe mantener la doctrina jurisprudencial arriba
expuesta; la que, por lo demás, nunca ha sido cuestionada a lo largo del proceso por la parte ahora recu-
rrente.
     4.º la norma del art. 148.I in fine c.c., arriba citada, no implica que la obligación de alimentos entre
parientes no exista y sea exigible –como ese mismo artículo empieza diciendo– «desde que los necesitare,
para subsistir, la persona que tenga derecho a percibirlos». y la obligación del padre y de la madre de prestar
alimentos a los hijos menores de edad nace y es exigible desde el nacimiento del hijo, aunque la filiación
no esté entonces legalmente determinada (art. 112.I c.c.).
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     no son, así, exactas las declaraciones contenidas en las sentencias de instancia en el sentido de que, en
el periodo relevante, don c. no tenía la obligación de prestar alimentos a h.: la tenía, lo supiese, o no –su-
piese, o no, que era el progenitor de h.–, o albergase, o no, dudas razonables al respecto durante cierto
tiempo. lo exacto es decir que, conforme al art. 148.I in fine c.c. , finalizado el período relevante h. carecía
de acción para exigir a su padre el abono de los alimentos correspondientes a dicho periodo: al periodo que
medió entre el día su nacimiento y el 6-5-2012.
     Inexacto nos parece también que la desestimación de la demanda se justifique con la afirmación de que
doña c estaba legalmente obligada a la prestación alimenticia a su hijo en toda su extensión, y que, por lo
tanto, no pagó una deuda ajena. la demanda tampoco podría haber prosperado, si la actora hubiera fundado
jurídicamente su pretensión en el art. 1.145.II c.c., sobre la base de considerar solidaria la obligación de
prestar alimentos a los hijos menores de edad. ni, tampoco, si la hubiese fundado en una aplicación analógica
de lo dispuesto en el párrafo segundo del art. 145 c.c., sobre la base de considerar mancomunada aquella
obligación.
     5.º la justificación exacta para la desestimación de la demanda es la que alegó la representación de don
c. en su contestación y reiteró, con las mismas palabras, en su oposición al recurso de apelación: «ninguna
petición de reembolso cabe de cantidades cuyo pago no puede ser exigible»; o, dicho con mayor precisión
aún: cuyo pago ya no podría ser exigido.
     Si el legislador, con la norma del art. 148.I in fine c.c., ha querido proteger al deudor de alimentos –don
c. , en el presente caso– frente al acreedor de los mismos –h. , en nuestro caso–, denegando a este acción
para exigir los alimentos correspondientes al periodo mediante entre la fecha en que se produjo el supuesto
de hecho generador de la obligación –en este caso, el nacimiento de h.–, y la fecha en que se interpuso la
demanda –el día 6-5-2012, en el presente caso–, comportaría una contradicción valorativa palmaria que tal
protección legal decayera a favor de quien prestó aquellos alimentos –en este caso, doña c– en lugar del
deudor, y viene luego a reclamar a este que le reembolse su importe.
     6.º cabe ciertamente discutir si es, o no, excesiva la protección que la repetida norma del art. 148.I in
fine c.c. concede al deudor de alimentos.
     tradicionalmente, se ha justificado con la máxima «in praeteritum non vivitur». pero, si fuese esa la
justificación, el alimentista nunca podría exigir al alimentante el pago de pensiones alimenticias atrasadas:
vivió sin ellas; y lo contrario se desprende del art. 1.966.1.ª c.c. A lo que habría que añadir, contemplando
la aplicación de aquella norma a la obligación del padre y de la madre de prestar alimentos a sus hijos me-
nores de edad, que esa obligación no requiere que el hijo necesite los alimentos para subsistir.
     la ratio de lo dispuesto en la frase final del art. 148.I c.c., lo que el legislador ha querido con tal dis-
posición, es proteger al deudor de alimentos, evitando que le sea reclamada una cantidad elevada de dinero
(hasta cinco años de pensiones, a tenor del art. 1.966.1.ª c.c.) a quien podía desconocer o dudar razonable-
mente que era, o por qué importe era, deudor de alimentos.
     Así lo ha explicado la doctrina científica más autorizada en la materia; que, sin embargo, critica al le-
gislador por no haber llevado la «retroactividad» de los alimentos a la fecha de una reclamación extrajudicial
de los mismos, y por no haber tenido en cuenta si el retraso en la reclamación se debió, o no, a una causa
imputable al deudor de los alimentos. el art. 237.5 del código civil catalán dispone:
     «1. Se tiene derecho a los alimentos desde que se necesitan, pero no pueden solicitarse los anteriores a
la fecha de la reclamación judicial o extrajudicial.
     »2. en el caso de los alimentos a los hijos menores, pueden solicitarse los anteriores a la reclamación ju-
dicial o extrajudicial, hasta un periodo máximo de un año, si la reclamación no se hizo por una causa impu-
table a la persona obligada a prestarlos».
     pero no corresponde a esta sala aconsejar al legislador civil estatal la adopción, o no, de normas seme-
jantes.
     7.º doña c. ha insistido en que su pretensión merece prosperar por «razones de justicia material». nos
cumple responder:
     en un estado de derecho, los jueces y Magistrados no pueden hacer descansar sus resoluciones en tales
razones, decidiendo en contra de lo que dispone la ley aplicable al caso, interpretada por ellos conforme a
los criterios que el art. 3.1 c.c. establece (art. 117.1 c.e; art. 3.2 c.c.).
     y no sobrará, ante dicha invocación a la justicia, recordar el reproche que el juzgado dirigió a la ahora
recurrente: que bien pudo haber reclamado judicialmente antes los alimentos, acumulando la acción corres-



bol. colegio Registradores, núm. 35— 1956 —

Sentencias del tribunal Supremo

pondiente a la acción de reclamación de la paternidad [S.t.S. 1.153/2001, de 11 de diciembre (Rec.
2.517/1996)]. Además, el art. 768.2 l.e.c. dispone que «reclamada judicialmente la filiación, el tribunal
podrá acordar alimentos provisionales a cargo del demandado». en fin, no consta en autos la razón por la
que doña c no ejercitó la acción de reclamación de paternidad hasta el año 2007, habiendo nacido h. en
nUM000: si ello fue, o no, imputable a don cosme.
     8.º parece oportuno concluir citando nuevamente al pleno del tribunal constitucional. en concreto, el
razonamiento final de su Auto 301/2014, de 16 de diciembre:
     «A mayor abundamiento, la norma cuestionada [la contenida en la frase final del art. 148.I c.c.] parece
superar el juicio de ponderación con otros intereses, en concreto, el de los progenitores, que aun siendo de
menor rango con relación al menor, deben ser tomados en consideración (Stc 185/2012, de 27 de octubre
SIc, f.j. 4, entre otras). Respecto al progenitor custodio la norma no es excluyente, pues nada le impide
formular la demanda en reclamación de alimentos tan pronto como nace la obligación. Respecto al progenitor
no custodio, tampoco es excluyente pues puede cumplir voluntariamente la obligación desde que ésta nace
y, en los supuestos de cumplimiento forzoso, una delimitación temporal de la exigibilidad de los alimentos
parece proporcionada para evitar una situación de pendencia, difícilmente compatible con el principio de
seguridad jurídica (art. 9.3 c.e.)».

     cUARtO. la desestimación del recurso de casación comporta, conforme a lo dispuesto en el art. 398.1
l.e.c. en relación con el art. 394.1 de esa misma ley, imponer las costas de dicho recurso a la parte recu-
rrente.
     esa parte no ha efectuado el depósito para recurrir, al ser beneficiaria del derecho de asistencia jurídica
gratuita, por lo que nada procede acordar al respecto.

     fAllO.

     por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la constitución, esta sala ha
decidido:
     1.º desestimar el recurso de casación interpuesto por doña c contra la Sentencia dictada el 3-7-2014 por
la Sección 5.ª de la Audiencia provincial de bizkaia en el recurso de apelación 167/2014, la cual confirma-
mos.
     2.º Imponer las costas causadas por dicho recurso a la parte recurrente.

3. LA RETROACTIVIDAD DE LA DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA FILIACIÓN NO MA-
TRIMONIAL NO ALCANZA A LOS ALIMENTOS PRESTADOS POR EL OTRO PROGENITOR
DESDE EL NACIMIENTO DEL HIJO.

     el art. 39 de la constitución española (c.e.) establece que los padres deben prestar asistencia de todo
orden a los hijos habidos del matrimonio o fuera de él, durante su minoría de edad1 y en los demás casos en
que legalmente proceda, obligación que sólo finaliza para el progenitor alimentante (aunque no ostente la
patria potestad por haber sido privada de ella, como establece el art. 110 c.c.2) en los supuestos de hecho

1 el tribunal Supremo, en su S. 7-7-2014, ha equiparado el hijo mayor de edad con discapacidad psíquica al menor de edad sujeto a patria
potestad a afectos de pensión alimenticia. para mayor profundidad, vid. vIvAS teSón, I. (2014). «la equiparación del hijo mayor de
edad con discapacidad psíquica al menor in potestate a efectos de alimentos matrimoniales», en R.c.d.I., núm. 745, págs. 2510-2552.

2 como señala RIveRO heRnÁndez, f. (1993). «Sub art. 110 del código civil». comentario del código civil. Madrid: Ministerio
de justicia, págs. 432-433, dicho precepto, importante novedad de la ley 11/1981, es consecuencia y desarrollo del art. 39, apartado
segundo y tercero ce, de modo que las obligaciones de velar por los hijos y prestarles alimentos son manifestación y consecuencia
directa de la mera relación paterno-filial, antes, por encima y al margen de la patria potestad. en su opinión «la prestación de alimentos
del art. 110 es más amplia que la de los conceptos del art. 142 e incluye también todos los que comporta la protección que necesite
el hijo (p. ej. la defensa de su persona o de sus derechos de la personalidad), y aún otros menos necesarios materialmente pero ade-
cuados a su formación y equilibrio espiritual (recreo, relaciones con terceros)» añadiendo que la prestación de alimentos prevista en
dicho precepto sólo alcanza a los menores, terminando por las mismas causas que se extingue por la patria potestad, debiendo el hijo
después, en su caso, reclamarlos por la vía de los arts. 142 y ss. c.c. (pág. 434).
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contemplados por los arts. 150 y 152 c.c. por tanto, los alimentos a los hijos no se extinguen por la mayoría
de edad, sino que la obligación se extiende hasta que estos alcancen la suficiencia económica, siempre y
cuando la necesidad no haya sido creada por la conducta del propio hijo (S.t.S. 5-11-2008).
     la obligación de dar alimentos es una de las obligaciones de mayor contenido ético del Ordenamiento
jurídico, alcanzando rango constitucional como taxativamente establece el art. 39 c.e. (SS.t.S. 5-10-1993
y 12-2-20153).
     como es sabido, nuestros jueces y tribunales vienen entendiendo que el origen de la obligación de ali-
mentos a los hijos menores no emancipados por parte de los titulares de la patria potestad deriva de los arts.
39.3 c.e. y 154 c.c., en tanto que la obligación de alimentos de los hijos mayores deriva de la obligación
genérica de alimentos entre parientes contemplada en los arts. 142 y ss. c.c., de contenido más limitado
que la anterior.
     partiéndose de tales premisas y sin posibilidad de profundizar aquí en ellas, los litigios que dan lugar a
los pronunciamientos judiciales objeto de nuestro comentario giran en torno al ejercicio de la acción de re-
embolso prevista en el art. 1.158 c.c.4 en relación a los alimentos prestados en exclusiva por la madre desde
el nacimiento de hijo hasta la determinación legal de su filiación respecto del padre.
     la S.t.S. 5-3-2001 señala que el art. 1.158 c.c. confiere un derecho reembolso sobre las cantidades que
hubiera satisfecho un tercero por cuenta y en nombre de otro y no en su propio beneficio. el precepto, al se-
ñalar que «puede hacer el pago cualquier persona», expresión amplia, incluye a cualquier tercero sin tener
ninguna obligación de pagar, como afirma la S.t.S. 8-5-1992. dicho de otra forma, la figura del pago hecho
por un tercero no es aplicable al efectuado en nombre e interés propio y no por cuenta ajena (SS.t.S. 9-6-
1986, 29-12-1979 y 8-4-1948, entre otras muchas) o si falta la utilidad para el deudor porque se hace en in-
terés de otra persona con la que el pagador está vinculado, en cuyo caso no nace la actio in rem verso (SS.t.S.
30-9-1987 y 14-11-1968). Así, pues, el art. 1.158 c.c. está pensado para terceros que pagan voluntariamente
deudas ajenas, sin tener ninguna obligación de pagar, pero con animus solvendi o voluntad de cumplir por
el deudor5.
     teniéndose ello en cuenta y en relación a las controversias enjuiciadas en las SS.t.S. 29 y 30-9-2016, el
Alto tribunal considera que la acción de reembolso ejercitada por la madre no procede puesto que la manu-
tención prestada al hijo por la progenitora era una obligación propia y no el pago de una deuda ajena, dado
que antes de determinarse judicialmente la filiación matrimonial respecto del padre, este no tenía ninguna
obligación de prestar alimentos a su hijo, de modo que la madre no podía haber pagado una deuda por cuenta
de alguien que no estaba obligado. por consiguiente, el tribunal Supremo sienta jurisprudencia al entender
que el art. 1.158 c.c. no es aplicable en tales casos, pues la actora no cumplió en nombre ni por cuenta de
otro, requisito esencial para que pueda prosperar la acción nacida del pago. en definitiva, cuando la madre
afrontó los gastos de manutención y atención del hijo desde su nacimiento hasta la determinación de la pa-
ternidad no pagó ninguna deuda ajena, de modo que, al no ostentar la condición de tercera, carece del derecho
de repetición o reembolso contemplado por el art. 1.158 c.c.
     Supuesto diverso al analizado es el de filiación matrimonial inicialmente determinada y ulterior descu-
brimiento de no ser el verdadero padre biológico del menor, reclamándose los alimentos pagados por quien
se creía progenitor y posteriormente resulta no serlo. en tal caso podría plantearse un pago de lo indebido,

3 «Se ha de partir de la obligación legal que pesa sobre los progenitores, que está basada en un principio de solidaridad familiar y que
tiene un fundamento constitucional en el art. 39.1 y 3 c.e., y que es de la de mayor contenido ético del ordenamiento jurídico (SS.t.S.
5-10-1993 y 8-11-2013). de ahí, que se predique un tratamiento jurídico diferente según sean los hijos menores de edad, o no, pues
al ser menores más que una obligación propiamente alimenticia lo que existen son deberes insoslayables inherentes a la filiación,
que resultan incondicionales de inicio con independencia de la mayor o menor dificultad que se tenga para darle cumplimiento o del
grado de reprochabilidad en su falta de atención» (f.j. 3.º).

4 Art. 1158 c.c.: «puede hacer el pago cualquier persona, tenga o no interés en el cumplimiento de la obligación, ya lo conozca y lo
apruebe, o ya lo ignore el deudor.
el que pagare por cuenta de otro podrá reclamar del deudor lo que hubiese pagado, a no haberlo hecho contra su expresa voluntad.
en este caso sólo podrá repetir del deudor aquello en que le hubiera sido útil el pago».

5 v. beRcOvItz ROdRígUez-cAnO. R. (1993). «comentario al art. 1.158», en Comentario del Código civil, Madrid: Ministerio
de justicia, pág. 166 y díez pIcAzO, l. (2008). Fundamentos del Derecho civil patrimonial, II Las relaciones obligatorias. Madrid:
cívitas, pág. 553.
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el cual genera un derecho de crédito a favor del pagador a la devolución de lo indebidamente satisfecho.
Sin embargo, en materia de alimentos, no rige el art. 1895 c.c., estableciéndose la no devolución de las
prestaciones ya percibidas «por suponerse consumidas en necesidades perentorias de la vida» (S.t.S. 18-
4-1913). en estos casos, algunos pronunciamientos judiciales (entre otros, la S.t.S. 24-4-20156) apuntan
para la reclamación de la restitución de los alimentos indebidamente abonados a la acción de responsabilidad
extracontractual por daños ex art. 1.902 c.c.7.

4. EL DEVENGO DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTICIA. DOCTRINA JURISPRUDENCIAL Y
CRÍTICA AL ART. 148.1.º C.C.

     A la vista de lo dispuesto por el art. 153 c.c. y de una consolidada doctrina jurisprudencial (entre otras,
SS.t.S.  14-6-2011, 30-10-2012, 27-11-2013 y A.t.c. de 16-12-20148), a la obligación de alimentos a los
hijos es aplicable el art. 148 c.c., en sede de obligación ex lege de alimentos entre parientes, pese a las di-
ferencias de finalidad y contenido que existen entre aquella y esta.
     pues bien, a pesar de que los alimentos no tienen efectos retroactivos (S.t.S. 24-4-2015), el art. 148.1.º
in fine c.c. establece que los alimentos «no se abonarán sino desde la fecha en que se interponga la de-
manda»9. por tanto, el dies a quo del abono de la pensión alimenticia es la fecha de presentación de la de-
manda y no la de la sentencia, de manera que las necesidades del menor anteriores a la interposición de
aquella, cubiertas por la madre o por otra persona, pertenecen al pasado10. Se establece, así, un efecto ex
tunc de la sentencia, configurando un supuesto de retroactividad legal de imperativa aplicación y sin sujeción
al principio dispositivo y de solicitud de parte en la primera petición de alimentos.
     el art. 112, párrafo. 1.º c.c., dispone que «la filiación produce sus efectos desde que tiene lugar. Su de-
terminación legal tiene efectos retroactivos siempre que la retroactividad sea compatible con la naturaleza
de aquellos y la Ley no dispusiere lo contrario», lo que sucede, precisamente, con la deuda alimenticia y
con lo expresamente previsto por el art. 148 c.c., el cual impide, sin excepción, ampliar la reclamación a
un momento anterior a la interposición de la demanda.
     como señala la S.t.S. 26-3-2014 (seguida, entre otras, por las SS.t.S. 19-11-2014 y 15 y 23-6-2015),
ha de distinguirse el supuesto de fijación de una pensión alimenticia por primera vez, en cuyo caso los

6 Sentencia comentada por pÉRez cOneSA, c. (2015). «Impugnación de filiación matrimonial y reclamación de pensión de alimentos.
(S.t.S. 24-4-2015. voto particular)», en Revista Doctrinal Aranzadi Civil-Mercantil, núm. 6 (bIb 2015\2592); pAnIzA fUllAnA,
A. (2015). «derecho de familia y derecho patrimonial: reclamación de alimentos abonados por quien resulta no ser el padre de la
menor», en Revista Doctrinal Aranzadi Civil-Mercantil, núm. 11 (bIb 2015\167263) y ROMeRO cOlOMA, A. M.ª (2016). «pen-
siones alimenticias indebidamente pagadas a hijos menores de edad (en torno a la S.t.S. 24-4-2015) », en Revista Aranzadi Doctrinal
núm. 3 (bIb 2016\736).

7 vIvAS teSón, I. (2011). «la responsabilidad aquiliana por daños endofamiliares», en Rdpat., núm. 26, págs. 335-347.

8 dicho pronunciamiento contó con el voto particular del Magistrado juan Antonio Xiol Ríos. Al respecto, vid. beRcOvItz RO-
dRígUez-cAnO, R. (2015). «Un voto particular interesante en materia de alimentos», en Aranzadi civil-mercantil. Revista doc-
trinal, vol. 2, núm. 1 (bIb 2015\718).

9 S.t.S. 4-12-2013, comentada por MAgRO SeRvet, v. (2014). «la obligación del pago de la pensión de alimentos se fija desde la
fecha de la presentación de la demanda, no desde la sentencia», en Práctica de Tribunales, núm. 111 (lA ley 7720/2014).

10 como explica la S.t.S. 8-4-1995, el art. 148 del c.c. es consecuencia de la regla in praeteritum non vivitur; planteada la exigencia
de los alimentos ante los tribunales, como no tienen efecto retroactivo, no pueden aquellos condenar sino desde la fecha de su recla-
mación, ya que se trata de subvenir a las necesidades del presente y las futuras, no las del pasado en las que, dice el Alto tribunal,
el alimentista ha vivido sin los alimentos que ahora pide.
    como ilustra lASARte ÁlvARez, c. (2005). Principios de Derecho civil VI, Derecho de Familia. Madrid: Marcial pons, pág.
403, acerca del inciso final del art. 148.1.º c.c., «semejante mandato no es original del periodo de la codificación, sino que proviene
del ius commune, en el que se entendía que la concesión de los alimentos sólo podía producir efectos a partir de la intervención
judicial, atendiendo a la máxima in praeteritum non vivitur. esto es, se consideraba que si los alimentos eran necesarios para la sub-
sistencia, ello debía conllevar su inmediata exigibilidad, sin comprender los posibles alimentos de épocas anteriores a la reclama-
ción».
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efectos se retrotraen a la interposición de la demanda, del de la pensión ya declarada (y por tanto, que ha
venido siendo percibida por el hijo), pero posteriormente de discute la modificación de su cuantía, en el que
ha de estarse a la resolución que sustituya a la anteriormente dictada: «cada resolución desplegará su eficacia
desde la fecha en que se dicte y será solo la primera resolución que fije la pensión de alimentos la que
podrá imponer el pago desde la fecha de la interposición de la demanda, porque hasta esa fecha no estaba
determinada la obligación, y las restantes resoluciones serán eficaces desde que se dicten, momento en que
sustituyen a las citadas anteriormente», sancionando, así, la irretroactividad de las resoluciones de modifi-
cación o extinción sobrevenida de una pensión alimenticia.
     Afirma el Alto tribunal que la ratio de lo dispuesto en la frase final del art. 148.1º c.c., esto es, lo que
el legislador ha querido con tal disposición, es favorecer al alimentante, evitando que le sea reclamada una
cantidad elevada de dinero (hasta cinco años de pensiones, a tenor del art. 1.966.1ª c.c.) a quien podía des-
conocer o dudar razonablemente que era, o por qué importe era, deudor de alimentos.
     en esta línea, cabe preguntarse si, ante vicisitudes existentes en el procedimiento ajenas al demandado,
padre del menor, derivadas tanto del retraso en la admisión a trámite de la demanda, como como por una
cierta dejación de la parte actora en la activación del procedimiento, los alimentos se devengan en todo caso
desde la fecha de la interposición de la demanda o, en cambio, en beneficio del demandado, no debe com-
putarse el lapso de tiempo relativo a las dilaciones procesales, debiéndose posponer el devengo hasta el mo-
mento en que tenga conocimiento de la reclamación judicial. Acerca de esta cuestión se pronuncia la reciente
S.t.S. 14-7-2016, afirmando que la previsión legal del art. 148.1.º c.c. no admite excepciones11.
     curiosa resulta la S.A.p. Málaga (Sección 6.ª) 21-3-2016, en la que la demanda sobre reclamación de fi-
liación no matrimonial con adopción de medidas en relación al menor fue interpuesta por el padre, siendo
en el escrito de contestación a la misma en el que la madre solicitó la fijación de una pensión alimenticia
como medida cautelar, cuya cuantía no concretó hasta la fecha del acto de la vista. el tribunal, atendiendo
las especiales circunstancias del caso, estima la petición del actor, considerando el momento del devengo
de la obligación alimenticia la fecha de celebración de la vista y no la de la interposición de la demanda.
     ha de tenerse en cuenta que la progenitora tiene la opción de adelantar la solicitud de los alimentos acu-
mulando dicha acción a la de la paternidad. Sin embargo, inexplicablemente, en ninguno de los dos pleitos
que ocupan nuestra atención se acumuló a la acción de filiación extramatrimonial la de reclamación alimen-
ticia.
     para finalizar, debemos señalar que el art. 148.1.º c.c. ha recibido no pocas críticas por parte de la doc-
trina en cuanto a la exigencia de una interpelación judicial y, por tanto, no haber llevado la mínima retroac-
tividad de los alimentos que el citado precepto contempla a la fecha de una reclamación extrajudicial de los
mismos, como sí ha hecho, en cambio, el legislador catalán en el art. 237.5 del código civil de cataluña12.
     como explica la S.A.p. barcelona (Sección 12.ª) 7-7-2015, «si el deudor de los alimentos, que tiene
obligación de prestarlos desde que se necesitan por el alimentado, no los paga de forma voluntaria, el inicio
del cumplimiento que se fije en sentencia se producirá desde la fecha de la reclamación extrajudicial que
en el proceso sea debidamente probada, o en la fecha de la reclamación judicial, bien sea por demanda de
alimentos entre parientes a través de un juicio verbal (art. 250.1.8º L.E.C.), bien se produzca en sede de un
proceso de separación matrimonial, divorcio, nulidad matrimonial o ruptura de pareja estable, con posibi-
lidad de plantear medidas previas o provisionales-coetáneas en cualquiera de estos procesos. Así, las
SS.T.S.J. de Cataluña de fechas 6-11-2003 y 21-3-2005 ya afirmaron que los alimentos se debían fijar desde
la fecha de presentación de la demanda al no haberse acreditado una reclamación extrajudicial previa»
(f.j. 2.º).

11 evidentemente, podría plantearse como excepción a la regla el caso en el cual se acredite que el obligado al pago ha hecho frente a
las cargas que comporta el matrimonio, incluidos los alimentos, hasta un determinado momento, de modo que los efectos habrían de
retrotraerse a un tiempo distinto, puesto que, de no ser así, se estarían pagando dos veces.

12 Art. 237.5. «Nacimiento del derecho:
    1. Se tiene derecho a los alimentos desde que se necesitan, pero no pueden solicitarse los anteriores a la fecha de la reclamación
judicial o extrajudicial.
    2. En el caso de los alimentos a los hijos menores, pueden solicitarse los anteriores a la reclamación judicial o extrajudicial,
hasta un período máximo de un año, si la reclamación no se hizo por una causa imputable a la persona obligada a prestarlos».



bol. colegio Registradores, núm. 35— 1960 —

Sentencias del tribunal Supremo

     dado que el momento de la demanda es el punto inicial del nacimiento de la obligación alimenticia, sin
que ésta anteriormente presente relevancia jurídica alguna (de ahí que el pago voluntario sólo podría tratarse
de una obligación natural), la S.t.S. 29-10-2016, en su f.j. 3.º, parece dejar entrever la conveniencia de mo-
dificar el actual tenor literal del art. 148.1.º c.c. en el sentido de ampliar la retroactividad de los alimentos
a una interpelación extrajudicial del obligado por medio fehaciente.
     creemos que debiera hacerse una profunda y serena reflexión al respecto, pues la regulación legal de
las consecuencias de las rupturas familiares y de las relaciones paterno-filiales peca, en la actualidad, de
una excesiva judicialización13.
http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7830888&links=&optimize=20161005&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7830889&links=&optimize=20161005&publicinterface=true

13 vIvAS teSón, I. (2016). «la absoluta desprotección del menor desde que se produce la ruptura parental hasta su judicialización»,
en R.C.D.I., núm. 756, págs. 1917-1955.
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1. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA S.T.S. DEL PLENO DE 15 DE JUNIO DE 2016.

Se exponen a continuación los Fundamentos jurídicos de la importante Sentencia del Pleno de 15 de
junio de 2016 (roj. 2775, 2016), cuyo análisis abordaremos en el presente comentario.

Primero. en el año 2010 el ayuntamiento de Sobrescobio solicitó ante la consejería de industria y
empleo del Principado de asturias la concesión para el aprovechamiento del agua mineral-natural de cierto
manantial.

Sometida tal solicitud a información pública, don josé daniel presentó ante dicha consejería un escrito
de alegaciones, de fecha 25 de abril de 2011, en el que afirmó: «en distintas alegaciones hemos denunciado
que la tramitación del expediente es una verdadera chapuza, que tendrá las correspondientes consecuencias
en los tribunales. no tenía estudio de impacto ambiental, ni informe de sanidad y se falsificó la autorización
de carreteras».

es pacífico que, con esa última afirmación, don josé daniel faltó a la verdad; aunque ha alegado que
«su intención no era otra que denunciar una situación injusta y vulneradora de sus derechos. ello sin perjuicio
de que la redacción de la misma pudiera ser inadecuada».

el 3 de octubre de 2012 se interpuso, en nombre del ayuntamiento de Sobrescobio, una demanda contra
don josé daniel, al amparo del artículo 18 c.e. y los artículos 9 y concordantes de la ley orgánica 1/1982,
de 5 de mayo, sobre protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia
imagen, pidiendo que se declarase que las imputaciones arriba transcritas vertidas por el Sr. josé daniel ha-
bían comportado vulneración del derecho al honor, intimidad personal y propia imagen del ayuntamiento,
y que se condenase a aquél a pagar a éste una indemnización de 12.000 euros.

Se acompañó con la demanda resolución del alcalde de Sobrescobio de fecha 23 de mayo de 2012, en
la que acordó «presentar en nombre del ayuntamiento querella contra d. josé daniel por acusar a este
ayuntamiento ante otras administraciones en relación con el expediente de la concesión de agua mineral
del manantial comillera, de falsificar documentos y carecer de informes y autorizaciones preceptivas, po-
niendo en peligro la concesión a este ayuntamiento de la explotación del manantial de agua mineral co-
millera y con ello una importante inversión en el concejo». en esa misma resolución, el alcalde confirió
a dos Procuradoras la representación procesal de la corporación; encomendó a cierto letrado la defensa ju-
rídica; y acordó «dar cuenta de esta resolución al ayuntamiento Pleno, en la primera sesión que se cele-
bre».

en el acto de la audiencia previa, se aportó certificación del Secretario del ayuntamiento de la sesión
celebrada por el Pleno del mismo el día 25 de enero de 2013, cuyo punto 5.º del orden del día dice así:
«reclamación del ayuntamiento contra d. josé daniel conforme a la ley de protección civil del derecho al
honor, intimidad personal y propia imagen». en la misma se expone: «Visto que, si bien dicha querella no
fue admitida a trámite al entender el instructor que el delito se considera prescrito, se presentó por los mismos
hechos una reclamación conforme a la ley de Protección del derecho al honor, intimidad personal y propia
imagen». y la referida certificación deja también constancia de que el Pleno del ayuntamiento acordó por
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unanimidad: primero, «ratificar la resolución de la alcaldía de fecha 23 de mayo de 2012 por la que el
ayuntamiento se querella contra d. josé daniel [...]»; segundo, «continuar la reclamación interpuesta por
este ayuntamiento conforme a la ley de Protección civil del derecho al honor, intimidad personal y propia
imagen contra d. josé daniel, y tramitada como Procedimiento ordinario nº 399/2012 del juzgado de Pri-
mera instancia nº 2 de laviana»; y tercero, «dar cuenta de lo acordado al abogado y procurador encargado
de la dirección jurídica y representación del ayuntamiento en este asunto, a los efectos legales y procesales
oportunos».

en el periodo probatorio y a requerimiento judicial, se aportó a los autos un informe de la Secretaría del
ayuntamiento, de fecha 19 de mayo de 2012, sobre el ejercicio contra don josé daniel de acciones pena-
les.

el juzgado de Primera instancia desestimó la demanda sin entrar en el fondo del asunto. argumentó en
su sentencia: que, conforme al artículo 22.2.j) de la ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del
régimen local, corresponde en todo caso al Pleno del ayuntamiento el ejercicio de acciones judiciales en
materias de competencia plenaria; que, aunque el artículo 21.1.j) de esa misma ley permite al alcalde, en
caso de urgencia, el ejercicio de acciones judiciales en materias de la competencia del Pleno, el mismo pre-
cepto prescribe, para dicho supuesto, que el alcalde dará cuenta al Pleno en la primera reunión que celebre
para su ratificación; y que, en el caso de autos, tal ratificación no se produjo hasta el 25 de enero de 2013,
más de ocho meses después del acuerdo del alcalde. añadió, en fin, el juzgado en su sentencia que tampoco
se había emitido el preceptivo dictamen previo del Secretario o de la asesoría jurídica del ayuntamiento
[artículos 221.1 del reglamento de organización, Funcionamiento y régimen jurídico de las entidades lo-
cales (real decreto 2.568/1986, de 26 de noviembre) y 9.3 del reglamento de bienes de las entidades lo-
cales (real decreto 1.372/1986, de 13 de junio)], pues no podía considerarse tal la simple alegación,
contenida en la certificación del Secretario de la sesión plenaria en la que se ratificó la resolución del al-
calde de 23 de mayo de 2012, de que el ayuntamiento entiende que «toda querella contiene el ejercicio de
una acción penal como otra civil».

contra la sentencia de primera instancia, interpuso el ayuntamiento de Sobrescobio recurso de apelación.
la audiencia Provincial estimó el primero de los motivos del recurso, al considerar subsanables en cualquier
momento, y efectivamente subsanados, los defectos ‒según la audiencia, de legitimación activa ad causam
del ayuntamiento‒ arriba mencionados. y entrando ya en el fondo del asunto, confirmó la desestimación de
la demanda; con el argumento conclusivo siguiente:

«Si se contrastan los hechos acreditados con la normativa aplicable, habremos de llegar a la conclusión
de que la alegación efectuada y las frases en ella contenidas efectuadas ante la consejería de industria y
empleo del Principado de asturias por parte de d. josé daniel, no lesionan el derecho fundamental al honor
de la entidad demandante, debiendo entenderse, que si bien las expresiones utilizadas pueden considerarse
poco afortunadas, deben considerarse en el contexto en el que se vierten y por las personas que las efec-
túan.

Pues tales alegaciones se hicieron ante la consejería de industria en el seno de la tramitación del expe-
diente por parte del ayuntamiento de Sobrescobio de «aprovechamiento y propuesta de perímetro de pro-
tección del agua mineral-natural de comillera», y dentro del periodo abierto para alegaciones, no difundiendo
tales opiniones en otros foros no relacionados con la cuestión, sino dentro de lo que eran las administraciones
implicadas en el expediente, ni de modo general en el municipio, siendo tales alegaciones realizadas por
una persona lega en derecho y que podía considerarse plenamente afectada por esa actuación, y lesionados
sus derechos. Sin que conste que con ello se paralizaron las intervenciones en la zona, salvo la realización
de las correcciones precisas a la vista de la situación expuesta puestas de relieve en las alegaciones, o su re-
percusión negativa entre empresas interesadas en el proyecto, ni que entre los vecinos del municipio la ima-
gen de la corporación municipal sufriera un descrédito o desmerecimiento».

contra dicha sentencia, el ayuntamiento ha interpuesto conjuntamente recurso extraordinario por in-
fracción procesal y recurso de casación.

el escrito de interposición comienza con el recurso de casación, con un único motivo que denuncia in-
fracción del artículo 18.1 c.e. y de los artículos 1.1, 2.1, 7.6 y 9.3 de la ley orgánica 1/1982, de 5 de mayo,
sobre protección civil del derecho al honor, la intimidad personal y la propia imagen. Se alega en el motivo,
esencialmente, que don josé daniel imputó al ayuntamiento un delito de falsificación.

el recurso por infracción procesal se articula en dos motivos.
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el primero denuncia infracción de los artículos 418 y 424 l.e.c., por no haberse resuelto en la audiencia
previa la cuestión de la legitimación activa (ad processum según la parte recurrente) del ayuntamiento. Se
alega que, al haber entrado la audiencia a quo en el fondo del asunto, en lugar de devolver los autos al juz-
gado para que éste dictase sentencia sobre el fondo, se habría privado al ayuntamiento de una de las instan-
cias; y se pide que se declare la nulidad de actuaciones, retrotrayéndolas al momento de la audiencia previa,
o devolviéndolas al juzgado para que dicte sentencia sobre el fondo del asunto.

el motivo segundo del recurso por infracción procesal plantea el control de los pronunciamientos sobre
costas en la instancia, solicitando la revocación de las condenas en costas que impusieron al ayuntamiento
tanto el juzgado como la audiencia.

el ministerio Fiscal se opone al primero de los motivos del recurso por infracción procesal. apoya el
segundo motivo, al considerar que la sentencia de apelación revocó, en realidad, la de primera instancia. y
apoya también el recurso de casación, por entender que la expresión «se falsificó la autorización de carre-
teras» imputó al ayuntamiento la comisión de un delito de falsedad.

Segundo. al inicio de la deliberación del asunto en esta Sala, se suscitó la cuestión de si las personas
jurídicas de derecho público son, o no, titulares de los derechos fundamentales garantizados por el artículo
18.1 c.e. y se acordó, mediante Providencia de fecha 10 de febrero de 2016, conceder a las partes un plazo
común de diez días para que alegasen sobre dicha cuestión.

la representación del ayuntamiento de Sobrescobio, tras recordar que en el caso de autos el hecho de-
lictivo fue imputado al propio ayuntamiento, no a persona concreta alguna integrante del mismo, alega que
las corporaciones de derecho público son titulares del derecho al honor; que así se desprende implícitamente
de las Sentencias de esta Sala 1.031/2003, de 7 de noviembre, y 1/2008, de 17 de enero, y de la Sentencia
del tribunal constitucional 214/1991, de 11 de noviembre. y concluye que, de no reconocerse a los ayun-
tamientos la posibilidad de ejercitar las acciones civiles de protección del honor, resultaría prácticamente
impune toda vulneración de su dignidad y prestigio, pues entre los delitos tipificados en los artículos 492 y
siguientes del código Penal no se incluye la injuria a un ayuntamiento.

Por parte del Sr. josé daniel se alega que, aunque la jurisprudencia haya admitido que el derecho al
honor puede corresponder también a las personas jurídicas, desde la Sentencia del tribunal constitucional
107/1988 ha quedado establecido que ese derecho no corresponde a las instituciones públicas, de las que
sólo son predicables «dignidad, prestigio y autoridad moral». y se añade (tras realizar ciertas consideraciones
no pertinentes sobre el fondo del asunto) que las imputaciones que don josé daniel vertió en el escrito de
25 de abril de 2011 no se dirigieron contra el ayuntamiento mismo; y que debe por ello estimarse la falta
de legitimación activa ad causam de éste a tenor de las Sentencias de esta Sala de 17 de enero de 2008 y 7
de noviembre de 2003.

en fin, el ministerio Fiscal informa al respecto: «aunque el tema es muy discutido y el tribunal cons-
titucional y el tribunal Supremo niegan el honor a las personas jurídico públicas, el Fiscal considera que
los ayuntamientos, como personas jurídicas de derecho público, son titulares de algunos derechos como el
del honor del artículo 18.1 y están legitimados para defenderlos, pues, si no, los ataques al honor del ayun-
tamiento, que también recaen sobre los ciudadanos, quedarían impunes, y por ello el ayuntamiento está le-
gitimado en este supuesto, o por lo menos, creemos que hay que dar ese paso jurisprudencial afirmativo
[...]».

añade que los artículos 496 y 504 del vigente código Penal tipifican, el primero, las injurias graves a
las cortes y a las asambleas legislativas de las comunidades autónomas; y el segundo, las calumnias e in-
jurias al gobierno de la nación, al consejo general del Poder judicial, al tribunal constitucional y al tri-
bunal Supremo; y que el bien jurídico que ambos protegen parece ser el honor, puesto que expresamente
admiten la exceptio veritatis de los artículos 207 y 210 del mismo código. Señala a continuación que: «Fuera
de estos casos están totalmente desprotegidas en el ámbito penal las demás personas jurídico públicas, como
es el caso concreto que estamos viendo de un ayuntamiento, y si no le damos una protección en el orden
civil, reconociéndoles el derecho al honor, puede decirse de multitud de personas jurídico públicas lo que
se quiera, sin poder ellas reaccionar. y por eso el Fiscal considera, en una interpretación integradora del or-
denamiento jurídico, que por lo menos algunas personas jurídicas, y otros entes públicos, tienen derecho al
honor y están legitimados para defenderlo».
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y concluye: «opinamos que quizás ha llegado el momento de dar el paso de reconocer el derecho al
honor a las personas jurídico públicas, aunque sabemos que es una tesis muy minoritaria».

Puesto que resulta ya evidente que el debate ha quedado contraído al derecho al honor, sólo sobre este
derecho versarán los pronunciamientos de esta Sala, aunque también los derechos a la intimidad y a la propia
imagen del ayuntamiento de Sobrescobio se afirmaban vulnerados en la demanda. obvio es en cualquier
caso que la invocación del derecho a la propia imagen carecía absolutamente de sentido: su objeto es la ima-
gen o apariencia física de una persona natural; y resulta indudable, a la luz de las Sentencias del tribunal
constitucional 124/1985, de 17 de octubre y 69/1999, de 26 de abril, que el derecho a la intimidad no es
predicable de las personas jurídicas.

tercero. la Sentencia de esta Sala 824/2011, de 15 de noviembre (rec. 923/2008), reiteró, con cita
de las precedentes Sentencias 1.275/2006, de 13 de diciembre (rec. 275/2005) y 681/2004, de 7 de julio
(rec. 394/2001), que: «es jurisprudencia reiterada la que permite apreciar de oficio la falta de legitimación
activa incluso en casación (Sentencias de 4 de julio de 2001, 31 de diciembre de 2001, 15 de octubre de
2002, 10 de octubre de 2002 y 20 de octubre de 2002). y la sentencia de 15 de octubre de 2002 declara con
una extensa relación de resoluciones de esta Sala que establecen la diferencia entre la legitimación “ad pro-
cessum” y la legitimación “ad causam” para expresar que la falta de esta última para promover un proceso,
en cuanto afecta al orden público procesal, debe ser examinada de oficio, aunque no haya sido planteada en
el periodo expositivo, ya que los efectos de las normas jurídicas no pueden quedar a voluntad de los parti-
culares de modo que llegaran a ser aplicadas no dándose los supuestos queridos y previstos por el legislador
para ello».

conforme a esa doctrina, que se reitera en las Sentencias 195/2014, de 2 de abril (rec. 269/2012) y
401/2015, de 14 de julio (rec. 1.618/2013), no cabe duda de que puede y debe examinarse de oficio la cues-
tión de si las personas jurídicas de derecho público ‒aquí el ayuntamiento de Sobrescobio‒ son o no titulares
del derecho fundamental al honor.

no se opone a lo anterior que esta Sala, entre otras en las Sentencias 198/2015, de 17 de abril (rec.
611/2013) y 696/2015, de 4 de diciembre (rec. 696/2015), haya diferenciado la perspectiva procesal de la
legitimación activa ad causam ‒«la afirmación de la titularidad de un derecho o situación jurídica coherente
con el resultado jurídico buscado en la pretensión que se formula en la demanda»‒, y su dimensión sustantiva
o de fondo: «la realidad y existencia del derecho o situación jurídica afirmada», al efecto de dilucidar si la
denuncia ante ella de la falta de dicho presupuesto deba hacerse mediante recurso por infracción procesal o
mediante recurso de casación; adoptando en cualquier caso soluciones flexibles «a efectos de prestar la
mayor tutela judicial ante una cuestión que no ha quedado resulta definitivamente en vía legislativa» [SS.t.S.
739/2013, de 21 de noviembre (rec. 1951/2011) y la ya citada 401/2015, de 14 de julio].

en fin, el anunciado examen de oficio se impone aún con mayor fuerza en atención a las relevantes es-
pecialidades procesales que, en obediencia a lo dispuesto en el artículo 53.2 c.e., establecen los artículos
249.1.2 º y 477.2.1º l.e.c. para la tutela judicial civil de derechos fundamentales como el derecho al honor;
del que el ayuntamiento de Sobrescobio, ahora recurrente, asumió ser titular en la demanda rectora del pro-
ceso, al pedir que se declarase vulnerado por las imputaciones vertidas por don josé daniel en su escrito de
25 de abril de 2011. y nótese que sólo en cuanto formulado por la vía del número 1.º del artículo 477.2
l.e.c. pudo considerarse prima facie admisible el recurso de casación interpuesto por el referido ayunta-
miento.

cuarto. esta Sala considera, y va a fijar como doctrina, que las personas jurídicas de derecho público
‒como el ayuntamiento ahora recurrente‒ no son titulares del derecho fundamental al honor. Pero antes de
exponer las razones que justifican tal pronunciamiento, conviene dejar sentado lo siguiente:

1. no nos ocupamos aquí de la diferente cuestión de si los ataques al honor, para que tengan protección
constitucional, hayan de dirigirse a persona o personas concretas e identificadas; esto es, si necesariamente
deba tratase de ataques o lesiones al citado derecho fundamental perfecta y debidamente individualizados
ad personam. mantuvo lo contrario, para los ataques dirigidos a un determinado colectivo de personas más
o menos amplio que trasciendan a sus miembros o componentes, siempre y cuando sean identificables como
individuos dentro de la colectividad, la Sentencia del tribunal constitucional 214/1991, de 11 de noviembre;
citada con aprobación la Sentencia del mismo tribunal 139/1995, de 26 de septiembre, a la que enseguida
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nos referiremos. en dicha jurisprudencia constitucional podría encontrar apoyo la Sentencia de esta Sala
571/2003, de 5 de junio (rec. 3/2003), que reconoció legitimación al Presidente de la generalidad y del
gobierno de cataluña para defender el honor del Pueblo de cataluña. no, en cambio, la tesis de que las
personas jurídicas de derecho público sean titulares del derecho fundamental al honor; que es la tesis que
el ayuntamiento ahora recurrente alega, sin razón, que ha avalado la referida Sentencia 214/1991.

2. desde que el tribunal constitucional dictó la Sentencia 139/1995, de 26 de septiembre, no puede po-
nerse en cuestión que las personas jurídicas de derecho privado son titulares del derecho al honor reconocido
por el artículo 18.1 c.e. Pronto lo confirmó la Sentencia del mismo tribunal 183/1995, de 11 de diciembre.
y desde entonces, y en debida consecuencia (art. 5.1 l.o.P.j.), la constante doctrina jurisprudencial de esta
Sala al respecto ha sido la que se contiene, entre las más recientes, en las Sentencias 344/2015, de 16 de
junio (rec. 46/2013) y 594/2015, de 11 de noviembre (rec. 981/2014):

«no es obstáculo a que se reconozca que está en juego el derecho fundamental al honor el hecho de que
quien pretende su protección sea una persona jurídica, concretamente una compañía mercantil.

debe recordarse que, según la jurisprudencia constitucional, el reconocimiento de derechos fundamen-
tales de titularidad de las personas jurídicas necesita ser delimitado y concretado a la vista de cada derecho
fundamental en atención a los fines de la persona jurídica, a la naturaleza del derecho considerado y a su
ejercicio por aquélla (SS.t.c. 223/1992 y 76/1995). aunque el honor es un valor que debe referirse a las
personas físicas individualmente consideradas, el derecho a la propia estimación o al buen nombre o repu-
tación en que consiste no es patrimonio exclusivo de las mismas (S.t.c. 214/1991, de 11 de noviembre).

a través de los fines para los que cada persona jurídica privada ha sido creada, puede establecerse un
ámbito de protección de su propia identidad y en dos sentidos: tanto para proteger su identidad cuando des-
arrolla sus fines, como para proteger las condiciones de ejercicio de su identidad, bajo las que recaería el
derecho al honor. la persona jurídica puede así ver lesionado su derecho al honor mediante la divulgación
de hechos concernientes a su entidad, cuando la difame o la haga desmerecer en la consideración ajena. en
este caso, la persona jurídica afectada, aunque se trate de una entidad mercantil, no viene obligada a probar
la existencia de daño patrimonial en sus intereses, sino que basta constatar que existe una intromisión en el
honor de la entidad y que ésta no sea legítima (S.t.c. 193/1995, de 16 de septiembre)».

Volvemos a confirmar ahora la expresada doctrina ‒no sólo aplicable a las sociedades mercantiles, sino
también a las asociaciones en general [SS.t.S. 136/2012, de 29 de febrero (rec. 1.378/2010) y 797/2013,
de 3 de enero de 2014 (rec. 797/2013)], incluidos los partidos políticos [S.t.S. 13/2009, de 16 de enero de
2010 (rec. 783/2007), recurrida en amparo desestimado por la S.t.c. 79/2014, de 28 de mayo, y SS.t.S.
962/2011, de 9 de febrero (rec. 2142/2009) y 654/2014, de 20 de noviembre (rec. 753/2013)] y los sindi-
catos [ SS.t.S. 802/2006, de 19 de julio (rec. 2.448/2002), 1.160/2008, de 27 de noviembre (rec. 36/2006)
y 550/2014, de 21 de octubre (rec. 2.919/2012), así como a las fundaciones [S.t.S. 419/2012, de 4 de julio
(rec. 716/2010)]‒, sin cuestionar su aplicación a las sociedades mercantiles públicas, entre ellas las muni-
cipales [S.t.S. 369/2009, de 21 de mayo (rec. 2.747/2004)].

3. este último caso de las también denominadas «sociedades de ente público» no es obvio. Puede también
suscitar dudas el caso de las entidades públicas empresariales: personas jurídicas de derecho público, cuya
actividad externa se rige típicamente por normas de derecho privado. Pero esta Sala considera que, a efectos
de la tutela jurídico-civil del honor, debe establecer en principio ‒atenta siempre a ulteriores desarrollos de
la doctrina del tribunal constitucional‒ un criterio de aplicación sencillo, basado en la forma privada o pú-
blica de personificación, en orden a determinar qué personas jurídicas son, y cuáles no, titulares del referido
derecho fundamental.

quinto. las razones que justifican que fijemos como doctrina que no lo son las personas jurídicas de
derecho público se enuncian a continuación:

1.ª el tribunal constitucional, en la Sentencia 107/1988, de 5 de julio, traída a colación por la parte
ahora recurrida, declaró: «es preciso tener presente que el honor tiene en nuestra constitución un significado
personalista, en el sentido de que el honor es un valor referible a personas individualmente consideradas, lo
cual hace inadecuado hablar del honor de las instituciones públicas o de clases determinadas del estado,
respecto de las cuales es más correcto, desde el punto de vista constitucional, emplear los términos dignidad,
prestigio y autoridad moral, que son valores que merecen la protección penal que les dispense el legislador,
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pero que no son exactamente identificables con el honor, consagrado en la constitución como derecho fun-
damental».

dicho pronunciamiento fue reiterado en las Sentencias 51/1989, de 22 de febrero y 121/1989, de 3 de
julio. y las antes mencionadas Sentencias del mismo tribunal 214/1991 y 139/1995, pese a las fundamentales
matizaciones que realizaron a la premisa de que en la constitución «el honor es un valor referible a personas
individualmente consideradas», mantuvieron de manera expresa la doctrina de que, desde el punto de vista
constitucional, los valores predicables de las instituciones públicas son, no el honor, sino la dignidad, el
prestigio y la autoridad moral; valores, éstos, que merecen la protección penal que les dispense el legislador:
hoy, entre otros, en los artículos 496 y 504 c.P.

no puede compartir, pues, esta Sala la opinión del ministerio Fiscal de que es el honor el bien jurídico
protegido por dichos preceptos; que se hallan incardinados, no en el título Xi ‒«delitos contra el honor»‒,
sino en el título XXi, capítulo iii, Sección 1.ª ‒«delitos contra las instituciones del estado»‒ del vigente
código Penal.

2.ª el Fundamento jurídico 5.º de la tan repetida Sentencia del tribunal constitucional 139/1995 concluye
diciendo: «resulta evidente, pues, que, a través de los fines para los que cada persona jurídica privada ha
sido creada, puede establecerse un ámbito de protección de su propia identidad y en dos sentidos distintos:
tanto para proteger su identidad cuando desarrolla sus fines como para proteger las condiciones de ejercicio
de su identidad, bajo las que recaería el derecho al honor. en tanto que ello es así, la persona jurídica también
puede ver lesionado su derecho al honor a través de la divulgación de hechos concernientes a su entidad,
cuando la difame o la haga desmerecer en la consideración ajena (art. 7.7 l.o. 1/1982)».

no cabe pensar que esa referencia a cada persona jurídica «privada» sea un lapsus calami del máximo
intérprete de nuestra constitución.

3.ª esa misma referencia aparece en la doctrina general, antes citada, que tiene establecida esta Sala en
materia de tutela jurídico civil del derecho al honor de las personas jurídicas.

es cierto que la Sentencia 1/2008, de 17 de enero (rec. 501/2001) no basó su decisión de confirmar la
desestimación de la demanda de protección del derecho fundamental al honor de cierta diputación Provincial
en que tal persona jurídica pública no fuera titular de ese derecho. Se lee en ella:

«el concepto de honor, tantas veces repetido en doctrina y jurisprudencia, como trasunto de la dignidad
de la persona en su aspecto interno inmanente y su aspecto externo trascendente, no se vislumbra en la di-
putación Provincial, ente público al que no se han referido las informaciones y las opiniones de la diputada
demandada, sino a las personas del partido político oponente; si bien a la persona jurídica, después de muchas
vacilaciones jurisprudenciales, se le reconoció el derecho al honor protegido constitucionalmente (no había
duda de que si era afrentada, podía accionar basándose en el artículo 1902 del código civil ), no aparece en
este caso ataque o menoscabo a la dignidad de un ente público, del que forman parte unas concretas personas,
entre las cuales se halla la propia demandada y sus compañeros de partido, del que era portavoz».

Se comprende, pues, que la parte ahora recurrente haya mencionado dicha sentencia para respaldar su
posición. Pero es la única de esta Sala que cabe señalar en tal sentido: la Sentencia 1.031/2003, de 7 de no-
viembre (rec. 23/1998) confirmó la falta de legitimación activa de los demandantes, que eran concejales
de cierto ayuntamiento, para instar que se condenase a una caja de ahorros a acatar la decisión del Pleno
del ayuntamiento de reponer a otro concejal como representante del mismo en el consejo de administración
de la caja. y simplemente se rechazó en ella, con pleno acierto, el alegato de los recurrentes de que la Sen-
tencia del tribunal constitucional 241/1991, tantas veces mencionada aquí, venía a respaldar su «interés
legítimo» en la defensa del derecho fundamental a acceder a las funciones y cargos públicos (art. 23.2 c.e.)
pretendidamente vulnerado por la caja demandada.

4.ª en cualquier caso, la procedencia de que esta Sala fije ya de modo expreso la doctrina de que las per-
sonas jurídicas de derecho público no son titulares del derecho al honor que garantiza el artículo 18.1 c.e.
viene exigida por la bien establecida jurisprudencia constitucional en el sentido de que no cabe, como regla,
predicar de esa clase de personas jurídicas la titularidad de otros derechos fundamentales que los procesales
que establece el artículo 24 c.e., y en los limitados términos que expresa la reciente Sentencia del tribunal
constitucional 195/2015, de 21 de septiembre. conviene transcribir el párrafo de su Fundamento jurídico
3.º relevante en esta sede:

«debemos partir de la doctrina que, con cita de otras Sentencias, se sintetizó en la S.t.c. 164/2008, de
15 de diciembre, F.j. 3. en la misma recordamos que “los derechos fundamentales y las libertades públicas
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son derechos individuales que tienen al individuo por sujeto activo y al estado por sujeto pasivo en la medida
en que tienden a reconocer y proteger ámbitos de libertades o prestaciones que los poderes públicos deben
otorgar o facilitar a aquéllos (S.t.c. 64/1988, de 12 de abril, F.j. 1). Por este motivo existen importantes di-
ficultades para reconocer la titularidad de derechos fundamentales a las entidades de derecho público, pues
la noción misma de derecho fundamental que está en la base del art. 10 c.e. resulta poco compatible con
entes de naturaleza pública (S.t.c. 91/1995, de 19 de junio, F.j. 2). en consecuencia, lo que con carácter
general es predicable de las posiciones subjetivas de los particulares, no puede serlo, con igual alcance y
sin más matización, de las que tengan los poderes públicos, frente a los que, principalmente, se alza la ga-
rantía constitucional (S.t.c. 129/2001, de 4 de junio, Fj 3)”».

5.ª en esa misma línea ‒como justamente reconoce el ministerio Fiscal en su último informe en los pre-
sentes autos‒ se sitúa la doctrina científica de modo prácticamente unánime; que ha señalado que en la
lógica profunda de los derechos fundamentales está la convicción de que entre gobernantes y gobernados
existe, por definición, una situación de desequilibrio a favor de los primeros, pertrechados de potestades,
privilegios o prerrogativas en orden a la prevalente consecución del interés general. Posición, esa, de supre-
macía de los Poderes Públicos, que ha de compensarse a favor de los gobernados por las sólidas garantías
que los derechos fundamentales significan. Son, por su esencia, pretensiones de los particulares frente a los
Poderes Públicos, y por ello hay que excluir en principio que éstos representen al mismo tiempo el rol de
sujetos y el de destinatarios de los referidos derechos. en suma: el estado y en general las personas jurídicas
de derecho público no tienen, como regla, derechos fundamentales, sino competencias.

6.ª no puede sorprender, así, que el artículo 34 del convenio europeo de derechos humanos disponga:
«el tribunal podrá conocer de una demanda presentada por cualquier persona física, organización no gu-
bernamental o grupo de particulares que se considere víctima de una violación por una de las altas Partes
contratantes de los derechos reconocidos en este convenio o sus Protocolos. las altas Partes contratantes
se comprometen a no poner traba alguna al ejercicio de ese derecho».

la jurisprudencia del tribunal europeo de derecho humanos sobre el significado de la expresión «or-
ganización no gubernamental» se encuentra bien resumida en las decisiones de inadmisión dösemealti be-
lediyesi c. turquía, de 23 de marzo de 2010, y demirbas c. turquía, de 9 de noviembre de 2010; y en la
sentencia dictada en el caso granitul, S.a. c. rumanía el 22 de marzo de 2011, §§ 23-29. Se lee en la segunda
de aquellas decisiones:

«a tenor de dicho artículo, el convenio no sólo protege a las personas físicas, sino también a las personas
jurídicas bajo la jurisdicción de estados contratantes. la comisión y el tribunal europeos de derechos hu-
manos han tenido ocasión de pronunciarse sobre la calificación jurídica correspondiente a organizaciones
cuyo carácter no gubernamental era cuestionable.»

1. Diferentes organizaciones públicas.

«así, tratándose de una corporación de derecho público que mantenía un monopolio, la red de Ferro-
carriles nacionales de españa, la comisión ha dicho que aquélla carecía de legitimación para interponer
una demanda habida cuenta de que el consejo de administración era responsable ante el gobierno y de que
la estructura interna y la organización de las actividades de la entidad demandante estaban reguladas me-
diante disposiciones legislativas (renFe c. españa, nº 35.216/97, decisión de la comisión de 8 de septiem-
bre de 1997 [...]). y llegó igual conclusión respecto del consejo general de colegios oficiales de
economistas de españa a causa de que ejercía “funciones oficiales (...) atribuidas por la constitución y por
la ley (consejo general de colegios oficiales de economistas de españa c. españa, núms. 26.114/95 y
26455/95, decisión de 28 de junio de 1995).»

«los órganos del convenio no han aplicado siempre de manera rígida ese concepto de “organización
gubernamental”, sino que han considerado necesario proceder a un examen del caso concreto con indepen-
dencia del estatus atribuido por el derecho interno a la organización en cuestión. así, en el caso los Santos
monasterios c. grecia (9 de diciembre de 1994, serie a nº 301-a), el gobierno demandado invocó en apoyo
de su tesis los vínculos históricos, jurídicos y financieros de la iglesia ortodoxa y de sus instituciones con
la nación y el estado helénicos, que, según el gobierno, se reflejaban en la constitución y en los textos le-
gislativos, así como la considerable influencia que ejercía, también a su juicio, la iglesia sobre las actividades
de estado. Por lo demás, estimaba que los monasterios estaban integrados jerárquicamente en la estructura
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orgánica de la iglesia de grecia. el tribunal no compartió el criterio del gobierno demandado y calificó a
los monasterios demandantes de organizaciones no gubernamentales, teniendo en cuenta los elementos si-
guientes: no ejercían prerrogativas del poder público; la naturaleza de sus fines, esencialmente eclesiásticos
y espirituales o culturales y sociales, no permitía clasificarlos como organizaciones gubernamentales con
finalidad de administración pública; y, por lo demás, la única potestad que tenían los consejos monásticos
consistía en dictar reglamentaciones relativas a la organización y promoción de la vida espiritual y sobre la
administración interna de cada monasterio. el tribunal consideró también que la calificación como personas
jurídicas de derecho público, atribuida por el derecho interno a los monasterios demandantes, pretendía
exclusivamente asegurarles, en razón de los particulares vínculos que les unían al estado, la misma protec-
ción jurídica frente a terceros reconocida a otras personas jurídicas de derecho público (§§ 48-49; véase
también Finska Församlingen i Stockholm, hautaniemi c. Suecia, nº 24.019/94, decisión de la comisión de
11 de abril de 1996, d.r. 85; rommelfanger c. república Federal de alemania, nº 12.242/86, decisión de
la comisión de 12 de julio de 1989, d.r. 62, p. 151).»

«en el caso radio France y otros c. Francia [(dec.) nº 53984/00, cedh 2003- X)], el tribunal, con re-
ferencia a los precedentes, definió las “organizaciones gubernamentales” como las personas jurídicas que
participan en el ejercicio del poder público o que gestionan un servicio público bajo el control de las auto-
ridades.

afirmó que debían tomarse en consideración el estatuto jurídico de la persona moral y, en su caso, las
prerrogativas que tiene atribuidas, la naturaleza de la actividad que desempeña y el contexto en el que se
inscribe, así como su grado de independencia respecto de las autoridades políticas. y teniendo especialmente
en cuenta el régimen establecido en orden a garantizar la independencia editorial y la autonomía institucional
de la sociedad demandante ‒sociedad nacional de radiodifusión‒, el tribunal la calificó como organización
no gubernamental, a pesar de que la ley le atribuye finalidades de servicio público y del hecho de que de-
pende en gran medida del estado para su financiación.»

«el tribunal aplicó los mismos criterios de libertad editorial y autonomía institucional reconocidas por
el legislador para concluir que también la cadena de radiodifusión austriaca, aunque pública, tenía la con-
dición de organización no gubernamental en el sentido del artículo 34 (Österreichischer rundfunk c. austria,
nº 35841/02, §§ 46-54, 7 de diciembre de 2006).»

2. Los organismos descentralizados.

«Por lo que respecta a los entes públicos territoriales, la jurisprudencia referente a su condición de de-
mandante en el sentido del artículo 34 del convenio es más uniforme. Se ha establecido en varias ocasiones
que las autoridades descentralizadas que ejercen funciones públicas no pueden interponer una demanda ante
los órganos del convenio, pues, cualquiera que sea su grado de autonomía, ejercen una parte del poder pú-
blico y, por tanto, sus actos u omisiones implican la responsabilidad del estado conforme al convenio (el
gobierno de la comunidad autónoma del País Vasco c. españa (dec.), nº 29.134/03, 3 de febrero de 2004;
Karagiannis c. grecia (dec.), nº 33.408/05, 27 de septiembre de 2007, breisacher c. Francia (dec.), nº
76.976/01, cedh 2003-X; Section de commune d#antilly c. Francia (dec.), nº 45.129/98, cedh 1999-
Viii; commune de rothenthurn c. Suiza, nº 13.252/87, decisión de la comisión de 14 de diciembre de 1988,
dr 59, p. 251; ayuntamiento de mula c. españa (dec.), nº 55.346/00, cedh 2001-1; danderyds Kommun
c. Suecia (dec.), nº 52.559/99, 7 de junio de 2001).»

«el tribunal ha tenido también ocasión de precisar que incluso en un litigo entre un gobierno central y
un ente público territorial no cabría llegar a una conclusión diferente puesto que un tal contencioso no dis-
minuye en ningún caso el carácter público de las autoridades implicadas (la provincia de bari, Francesco
Sorrentino y teresa messeni nemagna c. italia (dec.), nº 41.877/98, 15 de septiembre de 1998) [...].»

«el tribunal también ha tenido ocasión de decir que los actos de “carácter privado" de los entes públicos
territoriales, o los actos en los cuales no ejercen su poder público, no pueden constituir un argumento que
permita considerarlos como “demandantes potenciales”: el tenor del artículo 34 es limitativo a ese respecto,
y tal criterio ha sido confirmado en numerosas ocasiones por la jurisprudencia, como se muestra más abajo.

la naturaleza del acto concernido no tiene, pues, relevancia al respecto, pues el organismo gubernamental
mantiene siempre una parte del poder público. cuando el tribunal ha examinado la condición de demandante
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de los organismos públicos, siempre ha mantenido como criterio la competencia de los mismos para ejercer
el poder público, sin considerar el concreto acto o procedimiento debatido ante él [...]».

7.ª hay que partir, pues, de la regla general que las personas jurídicas de derecho público no son titulares
de derechos fundamentales. dicha regla puede tener excepciones, incluso para derechos diferentes de los
procesales que reconoce el artículo 24 c.e.; pero no ha hallado esta Sala, ni en la doctrina constitucional
española ni en la comparada, razones que impongan que entre esas excepciones se encuentre el derecho
fundamental al honor.

Para comprender mejor por qué, es oportuno transcribir ahora parte de la argumentación de la Sentencia
del tribunal constitucional 139/1995: la que vino a reconocer a las personas jurídicas privadas la titularidad
del repetido derecho:

«[...] hemos dicho que existe [en la propia constitución] un reconocimiento específico de titularidad de
determinados derechos fundamentales respecto de ciertas organizaciones. hemos dicho, también, que debe
existir un reconocimiento de la titularidad a las personas jurídicas de derechos fundamentales acordes con
los fines para los que la persona natural las ha constituido. en fin, y como corolario de esta construcción ju-
rídica, debe reconocerse otra esfera de protección a las personas morales, asociaciones, entidades o empresas,
gracias a los derechos fundamentales que aseguren el cumplimiento de aquellos fines para los que han sido
constituidas, garantizando sus condiciones de existencia e identidad.»

cierto es que, por falta de existencia física, las personas jurídicas no pueden ser titulares del derecho a
la vida, del derecho a la integridad física, ni portadoras de la dignidad humana. Pero si el derecho a asociarse
es un derecho constitucional y si los fines de la persona colectiva están protegidos constitucionalmente por
el reconocimiento de aquellos derechos acordes con los mismos, resulta lógico que se les reconozca también
constitucionalmente la titularidad de aquellos otros derechos que sean necesarios y complementarios para
la consecución de esos fines. en ocasiones, ello sólo será posible si se extiende a las personas colectivas la
titularidad de derechos fundamentales que protejan ‒como decíamos‒ su propia existencia e identidad, a
fin de asegurar el libre desarrollo de su actividad, en la medida en que los derechos fundamentales que cum-
plan esa función sean atribuibles, por su naturaleza, a las personas jurídicas».

resulta evidente, en primer lugar, que esa conexión sistemática con el derecho fundamental de asociación
(art. 22.1 c.e.), establecida por el tribunal constitucional, cae por su base cuando se trata de las personas
jurídicas de derecho público.

la referencia, en fin, que los párrafos transcritos hacen a los derechos fundamentales necesarios y com-
plementarios para la consecución de los fines de tipo de persona jurídica de que se trate puede, sin duda,
justificar que se reconozca, por ejemplo, a las universidades públicas la titularidad de libertad de enseñanza
(art. 27.1 c.e.); o la titularidad de la libertad de información [art. 20.1.d) c.e.] a los entes públicos de ra-
diodifusión. o que, en países en los que existan iglesias u otras entidades religiosas de naturaleza jurídico-
pública, se les garantice constitucionalmente la libertad religiosa y de culto. Pero no cabe sostener
sensatamente que la consecución de los fines característicos de las personas jurídicas de derecho público
requiera reconocerles la titularidad del derecho fundamental al honor, para garantizar así su existencia e
identidad.

8.ª en fin, en cuanto al déficit de protección jurídica al que han aludido tanto la parte ahora recurrente
como el ministerio Fiscal, baste decir ‒además de recordar la muy amplia libertad de la que goza el legislador
ordinario para tipificar las conductas que juzga merecedoras de sanción penal‒ que, negar a las personas ju-
rídicas de derecho público la titularidad del derecho al honor que garantiza el artículo 18.1 c.e., de ningún
modo comporta negar que tales personas jurídicas puedan reclamar, con fundamento en el artículo 1902
c.c., indemnización de los perjuicios que les causen los atentados a su prestigio institucional o autoridad
moral.

Pero deberán probarlos cumplidamente, pues no gozan de la presunción de perjuicio que establece el ar-
tículo 9.3 de la ley orgánica 1/1982. tampoco serán aplicables a los correspondientes procesos civiles las
normas de los artículos 249.1.2 º y 477.2.1º l.e.c.

SeXto. esta Sala concluye, por tanto, y fija como doctrina que las personas jurídicas de derecho público
no son titulares del derecho al honor garantizado por el artículo 18.1 c.e. consecuentemente, el ayunta-
miento de Sobrescobio carecía de legitimación para ejercitar las pretensiones que dedujo la demanda ini-
ciadora del presente proceso.
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en aplicación de la doctrina de la equivalencia de resultados y carencia de efecto útil del recurso [S.t.S.
261/2016, de 20 de abril (rec. 920/2014) y las en ella citadas], se impone, por tanto, desestimar los recursos
por infracción procesal y de casación interpuestos por el referido ayuntamiento, al resultar en definitiva jus-
tificado el fallo desestimatorio de la demanda al que llegaron, por distintas razones, tanto el juzgado como
la audiencia Provincial.

SÉPtimo. a tenor de lo dispuesto en el artículo 398.1 l.e.c. en relación con el artículo 394.1 de la
misma ley, las costas de los ambos recursos deben ser impuestas a la parte recurrente.

al estar la parte recurrente exenta de constituir depósito para recurrir, nada procede acordar a ese res-
pecto.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS Y PROBLEMÁTICA SUSCITADA.

tal y como señala el Fundamento jurídico primero, en el año 2010 el ayuntamiento de Sobrescobio so-
licitó ante la consejería de industria y empleo del Principado de asturias la concesión para el aprovecha-
miento del agua mineral-natural de cierto manantial.

Sometida la misma a información pública, don josé daniel presentó un escrito de alegaciones, en el
que afirmaba que la tramitación del expediente era «una verdadera chapuza», sin estudio de impacto am-
biental, ni informe de sanidad y una falsa autorización de carreteras y que tendría las correspondientes con-
secuencias en los tribunales.

es así que don josé daniel faltó a la verdad; aunque alegó que su intención era denunciar una situación
injusta y vulneradora de sus derechos. 

el 3 de octubre de 2012 se interpuso, en nombre del ayuntamiento de Sobrescobio, una demanda contra
don josé daniel, al amparo del artículo 18 c.e. y los artículos 9 y concordantes de la ley orgánica 1/1982,
de 5 de mayo, sobre protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia
imagen, pidiendo que se declarase que las imputaciones arriba transcritas vertidas por el Sr. josé daniel ha-
bían comportado vulneración del derecho al honor, intimidad personal y propia imagen del ayuntamiento,
y que se condenase a aquél a pagar a éste una indemnización de 12.000 euros.

el juzgado de Primera instancia desestimó la demanda sin entrar en el fondo del asunto, señalando que
corresponde en todo caso al Pleno del ayuntamiento el ejercicio de acciones judiciales en materias de com-
petencia plenaria y que no se había emitido el preceptivo dictamen previo del Secretario o de la asesoría
jurídica del ayuntamiento.

contra la sentencia de primera instancia, interpuso el ayuntamiento de Sobrescobio recurso de apelación.
la audiencia Provincial estimó el primero de los motivos del recurso, al considerar subsanables en cualquier
momento, y efectivamente subsanados, los defectos mencionados. y entrando en el fondo del asunto, con-
firmó la desestimación de la demanda; argumentando que la alegación efectuada y las frases en ella conte-
nidas efectuadas ante la consejería de industria y empleo del Principado de asturias por parte de d. josé
daniel, no lesionan el derecho fundamental al honor de la entidad demandante, debiendo entenderse, que si
bien las expresiones utilizadas pueden considerarse poco afortunadas, deben considerarse en el contexto en
el que se vierten y por las personas que las efectúan. Pues tales alegaciones se hicieron ante la consejería
de industria en el seno de la tramitación del expediente por parte del ayuntamiento de Sobrescobio de «apro-
vechamiento y propuesta de perímetro de protección del agua mineral-natural de comillera», y dentro del
periodo abierto para alegaciones, no difundiendo tales opiniones en otros foros no relacionados con la cues-
tión, sino dentro de lo que eran las administraciones implicadas en el expediente, ni de modo general en el
municipio, siendo tales alegaciones realizadas por una persona lega en derecho y que podía considerarse
plenamente afectada por esa actuación, y lesionados sus derechos. Sin que conste que con ello se paralizaron
las intervenciones en la zona, salvo la realización de las correcciones precisas a la vista de la situación ex-
puesta puestas de relieve en las alegaciones, o su repercusión negativa entre empresas interesadas en el pro-
yecto, ni que entre los vecinos del municipio la imagen de la corporación municipal sufriera un descrédito
o desmerecimiento.

contra dicha sentencia, el ayuntamiento interpuso conjuntamente recurso extraordinario por infracción
procesal y recurso de casación.
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3. LA TITULARIDAD DEL DERECHO AL HONOR: LAS PERSONAS JURÍDICAS PÚBLICAS.

3.1. Consideraciones generales.

el derecho al honor puede ser considerado, desde una vertiente subjetiva, como el sentimiento de la es-
timación que las personas tienen de sí mismas en relación con la conciencia de la propia dignidad moral y,
desde una perspectiva objetiva, como la reputación, buen nombre o fama de la que se goza ante los demás1.

ahora bien ¿son las personas jurídicas de derecho público titulares de este derecho? ni la constitución
ni la ley orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal
y familiar y a la propia imagen, se pronuncian sobre esta cuestión2. en consecuencia, decidir si el derecho
del art. 18 c.e. les es predicable es una cuestión de interpretación3.

la jurisprudencia del tribunal constitucional y del tribunal Supremo han admitido que el derecho al
honor corresponde no sólo a las personas físicas, sino también a las personas jurídicas. no obstante, no a
todas ya que desde la Sentencia del tribunal constitucional 107/19884, ha quedado establecido que ese de-
recho no se reconoce a las instituciones públicas, de las que sólo son predicables «dignidad, prestigio y au-
toridad moral». a pesar de ello, el tema es muy discutido y hay quien considera que las personas jurídicas
de derecho público, como los ayuntamientos, son titulares de algunos derechos como el honor del art. 18.1
c.e. y están legitimados para defenderlos, pues, si no, los ataques al honor del ayuntamiento, que también
recaen sobre los ciudadanos, quedarían impunes y por ello habría que dar el paso jurisprudencial afirma-
tivo.

3.2. La postura del Tribunal Supremo.

el tribunal Supremo considera que las personas jurídicas de derecho público no son titulares del derecho
fundamental al honor. esto no quiere decir que los ataques para tener protección constitucional deban diri-
girse a persona o personas concretas e identificadas, sino que incluso la tienen cuando los ataques se dirijan
a un colectivo de personas más o menos amplio que trasciendan a sus miembros o componentes, identifica-
bles como individuos dentro de la colectividad5.

respecto de las personas jurídico-privadas y atendiendo al significado objetivo del derecho al honor, el
tribunal Supremo no ve ningún inconveniente, como ya hemos visto, en afirmar de las mismas la titularidad
del derecho fundamental al honor. en efecto, las personas jurídicas son creadas por las personas físicas con
vistas a la consecución de determinados fines que de otra forma no sería posible conseguir. esto es, las per-
sonas jurídicas constituyen un instrumento al servicio de los intereses de las personas físicas que las crearon6.
Por otro lado, hay que tener en cuenta que los entes colectivos creados son la consecuencia del ejercicio de
otros derechos fundamentales, básicamente, del derecho de asociación previsto en el artículo 22 c.e., y el
pleno ejercicio de este derecho conlleva que la organización creada tenga suficientemente garantizada su li-

1 de cuPiS, a., «i diritti della personalità», cicu, a. y meSSineo, F. (dirs.), trattato di diritto civile e commerciale, giuffré,
milán, 1982.

2 carrillo, m., «libertad de expresión, personas jurídicas y derecho al honor», derecho privado y constitución, núm. 10, 1996, p.
110, explica que sobre la titularidad de los derechos fundamentales por parte de las personas jurídicas la constitución no contiene
ningún pronunciamiento. Si bien también es cierto que ni la constitución ni las normas inferiores impiden que las personas morales
puedan ser sujetos de derechos fundamentales.

3 Vidal marín, t., «derecho al honor, personas jurídicas y tribunal constitucional», indret, revista para el análisis del derecho,
núm. 397, 2007, p. 2.

4 en este mismo sentido, la Sentencia del tribunal constitucional 139/1995, de 26 de septiembre, afirma que no puede ponerse en
cuestión que las personas jurídicas de derecho privado son titulares del derecho al honor reconocido en el art. 18.1 c.e. desde en-
tonces las Sentencias consideran que no es obstáculo a que se reconozca que está en juego el derecho fundamental al honor el hecho
de que quien pretende su protección sea una persona jurídica, concretamente una compañía mercantil (por ejemplo, Sentencias
344/2015, de 16 de junio y 594/2015, de 11 de noviembre). las personas jurídicas pueden ver lesionado su derecho al honor mediante
la divulgación de hechos relativos a su entidad, cuando la difame o la haga desmerecer en la consideración ajena. 

5 Véanse las Sentencias del tribunal constitucional 214/1991, de 11 de noviembre; 139/1995, de 26 de septiembre y 571/2003, de 5
de junio. 

6 gÓme montoro, a., «la titularidad de derechos fundamentales por personas jurídicas: un intento de fundamentación», en
aa.VV., la democracia constitucional: estudios en homenaje al Profesor Francisco rubio llorente, vol. i, congreso de los diputados,
madrid, 2002, p. 432.
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bertad de actuación en orden a la consecución de los fines propuestos, para lo cual deberán gozar de ciertos
derechos fundamentales.

quiere decirse, por tanto, que ningún obstáculo de entidad existe a la hora de extender el derecho al
honor entendido como reputación a las personas jurídicas de derecho privado, deviniendo el mismo como
esencial en orden a la propia existencia o identidad de tales entes morales así como para el libre desarrollo
de sus actuaciones, independientemente del fin perseguido por aquellas (fin de interés general o fin de interés
particular)7.

esto podría hacer pensar que las entidades públicas empresarial tienen reconocido el derecho al honor
ya que son personas jurídicas de derecho público cuya actividad externa se rige por normas de derecho
privado. Sin embargo, el tribunal Supremo considera que no; el criterio de aplicación es sencillo y se basa
en la forma privada o pública de personificación. las entidades públicas empresariales, cuya personalidad
jurídica es de derecho público, no son titulares del derecho fundamental al honor.

3.3. Las razones que justifican la postura jurisprudencial.

las razones que justifican la doctrina del tribunal Supremo son:
1. el tribunal constitucional, en la Sentencia 107/1988, de 5 de julio, declaró: «es preciso tener presente

que el honor tiene en nuestra constitución un significado personalista, en el sentido de que es un valor re-
ferible a personas individualmente consideradas, lo cual hace inadecuado hablar de las instituciones públicas
o de clases determinadas del estado, respecto de las cuales es más correcto emplear términos como dignidad,
prestigio y autoridad moral, que son valores que merecen la protección penal que les dispense el legislador,
pero que no son exactamente identificables con el honor, consagrado en la constitución como derecho fun-
damental». el honor es un valor referible a las personas individualmente consideradas, por lo que deviene
inadecuado hablar del derecho al honor respecto de las instituciones públicas o de clases determinadas del
estado. Para éstas «es más correcto, desde el punto de vista constitucional, emplear los términos de dignidad,
prestigio y autoridad moral, que son valores que merecen la protección penal que les dispense el legislador,
pero que no son exactamente identificables con el honor, consagrado en la constitución española como de-
recho fundamental»8.

2. Sostiene el tribunal constitucional que resulta evidente que a través de los fines para los que cada
persona jurídica privada ha sido creada, puede establecerse un ámbito de protección de su propia identidad
y en dos sentidos distintos: tanto para proteger su identidad cuando desarrolla sus fines como para proteger
las condiciones de ejercicio de su identidad, bajo las que recaería el derecho al honor. la persona jurídica
también puede ver lesionado su derecho al honor a través de la divulgación de hechos concernientes a su
entidad, cuando la difame o la haga desmerecer en la consideración ajena.

3. la doctrina general del tribunal constitucional hace referencia a la tutela jurídico-civil del derecho
al honor de las personas jurídicas privadas, pero no de las personas jurídicas de derecho público. la esta-
blecida jurisprudencia constitucional afirma que estas últimas sólo son titulares de otros derechos funda-
mentales procesales del art. 24 c.e. y en los términos de la Sentencia 195/2015, de 21 de septiembre9.

4. en la lógica de los derechos fundamentales está la convicción de que entre gobernantes y gobernados
existe, por definición, una situación de desequilibrio a favor de los primeros, pertrechados de potestades,
privilegios o prerrogativas en orden a la consecución del interés general. esta posición de supremacía ha de
compensarse a favor de los gobernados por las sólidas garantías que los derechos fundamentales significan.

7 Vidal marín, t., «derecho al honor, personas jurídicas y tribunal constitucional»…, op. cit., p. 8.
8 la misma doctrina se reproduce en las Sentencias 51/1989, de 22 de febrero y 121/1989, de 3 de julio. 
9 la S.t.c. 195/2015, de 21 de septiembre reitera la doctrina que se sintetizó en la S.t.c. 164/2008, de 15 de diciembre, en la que se

establece: «los derechos fundamentales y las libertades públicas son derechos individuales que tienen al individuo por sujeto activo
y al estado por sujeto pasivo en la medida en que tienden a reconocer y proteger ámbitos de libertades o prestaciones que los poderes
públicos deben otorgar o facilitar a aquéllos. Por este motivo existen importantes dificultades para reconocer la titularidad de los de-
rechos fundamentales a las entidades de derecho Público, pues la noción misma de derecho fundamental que está en la base del art.
10 c.e. resulta poco compatible con entes de naturaleza pública. en consecuencia, lo que con carácter general es predicable de las
posiciones subjetivas de los particulares, no puede serlo, con igual alcance y sin más matización, de las que tengan los poderes pú-
blicos, frente a los que, principalmente, se alza la garantía constitucional».
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las personas jurídicas de derecho público no tienen, como regla general, derechos fundamentales, sino
competencias.

5. el art. 34 del convenio europeo de derechos humanos dispone: «el tribunal podrá conocer de una
demanda presentada por cualquier persona física, organización no gubernamental o grupo de particulares
que se considere víctima de una violación por una de las altas Partes contratantes de los derechos recono-
cidos en el convenio o sus Protocolos». la jurisprudencia del tribunal europeo de derechos humanos
sobre el significado de «organización no gubernamental» es clara, si bien –precisa– hay que proceder a exa-
minar cada caso concreto:

a. las corporaciones de derecho público carecen de legitimación para interponer una demanda cuando
el consejo de administración es responsable ante el gobierno y la estructura interna y organización de ac-
tividades están reguladas por disposiciones legislativas. 

b. las autoridades descentralizadas que ejercen funciones públicas no pueden interponer una demanda
ante los órganos del convenio, pues cualquiera que sea su grado de autonomía, ejercen una parte del poder
público y, por tanto, sus actos u omisiones implican la responsabilidad del estado conforme al convenio.
incluso en un litigio entre un gobierno central y un ente público territorial no cabe llegar a una conclusión
distinta, puesto que tal contencioso no disminuye en ningún caso el carácter público de las autoridades im-
plicadas. ni siquiera la naturaleza del acto (aunque sean actos de carácter privado en los cuales los entes
públicos territoriales no ejercen su poder público) no tiene relevancia al respecto ya que los organismos gu-
bernamentales mantienen siempre una parte del poder público. 

4. CONCLUSIONES.

como hemos podido observar, tanto el tribunal Supremo como el tribunal constitucional reconocen a
las personas jurídico-privadas la titularidad de todos los derechos fundamentales que no sean incompatibles
con su realidad y que además les sean necesarios para el cumplimiento de sus fines, entre ellos el derecho
al honor10. 

Sin embargo, cuando se trata de personas jurídicas públicas esto no es así. la posición de supremacía
de la que gozan las personas jurídicas de derecho público tiene que compensarse a favor de los gobernados
mediante el reconocimiento de sólidas garantías para proteger sus derechos fundamentales. la noción misma
de derecho fundamental es poco compatible con los entes de naturaleza pública, que lo que tienen son com-
petencias, más que derechos fundamentales.

no cabe sostener tampoco que el cumplimiento de los fines que tienen encomendados requiera recono-
cerles la titularidad del derecho fundamental al honor, para garantizar su existencia e identidad. 

en este contexto, es interesante señalar el caso de las entidades públicas empresariales que puede plantear
dudas puesto que tienen personalidad jurídica de derecho público, pero se rigen por el derecho privado.
no obstante, el criterio de aplicación de la doctrina del tribunal constitucional es sencillo: es la forma pri-
vada o pública de la personificación la que determina qué personas jurídicas son titulares del derecho al
honor y cuáles no. en consecuencia, las entidades públicas empresariales, al tener personalidad jurídica de
derecho público, no son titulares del derecho en cuestión. 

a pesar de todo ello, debe tenerse en cuenta que negarles a las personas jurídicas publicas la titularidad
del derecho al honor garantizado por el art. 18.1 c.e. no comporta de ningún modo negar que puedan recla-
mar indemnización de los perjuicios que les causen los atentados a su prestigio institucional o autoridad
moral, con base en el art. 1.902 del código civil.
http://www.poderjudicial.es/search/doAction?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7716764&links=&optimize=20160622&publicinterface=true

10 gÓmez garrido, j., «derecho al honor y persona jurídico-privada», revista electrónica del departamento de derecho de la
universidad de la rioja, núm. 8, 2010, p. 223.
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NOTICIAS DE LA UNIÓN EUROPEA. Por la Oficina de Bruselas del Colegio de
Registradores.

1. INSTITUCIONES EUROPEAS:

• La Comisión europea propone un Sistema Europeo de Información y Autorización de Viajes.

La Comisión ha propuesto establecer un Sistema Europeo de Información y Autorización de Viajes
(E.T.I.A.S.) para reforzar los controles de seguridad de los viajeros exentos de visado. El E.T.I.A.S. recabará
información sobre todas las personas que viajen a la Unión Europea sin visado con el fin realizar unos
controles de migración y seguridad más avanzados. Ello contribuirá a una gestión más eficaz de las fronteras
exteriores de la U.E. y mejorará la seguridad interior, facilitando al mismo tiempo los viajes legales a través
de las fronteras del espacio Schengen.

La autorización E.T.I.A.S. no es un visado; se trata de un régimen más sencillo y cómodo para los
visitantes. Los nacionales de los países beneficiarios de la liberalización de visado seguirán estando libres
del requisito de visado, pero habrán de obtener una simple autorización de viaje previa a su entrada en el
espacio Schengen. Este mecanismo contribuirá a identificar a las personas que podrían presentar un riesgo
de migración irregular o de seguridad antes de que lleguen a las fronteras y aumentará significativamente
la seguridad de las fronteras exteriores. El E.T.I.A.S. colmará, además, lagunas de información acerca de
los viajeros exentos de visado, recabando información que podría ser vital para las autoridades de los Estados
miembros antes de la llegada de dichos viajeros a las fronteras del espacio Schengen. Dicho sistema supone,
por lo tanto, un importante avance hacia unos sistemas de información de fronteras y seguridad más robustos
e inteligentes. El E.T.I.A.S. facilitará además el cruce de las fronteras exteriores a los nacionales de terceros
países exentos de visado. Los viajeros tendrán una indicación temprana fiable sobre su entrada en el espacio
Schengen, que reducirá considerablemente el número de denegaciones de entrada.

Con el fin de decidir si se expide o se deniega una solicitud de viaje a la U.E., un sistema automatizado
efectuará controles previos plenamente respetuosos de los derechos fundamentales y la protección de los
datos personales. Aunque la decisión final de autorizar o de denegar la entrada corresponderá en todo
momento a los guardias de fronteras nacionales que efectúen los controles fronterizos con arreglo al Código
de fronteras Schengen, las comprobaciones previas de todos los viajeros facilitarán las inspecciones
fronterizas y garantizarán una evaluación coordinada y armonizada de los nacionales de terceros países
exentos de visado.

Derecho
de la Unión

EuropeaDUE
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El E.T.I.A.S. será gestionado por la Guardia Europea de Fronteras y Costas en estrecha colaboración
con las autoridades competentes de los Estados miembros y de Europol. La agencia eu-LISA se encargará
del desarrollo y de la gestión técnica de este sistema de información.

Las funciones clave de E.T.I.A.S. serán las siguientes:
• Verificar la información presentada por los nacionales de terceros países exentos de visado (como

la información relativa a la identidad, los documentos de viaje, los datos de residencia, los datos de contacto,
etc.) mediante un formulario en línea antes de traspasar las fronteras exteriores de la UE, a fin de determinar
si plantean algún riesgo en materia de migración irregular, de seguridad o de salud pública;

• Cotejar automáticamente cada solicitud presentada a través de un sitio web o de una aplicación
móvil con otros sistemas de información de la U.E. (tales como SIS, VIS, Europol, la base de datos de
Interpol, el SES, Eurodac o ECRIS), una lista de alerta propia del E.T.I.A.S. (elaborada por Europol) y unas
normas específicas, proporcionadas y claramente definidas de escrutinio que nos permitan determinar si
hay indicios concretos o motivos fundados para expedir o denegar una autorización de viaje;

• Expedición de las autorizaciones de viaje. En aquellos casos en que no se detecten respuestas
positivas o elementos que requieran un análisis más detenido, la autorización de viaje se expedirá
automáticamente minutos después de la presentación de la solicitud.

La autorización se obtendrá, por tanto, mediante un procedimiento sencillo, barato y rápido; en la amplia
mayoría de los casos, la autorización se concederá en cuestión de minutos. Dicha autorización, cuyo
formulario podrá rellenarse en no más de diez minutos y que solo requiere un documento de viaje válido,
tendrá una validez de cinco años y podrá utilizarse para múltiples viajes. Los solicitantes mayores de 18
años solo deberán abonar una tasa de solicitud de 5 EUR.

Texto de la propuesta:
Propuesta de Reglamento por el que se establece un Sistema Europeo de Información y Autorización de
Viajes

http://ec.europa.eu/dgs/home-affairs/what-we-do/policies/european-agenda-security/legislative-documents/docs/20161116/proposal_etias_en.pdf
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2. AMPLIACIÓN:

• La Comisión europea adopta el paquete de ampliación 2016.

La Comisión Europea ha adoptado  su paquete anual de medidas de ampliación, en el que evalúa la
situación de los países de los Balcanes Occidentales y Turquía en cuanto a la aplicación de las reformas
políticas y económicas esenciales, y los pasos a dar para colmar las lagunas pendientes. Entre otras cosas,
la Comisión recomienda que los Estados miembros consideren la apertura de negociaciones con Albania,
iniciativa que no obstante habrá de estar estrictamente supeditada a la consecución de progresos creíbles y
tangibles en la aplicación de la reforma judicial y, concretamente, en el proceso de reevaluación de jueces
y fiscales («escrutinio»).

La política de ampliación sigue dando sus frutos y las reformas avanzan en casi todos los países, aunque
a ritmos diferentes. Es por lo tanto esencial mantener el compromiso con el principio de otorgar prioridad
a los aspectos fundamentales: La Comisión seguirá centrando los esfuerzos en el Estado de Derecho,
incluidos los aspectos relativos a la seguridad, los derechos fundamentales, las instituciones democráticas
y la reforma de la administración pública, así como en el desarrollo económico y la competitividad. Es
asimismo crucial otorgar un papel más preponderante a la sociedad civil y a los interesados en sentido
amplio.

Situación actual:

Por lo que respecta a la implantación del Estado de Derecho, se han constatado, en general, esfuerzos
por modernizar los marcos y la infraestructura legales. Albania ha adoptado, por unanimidad, enmiendas
constitucionales que sientan las bases para una reforma judicial de amplio y profundo alcance. No obstante,
el poder judicial de la mayor parte de los países sigue adoleciendo de ineficiencia, falta de independencia y
escasa rendición de cuentas. En los últimos años, todos los países han robustecido sus estructuras de lucha
contra la corrupción y la delincuencia organizada; los esfuerzos deben, ahora más que nunca, dirigirse a
amasar experiencia en las investigaciones, enjuiciamientos y resoluciones judiciales a todos los niveles. Los
países candidatos a la ampliación han modificado también su legislación penal y en materia de lucha contra
el terrorismo, dotándose de instrumentos más contundentes con los que combatir estas lacras. Algunos de
ellos han adoptado nuevas estrategias y planes de acción contra el terrorismo, pero es preciso perseverar en
la lucha contra la radicalización, especialmente en los ámbitos de la pedagogía y la mejora del control de
los fondos extranjeros destinados a la promoción de contenido radical.

Los derechos fundamentales siguen estando, a grandes líneas, consagrados en la legislación de los
países de la ampliación. En los Balcanes Occidentales, a pesar de la persistencia de algunas deficiencias
prácticas, la situación permanece bastante estable.

La libertad de expresión y de los medios de comunicación es una fuente particular de inquietud en la
mayor parte de los países candidatos, si bien en diverso grado. La falta de progresos en este sentido que se
ha venido observando en los dos últimos años ha persistido y, en algunos casos, se ha recrudecido. La
discriminación y la hostilidad hacia los grupos vulnerables, por motivos entre los que se incluyen la
orientación sexual o la identidad de género, siguen siendo un motivo de intensa preocupación.

El correcto funcionamiento de las instituciones democráticas sigue siendo un desafío de altura para
muchos países. Es preciso engastar en la cultura política el papel esencial de los parlamentos nacionales
para la democracia. 

La reforma de la administración pública ha progresado a un ritmo desigual en los distintos países.
Los derechos de los ciudadanos a una buena administración, acceso a la información y justicia administrativa
deben protegerse de forma más segura.

La situación económica ha mejorado progresivamente en toda la región y se registra un mayor
crecimiento, unas mayores tasas de inversión y una mayor creación de puestos de trabajo por el sector
privado. Sin embargo, todos los países de la ampliación se enfrentan a importantes desafíos estructurales
económicos y sociales, habida cuenta de la escasa eficiencia de las administraciones públicas y de los
elevados índices de desempleo. El desempleo juvenil, concretamente, se mantiene en cotas alarmantes. El
clima de inversión también se ve negativamente afectado por el persistente déficit de Estado de derecho.
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El programa de ampliación actual incluye a los países de los Balcanes Occidentales y a Turquía. Se han
entablado negociaciones de adhesión con países candidatos como Turquía (2005), Montenegro (2012) y
Serbia (2014), pero todavía no con la Antigua República Yugoslava de Macedonia (país candidato desde
2005) ni con Albania (país candidato desde 2014). Bosnia y Herzegovina y Kosovo son candidatos
potenciales.

Texto de la Comunicación de la Comisión europea: 
http://ec.europa.eu/enlargement/pdf/key_documents/2016/20161109_strategy_paper_en.pdf
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3. JUSTICIA:

• La Comisión propone un nuevo enfoque de la insolvencia empresarial en Europa: Fomentar la
reestructuración temprana para respaldar el crecimiento y proteger el empleo.

El buen funcionamiento de los sistemas de insolvencia y reestructuración es clave para apoyar el
crecimiento económico y la creación de empleo. Esta iniciativa aumentará las oportunidades de las empresas
en dificultades financieras de reestructurarse en una fase temprana a fin de prevenir la quiebra y evitar
despidos. Esta iniciativa garantizará que los empresarios tengan una segunda oportunidad para desarrollar
sus actividades después de una quiebra. Al mismo tiempo permitirá unos procedimientos de insolvencia
más efectivos y eficientes en toda la U.E.

Esta iniciativa es un elemento fundamental del Plan de Acción de la Unión de los Mercados de Capitales
y de la Estrategia del mercado único. La misma contribuirá a suprimir importantes obstáculos al desarrollo
de los mercados de capitales de la U.E., ofreciendo seguridad jurídica a los inversores transfronterizos y a
las empresas que operen en la U.E. Las nuevas normas ayudarán a atraer inversores, y a crear y mantener
puestos de trabajo, y ayudarán a las economías a absorber las perturbaciones económicas. En la actualidad,
demasiadas empresas viables en dificultades financieras son dirigidas hacia la liquidación y no hacia una
reestructuración temprana, y demasiado pocos empresarios obtienen una segunda oportunidad.

La propuesta también es una buena noticia para la estabilidad financiera, ya que los procedimientos de
reestructuración eficientes impiden a las empresas el impago de sus préstamos a los bancos y contribuirán
a hacer frente al problema del elevado nivel de préstamos no productivos en algunas partes del sector
bancario de la UE. Esto a su vez permitirá a los bancos conceder más préstamos a los consumidores y las
empresas.

La propuesta de Directiva se centra en tres elementos clave:
‒ Principios comunes sobre el uso de marcos de reestructuración temprana, que ayudarán a las empresas

a proseguir su actividad y preservar el empleo.
‒ Normas que permitan a los empresarios gozar de una segunda oportunidad, ya que estos habrán sido

completamente liberados de sus deudas tras un período máximo de tres años. Actualmente, la mitad de los
europeos afirma que no iniciarían un negocio por miedo al fracaso.

‒ Medidas específicas para que los Estados miembros aumenten la eficiencia de los procedimientos de
insolvencia, reestructuración y liquidación. De este modo se reducirá la excesiva lentitud y los costes
excesivos de los procedimientos en muchos Estados miembros, lo que genera inseguridad jurídica para los
prestamistas e inversores y unas bajas tasas de cobro de deudas impagadas.

Las nuevas normas seguirán el siguiente principio fundamental para garantizar que los marcos de
insolvencia y reestructuración sean coherentes y eficientes en toda la U.E.:

‒ Las empresas en dificultades financieras, en particular las PYME, tendrán acceso a los mecanismos
de alerta rápida para detectar posibles deterioros de la situación de la empresa, y garantizar la reestructuración
en una fase temprana.

‒ Unos marcos de reestructuración preventivos y flexibles simplificarán los largos, complejos y costosos
procedimientos judiciales. En su caso, se debe asociar a los órganos jurisdiccionales nacionales para asegurar
la protección de los intereses de las partes interesadas.

‒ El deudor disfrutará de un «respiro» temporal de una duración máxima de cuatro meses, en relación
con la ejecución de la acción, con el fin de facilitar las negociaciones y el éxito de la reestructuración.

‒ Los acreedores y los accionistas minoritarios disconformes no podrán bloquear los planes de
reestructuración, pero se protegerán sus intereses legítimos.

‒ La nueva financiación será objeto de protección específica aumentando así las posibilidades de éxito
de la reestructuración.

‒ Mediante los procedimientos de reestructuración preventiva, los trabajadores gozarán de plena
protección del Derecho laboral, de conformidad con la legislación vigente de la UE.

‒ La formación y la especialización de los profesionales del Derecho y los tribunales, y el uso de la
tecnología en línea (por ejemplo, presentación de reclamaciones, notificaciones a acreedores), mejorarán la
eficiencia y la duración de los procedimientos de insolvencia, reestructuración y concesión de una segunda
oportunidad. 
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Contexto.

El Reglamento sobre insolvencia, de 2015, se centra en la resolución de los conflictos en materia de
competencias y leyes aplicables en los procedimientos de insolvencia transfronterizos, y garantiza el
reconocimiento de las sentencias relacionadas con la insolvencia en toda la U.E. El Reglamento no armoniza
la legislación de los Estados miembros relativa a la insolvencia.

Las revisiones de la aplicación de la Recomendación de 2014 sobre la reestructuración y la segunda
oportunidad mostraron que, a pesar de las reformas en el ámbito de la insolvencia, las normas siguen siendo
poco eficaces y difieren en algunos países. En algunos Estados miembros, no es posible reestructurar una
empresa antes de ser declarada insolvente. En cuanto a la segunda oportunidad, sigue habiendo importantes
discrepancias en cuanto a la duración del período de condonación.

Tales diferencias en los marcos jurídicos de los Estados miembros dan lugar a inseguridad jurídica, costes
adicionales para los inversores en la evaluación de sus riesgos, unos mercados de capitales menos
desarrollados y unos obstáculos persistentes a la reestructuración eficiente de las empresas viables en la UE,
incluidos los grupos de empresas transfronterizos.

En este contexto, el Plan de Acción de la Unión de los Mercados de Capitales, de 2015, anunció una
iniciativa legislativa sobre la insolvencia empresarial, que incluirá la reestructuración temprana y la segunda
oportunidad. Esta iniciativa tiene por objeto resolver los principales obstáculos a la libre circulación de
capitales y se basa en los regímenes nacionales que funcionan bien. La Estrategia del Mercado Único anunció
el apoyo a los empresarios mediante una legislación que ofrecerá un entorno regulador en el que tenga cabida
el fracaso sin que disuada a los emprendedores de intentar la puesta en marcha de nuevas ideas.

Texto de la propuesta de Directiva:
Propuesta

http://ec.europa.eu/justice/civil/files/c_2014_1500_es.pdf
http://ec.europa.eu/information_society/newsroom/image/document/2016-48/proposal_40046.pdf
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1. Conclusiones y recomendaciones 
 
1.1 El CESE considera que la lucha contra el terrorismo y su financiación y contra el blanqueo de 

capitales y otras formas de delincuencia económica conexas tienen que ser prioridades 
permanentes de la política de la UE. 

 
1.2 El CESE manifiesta su acuerdo, en términos generales, con las medidas incluidas en la 

propuesta de modificación de la Directiva relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo1y con la urgencia de su 
transposición. 

 
1.3 Dado el carácter mundial de estos fenómenos, el Comité pide a la UE y a los Estados miembros 

que, en el futuro, asuman un papel aún más destacado y desempeñen una función de liderazgo 
en las instancias y foros internacionales que son activos en el ámbito de la lucha contra el 
blanqueo de capitales y la delincuencia grave consustancial a él. Son necesarias actuaciones y 
medidas coordinadas a nivel internacional y mundial a fin de responder con decisión y obtener 
más resultados, y Europa puede desempeñar un papel de referencia al respecto. 

 
1.4 El Comité es consciente del esfuerzo que supone para las empresas y entidades obligadas 

adaptarse a la directiva, así como para las autoridades controladoras. Sin embargo, es un 
esfuerzo necesario que todos deben hacer para lograr los objetivos plenamente compartidos, 
entre los que está la defensa del sistema financiero y de otras entidades obligadas frente a su 
utilización para la comisión de delitos. El Comité propone la realización de una evaluación del 
impacto de la aplicación de estas medidas. 

 
1.5 El CESE manifiesta su preocupación por que una serie de factores pueden limitar seriamente la 

eficacia práctica de las 4.ª y 5.ª Directivas contra el blanqueo de capitales (AMLD). En primer 
lugar, la lista de terceros países de alto riesgo, publicada el 14 de julio de 2016, no incluye 
muchos países o jurisdicciones sobre los cuales hay fundados indicios de que están actuando 
como paraísos fiscales para el lavado de dinero y no incluye a ninguno de los 21 mencionados 
en los papeles de Panamá. Dado que las medidas reforzadas de diligencia debida de la 5AMLD 
solo se aplican a los terceros países declarado de alto riesgo, el CESE propone que: o bien se 
elabore una nueva lista de terceros países de alto riesgo, o bien se amplíe el ámbito de 
aplicación de las medidas del artículo 18 bis de la 5AMLD. El CESE considera una prioridad la 
creación de los registros nacionales públicos de los titulares reales de cuentas bancarias, 
empresas, fideicomisos y transacciones y el acceso a ellos por parte de las entidades obligadas. 

 
1.6 El CESE insta a las instituciones europeas a reforzar sus políticas tendentes a acabar con los 

paraísos fiscales. En particular, considera necesario que todas las obligaciones que establece la 
5AMLD, y especialmente las de identificación de los titulares reales de cuentas bancarias, 
empresas, fideicomisos y transacciones, se extiendan a todos los territorios o jurisdicciones cuya 
soberanía depende de los Estados miembros. 

 

                                                   
1 En adelante 5AMLD, por sus siglas en inglés, COM(2016) 450 final. 

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?qid=1476970607388&uri=CELEX:52016PC0450
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1.7 Es necesario articular más profundamente la lucha contra el blanqueo de capitales con las que 
hay que desarrollar contra el fraude y la elusión fiscales, la corrupción y otros delitos conexos 
–tráficos de armas, drogas, personas, etc.– y contra las organizaciones de la economía criminal. 
Hay que desarrollar nuevas iniciativas contra todos ellos y sus conexiones con el blanqueo. 
También sería necesario establecer medidas contra la competencia fiscal desleal. 

 
1.8 La lucha contra el terrorismo y el blanqueo de capitales requieren de una más estrecha 

cooperación entre los distintos servicios de inteligencia y de seguridad de los Estados miembros, 
y de estos con Europol. 

 
1.9 El CESE considera que los tratados de libre comercio y asociación económica deberían incluir 

un capítulo sobre medidas contra el fraude y la elusión fiscales, el blanqueo de capitales y la 
financiación del terrorismo. El CESE pide a la Comisión que se incluya como propuesta de la 
UE en las negociaciones en curso, en particular en la de las ATCI, y en los tratados ya en vigor 
en el momento en que estos sean revisados. 

 
1.10 La labor de las Unidades de Información Financiera (UIF) de los Estados miembros y su 

coordinación europea permanente es esencial. El CESE opina que sería conveniente crear un 
instrumento europeo de vigilancia, coordinación y anticipación de los cambios tecnológicos. 

 
1.11 Dada la enorme importancia de la lucha contra el blanqueo de capitales y a fin de lograr una 

aplicación uniforme y eficaz de las normas en este ámbito en todos los Estados miembros, es 
fundamental que los textos y conceptos de las medidas propuestas sean lo más claros posibles. 
Ello va en beneficio de la seguridad jurídica necesaria para todos aquellos que deben aplicar 
estos textos. 

 
1.12 Sería conveniente la armonización europea del tratamiento jurídico –definiciones y penas– del 

conjunto de delitos relacionados con el blanqueo de capitales, el fraude fiscal, la corrupción y la 
financiación del terrorismo y de sus conexiones. También, la armonización de las sanciones 
derivadas del incumplimiento de los preceptos de las Directivas AML. 

 
1.13 El CESE propone que se establezcan medidas de control de las filiales de las entidades 

obligadas en terceros países de alto riesgo y que no se vigile solo a los clientes. 
 
1.14 El CESE propone a la Comisión que estudie medidas adicionales de protección de los derechos 

de los ciudadanos frente a una utilización ilícita o abusiva de la información registrada por parte 
de las autoridades competentes o de las entidades obligadas. 

 
1.15 El Comité valora positivamente la rapidez con que van a tramitarse estas propuestas y confía en 

que puedan entrar en vigor rápidamente en un breve plazo de tiempo, sin que ello vaya en 
detrimento de la calidad de los resultados. Por ello, es conveniente establecer un calendario 
realista y directrices claras para la transposición de la legislación y su aplicación en los Estados 
miembros. 
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2. Contexto y propuesta de la Comisión 
 
2.1 Los brutales atentados terroristas en Francia, Bélgica y otros países europeos y las filtraciones 

sobre lavado de dinero procedente de actividades delictivas en paraísos fiscales, la última de las 
cuales ha sido la del ICIJ2 sobre los papeles de Panamá, han llevado a la Comisión Europea a 
proponer nuevas medidas contra la utilización del sistema financiero para el blanqueo de 
capitales y la financiación de terrorismo. El 5 de julio de 2016, la Comisión aprobó, junto a la 
propuesta de 5AMLD, otra para facilitar a las autoridades fiscales el acceso a la información 
sobre el blanqueo de capitales3 y una Comunicación sobre medidas adicionales de transparencia 
y de lucha contra el fraude y la elusión fiscales4. 

 
2.2 Un reciente estudio del Parlamento Europeo5 señala: «Los papeles de Panamá han puesto de 

manifiesto el papel de los paraísos fiscales como facilitadores de la elusión fiscal, y la 
naturaleza agresiva de algunas prácticas de elusión fiscal donde la distinción entre fraude y 
evasión se enmascaran. En ese sentido, la opacidad resultante del secretismo, la falta de 
trazabilidad y la falta de intercambio de información fiscal han jugado un papel importante en 
los casos de incumplimiento de las sanciones económicas y oscurecido información útil y 
necesaria en relación con el crimen organizado, incluido el blanqueo de dinero relacionado 
con la actividad terrorista, la corrupción y el tráfico de drogas». 

 
2.3 El ICIJ publicó los papeles de Panamá. Su base de datos –Offsore Leaks Database6– contiene 

referencias de 45 131 sociedades de la UE7. De los 21 territorios que el despacho Mossack 
Fonseca utilizaba para las operaciones de fraude y elusión fiscales y blanqueo de capitales, tres 
son Estados de la UE y otros tres son jurisdicciones dependientes de uno de ellos8. 

 
2.4 La 5AMLD concreta una parte de las propuestas del Plan de acción para intensificar la lucha 

contra la financiación del terrorismo9: aquellas que implican una modificación de la 
4.ª Directiva (4AMLD)10 y de la Directiva sobre las garantías exigidas a las sociedades para 
proteger los intereses de socios y terceros11. El Plan propone adelantar la fecha de trasposición 
de la 4AMLD del 26 de junio de 2017 al 1 de enero de 2017, que será también fecha límite para 
la trasposición de las dos propuestas de Directiva de 5 de julio de 2016. 

                                                   
2 International Consortium of Investigative Journalist. 
3 COM (2016) 452 final. 
4 COM (2016) 451 final. 
5 EPRS-EP: «The inclusion of financial services in EU free trade and association agreements: Effects on money laundering, tax 

evasion and avoidance. Ex-Post Impact Assessment» (La inclusión de los servicios financieros en los acuerdos de libre 
comercio y de asociación europeos: efectos sobre el blanqueo de capitales, la evasión fiscal y la elusión fiscal. 
Evaluación de impacto retrospectiva),  p. 18. 

6 Offshore Leaks Database. 
7 EPRS, op.cit.; pp. 19 y 20. 
8 EPRS, op.cit.; p. 21. 
9 COM(2016) 50 final. 
10 DO L 141 de 5.6.2015, p. 73. 
11 DO L 258 de 1.10.2009, p. 11. 

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?qid=1476969658443&uri=CELEX:52016PC0452
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?qid=1476969441838&uri=CELEX%3A52016DC0451
http://www.europarl.europa.eu/thinktank/en/document.html?reference=EPRS_STU(2016)579326
http://www.europarl.europa.eu/thinktank/en/document.html?reference=EPRS_STU(2016)579326
http://www.europarl.europa.eu/thinktank/en/document.html?reference=EPRS_STU(2016)579326
http://www.europarl.europa.eu/thinktank/en/document.html?reference=EPRS_STU(2016)579326
https://offshoreleaks.icij.org/
http://www.europarl.europa.eu/thinktank/en/document.html?reference=EPRS_STU(2016)579326
http://www.europarl.europa.eu/thinktank/en/document.html?reference=EPRS_STU(2016)579326
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?qid=1475850401625&uri=CELEX%3A52016DC0050
http://eur-lex.europa.eu/eli/dir/2015/849/oj
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/FR/TXT/?qid=1476967486603&uri=CELEX:32009L0101


 

ECO/408 – EESC-2016-04274-00-01-AC-TRA (ES) 6/10 

 
2.5 El complejo marco político y legislativo de la 5AMLD incluye, solo en 2015, otras dos 

iniciativas: la Agenda Europea de Seguridad12y la propuesta de Directiva relativa a la lucha 
contra el terrorismo13, que establece una nueva tipificación de los delitos relacionados con la 
financiación del terrorismo. 

 
2.6 El 14 de julio de 2016, la Comisión aprobó el Reglamento Delegado sobre identificación de 

terceros países de alto riesgo y una lista anexa14 que recoge la aprobada por el GAFI en su 
reunión de Busan (Corea) de 24 de junio de 2016. 

 
2.7 La propuesta de 5AMLD impone algunos nuevos compromisos de diligencia debida que deben 

aplicar las entidades obligadas –entidades financieras, profesionales relacionados, proveedores 
de servicios a fideicomisos y juegos de azar, agentes inmobiliarios, etc.– a sus clientes, nuevos y 
existentes. Y sobre todo prevé, en su artículo 18 bis, medidas reforzadas de diligencia debida 
con respecto a los clientes con actividad en terceros países de alto riesgo. Los Estados miembros 
podrán aplicar también contramedidas a las jurisdicciones de alto riesgo, incluida la prohibición 
de establecer en ellos sucursales u oficinas de representación o realizar transacciones 
financieras. 

 
2.8 Una novedad es que las plataformas de cambio de monedas virtuales y los proveedores de 

servicios de custodia de monederos electrónicos se incluirán en su ámbito de aplicación y 
tendrán la consideración de entidades obligadas a los efectos de las medidas de diligencia 
debida. Se suprime el anonimato para el uso en línea de las tarjetas de prepago y se baja el 
umbral de obligación de identificación de 250 a 150 EUR en su uso presencial. 

 
2.9 La 5AMLD propone también reforzar las competencias de las UIF y promover la cooperación 

entre ellas; facilitar la identificación de los titulares de cuentas bancarias y de pago, 
estableciendo registros centrales automatizados nacionales de las mismas; y obligar a la 
identificación y registro de los titulares reales de las empresas (rebajando el umbral del 25 % al 
10 % de la propiedad), de los fideicomisos y de las fundaciones y entidades similares, así como 
permitir el acceso público a esta información con determinadas condiciones. 

 
3. Observaciones generales 
 
3.1 Las diversas formas de delincuencia que utilizan el lavado de dinero y los paraísos fiscales en 

contra de los derechos fundamentales de toda la población son muy graves. El blanqueo de 
capitales no cesa de aumentar a pesar de los esfuerzos promovidos por las autoridades europeas 
y nacionales. 

 
3.2 La liberalización de los flujos financieros en el mundo y la velocidad de aplicación de nuevas 

tecnologías digitales a sus transacciones dificultan la lucha contra la utilización del sistema 

                                                   
12 COM(2015) 185 final. 
13 COM(2015) 625 final, pp. 2-12. 
14 C(2016) 4180 final. 

http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?qid=1476970256491&uri=CELEX:52015DC0185
http://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?qid=1476970336289&uri=CELEX:52015PC0625
http://ec.europa.eu/transparency/regdoc/rep/3/2016/ES/3-2016-4180-ES-F1-1-ANNEX-1.PDF
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financiero para fines criminales. Las investigaciones sobre los últimos atentados del terrorismo 
yihadista en Europa han proporcionado información sobre formas de financiación de los mismos 
no contempladas en la 4AMLD. Esto justifica proponer su modificación cuando todavía no ha 
entrado en vigor y adelantar la fecha límite para su transposición. 

 
3.3 El CESE manifiesta su acuerdo, en líneas generales, con las medidas propuestas en la 5AMLD y 

cree que pueden ser útiles para ayudar a acabar con el terrorismo y el blanqueo de capitales. 
 
3.4 Una salvedad podría derivarse de las consecuencias sobre los derechos fundamentales, en 

particular el de protección de los datos personales, de una inadecuada utilización por las 
autoridades competentes de un gran volumen de información sensible. La propuesta de 5AMLD 
establece algunas cautelas al respecto. El conocimiento de determinadas conductas 
gubernamentales que han puesto de manifiesto las revelaciones de WikiLeaks (2010 y 2012) y 
los papeles de Snowden (2013) nos llevan a proponer que la Comisión estudie la posibilidad de 
establecer medidas adicionales de protección de los derechos de los ciudadanos frente al uso 
abusivo de la información registrada. En particular, que analice la viabilidad de establecer algún 
tipo de calificación penal común para la utilización ilícita de informaciones y datos personales. 
El CESE podría colaborar en la realización de este estudio. 

 
3.5 Sin perjuicio de las actuales propuestas y otras iniciativas y acciones a nivel europeo que el 

Comité propone en el presente dictamen, es de suma importancia que la UE y los Estados 
miembros, en el futuro, asuman un papel aún más destacado y desempeñen una función de 
liderazgo en los organismos y foros internacionales que trabajan en el ámbito de la lucha contra 
el blanqueo de capitales y la delincuencia grave conexa, ya que se trata de fenómenos de 
alcance mundial que por lo general tienen carácter transfronterizo. Son necesarias actuaciones y 
medidas coordinadas a nivel internacional y mundial a fin de responder con decisión y obtener 
más resultados, y Europa puede desempeñar un papel de referencia al respecto. 

 
3.6 Muchos ciudadanos europeos siguen sufriendo las consecuencias de la crisis, las políticas de 

ajuste y el incremento de la pobreza y la desigualdad, mientras llega a su conocimiento que 
grandes empresas multinacionales practican la elusión y el fraude fiscales y personalidades 
relevantes del mundo económico, político, cultural o deportivo evaden impuestos y lavan dinero 
en paraísos fiscales. Algunos de los procedimientos y jurisdicciones son también utilizados para 
financiar organizaciones terroristas capaces de cometer los crímenes más atroces en Europa y 
otras partes del mundo. Esta situación es insostenible. Hay que exigir a las autoridades europeas 
y nacionales eficacia para acabar con ella. 

 
3.7 No obstante lo expresado en el punto 3.2, la consecución de los objetivos de las Directivas AML 

podría verse seriamente dificultada por las debilidades de la acción política para acabar con los 
paraísos fiscales, nodos imprescindibles para el blanqueo de capitales. También por una 
insuficiente articulación de las iniciativas contra el blanqueo de capitales con las relacionadas 
con la lucha contra los delitos que lo promueven (fraude fiscal, pertenencia a organizaciones 
terroristas o criminales, tráfico de armas, drogas y personas, etc.) en un contexto marcado por la 
pervivencia de prácticas de competencia fiscal desleal en la UE. 
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3.8 La lista de países de alto riesgo que la Comisión publicó el 14 de julio de 201615 no incluye a 
ninguno de la lista de los papeles de Panamá. Este hecho es paradójico ya que uno de los 
argumentos esgrimidos por la Comisión para proponer la 5AMLD son las revelaciones 
contenidas en dichos documentos. En la lista solo figura un país de alto riesgo que no colabora: 
Corea del Norte. En el Grupo II, que incluye a los países que se han comprometido a subsanar 
las deficiencias y han solicitado asistencia técnica para ejecutar el Plan de Acción del GAFI, 
está Irán. En el Grupo I de países que ya han elaborado el plan de acción que les permitirá salir 
de la lista en cuanto cumplan sus prescripciones figuran nueve países (cuatro de ellos en guerra: 
Afganistán, Iraq, Siria y Yemen). Una parte del dinero que financia el terrorismo pasa por estos 
países. Sin embargo, lo que muestran todos los análisis e investigaciones sobre el tema es que el 
blanqueo de capitales procedentes de las demás formas de delincuencia no se realiza en ellos. 

 
3.9 Hay que lamentar que un organismo como el GAFI, que realiza una labor tan importante en el 

análisis de la delincuencia financiera internacional y en la proposición de los medios para 
combatirla, no haya encontrado el modo adecuado para confeccionar sus listas de países de 
riesgo. Es lógico que la Comisión se sirva de las Recomendaciones16 y otras propuestas del 
GAFI para combatir el blanqueo de capitales. Pero en este caso, el plegarse a sus propuestas 
puede anular parte de la eficacia de la 5AMLD, dado que las medidas reforzadas del 
artículo 18 bis solo se aplicarán a los terceros países de alto riesgo. 

 
3.10 El CESE considera que la eficacia práctica de la 5AMLD requeriría: o bien revisar la lista de 

terceros países de alto riesgo para incluir en ella a los países o territorios donde se realizan las 
principales operaciones de blanqueo de capitales, o ampliar el ámbito de aplicación del 
artículo 18 bis a todas las entidades obligadas y jurisdicciones que, por las informaciones en 
poder de las UIF, sean sospechosas de realizar operaciones de blanqueo de capitales. El CESE 
propone también que se confeccione una lista única de jurisdicciones que no colaboran en la 
persecución de los delitos económicos. 

 
3.11 El que una parte no desdeñable de las operaciones de blanqueo se realicen en jurisdicciones 

dependientes de Estados miembros debería llevar a todas las instituciones de la UE a establecer 
un compromiso político firme para acabar con los paraísos fiscales en su territorio. En concreto, 
las obligaciones de identificación de los titulares reales de las cuentas bancarias, de la propiedad 
de las empresas y de todas las partes de los fideicomisos y de las transacciones, que se exigen a 
las entidades obligadas de la UE en la propuesta de 5AMLD, deberían extenderse a todos los 
territorios cuya soberanía depende de los Estados miembros, incluyendo a aquellos que gozan 
de legislaciones fiscales especiales. En este orden de cosas, y a fin de cumplir con sus 
obligaciones, las entidades obligadas deberían tener la posibilidad de apoyarse también en los 
datos de los registros nacionales (oficiales). Igualmente, las medidas reforzadas del 
artículo 18 bis deberían aplicarse a las jurisdicciones dependientes de Estados de la UE que 
realizan operaciones de lavado de dinero. 

 

                                                   
15 Reglamento Delegado C(2016) 4180 y anexo con la lista de países: http://ec.europa.eu/transparency/regdoc/rep/3/2016/ES/3-2016-

4180-ES-F1-1-ANNEX-1.PDF. 
16 Estándares internacionales sobre la lucha contra el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo y la proliferación. 

http://ec.europa.eu/transparency/regdoc/rep/3/2016/ES/3-2016-4180-ES-F1-1.PDF
http://ec.europa.eu/transparency/regdoc/rep/3/2016/ES/3-2016-4180-ES-F1-1-ANNEX-1.PDF
http://ec.europa.eu/transparency/regdoc/rep/3/2016/ES/3-2016-4180-ES-F1-1-ANNEX-1.PDF
http://www.fatf-gafi.org/media/fatf/documents/recommendations/pdfs/FATF-40-Rec-2012-Spanish.pdf
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3.12 El fraude y la elusión fiscales están muy relacionados con el blanqueo de capitales. Una parte 
del dinero blanqueado procede del fraude y la elusión fiscales. Es necesario coordinar la 
prevención y la represión de ambos tipos de delitos, tanto en el plano legislativo como en el de 
la acción política y en las actuaciones de los servicios de inteligencia, policiales y de los 
sistemas judiciales. El CESE ha valorado positivamente las últimas iniciativas de la Comisión 
para combatir el fraude y la elusión fiscales en la UE, pero siguen siendo insuficientes, por lo 
que serían necesarias otras adicionales que se articulasen con las que se adopten contra el 
blanqueo de capitales. 

 
3.13 La lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo requiere una estrecha 

cooperación entre los distintos servicios de inteligencia y de seguridad de los Estados miembros, 
y de estos con Europol. Hay que reconocer que los niveles actuales de cooperación son 
insuficientes. A pesar de las declaraciones públicas de los responsables nacionales y europeos y 
del apoyo ciudadano al reforzamiento de esta cooperación, tras cada atentado terrorista salen a 
la luz pública importantes deficiencias de coordinación. En ocasiones los fallos de coordinación 
se detectan entre los distintos servicios de un mismo Estado. Hay que poner todos los medios 
para acabar con esta situación. 

 
3.14 En los últimos años la UE ha negociado o firmado importantes tratados de libre comercio y 

asociación económica. En estos momentos negocia un tratado de la importancia de la ATCI. 
Estos tratados deberían proporcionar una excelente ocasión para establecer medidas bilaterales o 
birregionales de lucha contra el fraude y la elusión fiscales, el blanqueo de capitales y la 
financiación del terrorismo. El CESE pide a la Comisión que estudie el modo de introducir un 
capítulo de esta naturaleza en los tratados que se negocian en la actualidad y en la revisión de 
aquellos que ya están vigentes. El CESE coincide plenamente en este punto con las 
conclusiones del estudio del PE antes mencionado17. 

 
4. Observaciones específicas 
 
4.1 Las UIF de los Estados miembros tienen que desarrollar una importante labor de información, 

vigilancia y prevención, incluida la anticipación de los rápidos cambios que se producen en las 
tecnologías susceptibles de ser utilizadas en el blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo. La rapidez en las respuestas nacionales y de la puesta en común europea de sus 
diferentes investigaciones es muy necesaria. La coordinación permanente y ágil de las UIF es 
fundamental. El CESE opina que sería conveniente crear un instrumento europeo de vigilancia, 
coordinación y anticipación tecnológica. 

 
4.2 Las entidades obligadas, definidas en las 4.ª y 5.ª Directivas AML, tienen que realizar tareas de 

vigilancia y control de personas y movimientos sospechosos. Sin embargo, no se contemplan en 
estas Directivas requerimientos u obligaciones sobre las actividades de las entidades obligadas 
en terceros países de alto riesgo. Debería ponerse fin a esta situación en la que se vigila más a 
los clientes que a las propias entidades. 

 

                                                   
17 EPRS, op. cit, pp. 59 a 62. 

http://www.europarl.europa.eu/thinktank/en/document.html?reference=EPRS_STU(2016)579326
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4.3 Del Dictamen del CESE CCMI/132 «Combatir la corrupción»18 son especialmente útiles, en 
relación con el presente dictamen las siguientes recomendaciones: a) elaborar una estrategia 
quinquenal de lucha contra la corrupción, coherente y global, con su subsiguiente plan de 
acción; b) crear una Fiscalía Europea y reforzar las capacidades de Eurojust; y, c) obligar a las 
empresas multinacionales a comunicar los datos financieros claves sobre su actividad en todos 
los países en los que operan. 

 
4.4 En opinión del CESE, sería necesario establecer una armonización europea del tratamiento 

penal –definiciones y penas– del conjunto de delitos relacionados con el blanqueo de capitales, 
el fraude fiscal, la corrupción y la financiación del terrorismo y de sus conexiones. La Comisión 
y la Autoridad Bancaria Europea deberían promover también la armonización de las sanciones 
por incumplimiento de las obligaciones por parte de las entidades obligadas. 

 
4.5 La lucha contra el blanqueo de capitales es de gran importancia y debería llevarse a cabo con 

determinación, solidez y eficacia. Por lo tanto, es sumamente importante que los textos y los 
conceptos en las medidas propuestas sean lo más claros posibles. Ello va en beneficio de la 
seguridad jurídica necesaria para todos aquellos que deben aplicar estos textos y, al mismo 
tiempo, propicia una aplicación uniforme en toda la Unión. 

 
4.6 El Comité valora positivamente la rapidez con que van a tramitarse estas propuestas y confía en 

que se adopten y entren en vigor en un breve plazo de tiempo. Sin embargo, ello no puede ir en 
detrimento de la calidad de los resultados. Por ello, es conveniente establecer un calendario 
realista y directrices claras para la transposición de la legislación y su aplicación en los Estados 
miembros. 

 
Bruselas, 19 de octubre de 2016 
 
 
 
 
Georges DASSIS 
El Presidente del Comité Económico y Social Europeo 
 

_____________ 

                                                   
18 DO C 13 de 15.1.2016, p. 63. 

http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=OJ:C:2016:013:SOM:ES:HTML
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Es indiscutible que para desentrañar una norma de esta comple�
jidad y alcance y comprender sus entresijos, la mayoría de los 
profesionales necesitamos la ayuda de expertos. En este libro 

una magnífica selección de éstos nos permite entender y aplicar la 
norma sin necesidad de recurrir a innumerables consultas a otros 
profesionales ni lectura de diferentes fuentes. Por ello es digna de 
elogio la suma de autores conseguida por el Director de la obra, Julio 
Castelao Rodríguez.

Por demás, los propios nombres de los autores y un simple vistazo a 
los índices sistemático y analítico del libro dan ¡dea del alcance de la 
misma. Del mismo modo, el lector que sostenga la obra en la mano 
podrá comprobar que la misma tiene "razones de peso” para ocupar 
un hueco en su biblioteca, si cuenta con alguna preocupación por el 
significado y alcance de la Ley de Rehabilitación, Regeneración y Reno�
vación Urbanas.

Con nuestro agradecimiento a todos los autores que han colaborado 
en llevar este ambicioso proyecto a buen fin y confiando en que los 
lectores sabrán apreciar su esfuerzo, confiamos en el éxito de la obra.
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La crisis económica que padecemos, y que por desgracia a 
tenor de los "agentes externos" a nuestra economía (los 
mercados 0 palabra esta a veces tan fantasmatica como  
incomprensible en su devastadora presencia....0 ) tardará en re?

cobrar el "pulso de la normalidad". Solo se vislumbra una solu?
ción en un horizonte todavía lejano que volverá a reactivarse 
cuando desaparezca de plano esa "cultura especulativa" en el 
diletante mundo de la construcción. Solo así se reavivará la di?
námica del crecimiento.

Este libro aporta soluciones en la compleja y conflictiva pano?
rámica de cuestiones, que suscitan precisamente la adquisición 
de la vivienda, para un consumidor al que dedica preferente?
mente su endeudamiento familiar.

Hemos procurado que los temas objeto de análisis y reflexión, 
sean aquellos que destaquen por su "conflictividad social" y 
no sean referentes dogmáticos, alejados siempre de la realidad 
social; sino todo lo contrario aspectos vitales para el consumi?
dor de inmuebles, útilmente reflexionados por el profesional 
del Derecho experimentado en su conocimiento pragmático, y 
orientado siempre en la búsqueda de respuestas justas y enri0  
quecedoramente válidas para el sufrido consumidor de inmue?
bles.

9788490313916
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LA CALIFICACIÓN DEL CONCURSO Y LA 
RESPONSABILIDAD POR INSOLVENCIA

La V edición del Congreso Español de Derecho de la Insolvencia, que se 
desarrolló en unión con el IX Congreso del Instituto Iberoamericano de 
Derecho C'oncursal. se celebró en Palma de Mallorca en abril de 2 0 1 3 .  
»tHirdundo monográficamente el tema de la culiticución del concurso y la 
rcsiMtnsuhiliditd |Kir la insolvencia, l a función represora del concurso de 
acreedores se concibe como una función secundaria y eventual, de ca rác :
ter civil y 110 penal, que se materializa en la sección sexta del procedi:
miento. La calificación del concurso como culpable tiene graves conse :
cuencias para el deudor persona física o  los representantes legales, así 
como en el caso de las personas jurídicas para los administradores y liqui:
dadores. de hecho o de derecho, los apoderados generales o los cómplices. 
Por ello, se ha mantenido que la calificación del concurso cumple también 
una finalidad protectora de los intereses de los acreedores, ya que contri- 
buvc a aumentar cJ grado de sutistucctoii de los mismos. Ello tiene un 
importante protagonismo en el momento actual, en el que se mantiene un 
elevado mi mero de concursos de acreedores cuya solución es la liquida:
ción v, en esa medida, se produce la necesidad de calificación.

La obra que el lector tiene en sus manos recoge el debate y conclusiones 
del referido Congreso, con especial atención a las soluciones introducidas 
en la reforma de la Ley Concursa! por la lx*\ 3 8 ;2 0 1 1. que aunque ha tra :
tado de solucionar algunos problemas normativos que se planteaban en el 
ámbito de la calificación , no ha evitado que subsistan importantes cuestio :
nes que continúan siendo objeto de discusión e interpretación.
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Recientemente se lia celebrado en Madrid el III 
Foro Concursa! organizado por la Fundación Instituto 
Derecho Concursa! K FL.NDIECOK  con la finalidad de 
que se analizara  la experiencia y los conocim ientos, 
desde una  perspectiva práctica, tras aplicarse la Lev 
38/2011 sobre la Reform a de la Ley Concursa!, al 
cumplirse un año de su en trada  en vigor el día 1 de 
enero de 2012.

En este libro se recoge las in tervenciones que 
expusieron y debatieron los M agistrados y Jueces de 
lo M ercantil, que in tervin ieron en el Foro, todos ellos 
de reconocido prestigio en el ámbito concursa!.

Basados en sus experiencias, analizaron  la Ley 
38/2011, aportando  sus ideas sobre el alcance de la 
misma, valorando sus aspectos positivos y sus carencias, 
así como los cambios introducidos en la m isma y lo 
que se podría cam biar en el fu tu ro
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